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ompañeras y Compañeros, con gran 
alegría presentamos el número 50 
de Escenarios, nuestra revista, ya 
diecinueve años consecutivos de 
encontrarnos, al principio dos veces 

al año y luego cada cuatro meses, de reunir-
nos para presentarla en la Feria del Libro, y 
también en las distintas delegaciones, una 
revista que fue poco a poco convirtiéndo-
se en lo que soñamos, el instrumento de 
los trabajadores del Estado para opinar y 
debatir sobre la situación del país, sobre 
el pensamiento nacional y latinoamericano 
y también para proponer políticas para los 
distintos organismos.

   	 Al principio fue una propuesta, una idea 
de generar una publicación que sin alejarse 
de la realidad cotidiana, pudiera no limitarse 
a las coyunturas, a los temas y cuestiones 
más inmediatas, sino que tratara de apuntar 
a cuestiones estratégicas, demostrando que 
los trabajadores estatales, sin perder de vista 
nunca el compromiso con el día a día de las 
necesidades de nuestro pueblo, estamos 
preocupados por desentrañar las cuestiones 
que nos llevaron a este presente y desde ahí 
proyectar  hacia un futuro más venturoso.

   	 Pero esta construcción colectiva, la del 
pensamiento y acción reflejados en la re-
vista, no nace con nosotros, abreva en las 
mejores tradiciones del movimiento obrero 
argentino y muy especialmente en nues-
tra propia historia, por eso hemos elegido 
como imagen para la tapa de este número 
aniversario la de “En Marcha”, la revista que 
nuestra Unión del Personal Civil de la Nación 
publicaba en los albores de nuestra organi-
zación, allá por 1948 y que refleja aquellos 
inolvidables días del peronismo gobernando 
y el General Perón conduciendo los destinos 
de la Patria.

   	 Ese antes, es gestor del ahora, hay una 
continuidad indubitable entre aquellos sue-
ños y los de ahora, asumimos esa historia, 

nuestra historia de 72 años, como un conti-
nuo histórico y hermanamos con esta tapa 
nuestro ayer y este hoy.

   	 Retomamos en este número el tema de 
nuestra identidad, como trabajadores en 
general, como trabajadores estatales en 
particular y como peronistas, porque es im-
prescindible recuperar nuestras verdaderas 
raíces, “Un gobierno sin doctrina es como 
un cuerpo sin alma”, nos dijo nuestro Líder 
y la experiencia nos ha demostrado, una vez 
más, lo acertado que estaba. Como trabaja-
dores tenemos una identidad, tenemos en 
nuestro ADN, los conceptos de Unidad, So-
lidaridad y Organización, del sindicato único 
por actividad, de la central única, nuestra 
querida Confederación General del Trabajo, 
de un modelo sindical que no se limita a las 
reivindicaciones puntuales, sino que exige 
su lugar en la construcción del destino de 
la Argentina.

   	 Como trabajadores estatales también la 
tenemos, se expresa en nuestro compromi-
so con los más humildes, con los más nece-
sitados, con los que esperan que llegue la 
mano amiga del Estado para poner comida 
en un plato y calor en el alma, desde ese 
compromiso fuimos y somos los primeros en 
salir a pelearle a la enfermedad, para que 
no se extienda, para detenerla y hacerla re-
troceder, cada trabajador estatal supo estar 
en su trinchera, en un hospital o laboratorio, 
junto a nuestros adultos mayores desde el 
PAMI o la ANSES, en cada puesto de fron-
tera, aeropuerto o lugar de ingreso al país. 
En cada barriada humilde hemos sido la cara 
y el cuerpo de las políticas sociales.

   	 Pero si todo eso no bastara, ante el 
pedido del gobierno, más de doscientos 
compañeros salieron a recorrer los barrios, 
en Lomas de Zamora o Avellaneda, en San 
Martín o Hurlingham, para implementar el 
Plan Detectar, lo hicieron y lo hacen como 
voluntarios, sin pedir nada a cambio. Junto 
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con ellos, otros compañeros reciben y pro-
cesan los informes para hacerlos llegar a las 
intendencias y contribuir a los planes para 
detener y erradicar el flagelo de la pandemia.

	 Porque somos peronistas, aprendimos 
que “Donde hay una necesidad, existe un 
derecho” y desde ahí nace el compromiso 
militante, sin delirios vanguardistas ni acade-
micismos estériles que nunca ven la realidad 
desde sus cenáculos, estamos junto a nues-
tro pueblo porque somos parte de él, vivimos 
sus alegrías y sus tristezas, acunamos sus 
mismos sueños y sus esperanzas.

   	 Este es un número muy especial, por lo 
que significa haber mantenido una continui-
dad de diecinueve años y porque ya estamos 
pensando en los números del año que viene, 
incluso en ese número 53 que significará 
veinte años consecutivos juntos.

   	 Porque es un número especial le hemos 
pedido a nuestro secretario general, el com-
pañero Andrés Rodríguez charlar un rato 
sobre todo esto y mucho mas y lo reflejamos 
en nuestras páginas, hemos robado unos 
minutos a nuestros compañeros afectados 
al plan Detectar para que nos compartan su 
experiencia, su aprendizaje y sus sensacio-
nes luego de varios meses de labor.

   	 Hemos recogido los trabajos de los 
compañeros de la Internacional de Ser-
vicios Públicos sobre las consecuencias 
de muchos años de neoliberalismo en los 
sectores públicos y su consecuencia ante la 
aparición de la pandemia, sobre la necesidad 
de rediscutir los sistemas tributarios y como 
luchar contra la evasión fiscal.

   	 Nuestros compañeros analizaron la si-
tuación del mercado laboral en la Argentina 
y como lo ha afectado la pandemia, que ha 
generado una situación extremadamente 
delicada y que requerirá un abordaje de-
cidido y prioritario, asimismo recuperamos 
la experiencia de los planes quinquenales 
para insistir en la necesidad de planificar 
las políticas públicas, comprendiendo que la 
aparición del Covid 19 obliga a respuestas 
inmediatas y muchas veces contradictorias 
o improvisadas ya que se trata de una enfer-

medad sobre la cual no había antecedentes 
ni previsiones, a nivel mundial no solo en la 
Argentina, pero el gobierno debe ir constru-
yendo los escenarios y los acuerdos para 
implementar políticas inteligentes, sólidas 
y compartidas que aborden los problemas 
estructurales de la Nación.

   	 Como una expresión de esa continui-
dad y pertenencia doctrinaria, en Memoria 
e Identidad, recuperamos la figura de un 
peronista de ley, Herminio Iglesias, un 
hombre intachable en su lealtad a Perón y 
rescatamos un hecho muy silenciado por la 
prensa progresista, de la otra no podemos 
esperarlo. En 1979 cuando llega a la Ar-
gentina la comisión enviada por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos para 
investigar las denuncias sobre violaciones a 
la dignidad de las personas, arrestos ilega-
les y desaparición forzada de personas, el 
único partido político que se presentó ante 
ella y denunció las atrocidades que ocurrían 
por escrito fue el Partido Justicialista y la 
nota llevaba la firma de sus dos vicepresi-
dentes Herminio Iglesias y Deolindo Felipe 
Bittel, ya que la presidenta, María Estela 
Martínez de Perón se hallaba detenida.

   	 Pasaron los años y muchos que ni si-
quiera se atrevieron a pasar por la puerta de 
donde sesionaba la comisión, se apropiaron 
de la bandera de los derechos humanos, 
hasta acusaron al peronismo de complicidad 
con la dictadura, Iglesias fue estigmatizado 
y transformado en símbolo de un peronismo 
“patoteril” e inculto. Él supo soportar toda 
esa calumnia y nosotros seguiremos viendo 
su imagen, solo con su campera marrón, 
presente en cada acto del peronismo y 
del movimiento obrero, fiel a una doctrina 
y a una pertenencia. Forma parte, junto a 
muchos otros de nuestra identidad.

   	 La situación sanitaria nos obliga a modi-
ficar las formas, a ser creativos para romper 
el aislamiento y poder seguir viéndonos, 
debatiendo, charlando, soñando colectiva-
mente, extrañamos el abrazo, el calor del 
compañerismo, pero no nos dejamos ganar 
por la depresión o el inmovilismo, así que 
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nos veremos para presentar este número, 
para hablar del futuro, nuestro y de la revista.

   	 En ese sentido, queremos resaltar, la ra-
pidez con que juntos hemos dado respuesta 
a las medidas de aislamiento, cumpliéndolas 
porque somos responsables y cuidamos la 
salud nuestra y de los nuestros, pero sin que-
darnos de brazos cruzados, sin ser expertos 
en el manejo de redes y de plataformas, 
cometiendo errores, riendo muchas veces de 
nuestras torpezas, hemos llevado adelante 
plenarios, charlas, mesas redondas, partici-
pado en congresos, desarrollado seminarios 
sobre problemas de actualidad laboral (firma 
digital, expediente electrónico, teletrabajo), 
hemos estrechado filas y enfrentado los de-
safíos codo a codo, confirmando la solidez 
inquebrantable y la flexibilidad en la acción 
que caracteriza a nuestra organización.

    	Un párrafo para la experiencia de partici-
pación en diferentes congresos, en especial 
el II Congreso Nacional de Administración 
Pública y las Jornadas de Relaciones del 
Trabajo de la U.B.A., quizás alguno piense 
que se trata de actividades “académicas”, a 
las que los profesionales somos, a veces, 
muy afectos, sin embargo sigue siendo lla-
mativo lo alejada que esta la “cátedra” de la 
realidad de la organización y funcionamiento 
del Estado, como se siguen escribiendo “pa-
pers” y artículos desde experiencias en otros 
países, desde teorías organizacionales y que 
poco se habla en nuestras universidades, 
públicas y privadas o cenáculos intelectuales 
sobre la realidad cotidiana de la Administra-
ción Pública.

   	 “La teoría, amigo, es siempre gris y verde 
el árbol áureo de la vida” decía Mefistófeles 
a un estudiante curioso en el Fausto de 
Goethe, continuaba afirmando que los este-
reotipos son siempre el fruto de la ignorancia 
y las teorías, como la corteza del árbol, solo 
muestran una capa externa de la realidad, 
nada más acertado para definir el estado, en 
general, de la ciencia administrativa respecto 
de la gestión cotidiana de las cuestiones del 
Estado.

   	 No es nuestra intención polemizar sobre 
la educación universitaria, sin embargo, hace 

años, cuando comenzó la actividad de la 
secretaría de profesionales, muchos nos de-
cían que no se los preparaba para el trabajo 
en el sector público, que cuestiones como 
el empleo público, sus normas, deberes y 
derechos, no se estudiaba en ninguna ma-
teria de ninguna carrera. Lamentablemente 
mucho de ello sigue vigente, ni siquiera en 
los ámbitos dedicados a la investigación 
de posgrado es un tema objeto de estudio 
serio y detenido. Lo peor que muchas veces 
cuando esos profesionales son llamados a 
gestionar las políticas públicas exhiben una 
preocupante dificultad para “aterrizar” en la 
realidad y en lugar de asumirlo con humil-
dad, al fin de cuentas nadie nació sabiendo, 
lo hacen desde la soberbia intelectual, pre-
tendiendo desconocer todo lo acontecido 
antes de su llegada y pretendiendo que nada 
de lo anterior tiene sentido o valor.

   	 En estos congresos, son los trabajado-
res del Estado, profesionales o no, algunos 
con larga experiencia de gestión, los que 
incorporan las discusiones, las visiones, 
las propuestas, conducentes a transitar 
caminos sensatos y razonables para me-
jorar día a día la eficacia y eficiencia de la 
organización estatal. Lo vivimos hace años 
cuando concurríamos a los congresos del 
CLAD y lo seguimos visibilizando hoy. La 
universidad tiene un rol decisivo para poder 
superar las rémoras de modelos clientelistas 
y poco profesionales, tiene que decidirse a 
asumirlo.

   	 Mientras tanto es la UPCN, desde el 
Fondo Permanente de Capacitación, creado 
a través de la negociación colectiva, quién 
propone y promueve las diplomaturas o 
posgrados destinados a ese objetivo.

  	 Queremos dejar un párrafo también 
sobre la situación nacional, cuando hace 
casi un año asumió el gobierno del Frente 
de Todos, al que consideramos nuestro 
gobierno, porque su columna vertebral es 
el peronismo, porque el movimiento obrero 
fue central en el logro de la unidad de los 
distintos sectores y porque la propuesta de 
Alberto Fernández de marchar hacia una 
Argentina inclusiva, con trabajo y producción 
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argentinos, con igualdad de oportunidades 
verdadera, no con el fetichismo de “merito-
cracias” falsas, poniendo prioridad en los 
millones de argentinos sumidos en la pobre-
za y la exclusión, terminando con el modelo 
global del descarte, es nuestra propuesta, 
es nuestra idea de país, sabíamos que lo 
esperaba una tarea dificilísima y titánica.

   	 Sabíamos que subsistían viejos renco-
res y ambiciones, que las causas que nos 
habían llevado al proceso de cariocinesis 
interna y a la derrota electoral, no estaban 
superados ni adecuadamente debatidos, 
esperábamos que se impusiera la racionali-
dad, la conciencia que no había espacio ni 
tiempo para “internismos”.

   	 Sabíamos además que la herencia reci-
bida era siniestra, que la crisis era aun peor 
que la del 2001, casi cuatro millones de nue-
vos pobres, una recesión que llevaba más de 
un año, un endeudamiento monstruoso sin 
correlato alguno de desarrollo económico o 
inversión, una desocupación de dos dígitos 
y un deterioro récord del signo monetario, 
incorporaba, además, una profunda des-
integración de la comunidad nacional, una 
pérdida de valores como la solidaridad, la 
cultura del trabajo, los lazos familiares, una 
vez más, como en 1974 “Había que recupe-
rar al hombre argentino”.

   	 Por si esto fuera poco, apenas comen-
zada la gestión de gobierno se desata la 
pandemia del Covid 19, que está causando 
una catástrofe sanitaria y económica de al-
cances planetarios, obligando a instalar una 
cuarentena con el objeto de ganar tiempo 
para preparar al sistema de salud y evitar 
que colapse ya que mostraba una crisis ante 
el abandono de la gestión de Cambiemos de 
las campañas de vacunación, una decena 
de hospitales casi terminados paralizados y 
la dificultad para acceder a insumos impor-
tados debida a la devaluación que llevó el 
dólar de 20 a 75 pesos en menos de un año.

   	 La respuesta de los trabajadores ya la 
hemos descripto, con salarios fuertemente 
deteriorados, con una caída muy grave de 
puestos de trabajo dentro del empleo no 
registrado, ya que el aislamiento eliminó 

la “changa”, afectó al pequeño comercio y 
otras actividades, supimos poner el pecho, 
postergar legítimos reclamos, primó la 
solidaridad y se terminaron hospitales en 
tiempo récord, se hicieron avances cientí-
ficos reconocidos internacionalmente, se 
mantuvo el sistema de salud en gran parte 
por el esfuerzo del sistema público y de 
obras sociales.

   	 Si nos vimos obligados a amenazar con 
un posible conflicto fue porque algunos 
sectores del gobierno parecen no conocer 
el significado del diálogo social, repitieron el 
consabido error de ignorar los mecanismos 
paritarios, el aporte de la experiencia de la 
organización gremial que aquilata seriedad, 
prudencia y capacidad para atravesar tiem-
pos de tormenta. No se gobierna desde las 
alturas del iluminismo intelectual sino desde 
el contacto cotidiano con el pueblo y muy 
especialmente con los trabajadores.

   	 Es necesario hacer un esfuerzo gigantes-
co para comenzar a curar las heridas de la 
comunidad nacional, es imposible hallar un 
camino de reconstrucción nacional sin uni-
dad de los argentinos, no somos ingenuos, 
sabemos que hay sectores refractarios al sa-
crificio, a ceder un poco de ciertos privilegios 
y ventajas en aras del interés común, pero 
no se resuelven los enconos echando “nafta 
al fuego”, los que votaron a la oposición no 
son idiotas o malos argentinos, eligieron 
una opción diferente, y eso es en el fondo 
la esencia de la democracia, no es insultán-
dolos, descalificándolos, o alimentando una 
guerra de agravios cotidiana como vamos a 
encontrar un marco de tolerancia y respeto 
para procesar las diferencias.

   	 Es necesario también que la oposición 
reflexione y digiera su derrota electoral, 
cuando asumió Macri en el año 2015, la 
mayoría del peronismo se dedicó a ga-
rantizar la gobernabilidad, a aquellos que 
exigían la lucha frontal contra el gobierno 
y que se repitiera la sangrienta escena del 
“helicóptero”, se les respondió con sensatez, 
con patriotismo, evitando una tragedia, a 
un gobierno que llega por el voto libre del 
pueblo solo se lo reemplaza por el voto de 
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ese mismo pueblo, esto debe ser entendido 
por la representación política y parlamentaria 
de Juntos por el Cambio. El pueblo argen-
tino rechaza la violencia y sabrá dejar en el 
camino a los extremos de todos los bandos.

   	 Nos esperan días muy difíciles aún, con 
suerte a fin de año o comienzos del próximo 
tendremos una vacuna contra el mal que hoy 
nos ataca y varios tratamientos que han sido 
desarrollados en estos tiempos como para 
poder ir normalizando la vida de nuestro 
país y del mundo, si eso ocurre deberemos 
sacar conclusiones de estos tiempos aciagos 
vividos, no hay destino para ningún argentino 
sino es en el marco de la comunidad orga-
nizada, si queda demostrado que nadie se 
salva solo y que el individualismo enfermizo 
solo agrava los peligros para el individuo y 
para la comunidad, debemos poner todos 
nuestros esfuerzos por reconstruir la familia 
argentina, volver a la solidaridad que apren-
dimos de los vecinos, en el barrio, a organi-
zarnos para resolver los problemas comu-
nes, volver al trabajo como gran ordenador 
de vida, a la cultura del trabajo, del esfuerzo 
compartido. No podemos resignarnos a que 
un 40% de nuestros compatriotas vivan de la 
miseria de algún plan social y que lo hagan 
sus hijos y los hijos de sus hijos.

   	 Tenemos una doctrina nacional que 
surge de las esencias mismas de la historia 
de nuestro pueblo y su cultura, tenemos 
la experiencia de haber superado crisis y 
construido una sociedad justa, inclusiva, 
con bienestar y futuro para todos. Sabemos 
que la base de eso está en la organización 
del pueblo, en las organizaciones libres del 
pueblo como núcleo y eje de la construcción 
del poder popular. No necesitamos mesia-
nismos ni ideologismos que nos dividan o 
pretendan reemplazar el protagonismo de 
todos los argentinos por vanguardias escla-
recidas ni modelos ajenos a nuestro sentir.

   	 Como movimiento obrero estamos com-
prometidos a que nuestro gobierno encuen-
tre el rumbo, supere los internismos y todos 
sus funcionarios recuerden que “mejor que 
decir es hacer”, que hoy el mandato de la 
hora es ponerse a trabajar, cada minuto de 
cada día, de cada hora, en forma orgánica 

y planificada, los debates y apariciones te-
levisivas están bien, pero en la calle están 
millones de argentinos que no pueden ni 
deben seguir esperando.

   	 Porque estamos comprometidos en que 
al gobierno le vaya bien y se recupere la 
esperanza en un presente mejor no vamos 
a permitir ni la adulonería ni el oportunismo, 
cuando haya que salir a apoyar vamos a 
estar en la primera fila, pero también lo es-
taremos si hay que reclamar rectificaciones 
de rumbo de políticas puntuales. Lo primero 
es el bienestar del pueblo argentino.

  Podemos mostrar orgullosos el trabajo 
realizado para celebrar el pasado octubre, 
el 75 aniversario del Día de la Lealtad, ini-
ciativa que nació de una reunión, en nuestra 
casa, de la CGT, los movimientos sociales 
y los gobernadores, y que demostró la 
alegría y la esperanza del pueblo peronista 
que se movilizó y lo convirtió en una fiesta 
popular. A ella nos sumamos desde todas 
nuestras delegaciones, embanderando los 
edificios, organizando la participación de los 
trabajadores y sumándonos a la celebración 
callejera.

   	 En el año próximo que ya está cerca 
esperamos poder recuperar la projimidad, 
o sea la cercanía del prójimo, visibilizar la 
fuerza del pueblo organizado y movilizado, 
ir cerrando polémicas estériles.

   	 Los invitamos a que, en las fiestas que 
se aproximan, antes de brindar, aunque sea 
rodeados solamente de los más cercanos, 
de aquéllos con quienes hemos compartido 
el aislamiento, como decía una vieja canción 
“pensar a suerte y verdad nuestro porvenir”, 
que entendamos todos que nadie sobra o 
puede ser descartado, que el sindicato es 
la demostración palpable y cotidiana que el 
camino pasa por unirnos, por ser solidarios 
entre nosotros y asumir que nuestro bien-
estar está atado al bienestar común.

	 Un fuerte abrazo, felices fiestas y lo mejor 
para el 2020.

La Dirección

Editorial
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 esta altura de las circunstancias, 
resulta más que formidable el 
conglomerado de obras que nutren 
el espacio textual vinculado a las 

condiciones históricas, sociales, geopolíticas 
y culturales que circundaron al surgimiento 
del primer peronismo. Situación similar ha 
acontecido respecto al núcleo de acciones, 
políticas públicas y realizaciones que llevó a 
cabo desde el gobierno un movimiento que, 
aún hoy, sigue despertando el indudable 
interés de investigadoras e investigadores 

académicos/as, escritores/as, periodistas 
y ensayistas. Así, constantemente, fluyen 
referencias escritas a dicho período no sólo 
en nuestro país sino también en el extran-
jero que intentan adentrarse en las múlti-
ples facetas que abarca este excepcional 
fenómeno político y cultural acontecido en 
nuestra patria a mediados del siglo pasado.

No obstante, a nuestro entender, existen 
algunos vacíos substanciales en cuanto a 
ciertos fundamentos teóricos que motivaron 
y caracterizaron los inicios de la vida públi-

Francisco José Pestanha*

“Toda cosa prospera cuando los hombres pierden el amor propio y sólo 
queda lo común”

Tomasso Campanella

Perón: 
entre la competencia 
y la cooperación 
 

A

* Director del Departamento de Planificación y Políticas Públicas de la Universidad Nacional de Lanús.
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ca de Juan D. Perón que 
nítidamente se remontan 
a su activa participación 
en la logia Grupo Obra de 
Unificación (GOU) que pro-
tagonizó la revolución del 4 
de junio de 1943. 

A partir de este texto, de-
seo hacer una brevísima 
mención a determinadas 
concepciones y presu-
puestos no del todo ex-
plícitos en aquella época, 
que Perón tuvo en la mira 
al elegir aquel “puesto 
menor” para integrar el gobierno revolucio-
nario. Me refiero al Departamento Nacional 
del Trabajo devenido a partir del Decreto 
N° 15.074 (27 de noviembre de 1943) a 
Secretaría de Trabajo y Previsión contando 
ya con la activa participación de dos figuras 
clave:  Atilio Bramuglia y José Figuerola, eta-
pa fundamental sin la cual, probablemente, 
no hubieran podido sortearse los diversos y 
complejos obstáculos que se le presentaron 
no solo hasta su definitiva consagración en 
1946, sino, especialmente, en los tiempos 
posteriores donde hubo de conducir los 
destinos del estado argentino.

A ciertos interrogantes que rodean el cúmulo 
de ideas que compusieron el pensamiento 
de Perón, debe adherirse la circunstancia 
de que, como sostenía nuestro recordado 
Armando Poratti, cada texto de Perón es 
momento de una acción presente y/o futura, 
manifestándose de esta forma una original 

imbricación entre filosofía y acción que, 
según el autor, “(…) resulta en nuestra 
América de su mismo carácter esencial de 
mestizaje”1. A ello debe agregarse la cir-
cunstancia de que, uno de los principios a 
los que apeló en su original teoría sobre la 
conducción política, fue la selección de los 
tiempos del decir y del hacer.

El movimiento obrero, al momento de emer-
ger el primer peronismo, se encontraba en 
un notorio proceso de crecimiento, pero a 
la vez de atomización. De crecimiento, en 
virtud de que a partir de la fundación de la 
Unión Tipográfica Bonaerense en 1878, el 
proceso de autorganización de la fuerza de 
trabajo fue creciendo al calor no sólo de las 
ideas que provenían de la vieja Europa, don-
de la tensión principal se encontraba entre el 
capital y el trabajo, sino además, y en forma 
paulatina, a partir de las vindicaciones que 
acompañaban dichos momentos de incer-

“Lo mestizo, lo Multígeno (Raúl Scalabrini Ortiz), lo 
diferente (Leopoldo Marechal) se fue entrelazando 
en una coexistencia vital que dio forma a un modo 
específico y original de comunidad tal como la 
describieron los escritores, escritoras y artistas 
más lúcidos del país y consagrando un tipo 
especial de constitución de las organizaciones de 
trabajadores a partir de una categoría esencial no 
lo suficiente estudiada aún: las Organizaciones 
Libres del Pueblo.”

Debate

1 Poratti, Armando:Perón filósofo. En www.nomeolvidesorg.com.ar.
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tidumbre y de una nueva sensibilidad que 
fueron caracterizando la conformación de 
una masa numeral y heterogénea que bus-
caba amalgamarse a partir de la particular 
experiencia conformativa de nuestro país. 

Lo mestizo, lo Multígeno (Raúl Scalabrini 
Ortiz), lo diferente (Leopoldo Marechal) se 
fue entrelazando en una coexistencia vital 
que dio forma a un modo específico y original 
de comunidad tal como la describieron los 
escritores, escritoras y artistas más lúcidos 
del país y consagrando un tipo especial de 
constitución de las organizaciones de traba-

jadores a partir de una categoría esencial no 
lo suficiente estudiada aún: las Organizacio-
nes Libres del Pueblo. Además, el lento pero 
inexorable camino hacia la autoconciencia 
de nuestra situación de colonialidad indirecta 
respecto al Reino Unido de la Gran Bretaña, 
fue incorporando un factor central en la con-

ciencia y la acción de las organizaciones de 
trabajadores y trabajadoras.

Respecto a estas últimas y con relación a 
la importancia de la fuerza de trabajo en los 
países periféricos, resulta de vital importan-
cia traer aquí una de las expresiones más 
significativas de Perón respecto a la rela-
ción entre el trabajo y el capital. Así, en el 
discurso del primero de mayo de 1952 el ex 
presidente expresó enfáticamente “(…) Para 
el capitalismo, la renta nacional es producto 
del capital y pertenece ineludiblemente a los 
capitalistas. El colectivismo cree que la renta 

nacional es producto 
del trabajo común y 
pertenece al estado 
(…) porque el estado 
es propietario total del 
trabajo y del capital. 
La doctrina peronista 
sostiene que la renta 
nacional es producto 
del trabajo y pertenece 
por tanto a los trabaja-
dores que la producen. 
El estado sólo juega 
en la tarea distributiva 
cuando el capital no 

cumple directamente con su función social 
en relación con el trabajo”2. 

Entonces, si la renta nacional para Perón era 
producto del trabajo, no debe asombrar que 
la prioridad política, al momento de la con-
solidación del gobierno revolucionario del 
año 43, debía orientarse hacia la fuerza del 

Debate

“Entonces, si la renta nacional para Perón era 
producto del trabajo, no debe asombrar que la 
prioridad política, al momento de la consolidación del 
gobierno revolucionario del año 43, debía orientarse 
hacia la fuerza del trabajo. Ésa es justamente la 
principal actividad que desarrolló Perón durante el 
período previo a su presidencia. Tal actividad podría 
sintetizarse en la promoción y el fortalecimiento de la 
organización de la fuerza del trabajo.”

2 Perón, Juan Domingo: Discurso del 1 de mayo de 1952. Diario de sesiones de la Cámara de Senadores de la Nación. Mayo 1 
de 1952. Pág. 17.
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trabajo. Ésa es justamente la principal 
actividad que desarrolló Perón duran-
te el período previo a su presidencia. 
Tal actividad podría sintetizarse en la 
promoción y el fortalecimiento de la 
organización de la fuerza del trabajo.

Todas y cada una de las acciones en 
esa materia, reitero, estuvieron orienta-
das en forma de política pública, hacia 
el fortalecimiento de la fuerza del trabajo 
como sustento y sustrato básico de la edi-
ficación de una nueva Argentina. La acción 
de Perón y su equipo, el que además estuvo 
integrado por la vital impronta de Domingo 
Mercante, no estuvo exclusivamente centra-
da en la sanción de normas y regulaciones 
que fortalecieron las organizaciones sindi-
cales, sino además, a partir de una prédica 
mediante la cual fue cobrando fuerza la idea 
de un Estado promotor tal como lo concebía 
el ex presidente.

Pero a la vez Perón, tenía una particular 
visión respecto de las fuerzas que se ma-
nifestaban tanto en las relaciones humanas 
como en las de la naturaleza. Si bien se han 
escrito numerosas obras respecto de los au-
tores que habrían influido en su pensamiento 
y más allá de su propio reconocimiento, es 
sabido que en su recorrido intelectual resulta 
altamente probable que hayan mediado, 
entre otros, los utopistas; y a partir de ello 
podemos observar que la unificación de 
la fuerza del trabajo no solamente tenía el 
objetivo de promoverla como auténtica ge-
neradora del capital y, en tanto, de la renta 
nacional. 

Ello es así en virtud de que en cientos de 
apreciaciones del ex presidente, se observa 
la presencia de una orientación naturalista 

que, probablemente, haya sido el resultado 
de su propia experiencia de vida y su afición 
a la observación. Sin embargo, no resulta 
para nada extraño que la no muy difundida 
obra del utopista Tomasso Campanella, La 
ciudad del sol, donde el autor expone su 
interesante teoría de la animación univer-
sal, haya coadyuvado con tal concepción 
naturalista.

En tal sentido, de nuestras lecturas sobre 
el pensamiento de Perón aparece reitera-
damente una idea muy particular de “armo-
nía”. Pero ¿la armonía entre qué, o entre 
quiénes? 

Entendemos que el ex mandatario presu-
ponía, respecto a la dinámica universal, 
la existencia de dos dimensiones: la de la 
cooperación y la competencia. Para él, am-
bas coexistían en el universo en una tensión 
dinámica. Si observamos la citada obra de 
Campanella, y en especial,  en el prólogo a 
la obra escrito por el extraordinario filósofo 
Rodolofo Mondolfo, descubriremos una 
reflexión que, llamativamente, coincide con 
las percepciones del extinto conductor del 
peronismo (…) “en esa animación universal, 
las relaciones entre los seres son de diferen-
cia y de unidad al mismo tiempo: cada uno 
lucha por su propia conservación, pero de 
este modo coopera con la conservación del 

Debate

“Entendemos que el ex mandatario 
presuponía, respecto de la dinámica 
universal, la existencia de dos 
dimensiones: la de la cooperación y la 
competencia. Para él, ambas coexistían 
en el universo en una tensión dinámica.”
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todo; así, de los conflictos, surge la armonía 
universal”3 

Esta concepción resulta de vital impor-
tancia para la comprensión del fenómeno 
peronista. La armonía representará, para 
Perón, el equilibrio entre la cooperación 
y la competencia; esta última potenciada 
durante épocas por una doctrina de Estado 
que, concluidas las guerras civiles, promovió 
un individualismo filosófico orientado hacia 
la exacerbación de las virtualidades de un 
sujeto autosuficiente y autocentrado, que 
sembraba una clara desorganización de una 
comunidad que aspiraba a constituirse como 
tal en las condiciones casi únicas, como bien 
describiera Raúl Scalabrini Ortiz en el recor-
dado texto Yrigoyen y Perón; y que puede 
sintetizarse en las siguientes menciones: 
“(…) en la amalgama de aportes inmigrato-
rios y de elementos primigenios de la tierra 
se acelera en esa inusitada unidad en que 

se funden sin esfuerzo el resi-
dente de larga fecha y el recién 
venido que asiste con azoro 
a la transmutación de sus in-
timidades más celosas (…) 
y además el ser de orígenes 
plurales, tiene brechas abiertas 
hacia todos los horizontes de 
la comprensión tolerante. En 
cada dirección de la vida, hay 
un antecedente que le instruye 
en una benigna coparticipación 
de sentimientos. Nada de lo 
humano le es ajeno. Nada hu-
mano le sorprende y asiste al 
espectáculo de la vida como si 

todo hubiera sido suyo”4.

Esa comunidad que tan brillantemente des-
cribe Scalabrini como enunciamos, aspiraba 
a organizarse, a trasmutar de masa numeral 
a pueblo organizado. Pero para tal fin el 
rol de la política debía concentrarse hacia 
la promoción del equilibrio entre fuerzas 
opuestas y a la vez complementarias. Y 
ello no solamente requería de una interven-
ción estatal, sino además, de  una filosofía 
derivada de una antropología del amor de 
carácter unitivo como la que formuló el 
justicialismo. 

Lamentablemente, el análisis y la compre-
sión del interesantísimo cúmulo de ideas 
que, entre otras, permitió al peronismo 
realizar un gobierno único en la historia, 
sigue ausente en los cenáculos científicos, 
pero también en los escasos ámbitos de 
formación de dirigentes  

Debate

“Esa comunidad que tan brillantemente 
describe Scalabrini como enunciamos aspiraba 
a organizarse, a trasmutar de masa numeral a 
pueblo organizado. Pero para tal fin el rol de la 
política debía concentrarse hacia la promoción 
del equilibrio entre fuerzas opuestas y a la vez 
complementarias. Y ello no solamente requería 
de una intervención estatal, sino además, de  
una filosofía derivada de una antropología del 
amor de carácter unitivo como la que formuló 
el justicialismo.”

3 Mondolfo, Rodolfo: Prólogo al libro “La ciudad del Sol” de Tomasso Campanella. Editorial Losada Buenos Aires. 1952.
4 Scalabrini Ortiz;Raúl:“Yrigoyen y Perón”, Editorial Plus Ultra, 1972.
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e ha impuesto una versión simplista 
de los años 70, en general relatada 
por ex militantes de la izquierda pe-
ronista, cuyo desarrollo puede sinte-

tizarse de este modo: “Nosotros luchamos para 
traerlo y cuando Perón volvió nos traicionó. Ya 
en Ezeiza dejó que la derecha del peronismo 
nos tienda una emboscada y nos masacre.”

La tesis “masacre de Ezeiza” es la base de todo 
el relato posterior, empezando por el asesinato 
de Rucci. Dos años después,  Montoneros en 
su órgano de prensa oficial, el Evita Montonera 
Nº 5, de fecha junio-julio de 1975, asumió el 
“ajusticiamiento” de José Ignacio Rucci, en un 
artículo de cuatro páginas (que) lleva por título 
“A dos años de la matanza de Ezeiza” ni olvido 
ni perdón”. Al final de la nota, en un recuadro 
titulado “Justicia Popular”  se enumeran los 
nombres  de dieciséis “ajusticiados” comen-
zando por  José Ignacio Rucci.

Ezeiza ¿masacre o enfrentamiento?

Sin dudas Ezeiza representó un hecho trágico. 
La fiesta popular que tendría que haber sido 
el recibimiento definitivo del general Perón 
terminó siendo el escenario de un violento y 
confuso enfrentamiento entre distintos sectores 
del peronismo. 

Al día siguiente, los titulares de los principales 
diarios no mencionaban las palabras masacre 
o matanza. La Opinión, dirigido por Jacobo 
Timmerman titulaba: “Debido a las luchas ideo-
lógicas de sectores juveniles, Perón debió can-
celar su presencia en la masiva concentración 
de Ezeiza”. La Prensa, en la nota de interior 
informaba que “Por enfrentamientos armados 
Perón aterrizó en Morón”. Clarín sintetizaba 
“Enfrentamiento entre grupos armados”. En 
el mismo tono se refirieron  los demás diarios.

Las peleas  entre los distintos grupos del pe-

* Autor de “Salvados por Francisco” y “La Lealtad-Los montoneros que se quedaron con Perón”. 

Aldo Duzdevich*

La historia mal contada 
de los años setenta

S

Ezeiza, enfrentamientos y frustración
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ronismo por poner sus carteles frente al palco, 
han existido siempre, aún hoy, siguen siendo 
frecuentes, la diferencia es que por suerte, 
nadie va con armas a un acto, y ya somos 
bastante más conscientes.

Los tiroteos se concentraron  detrás del palco 
por lo que  no afectaron en forma directa a la 
multitud  ubicada en frente del mismo, donde 
se destacaban los carteles de las columnas 
de FAR-Montoneros que habían ocupado las 
primeras filas. Si desde el palco se hubiese 
tirado contra la multitud que estaba adelante, 
solamente el desbande hubiese cobrado miles 
de vidas, cosa que no ocurrió porque la descon-
centración se hizo a paso lento, con inquietud  
pero sin pánico.

Doce muertos y heridos de ambos 
bandos.

Según los diarios de la época, basados en los 
datos oficiales brindados por el área de salud,  
las víctimas fatales fueron entre diez y doce y se 
estimó en unos doscientos cuarenta los heridos 
de distinta consideración.

Montoneros, a través de comunicados 
y su revista El Descamisado,  recono-
cen  dos muertos de su sector, Horacio 
“Beto” Simona, (combatiente montone-
ro) y Antonio Quispe, (combatiente de 
las FAR). Horacio Vertbistky en su in-
vestigación, menciona 13 muertos y 400 

heridos, nombrando como muertos 
de la JP, además de Quispe y Si-
mona, a Hugo Oscar Lanvers de la 
UES. Existe un cuarto muerto: Raúl 
Obregozo que  era militante de la 
JP La Plata.

De la custodia del palco –según mi 
investigación-  las víctimas fueron 
tres: el capitán RE Máximo Chava-
rri, y los militantes del Comando de 

Organización (C.d.O): Rogelio Cuesta  y Carlos 
Domínguez. Se habla de al menos dos muertos 
más de  la Juventud Sindical, baleados  por los 
custodios del palco.

En el listado dado por Salud Pública figuran 
4 fallecidos, de quienes se desconoce a qué 
sector pertenecían, (probablemente a ningu-
no): Antonio Aquino, Pedro Lorenzo López 
González, Manuel Segundo Calabrese y Hugo 
Sergio Larramendia.

Doce muertos sin lugar a dudas, son muchas 
vidas tronchadas. Pero en un espacio físico 
donde  había dos millones de personas, el tér-
mino masacre o matanza no refleja la realidad. 
Y si tomamos la pertenencia del sector de las 
víctimas fatales, podemos afirmar sin temor a 
equivocarnos que en la disputa,  ambos sec-
tores pagaron su costo en vidas.

Pablo Hernández en su libro Las JP, pone en 
discusión el término “masacre” o “matanza” de 
Ezeiza.  Hernández entiende que es un forma-
to cultural, cargar al peronismo con pesados 
rótulos. Y la compara con la precipitada ida de 

“Sin dudas Ezeiza representó un hecho 
trágico. La fiesta popular que tendría que 
haber sido el recibimiento definitivo del 
general Perón terminó siendo el escenario de 
un violento y confuso enfrentamiento entre 
distintos sectores del peronismo.”

“Pablo Hernández en su libro Las JP, 
pone en discusión el término “masacre” o 
“matanza” de Ezeiza.  Hernández entiende 
que es un formato cultural, cargar al 
peronismo con pesados rótulos.”
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Debate

De la Rúa (en diciembre de 2001) que  produjo 
35 muertos, y sin embargo nadie la tituló: “la 
masacre de De la Rúa”.

Lo que sigue es parte de lo publicado en mi libro 
La Lealtad-Los montoneros que se quedaron 
con Perón.

El clima previo, hablan Firmenich y 
Quieto.

Once días antes, el 9 de junio de 1973,  las 
organizaciones FAR y Montoneros dieron una 
conferencia de prensa, que  comenzó con la 
lectura de un extenso documento sobre la 
realidad nacional. Luego Firmenich y Quieto 
respondieron las preguntas de los periodistas 
presentes. Reproduzco las dos primeras por-
que representan una buena síntesis del pen-
samiento y actitud de ambas organizaciones 
frente al Gobierno Popular.

Periodista: ¿Cómo se controlarán eventuales 
desviaciones en cualquiera de los niveles del 
gobierno?

Firmenich: “El control del gobierno deberá 
hacerse de distintas formas: por el pueblo 
organizado y con plena participación en cada 
una de las decisiones a tomar en este proceso 
de Liberación; a través de los representantes 
del pueblo en las distintas esferas de gobierno; 
a través de las distintas estructuras del Mo-
vimiento Peronista; y por medio de nosotros 
mismos como organizaciones político militares. 
Quienes incurran en desviaciones o traiciones 
serán pasibles de las medidas punitivas que 
establezca la justicia popular.”

Lo que se desprende de esta respuesta es que 
Firmenich adopta un discurso desde fuera del 
gobierno. Nunca habla de “nuestro gobierno”, 
sino del “gobierno”. Un gobierno que será con-
trolado  por el pueblo, por sus representantes 
en diversos estamentos.

Pero, luego agrega el control “por medio de no-
sotros mismos” y advierte que se van a aplicar 
“medidas punitivas que establezca la justicia 
popular”. Las “medidas punitivas” de la “justicia 
popular”, no son otra cosa que el fusilamiento 
aplicado por su organización.

Periodista: ¿Ante la nueva coyuntura cómo 
se modifica la línea operacional de las orga-
nizaciones?

Quieto: “En primer lugar, por el señalamiento 
de los enemigos del pueblo; el imperialismo, las 
empresas monopólicas, las oligarquías nativas, 
los gorilas activos, los traidores al Frente y al 
Movimiento, los restos de la camarilla militar 
pro imperialista y todos aquéllos que conspi-
ren contra el cumplimiento del programa de 
liberación. A ellos se los combatirá por todos 
los medios y en todos los terrenos necesarios, 
por la acción de masas y por la acción armada, 
tanto de masas como de comando. Lo central 
de esta etapa es la movilización popular y en 
función de ésta desarrollaremos todas las 
formas de lucha.”

Como si la respuesta de Firmenich fuese un 
poco liviana, Quieto se encarga de aclarar 
quiénes son considerados “enemigos del 
pueblo” y  reafirma la idea de combatirlos con 
“acciones de masas” pero también con “accio-
nes armadas”. Al pedido de “guardar las armas” 
responden “vamos a seguir usándolas”.

Más adelante Quieto aclara que: “Estos secto-
res, como el vandorismo, el participacionismo 
político y sindical, que utilizan matones a suel-
do tratando de intimidar al pueblo peronista, y el 
desarrollismo, pueden ser considerados como 
enemigos internos y actuaremos con ellos de 
la misma forma que lo haremos contra todos 
los enemigos del pueblo”

El 18 de junio, FAR y Montoneros dan a conocer 
un documento titulado  “A defender la Victoria” 
en el que expresan que “la alegría del retorno 
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de Perón, no nos hace olvidar que 
los enemigos todavía no han sido 
derrotados”. Manifiestan su apoyo a 
determinadas  medidas de gobierno 
como la liberación de los presos, la 
derogación de leyes represivas, la 
política internacional y la política 
universitaria. Y su desaprobación 
de  las medidas económicas. Alertan 
que “continuaremos movilizándonos 
y armándonos con el objetivo de 
repeler cualquier ataque e impedir 
cualquier desviación (…)”

Los preparativos del acto de 
Ezeiza.

Perón desde Madrid dispuso una 
Comisión de Organización integra-
da por José Ignacio Rucci, Lorenzo 
Miguel, Juan Manuel Abal Medina, 
Norma Kennedy y Jorge Manuel 
Osinde.

Salvo Abal Medina, el resto de los integrantes 
eran personas claramente hostiles a la “Ten-
dencia Revolucionaria”. Este tipo de movimien-
tos fueron siempre típicos en la conducción de 
Perón: mover un sector para contrapesar a otro. 
La cúpula de FAR y Montoneros se mostraba 
autónoma de su conducción, se negaban a 
deponer las armas y amenazaban la estabilidad 
del  gobierno popular a pesar de contar con 
una importante porción de poder. El desborde 
de Devoto, la ola de ocupaciones y las graves 
declaraciones de Quieto y Firmenich del 9 de 
junio, preocupaban al anciano Líder que volvía 
después de 18 años de exilio con un mensaje 
de paz y unidad nacional. 

En el gobierno  existía la preocupación sobre 
la posibilidad de fricciones entre los distintos 
sectores del peronismo. Por este motivo, el 
presidente Cámpora convocó a referentes de 

las organizaciones armadas. Néstor Verdinelli, 
quien participaba de las “FAP 17 de Octubre”, 
-agrupación que había optado por el desarme 
y el vuelco a la lucha política- relata: “El día 
17 de junio Cámpora llama a una reunión 
urgente a aquellos líderes conocidos de las 
organizaciones armadas. Por las FAP 17 es-
tábamos Cacho (el Kadri), Amanda (Peralta), 
Carlitos Caride y yo. Había representantes de 
Montoneros y de las FAR. Cámpora nos saludó 
afectuosamente y nos dio su mensaje. Nos 
pidió que hiciéramos llegar a todos los secto-
res el pedido de que, por favor, no causasen 
disturbios ni confrontaciones”.

En las estrategias se anunciaba  
el enfrentamiento.

Luego de la reunión, se comenzaron a plani-

“El 18 de junio, FAR y Montoneros dan a 
conocer un documento titulado  “A defender 
la Victoria” en el que expresan que “la 
alegría del retorno de Perón, no nos hace 
olvidar que los enemigos todavía no han 
sido derrotados”. Manifiestan su apoyo a 
determinadas  medidas de gobierno como 
la liberación de los presos, la derogación de 
leyes represivas, la política internacional y 
la política universitaria. Y su desaprobación 
de  las medidas económicas. Alertan 
que “continuaremos movilizándonos y 
armándonos con el objetivo de repeler 
cualquier ataque e impedir cualquier 
desviación (…)”
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ficar estrategias para resolver el movimiento 
y ubicación de las propias  fuerzas en el acto. 
Se trataban, en verdad, de estrategias políticas 
destinadas a disputar el espacio en relación a 
Perón. Jorge Gaggero recuerda: “En Montone-
ros,  llegaron a barajarse opciones delirantes 
para intentar lograr objetivos simbólicos. Una 
que recuerdo bien -y eso sé que se discutió 
en “alto nivel”- era montar una grúa de brazo 
altísimo que depositara en el palco en pleno 
acto a los sobrevivientes de Trelew. La primera 
reflexión compartida con otros compañeros, 
fue: “Esto es una locura total, ¿cómo alguien 
sensato puede estar pensando en esto?”. La 
segunda reflexión de entonces fue: “Si esto lo 
sé yo, también lo sabe Osinde”. Esta circuns-
tancia creo que ya estaba definiendo,  una 
escalada en el enfrentamiento, que puede ex-
plicar una parte de la tragedia. En fin, el delirio 
del enfrentamiento de aparatos. Un aparato de 
izquierda, con respaldo de masas, contra otro 
de derecha privado del calor de las multitudes, 
ambos librados a su propio y simétrico delirio”.

“En esos tres días tratamos de discutir, y  tam-
bién averiguar de qué se trataba”, avanza en 
el relato Verdinelli. “Por parte de Montos/FAR 

la cuestión era sacarles el 
monopolio de Perón a la de-
recha enquistada en el palco. 
Barajaron diferentes hipóte-
sis, algunas casi psicodélicas, 
como la de tomar el control 
de Perón en Ezeiza, cuando 
bajara el avión. Finalmente 
fueron descartadas diversas 
opciones hasta que quedó la 
final: la columna Sur (Sur del 
gran Buenos Aires) entraría 
no por la ruta a Ezeiza, sino 
que entrarían por el costado, 
marchando hacia el palco”.

Queda claro que el control del 
palco se convirtió en el símbo-

lo de la cercanía a Perón: “FAR y Montoneros 
consideraban que la masiva demostración de 
la capacidad de movilización de la JP y las 
formaciones especiales en el acto de Ezeiza 
terminarían de convencer a Perón de sentarlos 
en la conducción desplazando a los sindicatos 
y al peronismo tradicional” reflexiona Marcela 
Durrieu, “Perón no les había entregado la 
custodia del palco y el acto se convirtió en una 
pulseada y un apriete”.

El militante de las FAP David Ramos,  recuerda 
una reunión previa con dirigentes montoneros: 
“Habíamos tenido una reunión en zona sur con 
José Luis Nell,  Dardo Cabo, Caride y yo. Tres 
días antes de ir a Ezeiza la visión nuestra era 
‘no usemos al pueblo de bosque’. En esos 
momentos, los que ya éramos grandes recor-
damos que la consigna (tanto de Montoneros 
como de la derecha) era ‘rodear a Perón para 
salvar a Perón’. Nosotros no podíamos hacer 
efectiva esa consigna que podría haber ge-
nerado un caos mucho peor de lo que fue. Y 
Cacho (el Kadri) dijo ‘no usemos al pueblo de 
bosque’. Y nos respondieron ‘nosotros vamos 
a ir a rodear el palco, poner nuestro cartel’; fue 

“Queda claro que el control del palco se convirtió 
en el símbolo de la cercanía a Perón: “FAR 
y Montoneros consideraban que la masiva 
demostración de la capacidad de movilización 
de la JP y las formaciones especiales en el acto 
de Ezeiza terminarían de convencer a Perón de 
sentarlos en la conducción desplazando a los 
sindicatos y al peronismo tradicional” reflexiona 
Marcela Durrieu, “Perón no les había entregado 
la custodia del palco y el acto se convirtió en una 
pulseada y un apriete”.”
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eso lo que sucedió. Pero esto es muy difícil de 
elaborar”.

La disputa no era solo con el sindicalismo y 
la derecha, sino que  incluían la disputa “con 
Perón”. Algunos cuadros recuerdan, que ya 
Montoneros intentaba prematuramente asumir 
el rol de conducción del peronismo. Carlos Flas-
kamp, entonces “oficial” montonero, conducción 
de las FAR de La Plata en 1973 reflexiona: 
“Estaba claro que para Ezeiza el convocante 
era Perón. La gente se movilizaba para ir a ver 
a su líder. Lo que nosotros aportábamos eran la 
organización y el esfuerzo militante para hacer  
llegar la gente  hasta el lugar del encuentro”. Sin 
embargo describe elementos que demuestran 
esa puja cuando dice que: “Pero en los carteles 
que portaban nuestros activistas se hablaba 
poco de Perón y mucho de FAR y Montoneros”.

Además todos recordamos que una de las con-
signas más cantadas era: “Conducción, con-
ducción, Montoneros y Perón”. En ese orden...

La Alegría.

En el comienzo del día, los testimonios brindan 
la magnitud política que tuvo Ezeiza. Una mul-
titud conformada por varias generaciones que 
buscaban el encuentro con el dirigente político 
esperado de forma casi religiosa.

“Tomamos los trenes, los hicimos parar de 
prepo, y bajamos ahí. Me acuerdo que mi gran 
impresión fue a la mañana, cuando con los 
megáfonos anunciaron que íbamos a empezar 
a caminar. Yo había visto como una alfombra, 
que creí que era la banquina, no me daba 
cuenta. Y se empezaron a levantar todas las 
mantas, era gente que había dormido abajo de 
las mantas en el pasto” describe Raúl Comolli. 
“Se empezaron a levantar todos. Eso fue ex-
traordinario. Me subí a una loma  y me parecía 
mentira ver esa columna que ocupaba las dos 
manos, ver esa cantidad de gente, que no la 

terminaba de ver para el frente ni la terminaba 
de ver para el fondo. Fue grandioso”

Desde distintos lugares del país, se confluía 
a ese momento único como relata  Guillermo 
Cappadoro: “Salimos  por tren de  San Nicolás 
con  más de 2000  personas. Llegamos todos 
al Puente 12 antes del mediodía. Tengo dos 
imágenes: la enorme alegría de llegar hasta allí 
aportando nuestra presencia a un encuentro 
que sabíamos sería histórico y las lágrimas 
de tristeza al volver, formando parte de ese río 
infinito de gente que caminaba en el silencio 
más absoluto, como si adivináramos el efecto 
que tendría en el futuro, lo que había ocurrido 
unas horas antes.”

Cortas o largas, todas las armas matan.

Cuando se recorren los testimonios de las 
personas que estuvieron en Ezeiza, una de las 
frases que se repite desde el sector montonero 
es “nosotros solo llevábamos armas cortas”. La 
expresión, se dice con la naturalidad de quien 
podría decir “yo solo llevaba una banderita en 
la mano”. Cortas o largas todas las armas dis-
paran y matan. Claro que desatado el enfren-
tamiento “las largas”  que tenían los del palco 
tuvieron mayor potencia y alcance de fuego.

Mario Firmenich asegura que: “Fuimos con 
armas cortas. No hubo ninguna directiva de 
ir armado... es que normalmente la gente iba 
armada. El activismo iba armado, el nuestro, el 
del Comando de Organización, cualquiera. En 
este sentido, en Ezeiza debió haber muchísima 
gente armada, pero en proporción poquísima: 
para dos millones de personas habrá habido 
5 mil armados. Nadie fue preparado para esa 
guerra, los únicos que tenían un arsenal eran 
los que estaban en el palco.” 

Sin embargo, varios testimonios reconstruyen 
los acontecimientos, variando el análisis de 
Firmenich.
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En el mismo sentido, Oscar Pato Ba-
lestieri: “Para llevar 700 personas a 
Ezeiza desde San Telmo estuvimos 
toda la noche  capturando ómnibus  
con chofer incluido. Nosotros re-
cibimos información de que había 
grupos armados en el palco desde 
el día antes. En un momento -me 
acuerdo claramente- yo propongo 
en una reunión de Unidad: “Si hay 
grupos armados, no podemos ir con 
la gente. Nos juntamos los comba-
tientes, vamos, nos cagamos a tiros 
esta noche y se acabó el tema. Están ellos o 
estamos nosotros, pero con la gente no pode-
mos”. “La indicación fue ir a Ezeiza con arma-
mento liviano. Sin embargo, Quique Padilla iba 
en un ómnibus con una ametralladora Madsen 
pesada que nunca llegó a Ezeiza porque no la 
podía ni sacar; estaba montada en la parte de 
atrás de un ómnibus y solo paseó”

Desde otra organización, también aporta Néstor 
Verdinelli sobre las armas “Nuestros compañe-
ros, como nosotros mismos que íbamos con 
la columna FAP de Capital, llevábamos armas 
cortas. Por si era necesario organizar una de-
fensa. Se suele decir que también los Montos 
llevaban nada más que armas cortas. Lo que 
no es cierto: en la columna Sur iban compa-
ñeros montoneros armados con metralletas y 
fusiles FAL.”

Cinco mil militantes de la JP armados “con 
cortas” tropezando con 500 pesados del CNU 
y el C.d.O equipados con armas largas era un 
cóctel explosivo  que cualquier chispa podía 
hacer volar por los aires. La cifra oficial de 12 
muertos, es  un resultado “milagroso” en un 
espacio donde había dos millones de personas.

La columna Sur. Tiroteos y confusión.

En los anuncios previos se previó expresa-
mente que la zona posterior del palco, estaba 

vedada al público. Se pretendía mantener libre, 
la vía de acceso de la comitiva que llegaría 
desde el aeropuerto.

Carlos Flaskamp relata que la cabeza de la co-
lumna Sur pudo ubicarse muy cerca del palco 
en el sector derecho. Pero, la parte de atrás 
de la columna que no había podido acercarse  
hizo un giro por detrás del palco para intentar 
ubicarse en la izquierda. “Este movimiento 
parece haber sido mal interpretado por la 
custodia que supuso que la columna Sur se 
aproximaba al palco con intención de tomarlo 
por asalto y abrió fuego. Para nosotros que 
estábamos ubicados adelante y a la derecha 
del palco (…) los de la custodia aparecían 
haciendo fuego en dirección contraria. Por lo 
tanto (…) optamos por permanecer en nuestra 
posición convencidos de que nuestra columna 
era ajena a los enfrentamientos.”

Flaskamp  agrega su visión (que se reitera en 
otros testimonios) respecto a la confusión que 
reinaba. Explica que  el Hogar Escuela Santa 
Teresa (a unos cien metros del palco) estaba 
tomado por miembros de la Juventud Sindical 
y en un momento de los enfrentamientos, los 
“custodios del palco” abrieron fuego contra ese 
grupo de la JSP.

El movimiento en falso de la columna sur en 
una atmósfera tensa como la reinante en las 
inmediaciones del palco, desencadenó el 

“Cinco mil militantes de la JP armados “con 
cortas” tropezando con 500 pesados del 
CNU y el C.d.O equipados con armas largas 
era un cóctel explosivo  que cualquier chispa 
podía hacer volar por los aires. La cifra oficial 
de 12 muertos, es  un resultado “milagroso” 
en un espacio donde había dos millones de 
personas.”
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enfrentamiento. Los disparos iban y venían 
mientras la gente optaba por tirarse al suelo o 
correr en direcciones opuestas. Aquéllos que 
iban armados, disparaban preventivamente al 
aire o hacia donde la intuición les indicaba que 
provenían los disparos. La confusión era tan 
grande que hasta el general Iñiguez, que recibía 
información por radio, creyó que el palco había 
sido tomado por FAR y Montoneros, cuando 
en realidad seguía ocupado por los custodios  
del C.d.O. Desde el escenario, los hombres de 
Osinde llegaron a intercambiar disparos con la 
Juventud Sindical, que estaba apostada en el 
Hogar Escuela. Los testimonios que reprodu-
cimos a continuación, dan cuenta de cómo se 
desenvolvían los acontecimientos. 

Integrante de la columna de  Montoneros,  Mar-
cela Durrieu relata lo que vivió y que fue lo que 
les sucedió a muchos compañeros que, despre-
venidos, se acercaron y mezclaron con otras 
agrupaciones: “Me acerqué al palco, tenía un 
brazalete de los Montos y encontré a unos com-
pañeros que conocía de mi distrito, que eran del 
C.d.O. Yo estaba muy tranqui paseando. Y me 
dijeron:  “mira, ¿querés venir, a mirar?”, y subí 
hasta arriba de todo, se veían las columnas de 
gente, estábamos todos de fiesta; bajé, estaba 
mirando por ahí, venía tan desprevenida, de 
que no esperaba pasara nada”

“Y estando allí empezaron los tiros. Yo no vi 
entrar a la columna ni nada, yo lo que vi es 
que volaban tiros y que nadie sabía de dónde 
venían. Vi gente con brazaletes de todos los 
colores tirándose al piso y heridos, y todo el 
mundo puteando contra todo el mundo... como 
si atacaran los marcianos digamos, porque yo 
tenía al lado mío gente con el brazalete verde 
de la Juventud Sindical. Entonces empezaron 
a venir las ambulancias, y todo el mundo se 
paraba, levantaban los heridos, volvían los tiros, 
nadie sabía qué estaba pasando”

“Y después alguien dice: ‘están en el hogar 

escuela’, que estaba relativamente cerca 
de ahí. Entonces salimos todos corriendo, 
todos teníamos brazaletes de todos los colo-
res, a agarrar a los que estaban en el hogar 
escuela..., había como un bosquecito y un 
descampado, alguien dijo: ‘¡a la voz de aura!, 
vamos todos y tomamos el hogar escuela’. Y 
cuando entramos, nadie sabía quién era quién, 
estábamos todos armados hasta los dientes 
y nadie sabía quién era quién. Salimos todos 
mirándonos con desconfianza. De lo que estoy 
segura es que no eran unos brazaletes contra 
otros brazaletes, por lo menos en ese lugar.”

El frente del palco. El “fuego amigo”

Todos los testimonios de quienes estaban so-
bre  la autopista Ricchieri en frente del palco, 
coinciden en que escuchaban el silbar y picar 
de las balas que venían del lado del palco. Pero 
no hay relatos, de disparos directos desde el 
palco, contra quienes se hallaban adelante, ni 
estampidas  tumultuosas de gente corriendo, 
más allá del  lógico temor y confusión reinante 
que llevaba a tirarse al suelo para protegerse.

El testimonio de Oscar Balestieri reafirma 
esta apreciación: “Nosotros decidimos seguir 
avanzando. Cuando llegamos más o menos 
cerca del palco eran tiros por todos lados, todo 
el mundo al suelo, ¿cómo salimos de acá? 
Descubrimos por un costado una especie de 
lomadita. Estábamos todos tirados ahí en el 
suelo. Las balas picaban por todos lados. De 
repente uno de los nuestros se para y veo que 
se agarra el cuello, cuando saca la mano sale 
un chorro de sangre, parecía una fuente. Se 
cae al suelo, nos acercamos, lo agarramos 
entre cuatro. Tratamos más o menos de taparle 
y sacarlo. Por suerte se salvó, había recibido 
una bala calibre 32.” 

“Creo que esa bala era nuestra, calibre 32, de 
plomo. La tiraron del otro lado hacia el palco, 
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pasó de largo y le pegó. Como llegó con caída 
libre, la herida no fue grave. Si tiras así pasa 
por arriba del palco y a los 1000 metros la bala 
cae sin fuerza. Las balas que nos picaban a 
nosotros evidentemente eran de gente de la 
columna Sur  que tiraba contra el palco y pa-
saban de largo”.

Los torturados de la tropa propia en el 
hotel de Ezeiza.

La Comisión Organizadora había alquilado el 
primer piso del Hotel de Ezeiza para instalarse 
y tener un lugar donde Perón y su comitiva 
pudieran descansar allí,  antes de ir al acto. 

Por la tarde, cuando el avión aterrizó en Morón, 
los hombres de Osinde trasladaron a ocho “de-
tenidos” a la habitación 115 del  Hotel, donde 
fueron interrogados y golpeados duramente. 
Leonardo Favio, enterado de esta situación 
se hizo presente e intervino para detener la 
golpiza.

Lo singular de esta situación es que al menos 
parte de los “detenidos” pertenecían al bando 
sindical y no hay constancia de que alguno haya 
pertenecido a la Tendencia. Este dato pone de 
relieve una vez más la confusión y despiste 
en el que se vieron envueltos los “defensores 
del palco”.

Los detenidos y torturados en el Hotel de Ezeiza 
fueron: Dardo José González, Víctor Daniel 
Mendoza.  Luis Ernesto Pellizzón, José Britos, 
Juan Carlos Duarte, Alberto Formigo, Juan José 
Pedrazza,  y José Almada.

Dardo José González, en un extenso reportaje 
publicado en El Descamisado explicó cómo fue 
izado de los pelos al palco.  Dardo  pertenecía a 
la UOM de Campana y había llegado a Ezeiza 
con su gremio. Otro relato que se publicó en 
El Descamisado fue el de Alberto Formigo. 
“Soy de la Juventud Justicialista, no había ido 

a cuidar el palco, solo a ver al General. Me 
quisieron dar un brazalete, creo de la Comisión 
Organizadora, y yo llevaba el de nosotros, el de 
la Juventud Justicialista”. Ni Alberto Formigo, ni 
José Tomas Almada, ni Luis Ernesto Pellizón 
pertenecían a la Tendencia.  A estos nombres, 
Verbitsky agrega en su libro dos historias más 
de torturados: Raúl Alberto Bartolomé, agente 
de la policía de Mendoza y Tomas Cheguin, 
obrero metalúrgico. Ambos estuvieron en el 
palco del lado de los “custodios” y terminaron 
torturados por “zurdos”.

En una nota del diario Los Andes,  Raúl Alberto 
Bartolomé, ex agente de la policía de Mendoza 
cuenta que viajó a Ezeiza con el CNU y se 
reconoce “anticomunista”.

En definitiva, ni El Descamisado de la época, 
ni la investigación de Verbitsky pudieron ubi-
car entre los torturados a algún militante de 
la JP, JTP u otro frente de la Tendencia. Sí, 
en cambio, queda clara la pertenencia de los 
torturados al sector sindical y ortodoxo; lo cual 
abona la hipótesis de enorme confusión con 
la que se manejaron los “custodios del palco” 
como lo confirman varios testimonios

El joven izado de los pelos.

Si existe una foto que simbolice la tragedia de 
Ezeiza, es la del joven de pullover claro, izado 
al palco desde los pelos. Acompañando el título 
“la masacre de Ezeiza”, esa imagen se presen-
ta como prueba irrefutable,  de la  agresión que 
fueron víctimas los  militantes de la “Tendencia 
Revolucionaria” por parte de los sectores del 
sindicalismo y la derecha peronista.

Todos supusimos siempre que el joven de la 
foto, pertenecía a alguna agrupación vinculada 
a FAR-Montoneros. Pero, una investigación 
reciente develó su identidad. Se llama Juan 
José Rincón, tiene 63 años, y es de Dock 
Sud. Era militante en la  Juventud Peronista 
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de la República Argentina (“Jotaperra”) de la 
ortodoxia peronista y concurrió a Ezeiza, con 
la columna de Herminio Iglesias.

El autor de la investigación es el historiador 
Enrique Arrosagaray, de Avellaneda. Fue 
publicada en el blog Pircas y trincheras en el 
año 2010.  Rincón  muestra al investigador una 
serie de fotos que avalan sus dichos. Y relata 
que, mientras se encontraba al volante de una 
ambulancia recogiendo heridos, fue “detenido” 
por los custodios del palco y subido de los pe-
los. Con él, suben también  a Leonardo Torrilla 
(del mismo sector) quien es reconocido, y logra 
que los liberen a ambos.

Responsabilidades

El centro de la polémica de la movilización del 
20 de junio fue el grupo de custodia armada del 
palco. Es por ello que definir responsabilidades 
en lo que hace a la custodia designada para el 
acto es fundamental. Jorge Gaggero, asesor 
del Ministro de Interior reflexiona: “En primer 
lugar, importa destacar que Osinde le arrancó al 

propio Cámpora –en particular al Ministerio del 
Interior- el control del acto de Ezeiza. Creo que 
las cosas hubieran sido distintas si el Estado 
hubiese tenido el control del acto,  asegurando 
la seguridad pública. Por el contrario, el control 
efectivo del acto recayó en las manos de un 
hombre de la “derecha peronista” como Osin-
de, mientras las instituciones policiales hacían 
‘como si’ fueran responsables de la seguridad”.

Todos los comunicados de prensa de los dis-
tintos sectores de la Tendencia coinciden en 
apuntar a Osinde, Brito Lima y Norma Kennedy 
como los responsables del ataque a balazos 
contra la columna Sur de la JP. Solo de forma 
tangencial se referían al rol de los sindicatos y 
a la figura de José Ignacio Rucci.

Más allá de las responsabilidades, lo cierto 
es que el gran acto político del peronismo se 
convirtió en una gran frustración. Como bien 
lo describe Nestor Verdinelli: “Lo que más me 
impresionó de ese día, fue la retirada. Cuando 
anunciaron que Perón iba a aterrizar en Morón 
y no iba al palco. Jamás en mi vida he visto 
una concentración de gente tan grande donde 

reinaba un silencio total. Millones 
de personas y sólo un silencio 
total. Caminando en silencio. 
Yéndonos con la sensación de la 
derrota. Allí perdimos, allí comen-
zó la derrota.”

Reflexiones y dudas.

Desde distintas perspectivas y 
distintos momentos, varios pro-
tagonistas aportan sus análisis.

Para Mario Firmenich,  el balance 
es casi, positivo: “Nosotros sí 
fuimos con un plan político bien 
deliberado, que cumplimos, que 
era copar políticamente el acto 
(…) Lo copamos. El acto más 
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es que el gran acto político del peronismo se 
convirtió en una gran frustración. Como bien 
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impresionó de ese día, fue la retirada. Cuando 
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Yéndonos con la sensación de la derrota. Allí 
perdimos, allí comenzó la derrota.”
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grande de la historia argentina, fue un 
acto no digo montonero. Fue un acto 
peronista dominado políticamente por 
la expresión de los Montoneros”. 

Es clara Marcela Durrieu cuando ana-
liza lo sucedido desde el significado 
político subyacente a los hechos: “No 
sé cómo empezó el tiroteo,  pero un 
enfrentamiento, por grave que sea, 
no es lo mismo que una masacre y no 
es cierto que los montoneros habían 
concurrido desprevenidos y no imagi-
naran un posible enfrentamiento. Me 
detengo en esto, porque Ezeiza fue 
una excusa perfecta para comenzar la estra-
tegia de victimización y enfrentamiento frontal 
con el peronismo y con Perón. La insistencia 
en destacar que había sido una emboscada, 
en asignarse todos los muertos y heridos, en 
magnificar los hechos y en diluir la trascenden-
cia de la imposibilidad del descenso de Perón 
fueron una política dirigida a convencer al país 
y a la tropa propia de la condición de víctimas, 
la conducción tenía resuelto, o consideraba 
irremediable el enfrentamiento con Perón 
desde el día en que quedó claro el regreso, 
sólo faltaba resolver el momento y la forma y, 
supongo que consciente o inconscientemente 
el inicio fue Ezeiza.”

Para Marcelo Kohan: “Todo hay que ubicarlo 
en el contexto de la época, donde evidente-
mente había una discusión entre la conducción 
montonera y la conducción de Perón, donde se 
disputaba hasta los espacios en el gabinete. En 
ese marco me parece que se intentó marcarle 
la cancha al conductor y ver si, de alguna ma-
nera, podían demostrar que ellos eran los que 
tenían el poder”.

Ignacio Vélez, de la escindida Columna Sabino 
Navarro recuerda: “Nosotros fuimos a Ezeiza. 
Ya habíamos roto totalmente con Montoneros 
pero, por mi historia, teníamos una relación 

muy fuerte con cientos de compañeros. En-
tendimos que Ezeiza fue una brutal agresión, 
planificada por parte de las bandas de la dere-
cha peronista. Pero creo que Ezeiza también 
significó un punto de avance más crudo, más 
evidente, sin retorno, de llevar la lucha armada 
al interior del movimiento. Guerra interna en la 
cual Montoneros participa o al menos avala. 
Ezeiza, insisto, es una embocada de la derecha 
criminal, pero es innegable que la organización 
Montoneros también iba preparada para ese 
enfrentamiento”.

“Allí perdimos, allí comenzó la derrota”, define 
Nestor Verdinelli, “porque no supimos analizar, 
interpretar. Porque quisimos dar una batalla 
que nunca debió darse, en un nivel que no se 
debía y con métodos y tácticas equivocadas. 
La victoria era ese encuentro histórico. Era 
totalmente secundario que el palco estuviera 
en manos de la derecha. Junto con Perón iba 
a estar Cámpora y su gente, dándole a Cám-
pora el espaldarazo de haberlo traído a Perón 
a ese palco. En mi interpretación, fue allí que 
Cámpora cayó. Después  fue sólo cuestión de 
poco tiempo antes de su renuncia”

Mario Wainfeld y Norberto Ivancich  en 1985 
en la revista Unidos expresan: “Perón no pudo 
saludar a su pueblo. La multitud (que en su 
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“Mario Wainfeld y Norberto Ivancich  en 
1985 en la revista Unidos expresan: “Perón 
no pudo saludar a su pueblo. La multitud 
(que en su inmensa mayoría no participó ni 
física ni espiritualmente en el choque entre 
bandas armadas) se desconcentró en una 
atmósfera de miedo, duda, dolor y silencio, 
que difícilmente olvidaremos quienes allí 
estuvimos.”
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inmensa mayoría no participó ni física 
ni espiritualmente en el choque entre 
bandas armadas) se desconcentró en 
una atmósfera de miedo, duda, dolor 
y silencio, que difícilmente olvidare-
mos quienes allí estuvimos.”

Analizan la denominada “teoría del 
cerco”: “Podrá aducirse que tomar el 
palco no era un fin en sí mismo, sino 
un medio para demostrar a Perón la 
capacidad de la Tendencia o –aún– 
para ‘apretarlo’. Ese argumento 
fue utilizado por la Tendencia que 
recuperó por entonces un discurso 
político que explicaba los presuntos 
errores de Perón, basándose en lo 
que podría llamarse ‘teoría del cerco’: 
Perón no sabía lo que pasaba en el 
peronismo, ya por su distancia física 
(mientras estaba en España), ya por estar 
rodeado de una “camarilla” que le impedía 
contacto con el pueblo. (…) Como se ve, el 
argumento partía de una imagen peyorativa 
de Perón, quien aparecía (en el mejor de los 
casos) como un jefe ‘despistado acerca de lo 
que sucedía en su propio movimiento, un incré-
dulo al que todo debía probársele, ya que –por 
sí mismo– nada comprendía”.

Perón habla después de Ezeiza.

Es  común escuchar la frase, “al otro día Perón 
nos echó la culpa a nosotros”, que convierte  
a Perón en victimario y a la Tendencia en su 
víctima. Recordemos la conferencia de prensa  
diez días antes, de Quieto y Firmenich amena-
zando en convertirse en la “justicia del pueblo” 
por encima de la justicia de la  democracia, y 
sus definiciones de “combatir con acciones de 
masas y de comando” a sus enemigos externos 
e internos. Está claro que no eran definiciones 
que generasen simpatía en Perón y en el propio 
Cámpora, que desde el 11 de marzo estaban 

proclamando la necesidad de pacificación. 
Sin embargo, Perón en su discurso no se va 
a referir a los acontecimientos del día anterior 
ni va a culpar a ningún sector.

El General en un extenso discurso que co-
mienza con la frase “Llego casi descarnado. 
Nada puede perturbar mi espíritu porque 
retorno sin rencores ni pasiones”. Se dirige a 
los argentinos llamando a la unidad nacional. 
“La situación del país es de tal gravedad que 
nadie puede pensar en una reconstrucción 
en la que no debe participar y colaborar. Este 
problema como ya lo he dicho muchas veces, 
o lo arreglamos, entre todos los argentinos o 
no lo arregla nadie. Por eso, deseo hacer un 
llamado a todos, al fin y al cabo hermanos, para 
que comencemos a ponernos de acuerdo”.

Reitera su llamado a la paz: “Tenemos una 
revolución que realizar, pero para que ella sea 
válida ha de ser de construcción pacífica y sin 
que cueste la vida de un solo argentino. (…) 
Necesitarnos una, paz constructiva sin la cual 
podemos sucumbir como Nación.”
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“Ya hablando hacia el interior del peronismo 
reflexiona: “Nosotros somos Justicialistas. 
Levantamos una bandera tan distante de 
uno como de otro de los imperialismos 
dominantes.  No hay nuevos rótulos que 
califiquen a nuestra doctrina ni a nuestra 
ideología: somos lo que las Veinte Verdades 
Peronistas dicen (…) Los viejos peronistas 
lo sabemos. Tampoco lo ignoran nuestros 
muchachos que levantan nuestras banderas 
revolucionarias”. No sanciona ni excluye a 
“nuestros muchachos”.”
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Tal vez respondiendo a las amenazas de “jus-
ticia popular con pena de muerte” dice: “Hay 
que volver al orden legal y constitucional como 
única garantía de libertad y justicia (…) Cada 
argentino piense como piense y sienta como 
sienta, tiene el inalienable derecho a vivir en, 
seguridad y pacíficamente. El Gobierno tiene la 
insoslayable obligación de asegurarlo.”

Ya hablando hacia el interior del peronismo 
reflexiona: “Nosotros somos Justicialistas. 
Levantamos una bandera tan distante de uno 
como de otro de los imperialismos dominantes.  
No hay nuevos rótulos que califiquen a nuestra 
doctrina ni a nuestra ideología: somos lo que 
las Veinte Verdades Peronistas dicen (…) Los 
viejos peronistas lo sabemos. Tampoco lo igno-
ran nuestros muchachos que levantan nuestras 
banderas revolucionarias”. No sanciona ni 
excluye a “nuestros muchachos”.

Convoca a las Fuerzas Armadas a integrarse 
al pueblo. Hace un llamado  a los argentinos 
que están en el exterior, científicos, técnicos y 
obreros a retornar al país. A los empresarios les 
dice que “no son días estos para enriquecerse 
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desaprensivamente, sino para reconstruir la 
riqueza común.”

Concluye diciendo: “En el final de este camino 
está la Argentina potencia, plena de prosperi-
dad, con habitantes que puedan gozar del más 
alto standard de vida, que la tenemos en ger-
men y que sólo debemos realizarla. Yo quiero 
ofrecer mis últimos años de vida en un logro 
que es, toda mi ambición; sólo necesito que los 
argentinos lo crean y me ayuden a cumplirla.”

La historia de los años setenta está muy pre-
sente en nuestros días. Los relatos tergiversa-
dos llevan a conclusiones erróneas. Entonces, 
el conocimiento histórico que debe ser útil para 
comprender cuáles fueron nuestros aciertos y 
cuáles nuestros errores, se torna difuso. Y  a 
veces vemos que 40 años después volvemos 
a cometer los mismos errores que nos llevaron 
a la derrota. Mi humilde intención es que las 
nuevas generaciones de militantes puedan 
conocer en profundidad nuestra experiencia 
y aprovecharla, no para resignarse, sino para 
poder discernir el presente con más elementos 
y avanzar con más seguridad y fuerza hacia 
las utopías que están en el futuro
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n los últimos meses y, quizás, lle-
vado por la coyuntura, he compar-
tido con los lectores una serie de 
consideraciones y análisis sobre la 

realidad política del país, el peronismo y el 
frente conservador que nos gobernó hasta 
diciembre del año pasado,  pero los que ya 
hemos superado los 60 años, muchas veces, 
escribimos dando por sentadas demasiadas 
cosas, o suponiendo que todo el mundo se 
ha dedicado a averiguar lo que pasó ya no 
digo en la última mitad del siglo pasado, 
siquiera en los años de democracia que 
hemos vivido.

Hace poco alguien me dijo, “agarrá un grupo 
de profesionales o estudiantes universitarios 
de menos de 45 años y preguntale quiénes 
fueron Roberto Viola, Orlando Agosti, Sigaut, 
Bernardo Grinspun, Juan Sourrouille, Julio 
César Aráoz, Roig o Rapanelli, eso sí pre-
parate para una profunda depresión”, decidí 
no correr riesgos y limitarme a escribir sobre 
cuestiones mencionadas una y otra vez en 
mis artículos o en trabajos de otros y afecta-
do, como muchos, por las series televisivas, 

decidí retomar el artículo anterior para re-
cordar cómo empezó esta crisis económica, 
social y política, pero muy especialmente 
de identidad que nos aqueja, por eso lo de 
“precuela”, esperando que no me acusen de 
haberme vendido a las plataformas de TV.

“Lo viejo no acaba de morir, lo nuevo 
no acaba de nacer” (Gramsci dixit)

Vivimos tiempos confusos, complicados, 
como las bíblicas plagas de Egipto pare-
cen caer sobre nuestras cabezas nuevas 
complicaciones o desdichas. A la infernal 
crisis política, económica y social que nos 
dejara el ensayo de neoliberalismo blanco, 
educado en universidades privadas y vincu-
lado al stablishment financiero internacional 
en alianza con la vetusta, conservadora y 
decadente estructura sobreviviente de lo 
que alguna vez fuera una fuerza nacional y 
popular, la UCR, se agrega una pandemia 
mundial que deja a infectólogos e investiga-
dores sin respuesta, estamos recurriendo a 
los mismos mecanismos de prevención de 
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“La realidad es que la economía mundial 
hace décadas que está en llamas, quizás 
su canto del cisne fue en los 90 con la 
timba financiera  de derivados y fondos de 
inversión y “derrame” sobre los países de la 
periferia (...).”

la época de la gripe española en la 
post Primera Guerra Mundial, por 
si esto fuera poco aparecen plagas 
de langostas, tormentas de arena 
del Sahara que llegan a Centroa-
mérica, caída histórica de los pre-
cios del petróleo y una depresión 
económica que, en realidad, había 
comenzado antes de la pandemia.

La realidad es que la economía 
mundial hace décadas que está en llamas, 
quizás su canto del cisne fue en los 90 con 
la timba financiera  de derivados y fondos 
de inversión y “derrame” sobre los países 
de la periferia, si bien al costo de tasas de 
interés que ni por asomo se pagaban en los 
centros mundiales del poder económico. 
Comenzó a detonar con la crisis de “Los 
tigres asiáticos”, de México (efecto tequila), 
de Brasil (efecto caipirinha) y de ahí a caer, 
uno tras otro, como piezas de dominó, los 
“ejemplos” del FMI y el Banco Mundial, entre 
ellos la Argentina en 2001 (¿efecto pizza con 
champagne?).

En medio de la crisis, los capitales tomaron 
ganancias y se fueron rápidamente hacia 
los centros que pagan tasas más bajas pero 
“dan garantías de seguridad”, dejando atrás 

deudas externas gigantescas, defaults, 
aumentos exponenciales de desocupación 
y miseria, recordemos que en el 2002, en 
Argentina se hablaba de 50% de pobreza e 
indigencia y 30% de desocupación.

Sin embargo, en 2008 estalla el escándalo 
de Lehman Brothers, y con él la burbuja 
financiera de un capitalismo definitivamente 
alejado de la producción de bienes, dejando 
arrasadas industrias enteras como la au-
tomotriz norteamericana, donde el Estado 
salió a salvar a General Motors y se asoció 
para rescatar a Chrysler, las empresas 
primero deslocalizaron sus plantas fabriles 
y las trasladaron a zonas con más bajos 
salarios o sin presiones sindicales, ese fue el 
caso de muchas empresas de Europa Occi-
dental que se fueron a los países de la vieja 

Europa Oriental fenecida 
con la caída del muro de 
Berlín y el derrumbe de 
la Unión Soviética.

Otros sectores “desmem-
braron” la producción 
y a través de escalas 
integradas, por ejemplo, 
fabricaban una parte en 
un país, otra en otro y en-
samblaban en un tercero, 
o las empresas aéreas 
trasladaban todas sus 
estructuras de venta de 
pasajes a la India.
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“En medio de la crisis, los capitales tomaron 
ganancias y se fueron rápidamente hacia los 
centros que pagan tasas más bajas pero “dan 
garantías de seguridad”, dejando atrás deudas 
externas gigantescas, defaults, aumentos 
exponenciales de desocupación y miseria, 
recordemos que en 2002, en Argentina se hablaba 
de 50% de pobreza e indigencia y 30% de 
desocupación. ”
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El paso siguiente fue mudar las propias 
sedes de las empresas a países donde no 
se pagan impuestos (Luxemburgo, Andorra, 
Panamá), al menos su “domicilio legal” y 
trasladar sus ganancias a los famosos “pa-
raísos fiscales”, poniendo en crisis el Estado 
de Bienestar que Europa, por ejemplo, supo 
construir en la posguerra, esa combinación 
de economía de mercado con seguridad 
social bastante universal, altos salarios y se-
guros de retiro. Pero asimismo hizo estallar 
el no menos célebre American Way of Life, 
miles de estadounidenses vieron volatilizar-
se sus ahorros de toda la vida, perdieron 
sus casas al no poder pagar sus hipotecas 
y perdieron sus trabajos al cerrar miles de 
empresas, poniendo en crisis a numerosos 
pueblos y pequeñas ciudades nacidas al-
rededor de una empresa (algo así como la 
usina nuclear y Springfield en los Simpson).

El mundo desarrollado no había superado la 
crisis, no vaciló en sacrificar a Grecia para no 
permitir malos ejemplos pero además para 
no llevar a la bancarrota al Deutsche Bank, 
el principal banco europeo, atosigado de pa-
peles de deuda griegas. Finalmente, la caída 
vertical del precio del petróleo puso en rojo 
todas las alertas y sobrevino la pandemia 
del Covid 19, condenando a la economía 
mundial a caídas históricas de sus PBI y a 
la mayor incertidumbre en muchas décadas.

¿Y Argentina? Un poco de historia

Es un hecho generalizado que cuando se 
habla de la situación nacional se regrese a 
una fecha bisagra: el 24  de marzo de 1976.

Ocurre que esa fecha es un hito fundacio-
nal de esta Argentina, entre 1955 y 1973 y 
más allá de proscripciones, persecuciones 
y asesinatos a peronistas, la restauración 
oligárquica no había desmontado el modelo 

de país industrial que construyó el peronis-
mo. Si bien su sociedad había degradado 
su nivel de vida, el desempleo era bajo, la 
actividad manufacturera estaba vital y aún 
existía un empresariado realmente nacio-
nal, que se agrupaba en la Confederación 
General Económica (CGE) por fuera de la 
Unión Industrial Argentina (UIA) que reunía 
a lo más granado de las filiales locales de 
las multinacionales; hasta el sector bancario 
tenía una representación de la banca priva-
da de capital argentino (ADEBA) y otra de la 
banca privada extranjera (ABRA).

Perón, a su regreso, intenta reconstruir el 
frente nacional y convoca a todos los sec-
tores, pone al presidente de la CGE en el 
Ministerio de Economía y entrega el Ministe-
rio de Trabajo a un hombre del movimiento 
obrero, Ricardo Otero. Sus esfuerzos fueron 
gigantescos, tenía enfrente al imperialismo 
que había derribado todos los gobiernos 
democráticos (Allende en Chile, Torres en 
Bolivia), en el mismo año que él asumía su 
tercera presidencia y gobernaba el Brasil 
desde 1964 y Uruguay desde 1972.

Enfrentaba además la violencia política 
entre sectores de ultraizquierda terrorista 
(ERP), la juventud que se había “peroniza-
do” en los últimos años y cuya conducción 
declamaba en público su “peronismo” 
pero en todos sus documentos internos 
revelaba su ideología marxista leninista, su 
vanguardismo trasnochado y su militarismo 
creciente (Montoneros) y del otro lado los 
grupos armados que provenientes de cierto 
nacionalismo oligárquico los enfrentaban 
desde la “ortodoxia peronista”, muchos 
incluso reclutados como custodia de los 
dirigentes políticos y sindicales que habían 
sido el blanco de las bandas armadas de 
ultraizquierda.

Por otra parte la “burguesía nacional” se 
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mostraba tan poco burguesa 
y tan poco nacional como co-
barde, timorata, dispuesta a 
abandonar el barco ante los 
primeros vientos de frente.

Perón, a partir de su liderazgo 
indiscutible y su capacidad de 
estadista, pudo controlar estos 
factores, nuevos para él en 
gran parte, y empezar a poner 
las cosas en marcha cuando lo 
sorprendió la muerte. Lo que 
vino después merece un serio 
y largo análisis y debate, por ahora solo se 
escuchan dos voces, los que lapidan a María 
Estela Martínez de Perón, incluso con argu-
mentos y epítetos del más bajo nivel, de una 
misoginia y un gorilismo de la peor estofa y 
además buscando simplificar el debate, “era 
una ex copera, incapaz, histérica, que llegó 
ahí por la decisión de un viejo que estaba 
en decadencia y punto”, he ahí la causa de 
todos los males.

Por otro lado aparece una corriente contraria 
que arrancó con una frase “Era la mujer de 
Perón y si él la puso sabía lo que hacía” otra 
forma de misoginia y de cerrar todo debate, 
“si la puso Perón no hay nada que hablar”.

No falta, tampoco, una corriente reciente que 
pretende una reivindicación del gobierno de 
Isabel, a partir de aciertos reales como la 
nacionalización de las bocas de expendio 
del petróleo que dejó en manos de YPF el 
monopolio de la comercialización del mismo 
o de los depósitos bancarios y son accio-
nes valiosas y reales, tan reales como los 
desaguisados de poner como Ministro de 
Educación  a un troglodita como Oscar Iva-
nissevich y como rector de la UBA a Alberto 
Ottalagano, un fascista trasnochado que in-
gresó al rectorado con un fusil ametralladora 
israelí bajo el sobretodo, haciendo pedazos 

los esfuerzos de Perón por rescatar los sec-
tores medios, tanto del gorilismo como de la 
violencia demencial de los grupos armados. 
Puiggros, Villanueva, Solano Lima libraron 
esa batalla, recordemos que Jauretche 
era el director de la Editorial Universitaria 
de Buenos Aires (EUDEBA) y era ganable 
hasta semejante despropósito, y otro tanto 
fue la designación de Celestino Rodrigo en 
Economía, el brutal aumento de tarifas y 
congelamiento de las paritarias que puso a 
la CGT en conflicto con el gobierno.

Viene a cuento aclarar que allá por 1981, 
integré una agrupación llamada “De pie junto 
a Isabel Perón”, un grupo de compañeros 
que reclamábamos la libertad de Isabel y el 
levantamiento de su proscripción política, rei-
vindicábamos además la entereza y el valor 
con que enfrentaba sus años de cautiverio 
en manos de la marina y de la dictadura 
homicida, hoy agregaría su aporte a la de-
mocracia al retirarse de la actividad política 
y guardar un silencio total incluso frente a 
las diatribas y calumnias, si volviera atrás 
volvería a hacerlo, sin dudarlo, pero eso no 
significa que calle mi visión, muy crítica, de 
su gobierno.

Creo que lo que ocurrió fue que no sólo 
Isabel sino la totalidad del peronismo polí-

“(...) No sólo Isabel sino la totalidad del 
peronismo político estaban lejos de la 
dimensión política de Juan Perón, solo él podía 
conducir ese gigante que es el movimiento 
nacional, fue el único estadista del siglo XX 
y me atrevería a decir que hasta hoy mismo, 
el país era un volcán en erupción y había 
quedado huérfano de conducción (...).”
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tico estaban lejos de la dimensión política 
de Juan Perón, solo él podía conducir ese 
gigante que es el movimiento nacional, fue 
el único estadista del siglo XX y me atre-
vería a decir que hasta hoy mismo, el país 
era un volcán en erupción y había quedado 
huérfano de conducción, ¿o acaso había 
algún dirigente al que no le quedara grande 
la responsabilidad del momento? Lo digo 
porque viví esos tiempos, tenía 22 años y 
recuerdo aún el desasosiego, la angustia y 
desilusión que se vivía en las barriadas de 
trabajadores ante la violencia demencial que 
derramaba sangre diariamente, las dificulta-
des económicas crecientes, el entusiasmo 
frente a los aciertos y la desesperanza ante 
los dislates, no necesito leer ahora libros de 
historia, aunque lo hago, escribo desde la 
piel y la memoria. 

En realidad la muerte del General abrió la 
caja de Pandora, los movimientos nacio-
nales de los países coloniales o semicolo-
niales, abarcan sectores disímiles y hasta 
con intereses divergentes, campesinos e 
industriales, trabajadores y empleadores, 
sectores medios y pobres, a veces hasta 
a cierta aristocracia en decadencia pero 
con espíritu nacional. Los une un enemigo 
común, el imperialismo dominante que los 
ahoga a todos por igual, buscan desprender-
se de ese dominio o discutirle su poder para 
tener un lugar bajo el sol, para desplegar sus 
energías y sus fuerzas productivas. De ahí 
la dimensión gigantesca de sus conducto-
res, no es cuestión de “carisma” o de otras 
supercherías de la sociología imperial que 
todo aquello que no logra comprender lo des-
califica asimilándolo a cuestiones mágicas 
o de atraso tribal.

Cuando esos líderes desaparecen las gi-
gantescas fuerzas que ellos logran controlar 
suelen implosionar y comienzan a enfren-
tarse tratando de salvarse “solas”, en el pe-

ronismo, aparecieron los “antiverticalistas”, 
como a Yrigoyen le surgieron los “antiperso-
nalistas”, que empezaron a dialogar con la 
UCR y las fuerzas políticas de la oligarquía 
para desplazar a Isabel por un liderazgo 
“confiable”. Cuando en abril de 1975 la 
CGT declaró el primer paro general contra 
un gobierno peronista, se movilizó a Plaza 
de Mayo, eyectó al siniestro López Rega y 
al intento contrarrevolucionario encarnado 
por Celestino Rodrigo y puso a Cafiero en 
el Ministerio de Economía, la oligarquía ad-
virtió que ya no bastaba con incentivar los 
intentos de traición de algunos sectores del 
peronismo político y esperar el desgaste del 
gobierno, el peronismo mostraba signos de 
vitalidad, ahí decidieron dar el golpe.

Ese golpe no tuvo por objetivo detener la 
“anarquía”, la corrupción, ni terminar con 
las organizaciones armadas. La anarquía la 
generaba la APEGE, alianza de la Sociedad 
Rural y la UIA, con el desabastecimiento, 
lock out, y remarcación de precios, la co-
rrupción era inventada o magnificada por 
los diarios, alineados en el golpe y tanto el 
ERP como Montoneros estaban en desa-
parición, el primero luego de las locuras del 
ataque al Batallón 601 de Monte Chingolo  
y el intento de guerrilla rural de Tucumán; 
y los segundos luego de su enfrentamiento 
con Perón, el 1 de mayo de 1974, que ter-
minó por deslegitimar frente al pueblo su 
discurso “peronista” y el posterior paso a la 
clandestinidad.

Prueba de lo dicho es que apenas dado el 
golpe, se detuvo la inflación, reaparecieron 
los productos en los supermercados, los 
diarios aclamaban que “Reina el Orden en 
todo el país” y para fines de 1976 la con-
ducción del ERP había sido aniquilada y 
sus militantes estaban en desbande igual 
que los de Montoneros, en una cacería 
humana inhumana, innecesaria y brutal. 
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La conducción de los últimos había logrado 
escapar, aunque más tarde fue diezmada a 
partir del mesianismo y militarismo que los 
convenció de que eran la nueva vanguardia 
del pueblo, libraban una guerra de la que 
iban a salir victoriosos a partir de “ofensivas”  
y “contraofensivas” que no lograron otra cosa 
que incrementar la nómina de mártires de 
toda una generación.

El Fin de la Argentina Peronista

Si bien quedaba claro que se trataba de un 
golpe cívico militar, las pocas dudas que 
podían subsistir acerca de la orientación del 
elenco golpista quedaron develadas con la 
asunción en el Ministerio de Economía de 
José Alfredo Martínez de Hoz, un heredero 
de una familia de larga prosapia oligárquica, 
fundadora de la Sociedad Rural que expre-
saba una novedad: la alianza de esa vieja 
clase dominante con el emergente mundo 
de los negocios financieros.

Hacía años que los ganaderos, propietarios 
de grandes latifundios, con el objeto de eludir 
las normas impositivas y asimismo resolver 
los conflictos hereditarios y el pago del im-

puesto a la transmisión gra-
tuita de bienes (herencias) 
habían comenzado a confor-
mar sociedades anónimas y 
ponerlas como titulares de 
las estancias, esto atrajo 
además inversiones de otros 
sectores que compraron 
acciones de estas firmas y 
asimismo las impulsaron a 
diversificar sus inversiones y 
aumentar la tasa  de ganan-
cia. Comenzaba por enton-
ces la aparición de bancos 
internacionales y el acceso a 
crédito externo en un mundo 

que disponía de los capitales árabes que, 
con cuantiosas ganancias luego de la crisis 
del petróleo, los llevaron a los grandes ban-
cos (los llamados petrodólares) dando inicio 
al gigantesco ciclo de endeudamiento a que 
ya nos referimos.

Martínez de Hoz era un abogado, discípulo 
en lo económico de Milton Friedman y las 
ideas de la Escuela de Chicago y que tu-
vieran su momento de gloria con Reagan y 
Margareth Thatcher, y en su primer discurso 
dejó muy claro el rumbo.

Si la Libertadora creyó que cerrando sindi-
catos, deteniendo dirigentes y proscribiendo 
al peronismo podía terminar con ese “hecho 
maldito”, su fracaso enseñó a sus continua-
dores que debían meter el cuchillo hasta el 
hueso, liquidar la industria argentina y para 
eso abrió totalmente la economía y  liberó 
las importaciones, encareció el crédito local 
y la obligó a endeudarse en el extranjero, 
actividades enteras como la automotriz, la 
metalúrgica y la textil fueron a la bancarro-
ta, Citroen, Peugeot y Fiat levantaron gran 
parte de sus plantas, era más económico 
importar todo y como mucho armar acá que 
producir, la UOM pasó de 400.000 afiliados 

“Si bien quedaba claro que se trataba de un 
golpe cívico militar, las pocas dudas que podían 
subsistir acerca de la orientación del elenco 
golpista quedaron develadas con la asunción 
en el Ministerio de Economía de José Alfredo 
Martínez de Hoz, un heredero de una familia 
de larga prosapia oligárquica, fundadora de la 
Sociedad Rural que expresaba una novedad: 
la alianza de esa vieja clase dominante con el 
emergente mundo de los negocios financieros.”
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a poco más de 50.000, con un peso sobre-
valuado comenzó la bicicleta financiera, que 
aún goza de buena salud. Traían dólares, 
los cambiaban a pesos, los pesos iban a 
plazos fijos u otras inversiones financieras, 
se tomaban ganancias, se recompraban los 
dólares y se iban.

Por supuesto que tam-
poco vacilaron en atacar 
brutalmente al movimiento 
obrero, primero intervinie-
ron todos los sindicatos, en-
carcelaron a su dirigencia, 
prohibieron las huelgas y la 
negociación colectiva, inter-
vinieron las obras sociales 
y luego sancionaron una 
nueva Ley de Asociaciones 
Profesionales que direc-
tamente disolvió la CGT y 
prohibió su reedición, más 
tarde modificaron drástica-
mente la Ley de Contratos 
de Trabajo 20.744, siendo 
interesante recordar que 

la misma no ha sido recu-
perada integralmente al 
día de hoy, a 37 años de 
democracia.

Los argentinos de clase 
media iban a Uruguayana a 
comprar televisores a color, 
equipos de audio y electró-
nica, mientras tanto miles 
de trabajadores pasaban 
a cuentapropistas, ponían 
agencias de PRODE, se 
hacían taxistas o remiseros, 
con ello al perder pertenen-
cia y afiliación sindical se 
perdía la cultura colectiva 
y la conciencia de clase 

adquirida en los años del peronismo.

El Estado comenzó a ser desguazado, las 
empresas puestas como garantía de los 
préstamos pedidos para sostener la timba 
financiera, fueron desfinanciadas, o puestas 
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“Si la Libertadora creyó que cerrando sindicatos, 
deteniendo dirigentes y proscribiendo al 
peronismo podía terminar con ese “hecho 
maldito”, su fracaso enseñó a sus continuadores 
que debían meter el cuchillo hasta el hueso, 
liquidar la industria argentina y para eso 
abrió totalmente la economía y  liberó las 
importaciones, encareció el crédito local y la 
obligó a endeudarse en el extranjero, actividades 
enteras como la automotriz, la metalúrgica y la 
textil fueron a la bancarrota (...).”

“Por supuesto que tampoco vacilaron en atacar 
brutalmente al movimiento obrero, primero 
intervinieron todos los sindicatos, encarcelaron 
a su dirigencia, prohibieron las huelgas y la 
negociación colectiva, intervinieron las obras 
sociales y luego sancionaron una nueva Ley de 
Asociaciones Profesionales que directamente 
disolvió la CGT y prohibió su reedición, más tarde 
modificaron drásticamente la Ley de Contratos de 
Trabajo 20.744, siendo interesante recordar que 
la misma no ha sido recuperada integralmente al 
día de hoy, a 37 años de democracia.”
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a ser conducidas por gerentes que venían 
del sector privado (por ejemplo en YPF, a 
ex funcionarios de Shell o ESSO), además 
se las vació en sus áreas de investigación y 
desarrollo, con el objeto de que cayeran en 
la obsolescencia.

Cuando dejaron el gobierno no solo la indus-
tria había quedado reducida a su mínima ex-
presión, sino que la banca se había concen-
trado en manos extranjeras, los trabajadores 
en relación de dependencia habían caído a 
su número más bajo en años, las empresas 
del Estado estaban endeudadas, con altísi-
mos niveles de obsolescencia y desinversión 
y el país debía afrontar una deuda externa 
que había pasado en siete años de 8000 
millones de dólares a 45.000 millones. Si 
Videla había anunciado que la dictadura no 
tenía plazos sino objetivos, indudablemente 
estos habían sido alcanzados.

La Argentina industrial, con pleno empleo, (la 
pobreza e indigencia en 1976 eran del 4%) 
con sindicatos fuertes, tanto en represen-
tación como económicamente, autonomía 
para tomar decisiones, y desarrollo tecnoló-
gico, o sea la Argentina peronista era solo un 
recuerdo, valioso y que generaba entusias-
mo aún pero sus bases mismas habían sido 
dinamitadas, a eso habían venido y fue lo 
que hicieron, en octubre de 1982 la pobreza 
en el gran Buenos Aires era ya del 21,6%.

Peronismo, democracia y después

El peronismo llega a las elecciones de octu-
bre de 1983 convencido de que era imbatible 
en elecciones libres, sin embargo las cosas 
habían cambiado.

a) El proceso de desindustrialización y 
achicamiento de la clase trabajadora trajo 
aparejado además la pérdida del sentido de 
pertenencia como ya lo dijimos, el trabajador 

devenido cuentapropistas dejaba de lado lo 
colectivo por el individualismo de la super-
vivencia en soledad.

b) No se había superado el estigma de los 
enfrentamientos y la violencia de los  últimos 
años de gobierno especialmente luego de 
la muerte de Perón, la dictadura y los me-
dios de comunicación habían convencido 
a vastos sectores de que todo “había sido 
un desastre”, que el golpe había sido inevi-
table para evitar una guerra civil. Encima 
las figuras políticas que reaparecían eran 
las mismas que habían formado parte del 
gobierno de Isabel.

c) La sociedad argentina no había superado 
el trauma de la muerte, la violencia política, 
la censura, el terror en las calles y encima 
una guerra perdida, desarrollada durante 
la dictadura cívico-militar y era permeable 
al discurso del candidato radical, partido 
cuya dirigencia había conservado numero-
sas intendencias durante toda la dictadura, 
en la ciudad de Buenos Aires se ufanaban 
de manejar la intendencia desde un bar de 
la Av. de Mayo, solo había sufrido conse-
cuencias muy colaterales de la represión ya 
que no habían sufrido prisión ni tenido que 
marchar al exilio. La democracia, basada en 
el recitado del preámbulo de la Constitución 
Nacional, curaba, daba de comer y permi-
tiría estudiar a una juventud que si en los 
70 cantaba la “Marcha de la Bronca” ahora 
“solo le pedía a Dios”.

La derrota electoral dejó a la dirigencia pe-
ronista desconcertada, confundida, rabiosa 
e incapaz de lanzar el debate, la reflexión 
interna necesaria, se arrojaron a estigmati-
zarse, agraviarse y pedir cabezas de “Los 
mariscales de la derrota”, dos congresos, 
uno en el teatro Odeón de Capital y otro 
en Río Hondo (San Luis) revelaron que la 
fractura era inevitable.

Debate
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Lo cierto era que lo “mejor” del peronismo, a 
mi criterio,  había estado en el Odeón, en el 
sentido de hombres y mujeres que, errados 
o no, reivindicaban lo más fiel a la doctrina, 
podrá gustar o no pero Herminio Iglesias, 
Federico Russo o Lorenzo Miguel represen-
taban al peronismo histórico, frente a ellos 
aparecía un conglomerado “renovador” que 
iba desde Cafiero a Menem, desde Robledo 
a Triaca, desde Grosso a Julio Bárbaro. En el 
primer grupo había una identidad ideológica 
indiscutible, aunque se les puede enrostrar 
que no terminaban de aceptar que Perón 
había muerto, que el final del último gobierno 
había dejado mucho para pensar y formular 
una seria autocrítica, que era necesario 
construir una conducción acorde con los 
tiempos, lamer las heridas, reconstruir las 
organizaciones y dejar la bronca para me-
jores tiempos.

Pocos peronistas de hoy recuerdan que en 
setiembre de 1979 cuando la Comisión In-
teramericana de Derechos Humanos llegó a 
Buenos Aires para investigar las denuncias 
sobre violaciones a los derechos humanos, 
el documento del PJ que denunciaba las 
desapariciones forzadas y las prisiones de 
dirigentes y militantes llevaba las firmas de 
Herminio Iglesias y Deolindo Felipe Bittel, a 
la sazón vicepresidentes primero y segun-

do  del Partido Justicialista, 
mientras muchos dirigentes 
se negaron a firmar ate-
rrados por la dictadura, el 
documento (el único pre-
sentado oficialmente por 
un partido político, Arturo 
Illia por la UCR no concurrió 
porque “estaba de viaje” 
y Raúl Alfonsín manifestó 
que las culpas se repartían 
entre la violencia de las or-
ganizaciones armadas y la 

represión indiscriminada) fue elaborado por 
los abogados del Partido Justicialista entre 
quienes se encontraba Alicia Oliveira, gran 
amiga de un jesuita llamado Jorge Bergoglio

Si había algo ausente en la renovación era 
la coherencia ideológica, crecía una visión 
muy peligrosa, un verdadero “huevo de la 
serpiente”, era la siguiente: el país que Pe-
rón pensó y creó ya no existía, en un mundo 
donde desaparecía la posibilidad de terceras 
posiciones o de independencias económicas 
había que construir un peronismo serio, 
democrático y racional, los sindicalistas y 
compañeros de campera de cuero y que se 
comían las “s” eran “piantavotos”, llegaba la 
hora de una dirigencia de traje y “encorbata-
da”, deambulaban por allí, incluso, dirigentes 
sindicales que habían acompañado a los 
representantes de la dictadura a la OIT, rom-
piendo el boicot ordenado por la conducción 
cegetista presa y afirmarían más tarde que 
“ignoraban que hubiera habido dirigentes 
sindicales desaparecidos o asesinados”.

Unos se habían quedado en la década 
gloriosa del 45, no atinaban a encontrar 
como recuperar lo mejor de su peronismo 
para volver a dialogar con el pueblo, habían 
pasado años presos y al salir se encontraron 
un país distinto y carecían de propuestas o 
respuestas a esa transformación.

“La derrota electoral dejó a la dirigencia peronista 
desconcertada, confundida, rabiosa e incapaz de 
lanzar el debate, la reflexión interna necesaria, 
se arrojaron a estigmatizarse, agraviarse y pedir 
cabezas de “Los mariscales de la derrota”, dos 
congresos, uno en el teatro Odeón de Capital y 
otro en Río Hondo (San Luis) revelaron que la 
fractura era inevitable.”
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Los otros reunían a viejos dirigentes que 
ya no querían saber más nada de cárcel o 
proscripción, que tampoco reconocían la Ar-
gentina que veían y que los había derrotado 
en las urnas, que, acertadamente, rechaza-
ban la violencia y cierto patoterismo  de los 
“ortodoxos”, pero no advertían que junto con 
el agua tiraban la criatura por la cañería.

Junto a ellos aparecían jóvenes que mostra-
rían con el tiempo su tremendo pragmatis-
mo, oportunismo y capacidad camaleónica 
para pasar de un referente a otro según lo 
indicaran las conveniencias del momento, 
su idea de la renovación no se detenía en 
hombres o formas, iban incluso a la doctrina 
para adaptarla a los tiempos aunque dejaran 
en el camino, muchas veces, las esencias 
mismas, la identidad misma del peronismo.

El gobierno de Alfonsín luego de algunas 
alharacas antiimperialistas, denunció un 
intento de complot, encarceló a algunos 
periodistas (sin que Adepa y la SIP, se ras-
garan las vestiduras) y convocó a la Plaza 
de Mayo, en defensa de la democracia, en 
la fría noche  de junio de 1985, los mani-
festantes se encontraron con el anuncio de 
una “economía de guerra”, congelamiento 
de precios y salarios, una reducción de 7 
puntos del PBI del déficit fiscal y el cambio de 
signo monetario, se dejaba del lado el peso y 
nacía el Austral, sorprendidos y confundidos, 
tardaron en darse cuenta que el gobierno 
mostraba su verdadera cara,  Sourrouille ha-

bía reemplazado al díscolo 
Grinspun en el Ministerio 
de Economía, no vendrían 
buenos tiempos.

A todo esto el peronismo 
también se dividía en su 
actitud, el sector que a partir 
de ahora llamaremos “orto-
doxo” se lanzó a confrontar 

abiertamente, llegando a dislates como 
oponerse al proyecto de ley de divorcio, 
olvidando que la primera ley de ese tipo 
había sido sancionada por el gobierno de 
Perón y que venía a facilitar resolver situa-
ciones de miles de familias, la consigna era 
“oponerse a todo lo que haga Alfonsín”, el 
otro sector, desde ahora los renovadores, 
fue más flexible, opositor pero sin permitir 
que se los calificara de “antidemocráticos”.

Finalmente, la cuestión se resolvió en las 
elecciones para diputados de 1985, en la 
Pcia de Buenos Aires, el Frente Renovador 
encabezado por Antonio Cafiero derrotó 
ampliamente al Frejuli cuyo candidato era 
Herminio Iglesias, superándolo por más de 
un millón de votos.

Comenzaba una reestructuración del partido 
Justicialista, los renovadores consolidaron 
su hegemonía, sin embargo el conflicto 
político en términos ideológicos siguió sub-
sistiendo, muchos ortodoxos se alinearon 
con la conducción pero se mantenían los 
resquemores y descalificaciones.

Cafiero logra derrotar a la UCR en las 
elecciones para gobernador de 1987 y 
parece encaminarse a la candidatura pre-
sidencial en 1989, en medio del progresivo 
desbarranque del gobierno de Alfonsín, su 
discurso como diputado cuando se debatió 
el tema de la deuda externa fue excelente y 
su aparición sosteniendo al gobierno ante la 
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asonada militar de Semana Santa de 1987, 
le dio estatura nacional.

Sin embargo la alianza de los referentes 
“renovadores” se rompe casi al día siguien-
te de la victoria de 1987, Cafiero lanza su 
precandidatura presidencial, Grosso refe-
rente de Capital y De La Sota, cordobés, lo 
acompañan, pero Carlos Menem anuncia su 
decisión de competir.

Dentro del peronismo a Cafiero se le factu-
raba su excesivo acercamiento al gobierno 
de la UCR, su distancia del sindicalismo 
y del peronismo histórico, sus devaneos 
“socialdemócratas” y estar rodeado por 
jóvenes atildados, poco afectos al “folklore” 
del peronismo histórico, con un lenguaje 
muy académico, a los que se llamaba “La 
Cafieradora” por asimilación a la “Junta 
Coordinadora” del alfonsinismo. Carecía 
de predicamento real en el peronismo bo-
naerense, ahí tallaba su vicegobernador 
Luis Macaya, su temprana muerte en un 
accidente aumentó la orfandad.

El sindicalismo a su vez afrontaba un doble 
conflicto, el Secretario General de la CGT, 
Saúl Ubaldini contaba con un gran apoyo 
popular, internamente era acompañado por 
los gremios de la llamada, durante la dicta-
dura, “CGT-Brasil”, (por la calle donde tenía 
su sede), los que habían llevado adelante el 
histórico paro de abril de 1979, la marcha del 
30 de marzo de 1982, y tenido una actitud 
más de confrontación con los militares, y una 
nueva camada de dirigentes jóvenes, que 
aparecían a medida que se normalizaban 
sindicatos que habían sido intervenidos.

Por otro lado aparecían los dirigentes de la 
llamada “CGT-Azopardo”, más proclive al 
diálogo con la dictadura, incluso ocurría que 
en algunos gremios intervenidos, dirigentes 
de segundo orden, afines a los interventores, 
se arrogaban esa representación.

En las postrimerías del gobierno de Alfonsín, 
este último sector que deseaba reducir la 
representatividad de Ubaldini tanto como 
el gobierno, logró colocar en el Ministerio 
de Trabajo a Hugo Barrionuevo, dirigente 
fideero.

Aquí cabe recordar que durante esos 
infaustos años el sindicalismo asumió la 
resistencia de todas las formas posibles, 
paros, como en el cordón industrial de Ro-
sario, el de Luz y Fuerza, en defensa de su 
convenio colectivo y que le costó la vida a 
Oscar Smith, su Secretario General y otros, 
al estar impedida la acción gremial muchos 
delegados conseguían hacerse nombrar 
como “delegados de la obra social” y encu-
brir así su accionar. En noviembre de 1979 
se sanciona la Ley 22.105 de asociaciones 
sindicales, apoyándose en su sanción el 
gobierno obligó a que en cada lugar de 
trabajo, cada trabajador personalmente 
concurriera a la oficina de personal donde 
se le preguntaba si deseaba seguir afiliado 
o no a su sindicato (esto también lo viví 
personalmente) para sorpresa del gobierno 
no solo se mantuvo el nivel de afiliación 
sino que aumentó ya que muchos que no 
estaban sindicalizados se afiliaron, formas 
de resistencia, que se llama.

También cuando se habla de la represión se 
oculta sistemáticamente que el 67% de los 
desaparecidos eran trabajadores, muchos 
de ellos dirigentes, delegados y activistas 
sindicales y ello no fue, porque militaran en 
las organizaciones armadas o de ultraiz-
quierda ya que si había una nota caracte-
rística era que estos sectores carecían tanto 
de inserción en la clase trabajadora, que 
cuando tenían uno lo exhibían como un em-
blema. Si bien practicaban la llamada “pro-
letarización” de sus cuadros universitarios, 
esto es mandarlos a incorporarse a alguna 
empresa, preferentemente fabril o del Esta-
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do, para “desde adentro”, 
transformarse en “líderes 
obreros”, fue un fracaso, 
extremadamente ideolo-
gizados transformaban 
cada conflicto en una 
batalla final por el socia-
lismo, despreciando toda 
negociación o crecimien-
to organizacional, llevan-
do a grandes derrotas y 
frustraciones.

En abril de 1979, la CGT Brasil lanzó un 
paro nacional, conmoviendo el aparente 
inmovilismo de la sociedad argentina, si 
bien sus dirigentes fueron arrestados (Ub-
aldini, Rodríguez de Smata, Pedraza de los 
ferroviarios, entre otros) la medida se llevó a 
cabo con éxito en los centros industriales y 
transportes, pero además tuvo un tremendo 
significado, el pueblo argentino estaba dis-
puesto a una nueva “resistencia” y la llevaba 
adelante.

Recuperada la democracia, Ubaldini enca-
bezando la CGT reunificada encabezó la 
lucha contra el giro del gobierno de Alfonsín 
hacia el ajuste, si bien había logrado dismi-
nuir la pobreza en sus primeros momentos, 
al finalizar su mandato, en octubre de 1989, 
el 38,3% de los hogares estaba por debajo 
de la línea de pobreza, según el Centro de 
Población, Empleo y Desarrollo de la Uni-
versidad de Buenos Aires.

Menem y el fin de las ideologías

Cafiero quedó encerrado en la visión estre-
cha de cierta renovación, con un rechazo 
visceral hacia gran parte del espectro sin-
dical y del peronismo clásico, su candidato 
a vicepresidente, José Manuel De la Sota, 
consultado por la relación con las 62 Or-

ganizaciones Peronistas, histórica rama 
política del sindicalismo, la calificó como 
“La rama seca del peronismo”. Menem, con 
mayor predicamento en las provincias se 
lanzó a buscar el acompañamiento de esos 
sectores, azuzó la descalificación hacia su 
opositor como “socialdemócrata” y se aferró 
a los símbolos históricos del peronismo, le 
bastó para obtener una victoria inesperada 
con el 54% de los votos, triunfando en 18 
provincias, incluida la de Buenos Aires don-
de gobernaba Cafiero.

Más allá de lo que se diga y se afirme, Car-
los Menem no tenía definido el gigantesco 
giro que daría su gobierno, más bien lo que 
se veía era la carencia de un programa de 
gobierno claro, abroquelado en pocas con-
signas (“Síganme, no los voy a defraudar”, 
o “Revolución productiva y Salariazo”) gene-
raba más dudas que certezas,  lideraba una 
fuerza política heterogénea y conflictiva, su 
grupo más cercano (Duhalde, Bauzá, Mera 
Figueroa, Barrionuevo, Erman González, 
Eduardo Menem, Kohan, Aráoz) se divi-
día entre los “celestes” y los “rojo punzó”, 
supuestamente más liberales los primeros 
y más doctrinarios los segundos. A ellos 
se sumaron inmediatamente de su triunfo 
los hombres del riñón de Cafiero, Grosso, 
Manzano, Corach y Di Tella.
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Su primer gabinete trató de tranquilizar a 
todos los sectores, así aparecía Arslanián en 
Justicia (lo habían conocido como asistente 
del juez electoral, Fégoli, durante la cam-
paña por la interna) hombres de su entorno 
como Bauzá, Corzo, Drommi, Triaca, junto a 
figuras históricas como Luder (en Defensa) 
o Antonio Salonia (Dirigente del frondizismo) 
en Educación y aparece una figura que luego 
sería central durante años en la economía 
argentina, Domingo Felipe Cavallo.

En Economía, siguiendo la vieja tradición pe-
ronista puso a un empresario, Miguel Roig, 
proveniente de la única multinacional que 
llevaba más de un siglo en el país,  Bunge y 
Born, y aparecen ya dos figuras provenientes 
del más rancio liberalismo: Alberto Albamon-
te en Comercio Exterior y Álvaro Alsogaray 
como asesor presidencial.

Roig muere al mes de asumir y es reem-
plazado por otro hombre de Bunge y Born, 
Néstor Rapanelli, se trataba de poner en 
marcha un plan de estabilización económica, 
llamado Plan BB, por haber sido elaborado 
por técnicos de la citada multinacional, para 
detener una hiperinflación, que en mayo de 
1989, mes de las elecciones en que resultó 
vencedor, alcanzó un 78,4%.

El plan de estabilización incluía una fuerte 
devaluación del Austral, subas en las ta-
rifas públicas y de combustibles. El 15 de 
septiembre de 1989 se pone en marcha 
las privatizaciones de Encotel (Empresa de 
Correos y Telecomunicaciones), Ferrocarri-
les Argentinos y Yacimientos Carboníferos 
Fiscales, disponiendo el cierre de las tres 
empresas a partir del 1/1/90. Se anunció 
la llegada de créditos de Banco Mundial y 
se llegó a un acuerdo con el FMI sobre la 
base de aumentos salariales semestrales 
de acuerdo a la inflación prevista (no habría 
recuperación del deterioro salarial del último 

año), reforma impositiva y asignación de 
3.500 millones de dólares a lo largo de 1990 
para el pago de la deuda externa.

Una nueva hiperinflación arrastró a Rapanelli 
en diciembre de ese mismo año, asumiendo 
Erman González en Economía, cuyas dos 
primeras medidas fueron impedir que los 
bancos de provincias tomaran préstamos 
del mercado financiero y disponer el Plan 
Bónex, por el cual el Estado se incautaba 
de los depósitos a plazo fijo de los particu-
lares, los que iban a ser devueltos en Bonos 
a diez años.

El gobierno buscaba desesperadamente 
detener la inflación y la especulación banca-
ria, la misma que había obligado a Alfonsín 
a abandonar el gobierno antes de tiempo.

En esos años además el peronismo se 
dividió, algunos sectores se opusieron al 
plan económico y al alineamiento con los 
organismos internacionales, otros callaban 
públicamente pero hablaban de traición en 
privado y otros acompañaban al gobierno, 
convencidos de que había que apoyar el 
“giro copernicano” que proponía el presiden-
te, dado que “no había otro camino”.

El sindicalismo también tuvo su división, 
uno de los objetivos iniciales de Menem fue 
desplazar de la CGT a Ubaldini, sosteniendo 
que ahora el peronismo estaba organizado y 
tenía una conducción (la del propio Menem) 
y la CGT debía volver a su rol tradicional de 
representación sectorial, los gremios vincu-
lados a las empresas en proceso de liquida-
ción o privatización pasaron a la oposición o 
se resignaron a verse reducidos a su mínima 
expresión. Otros sectores entendieron que 
había que acompañar al gobierno y al mismo 
tiempo presionar para frenar los intentos más 
radicales de cambios estructurales con sus 
consecuencias sociales.
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Argentina enfrentaba una 
reconversión del viejo or-
den empresario, los sec-
tores nacionales perdían 
espacio aceleradamente 
desde 1976, crecía la 
presencia de filiales de 
las transnacionales, el 
sector bancario y de se-
guros se desnacionaliza-
ba aceleradamente.

El sector de empresas 
del Estado se encontraba 
realmente en agonía, sin 
crédito local ni foráneo, 
consumían todo su pre-
supuesto en gastos de 
funcionamiento, sin inversión ni desarrollo 
tecnológico hace años, eran denostados 
por la población, nadie lograba acceder a un 
teléfono, un departamento valía un 20% más 
cuando lo tenía, los apagones y cortes de 
luz eran moneda corriente todos los veranos, 
los trenes no funcionaban y mostraban un 
estado de abandono lastimoso, constituían 
uno de los agujeros principales de un gasto 
público que había que reducir según las 
exigencias del BM y el FMI.

Por otra parte, el ejército mostraba la subsis-
tencia de los conflictos que habían provoca-
do la asonada de semana santa de 1987, el 
3 de diciembre de 1990 se produjo un nuevo 
alzamiento, el cuarto en tres años, que dejó 
trece muertos y decenas de heridos.

Todo eso ocurría mientras el mundo vivía 
también dramáticas transformaciones, tras 
la caída del muro de Berlín, en noviembre de 
1989 se pusieron en marcha levantamien-
tos en los países de la órbita soviética, el 
más conocido fue el de Solidaridad y Lech 
Walesa en Polonia; finalmente en diciembre 
de 1991 se derrumbó la mismísima Unión 

Soviética poniendo fin a la llamada Guerra 
fría que había dividido al mundo por más 
de 45 años.

Era real que se hacía necesario un replanteo 
del modelo a llevar adelante, el tercerismo 
en política internacional parecía extinguirse 
al desaparecer una de las potencias en-
frentadas,  el capitalismo norteamericano  
se extendía a escala planetaria y parecían 
estrecharse las posibilidades de cierta au-
tonomía económica. Fukuyama cantaba al 
“Fin de la Historia” y se transformaba junto 
a Alvin Toffler y Peter Drucker en los best 
seller de una clase política muy floja de 
convicciones y de coraje a la hora de tomar 
decisiones.

Es mi convicción que el problema no fue 
Menem, más allá de su falta de escrúpulos 
para asimilarse a las corrientes neoconser-
vadoras triunfantes globalmente y abrazar 
a históricos enemigos del pueblo argentino, 
no se trataba de la anunciada “reconciliación 
nacional”, más allá de asistir a las autocríti-
cas de los sobrevivientes de las conduccio-
nes Montoneras, Roberto Perdía y Fernando 

“Era real que se hacía necesario un replanteo del 
modelo a llevar adelante, el tercerismo en política 
internacional parecía extinguirse al desaparecer 
una de las potencias enfrentadas,  el capitalismo 
norteamericano  se extendía a escala planetaria 
y parecían estrecharse las posibilidades de cierta 
autonomía económica. Fukuyama cantaba al “Fin 
de la Historia” y se transformaba junto a Alvin Toffler 
y Peter Drucker en los best seller de una clase 
política muy floja de convicciones y de coraje a la 
hora de tomar decisiones.”
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Vaca Narvaja, en el programa de Bernardo 
Neustadt, bastión del antiperonismo y el 
liberalismo vernáculo, pidiendo perdón públi-
camente al hijo de Pedro Eugenio Aramburu 
por el asesinato de su padre. El abrazo de 
Menem con Alsogaray y el almirante Isaac 
Rojas, simbolizaban el giro del gobierno a 
las propuestas históricamente rechazadas 
y combatidas por el peronismo.

Esto era la consecuencia de la dispersión 
del movimiento nacional, que carece de con-
ducción estratégica desde la muerte de Juan 
Domingo Perón, la desaparición de sectores 
del mismo como el empresariado nacional 
de cierta envergadura, el oportunismo y 
falta de convicciones de una representa-
ción política, que comenzaba a hablar de sí 
misma como “clase política” o sea como un 
sector con intereses y demandas propias, 
desvinculadas absolutamente del pueblo al 
que, supuestamente, representan. Coincide 
además con el enriquecimiento espectacular 
de gran parte de ellos, de una generación 
que llegó al poder en medio de este cambio 
de época y advirtió que podía dejar de pade-
cer necesidades, el stablishment los recibía, 
los aplaudía y los asociaba a sus negocios, 
de pronto se veían rubios, modernos y eran 
tema de las revistas de moda.

Por eso no es casual ver hoy a algunos de 
ellos como empresarios petroleros o de me-
dios, alejados definitivamente de la política 
partidaria, como lobbistas de empresas ex-
tranjeras o como asesores o funcionarios del 
macrismo, de aquellos polvos, estos lodos.

Lo peor es que además muchos jóvenes 
que ingresaron a la política en esos años, 
se formaron con ese modelo de actuación, 
muchos llegaron a gerentes de organismos 
públicos con menos de treinta años, nace 
una concepción de subordinar todo a las 
necesidades o apetencias de sus “carreras 

políticas”, todo es funcional a tener buenos 
ingresos, la política se transforma en un em-
pleo, si antes muchos de nosotros veíamos 
normal poner dinero para sostener locales, 
imprimir materiales etc., hoy eso provocaría 
risas dado que lo normal es sacar dinero de 
la política para asegurarse la prosperidad y 
el nivel de ingresos del dirigente.

Mucho se ha hablado de la corrupción, 
sostengo que la misma es casi propia de la 
especie humana, casos de corrupción indi-
vidual encontraremos en la antigua Grecia, 
Roma y en adelante. Lo nuevo es la corrup-
ción como forma misma de financiación de 
la política y de la acción política. Por ello es 
difícil encontrar dirigentes políticos o sindi-
cales que se hayan enriquecido realmente 
antes de los 90 y eso es moneda corriente 
hoy, como lo es el camaleonismo de pasar 
de un sector a otro, a veces antinómicos 
realmente, con una sonrisa y sin remordi-
miento o cargo de conciencia.

Por esto dejo a los compañeros el debate 
acerca de las políticas implementadas, si la 
llamada “convertibilidad” era viable o no, en 
lo personal estoy convencido de que nunca 
pasó de ser un programa antiinflacionario, 
que solo se sostenía por el ingreso de dó-
lares provenientes del exceso de liquidez 
internacional y por lo tanto inviable y muy 
perjudicial como política económica estraté-
gica de un gobierno, si debió abandonarse 
antes, todo eso debe analizarse en el con-
texto nacional e internacional, opinar con 
el diario del lunes es muy fácil, lo que creo 
imprescindible es el debate sobre un modelo 
de dirigencia que  2001 reveló su falta de 
destino, la necesidad de volver a enraizar 
la acción en nuestro pueblo, terminar con la 
política como un empleo y el dirigente como 
una nueva clase social próspera y recuperar 
su sentido más profundo de servicio, nadie 
reclama ascetismos o sacrificios, como di-
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ría el general Perón: “Todo en su medida y 
armoniosamente”. 

El final es adonde partí

Dice La Renga en uno de sus temas, y como 
creo que de lo que se trata es de tener cierta 
hoja de ruta cuando se trata de atravesar 
tiempos confusos, voy a tratar de ir hacia 
un final donde reflexionar sobre algunos 
enunciados.

Me hace mucha gracia (forma saludable 
de evitar la indignación), cuando escu-
cho hoy a muchos confesos menemistas 
de otrora denunciar a 
Alberto Fernández por 
“socialdemócrata” y no 
respetar la doctrina pe-
ronista (sic) cuando ellos 
afiliaron al Partido Justi-
cialista a la Internacional 
Socialcristiana, además 
de todo lo dicho antes, 
pero lo mismo ocurre 
cuando compañeros que 
afiliaron al mismo par-
tido a la Internacional 
Socialdemócrata atacan 

a los primeros. Ambos 
olvidaron u ocultan que 
la Tercera posición no 
se refería solamente a 
la equidistancia frente a 
“ambos imperialismos”, 
sino también ante las 
usinas del pensamiento 
colonial.

Me sorprende cuando 
algunos compañeros 
descubren que el progre-
sismo clasemediero no 
solo sufre de impotencia 

revolucionaria sino que suele actuar como 
ala izquierda del imperialismo, en los 70 y 
hablando del primer aspecto, decíamos que 
eran como los caballos de las estatuas “no te 
c…, pero tampoco te llevan a ningún lado”, 
y si recordamos que sus padres y abuelos 
formaron parte de la Unión Democrática, 
asaltaron sindicatos luego de 1955, fueron 
furgón de cola de la UCR en las Juventudes 
Políticas que pedían la renuncia de Isabel 
Perón hasta días antes del golpe, apoyaron 
a Videla porque era “un general democrá-
tico”, luego se pusieron la boina blanca y 
soñaron 100 años de democracia (libres 
de peronismo, digamos). Votaron “desga-
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rrados’’ a Scioli o en blanco porque era “lo 
mismo que Macri”, no entiendo la sorpresa.

Ni que hablar cuando entramos en una com-
petencia de expedientes judiciales con el 
macrismo para demostrar que “ellos robaron 
más que nosotros” o como dicen otros que 
“Robamos pero hicimos”, mientras el 38% 
de pobres e indigentes “nos mira sin com-
prender” como dice el tango. Llegó la hora 
de asumir que la corrupción estructural de la 
política debe ser erradicada, que quienes se 
enriquecieron de una manera inexplicable en 
el ejercicio de la función pública, dejando el 
baldón de sospechoso sobre todo militante 
y sobre el peronismo, si tienen que desfilar 
por tribunales que usen parte de lo sustraído 
para pagar sus abogados, no son presos 
políticos, basta de mentiras. Y si alguno 
cuando lea esto piensa “Justo ahora que me 
tocó a mí”, lo lamento.

Alguna vez entenderemos que pregonar la 
doctrina peronista, hablar de organizacio-
nes libres del pueblo, de movimiento, y al 
mismo tiempo anteponer nombres propios 

seguido de “nada sin él/
ella”, afirmar que solo tal 
o cual dirigente o dirigen-
ta, garantizan la victoria 
y el éxito del gobierno 
es una señal que no he-
mos entendido bien la 
cosa, la dimensión de un 
dirigente la da la fuerza 
y lo multitudinario del 
movimiento político que 
lidera, la organización del 
mismo, la profundidad y 
simpleza de su doctrina 
y no al revés.

Que todo divisionismo 
o fraccionalismo es fun-
cional al enemigo, los 

derechos de la mujer, del colectivo LGBT 
y cualquier otro sector de la sociedad por 
más justos y necesarios que sean están 
condicionados a cómo se resuelva la úni-
ca contradicción estratégica, PATRIA O 
COLONIA.  Sin liberación nacional y del 
pueblo en su conjunto no hay destino para 
las partes, priorizar otros “ismos” (feminis-
mo, abortismo, antiabortismo, ecologismo, 
autopercepcionismo, etc) desligándolos del 
conflicto central  divide al campo popular 
y es funcional a los enemigos del pueblo,  
aclaro que no hablo de postergar todo re-
clamo hasta el éxito de la PATRIA, digo que 
estos reclamos deben resolverse “DENTRO” 
del desarrollo del movimiento nacional y en 
simultáneo con la lucha central y no preten-
der anteponerlos o excluir a todo argentino 
que no haga juramento de fidelidad a los 
mismos.

No quisiera ir terminando sin referirme a 
otro “sapo” a digerir, al que el Papa Fran-
cisco llamó “el eticismo sin alma” o sea a 
planteos tan puristas, que ponen la vara 

Debate

“Alguna vez entenderemos que pregonar la 
doctrina peronista, hablar de organizaciones libres 
del pueblo, de movimiento, y al mismo tiempo 
anteponer nombres propios seguidos de “nada 
sin él/ella”, afirmar que solo tal o cual dirigente 
o dirigenta, garantizan la victoria y el éxito del 
gobierno es una señal que no hemos entendido 
bien la cosa, la dimensión de un dirigente la 
da la fuerza y lo multitudinario del movimiento 
político que lidera, la organización del mismo, la 
profundidad y simpleza de su doctrina y no al 
revés.”
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de la probidad moral e intelectual tan alta 
que la tornan inalcanzable. Hace poco un 
compañero y amigo me recordaba unas 
palabras de Perón allá por setiembre de 
1973, “Cada uno, dentro del movimiento, 
tiene una función, la mía es la más ingrata 
de todas, me tengo que tragar el sapo todos 
los días, otros se lo tragan de cuando en 
cuando, en política todos tienen que tragar 
un poco el sapo, pero yo no, yo hago aquí 
de padre eterno, bendigo urbi et orbi. ¿Por 
qué? Porque mi misión es esa, la de agluti-
nar el mayor número, porque la política tiene 
esa técnica, acumular la mayor cantidad de 
gente proclive o pensante hacia la finalidad y 
los objetivos que nosotros perseguimos. Yo 
estoy para llevarlos a todos, buenos y malos, 
porque si quiero llevar solo a los buenos voy 
a quedar con muy poquitos y en política con 
muy poquitos no se puede hacer mucho”. 
Los demasiado sensibles, los que no quieran 
hacer los ladrillos con barro y con mierda 
(como también decía el general), aquellos a 
los que el “hedor de América” le profane su 
fino olfato, que se vayan a cuidar la virgini-
dad revolucionaria a sus centros culturales 
y asociaciones de pureza transformadora, 
los otros “a las cosas” y a terminar con tanto 
declaracionismo.

Que nadie busque contradicciones entre 
estas afirmaciones, una cosa es interpelar un 
modelo de dirigente gerencial, individualista 

Debate

y “tránsfuga” y proponer reconstruir un mo-
vimiento desde su doctrina y sus bases, el 
pueblo y sus organizaciones espontáneas, 
con dirigentes fieles a eso y auténtico com-
promiso, ahora bien en esa reconstrucción 
habrá que tragarse muchos sapos; como de-
cía también Perón “Abrazar a algunos a los 
que se querría pegarles una trompada”, lo 
que importa es la calidad de la conducción y 
desde allí convocar a las grandes mayorías, 
porque también nos lo advirtieron los viejos 
poetas españoles “Vinieron los sarracenos 
y nos molieron a palos, que Dios está con 
los buenos cuando son más que los malos”.

No tengo recetas, algunas ideas las he 
ido desgranando en artículos anteriores, 
creo en la reconstrucción de un Proyecto 
Nacional, que parta del Modelo Argentino 
que nos legara el General Juan Domingo 
Perón, actualizado a partir de la experiencia 
de su “Único heredero” el pueblo argentino 
y la reconstrucción y multiplicación de las 
organizaciones libres del pueblo, marchar 
de una vez y definitivamente hacia la Co-
munidad Organizada único camino, también, 
hacia la felicidad del pueblo y la grandeza 
de la Patria
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no de los principales desafíos que 
encaramos cuando asumimos en 
la Secretaría de Gestión y Empleo 
Público, en diciembre pasado fue 

el de volver a poner en valor la función públi-
ca. En la concepción del gobierno anterior, el 
Estado se percibía como un obstáculo para 
el desarrollo de las fuerzas mercantiles que 
debía ser “modernizado” a imagen y seme-
janza del sector privado. Los empleados y 
empleadas públicos/as expresaban esa con-

dición premoderna e ineficiente que había 
que disciplinar y reducir a su mínima expre-
sión. Son innumerables los testimonios de 
maltratos recogidos en cada jurisdicción de 
la Administración Pública Nacional durante 
esos años y más que elocuentes los niveles 
de reducción en todas las dotaciones.  En 
este proceso de racionalización feroz del 
empleo público se destruyeron valiosas ca-
pacidades estatales construidas a lo largo 
del tiempo.

* Doctora en Ciencias Sociales, UBA. Secretaria de Gestión y Empleo Público. Investigadora CONICET.
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U

Ana Gabriela Castellani*

CONCURSAR 2.0
Los desafíos de 
una política integral 
para la regularización, 
selección y promoción 
del empleo en el 
sector público nacional
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En esta situación, el gobierno na-
cional encaró el desafío de recu-
perar el valor de la acción estatal 
como herramienta ineludible de un 
proceso de desarrollo sostenido 
con inclusión social, recuperando el 
valor de la función pública y de sus 
agentes como factores fundamen-
tales para iniciar la recuperación.  
Teniendo en cuenta este objetivo, 
desde la Secretaría de Gestión y 
Empleo Público definimos cinco 
líneas distintivas que orientan 
nuestras políticas específicas:

1-	 Accesibilidad: Avanzar firmemente en 
la digitalización de los servicios esenciales 
a la ciudadanía, poniendo al Estado como 
facilitador y no como un obstáculo para el 
acceso a bienes y servicios.

2-	 Planificación, implementación y evalua-
ción permanente de las políticas públicas, 
incluyendo un mapeo de la acción estatal y 
consolidación de esa información para co-
nocimiento y mejor toma de decisiones por 
parte de funcionarios/as y ciudadanos/as. 

3-	 Integralidad en las políticas de empleo: 
Capacitación y formación de excelencia, 
trabajo en redes colaborativas, comunidad 
de prácticas que potencien el talento, inno-
vación y experiencia, coordinación de la po-
lítica salarial, regularización de condiciones 
laborales, perfeccionamiento en los sistemas 
de ingreso y promoción.

4-	 Transparencia, integridad y ética públi-
ca: Prevención de captura de la decisión 
pública por parte de intereses particulares 
con sistemas de control cruzado y planes 
transversales de fortalecimiento institucional.

5-	 Una gestión participativa y federal: Con-
sejos Federales que propicien innovaciones 
en los diversos niveles (nacional, provincial 
y municipal), potenciando las experiencias 

locales y una constante articulación con las 
jurisdicciones del sector público a través de 
redes de colaboración.

¿Cómo se traducen concretamente estos 
principios rectores en las políticas de se-
lección y promoción del empleo público? 
Nuestro Plan Estratégico 2020-2023 busca 
fortalecer capacidades técnicas, burocrá-
ticas y organizacionales para alcanzar los 
objetivos generales propuestos, porque 
somos conscientes de que sin el compro-
miso, la capacidad y la organización de los 
empleados /as públicos/as esta tarea sería 
imposible. Es por eso que nos propusimos:

1.	 Dotar a la APN de nuevos mecanismos 
de ingreso y mejorar los procesos de selec-
ción existentes, que aseguren la compro-
bación fehaciente de idoneidad, méritos, 
competencias y aptitudes. 

2.	 Incorporar a la planta permanente al 
personal con significativa antigüedad en la 
Administración Pública, en el marco del plan 
de normalización de las plantas del estado 
para el cumplimiento de la normativa que 
regula el empleo público.

3.	 Concursar nuevas estructuras y cargos 
con funciones de Jefatura, verificando el 
cumplimiento de los principios rectores de 
los procesos de selección y permitiendo 

Debate

“En esta situación, el gobierno nacional 
encaró el desafío de recuperar el valor de la 
acción estatal como herramienta ineludible 
de un proceso de desarrollo sostenido 
con inclusión social, recuperando el valor 
de la función pública y de sus agentes 
como factores fundamentales para iniciar la 
recuperación.”
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la promoción del personal de 
planta permanente de cada 
Jurisdicción.

4.	 Incorporar personal de-
finiendo perfiles específicos 
requeridos para la implemen-
tación de políticas públicas y 
mediante concursos abiertos a 
la ciudadanía, según premisas 
constitucionales.

Todo esto, como siempre, en el 
marco de la normativa vigente 
y los acuerdos paritarios con los represen-
tantes del sector.  Con este objetivo, avan-
zamos en el descongelamiento de vacantes 
con el objetivo de concursar un promedio 
anual de 10 mil cargos.

Es con esas convicciones y objetivos que 
hemos rediseñado el sistema CONCURSAR 
para adaptarlo a las nuevas necesidades 
que imponen estos tiempos, buscando op-
timizar las condiciones de funcionamiento 
de modo de producir mejoras tangibles, 
tanto para la Administración como para los 
empleados y postulantes externos.

De ese modo, avanzamos en la digitalización 
y automatización del proceso concursal, pro-
curando, por un lado, una mayor seguridad 
y transparencia en el manejo de la informa-
ción, y por el otro, una disminución sustan-
tiva de los plazos del concurso: un sistema 
nuevo, seguro, ágil y confiable, cuyo proceso 
de implementación sigue un prolijo recorrido 
que va desde la detección de necesidades 
hasta la puesta en marcha, pasando por la 
confección de las especificaciones técnicas, 
el diseño de nuevos subsistemas de inscrip-
ción y gestión del concurso, y la capacitación 
del personal destinado a intervenir, sin dejar 
de lado el seguimiento y los ajustes poste-
riores que pudieran ser necesarios.

Las ventajas que se esperan, además de 

las señaladas, se pueden identificar en la 
automatización de la recepción documental, 
individualización de los postulantes con un 
CV electrónico único que les permita distin-
tas presentaciones, gestión automática de 
comunicaciones y notificaciones, disminu-
ción de la presencia física del postulante en 
cada una de las etapas, despapelización y 
seguridad en la administración de la infor-
mación.

Con estos criterios, el nuevo proceso de con-
curso reorganizará las etapas tradicionales 
para adecuarlas al nuevo formato y facilitar 
las condiciones de acceso a los postulantes: 
etapa preliminar preparatoria, inscripción 
electrónica, presentación documental, eva-
luaciones y resolución-designación seguirán 
conformando la secuencia del concurso, 
pero articulando mecanismos más simples 
y confiables que permitan desarrollar el 
proceso en un tiempo breve y de manera 
segura, garantizando a los postulantes las 
mejores condiciones en pie de igualdad, 
y al estado la seguridad de reclutar a los 
mejores agentes para el desarrollo de las 
políticas públicas.

CONCURSAR 2.0 impacta produciendo 
mejoras sensibles y sustantivas para todos 
los actores que intervienen.

Al ciudadano que se postula a un cargo 

Debate

“Es con esas convicciones y objetivos que 
hemos rediseñado el sistema CONCURSAR 
para adaptarlo a las nuevas necesidades que 
imponen estos tiempos, buscando optimizar 
las condiciones de funcionamiento de modo 
de producir mejoras tangibles, tanto para la 
Administración como para los empleados y 
postulantes externos.”
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de la Administración, le da 
transparencia, agilidad y ges-
tión remota de su concurso.  
Al comité de selección le 
permite concentrarse en las 
etapas sustantivas del proce-
so, unificando la plataforma 
de trabajo, admitiendo las 
reuniones virtuales y evitan-
do los mecanismos largos y 
engorrosos que habitualmen-
te impidieron un desarrollo 
eficaz.  Y al administrador 
del concurso le permite un 
manejo veloz y certero de la 
información, sin duplicación 
de tareas ni desperdicio de 
recursos, virtualizando inte-
gralmente el proceso y permi-
tiendo una amplia cobertura 
funcional y territorial.

En resumen, CONCURSAR 2.0 apunta a 
fortalecer al estado, permitiendo un mejor 
y más adecuado sistema de detección de 
necesidades de perfiles laborales y pro-
fesionales, y una cobertura de vacantes 
transparente y ágil.  Y a los ciudadanos les 
muestra, una vez más, que la Administración 

Pública no es el aparato pesado e inútil con 
que sus detractores buscan deslegitimarla, 
sino una organización eficaz y efectiva, en 
busca de mejorar continuamente en su ob-
jetivo de cumplir su rol institucional y mejorar 
la calidad de los bienes que produce y los 
servicios que presta   

“En resumen, CONCURSAR 2.0 apunta a 
fortalecer al estado, permitiendo un mejor y más 
adecuado sistema de detección de necesidades 
de perfiles laborales y profesionales, y una 
cobertura de vacantes transparente y ágil.  Y 
a los ciudadanos les muestra, una vez más, 
que la Administración Pública no es el aparato 
pesado e inútil con que sus detractores buscan 
deslegitimarla, sino una organización eficaz y 
efectiva, en busca de mejorar continuamente 
en su objetivo de cumplir su rol institucional y 
mejorar la calidad de los bienes que produce y 
los servicios que presta.”
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a Revista Escenarios llega a su 
número 50, con casi 20 años, 
ininterrumpidos promoviendo un 
ámbito de expresión para las y 

los trabajadores públicos, funcionarios 
y pensadores del estado nacional. Qui-
siéramos tener una reflexión de tu parte. 

Es un gran orgullo para la Unión Personal 
Civil de la Nación, por cuanto no solo fue un 
proyecto creativo iniciado en aquel entonces 
sino lo más importante, justamente, vos lo 
acabás de decir, es destacar la continuidad 
en temáticas que indudablemente tienen mu-
cha importancia, tanto para los trabajadores 
del Estado, como para desarrollar temáticas 
que tienen que ver con políticas públicas. Y 
que por eso, digamos, de cierta forma, más 
allá de la difusión interna que podamos hacer 
de la revista, al contrario, de puertas para 
afuera es un aporte, un aporte que puede ser 
tomado en cuenta en muchos de los análisis 
y debates que hoy se originan en muchos 
círculos, tanto de Gobierno como fuera de 
él, en función de temáticas que hoy están en 
un desafío permanente hacia la comunidad.  

UPCN tiene una vasta trayectoria en 
promover la profesionalización de las y 

los trabajadores del estado, ¿cuáles son 
para vos los próximos pasos a seguir en 
esta materia? 

El concepto profesionalizar el empleo públi-
co va a ser más allá de las profesiones, in-
dudablemente académicas, que pueda tener 
cada compañera o compañero de trabajo. 
En realidad, lo que buscamos con la palabra 
profesionalización es separar lo que puede 
ser el staff de un Gobierno cuando asume, 
lógicamente con sus funcionarios propios 
de ministros, secretarios, asesores, etcé-
tera, de lo que es la carrera administrativa. 
Por eso, esa carrera en la medida que sea 
bien establecida, bien perfeccionada con el 
tiempo, por supuesto modernizada cons-
tantemente frente a los cambios que uno 
tiene que lógicamente abarcar, y además 
separada de lo que es, digamos, la realidad 
de las decisiones políticas que debe tomar 
justamente una conducción de Gobierno. 
Esto habla a las claras justamente de que 
el Estado sea lo más eficiente posible, 
porque en la medida en que los trabajado-
res estén profesionalizados con su propia 
responsabilidades y carrera, esto hace que 
enriquezcamos al Estado y que sea lo que 
siempre debe ser: un servicio hacia la comu-
nidad eficiente, de buena calidad, con buen 

Sube al Escenario: 
Andrés Rodríguez

L

Reportaje
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trato y varios otros factores que nosotros 
cuidamos mucho como gremio en tratar de 
profundizarlo. Así que todo lo que apunte 
a esa mecánica nosotros lo apoyamos, ya 
que en realidad no somos los del campo del 
trabajo los que la alteran, sino que muchas 
veces es la apetencia desmedida que tienen 
algunos gobiernos en tratar de buscar en los 
cargos de dirección o de jefatura, el lugar 
para colocar personas de su amistad o de su 
afinidad ideológica, que es lo que nosotros 
consideramos negativo.

El gran problema de la planificación de 
políticas públicas es que están ligadas a 
los tiempos electorales. ¿Cómo se puede 
conseguir continuidad en las políticas pú-
blicas en manos de las y los trabajadores 
del estado apelando a su idoneidad y su 
experiencia?

Yo creo en esto, creo que más allá de que 
puede ser la partidización política, que 
tanto un oficialismo en función de Gobierno 
como una oposición para hacer alternancia 
indudablemente generan con ideas fuerzas, 
dentro de la sociedad, para ser elegidos y 

ser representantes genuinos 
de esa sociedad, tiene que 
estar como digo, separa-
da totalmente de lo que es 
el andamiaje de la propia 
conformación del Estado. 
Esto es lo que garantiza que 
haya políticas públicas, no 
solamente buenas en sus 
contenidos o en su contex-
tualización, sino además que 
puedan ser continuadas en el 
tiempo, porque muchas ve-
ces se interrumpen justamen-
te por los cambios políticos 
que se producen en el país 

y entonces se vuelve otra vez a foja cero, 
cuando tendríamos que realmente cabalgar 
siempre sobre lo hecho. Lo que está bien 
afirmarlo y consolidarlo, y por supuesto lo 
que pudo haber sido errado en su conforma-
ción, modificarlo y mejorarlo. Pero esto es 
justamente la garantía de que dispongamos 
de un Estado que verdaderamente tenga un 
gran cuerpo profesionalizado, y que tenga 
una capacitación permanente. Este es el 
otro factor tremendamente significativo, es 
decir, los trabajadores públicos debemos 
estar permanentemente en formación, y 
para ello hay que establecer los cursos 
respectivos de los organismos competentes, 
como el INAP y como es la gestión pública 
en general. Y además, esto tiene también 
carácter convencional, porque el convenio 
colectivo de trabajo así lo establece,  por 
eso debe haber una partida administrada 
como corresponde, tanto por el estado em-
pleador como por la representación de los 
trabajadores, justamente para ser derivada 
permanentemente en formación. Y esto es lo 
que va a determinar, que el Estado cumpla 
su misión, como tiene que ser. 

“Todo eso es lo que tiene que representar 
fundamentalmente el sector de la CGT, que 
además en nuestro país, y gracias al peronismo, 
tiene la concepción de lo que significa la política. 
No la política, digamos, partidista o ideologizada, 
sino la concepción política de la organización 
de los trabajadores, para decidir como parte 
integrante, en un contexto de igualdad de 
condiciones con otros sectores comunitarios, el 
destino de nuestra Argentina.”
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Como Secretario adjunto  de la CGT, que-
remos saber cuál es el rol que a tu criterio 
debe tener la central en el diseño de las 
políticas para superar la actual crisis 
provocada por la pandemia.

La CGT  una institución de larga data, 
con una gran raigambre de lucha y muy 
representativa dentro de nuestro país. Y 
lógicamente, cuando se conforma una con-
ducción por un congreso representativo, 
esa conducción tiene la misión primero, por 
supuesto, de aglutinar a la mayoría de los 
gremios confederados, y a su vez proyectar 

políticas muy ligadas al campo de la produc-
ción y el trabajo; de esto se trata. Por eso, 
es muy importante que se desarrolle mucho 
el consenso, la negociación permanente con 
los sectores más afines a la producción y al 
trabajo, que son los sectores empresariales 
y los que tienen la responsabilidad de con-
ducir una etapa del país, que es el Gobierno 
elegido democráticamente. Y a partir de esa 
conformación desarrollar indudablemente 
una serie de planificaciones y de proyec-
ciones hacia temas muy sensibles, como es 
el empleo formal. O sea, buscar acentuar, 
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profundizar y desarrollar el empleo formal, 
que por supuesto el trabajador logre un po-
der adquisitivo digno, que esto va también de 
la mano con la reactivación económica. No 
olvidemos que en un país como el nuestro, 
el 70 por ciento de su economía está basada 
en el consumo interno. Por lo tanto, que la 
gente tenga poder adquisitivo para consumir, 
es importante para mover la rueda económi-
ca. Y por supuesto, una serie de elementos 
que desarrollamos justamente en una etapa 
tan compleja y tan difícil, donde hay tantos 
compatriotas que están en la informalidad, 
o en trabajos precarios, o sin trabajo, hay 
que incorporarlos inmediatamente a lo que 
es la cultura del trabajo. Y ahí también 
vuelven a tener relevancia los procesos for-
mativos, donde ahí tiene que ser genuina la 

inversión, no solamente del Estado, tienen 
que hacerlo también los empresarios y los 
sindicatos, porque eso habla a las claras de 
la necesidad de apuntalar la calificación de 
la mano obra, y así podemos también ser 
competitivos, no solamente en la Argentina 
sino en el contexto internacional. Por eso, 
todo eso es lo que tiene que representar 
fundamentalmente el sector de la CGT, 
que además en nuestro país, y gracias al 
peronismo, tiene la concepción de lo que 
significa la política. No la política, digamos, 
partidista o ideologizada, sino la concepción 
política de la organización de los trabajado-
res, para decidir como parte integrante, en 
un contexto de igualdad de condiciones con 
otros sectores comunitarios, el destino de 
nuestra Argentina. Así que esto es clave, 

Reportaje
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por supuesto, dentro del campo de lo que 
es la misión de la Confederación General 
del Trabajo. 

Durante la pandemia, los y las trabajado-
ras del estado han sido garantes de un 
estado presente ¿creés que la sociedad 
y el gobierno han reconocido la impor-
tancia de esta labor? 

Estimo que sí porque de cualquier manera, 
primero no podemos hablar tampoco del 
Estado como una homogeneidad, el Estado 
nacional, las provincias y sus municipios 
tienen su diversidad de distinta índole, ¿no? 
Muy variables. Pero, de cualquier manera,  
justamente el trabajador estatal ha mante-
nido las condiciones necesarias para que 
ese Estado no desaparezca, en momentos 
tan difíciles como los que estamos vivien-
do. Incluso, en algunas materias, ha sido, 
digamos, vanguardia.  En materia sanitaria, 
en la vigilancia de las fronteras, en materia 
de muchos factores ha sido vanguardia. Por 
eso, yo creo que hay un reconocimiento de 
parte del Gobierno en ese sentido, y que 
todos los sectores que tienen la misión de 
conducir, y esto es bueno, comprendamos 
bien una cosa, en el 
mundo lamentablemen-
te la política y la con-
cepción del mercado ha 
desarmado los estados, 
y los ha reducido a una 
realidad en general bas-
tante paupérrima y con 
poca capacidad de re-
gular las desigualdades. 
Nosotros tenemos que 
reconstruir rápidamente 
esta realidad, porque no 
es que vamos a generar 

la construcción de un Estado elefantiásico 
y que todo lo puede, no, tampoco hay que 
caer en ese extremo, pero sí el Estado 
tiene que cumplir un rol muy importante. 
Y darles las herramientas adecuadas, los 
recursos adecuados, y por supuesto con las 
políticas que implemente un Gobierno y la 
ejecutividad de la profesionalización que ya 
hemos hablado, de los propios trabajadores, 
es como se cumple un rol importante, que 
es complementario, que va de la mano con 
una política de mercado. Pero por eso, hoy 
vemos con qué dificultad el Estado tuvo 
que asumir de buenas y primeras, y en una 
urgencia desmedida, una serie de elemen-
tos que estaban totalmente diezmados por 
gobiernos liberales, que no tienen una con-
cepción clara de lo que debe ser la misión 
del Estado. Y entonces, esto por supuesto 
fue una cuesta arriba, pero felizmente esta-
mos -yo creo- en un momento donde vemos 
la necesidad que ese Estado se consolide 
cada vez mejor y que cumpla, como tiene 
que cumplir, la misión para la cual es creado 
para una comunidad.    

Entre los distintos cambios sociales que 
generó la pandemia, la irrupción en forma 
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“Es muy importante que se desarrolle mucho el 
consenso, la negociación permanente con los 
sectores más afines a la producción y al trabajo, que 
son los sectores empresariales y los que tienen la 
responsabilidad de conducir una etapa del país, que 
es el Gobierno elegido democráticamente. Y a partir 
de esa conformación desarrollar indudablemente 
una serie de planificaciones y de proyecciones hacia 
temas muy sensibles, como es el empleo formal.”
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masiva del teletrabajo es uno de ellos. 
¿Cuál es tu opinión sobre esta modalidad 
de trabajo, especialmente en el ámbito 
estatal y cómo debería regularse?

El Congreso trató una ley que se mostró 
bastante equilibrada, en el sentido de que 
no profundizó en ninguna de las temáticas 
del teletrabajo y remitió a los convenios 
colectivos la implementación en algunas 
áreas que correspondan a ese teletrabajo. 
El Estado no se encuentra incluido en esa 
ley del Congreso. Por lo tanto, nosotros te-
nemos que volver a la realidad presencial. 
De cualquier manera, para hablar de un te-
letrabajo generalizado, indudablemente hay 
que perfeccionar un montón de elementos 
que hoy no están para nada acomodados 
en la lógica, ¿no? Es decir, debemos con-
templar desde el respeto horario, desde la 
economía que eso implica en materia de 
sistemas como para que una familia pueda 
hacer home office cuando corresponda, 
también podemos hablar de las enferme-
dades profesionales que puede generar el 
manejo abusivo de las computadoras. En 
fin, toda una serie de cuestiones que deben 
contemplarse para que el teletrabajo pueda 
funcionar en algunos casos. Pero lo más 
importante de todo es que el teletrabajo debe 
ser algo muy suplementario, ¿por qué?, 
porque el trabajador genera su creatividad y 
su inventiva a partir del contacto social con 
los demás trabajadores, es allí donde se 
resuelven muchas problemáticas de trabajo, 
y eso solamente se puede hacer en forma 
presencial. Sabemos todos que por más que 
uno crea que está muy comunicado con las 
computadoras, en realidad está acentuando 
su individualidad y muchas veces esa indivi-
dualidad se convierte en monotonía y rigidez 
para el desarrollo del trabajo. Por lo tanto, la 
única realidad laboral que verdaderamente 

es mucho más positiva es la presencialidad. 
Y además, por otra parte nos demuestra la 
historia que en el surgimiento del capitalismo 
industrial, cuando existieron una serie de 
abusos sobre los trabajadores, lo que les 
permitió defender sus derechos fue que a 
partir de la presencia en sus fábricas, en sus 
comercios, en sus servicios, en donde fuera, 
se organizaran para defender sus derechos. 
Y es así cómo surgen las organizaciones 
colectivas, a partir de la mancomunión y 
la solidaridad que se brinda en un ámbito 
determinado, físicamente hablando, donde 
conviven los trabajadores. Esto no hay que 
perderlo para nada.  

Alberto Fernández en su mensaje presi-
dencial a la Asamblea Legislativa anun-
ció la apertura a convocatorias para el 
ingreso al Cuerpo de Administradores 
Gubernamentales, queríamos pregun-
tarte ¿cuál es tu opinión sobre esta 
herramienta?

Si, siempre me ha parecido una buena 
herramienta, a veces se la ha dejado de 
lado, se la ha marginado, pero en realidad 
un cuerpo profesionalizado como son los 
administradores gubernamentales es útil, 
porque pueden aportar en una diversidad de 
realidades en diferentes  resortes del Esta-
do, un bagaje de conocimiento que pueda 
generar una mejora en la gestión y por su-
puesto mucha más eficiencia en el resultado 
de la labor estatal. Yo veo que ese cuerpo 
tiene que cumplir una misión, digamos, que 
como digo muchas veces ha sido dejada de 
lado. Me parece que cuando surgió fue en 
la época del doctor Alfonsín, en el Gobierno 
radical, tuvo una positividad muy grande y 
después se desarrolló también en gobiernos 
subsiguientes, pero lamentablemente hoy 
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no tiene un rol preponderante, y creo que hay 
que volver a ese rol importante que deben 
tener los administradores gubernamentales. 

¿Cómo analiza el funcionamiento del 
Estado con este nuevo Gobierno?

Indudablemente hay una concepción política 
dominante que determina que este Gobierno 
tenga un valor o le dé un valor al Estado. 
Como dije hace un rato, en el mundo ha 
sucedido, lamentablemente con la multilate-
ralidad, una suerte de reducción del Estado y 
también hasta de la política como elemento 
de los partidos. Es decir, tanto los partidos 
políticos como el Estado están corriendo de 
atrás las decisiones que toma muchas veces 

el mercado y que ese mercado toma deci-
siones que pueden ser a lo mejor exitosas 
en materia financiera, pero son bastantes 
cuestionables en materia de producción 
y trabajo y en materia de conservación y 
contención de muchas necesidades que hoy 
tienen las sociedades. Por eso, jerarquizar 
la política como elemento importante de la 
representatividad de las sociedades en sus 
diferentes conformaciones y jerarquizar el 
Estado, con un rol importante para regular 
las desigualdades, tanto individuales como 
regionales, es importantísimo. Y yo creo que 
debemos recorrer ese camino, que por su-
puesto cuesta. Porque se lo ha desarmado 
durante varios años y lamentablemente hoy 
lo tenemos que volver a rearmar, pero con 
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un sentido claro, con una concepción clara, 
que tenemos que ir hacia ese norte.   

Por último, te pedimos un mensaje para 
nuestros lectores.   

Como siempre, les envío un gran abrazo 
desde mi humilde opinión para todos los 
que comparten la lectura de Escenarios. 
Me parece brillante esta idea que hemos 

tenido entre todos los 
compañeros y com-
pañeras del gremio en 
materia de desplegar 
una Revista de esta 
calidad, que además a 
pesar del tiempo como 
dije, ha preservado su 
continuidad y se ha 
desarrollado y con-
solidado muchísimo 

más. Y además se siguen manteniendo e 
introduciendo temáticas muy importantes, 
justamente para ser debatidas, porque en 
una revista de esta naturaleza lo que importa 
es que sea detonante de debate, para enri-
quecernos entre todos. Así que yo, a partir 
de la propia Revista, le doy desde mi cora-
zón un gran abrazo a todas las trabajadoras 
y trabajadores del Estado

“Jerarquizar la política como elemento importante 
de la representatividad de las sociedades en sus 
diferentes conformaciones y jerarquizar el Estado 
con un rol importante para regular las desigualdades, 
tanto individuales como regionales, es importantísimo. 
Y yo creo que debemos recorrer ese camino, que por 
supuesto cuesta.”

- Fotos: Tomás Escobar
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Cómo fue el papel de los Secre-
tarios Generales en un primer 
momento?

Carlos Gentile: Primero hay que partir de la 
base de en qué momento se hizo esta convo-
catoria. El momento fue cuando el contagio 
estaba muy elevado y era muy riesgoso. Es-
tábamos llegando cuando los picos eran muy 
grandes, así que el temor y los resguardos 
estaban. La respuesta de los Secretarios Ge-
nerales fue óptima y compartida por el resto 
del cuerpo de delegados y algunos colabo-
radores. Pero lo más importante para noso-
tros fue que ante el desafío que teníamos, 
recordando ese momento, que era diferente, 
después vino la gran cantidad de contagio 
y la cuarentena dura. En ese momento era 
muy difícil. A pesar de eso lo que nosotros 
hicimos fue centrarnos en el objetivo y tener 

como pilares dos delegaciones que son las 
fundamentales para este desarrollo: Una es 
salud y la otra Desarrollo Social. Sobre eso 
nos paramos y diagramamos. Por eso están 
en este equipo Diego y Mariana y después 
a eso le agregamos un elemento más que 
tiene mucha actividad y más en movilización 
y que tiene mucho profesionalismo como es 
el Hospital Garrahan, entonces ahí pudimos 
construir una mesa bien parada. Desde eso 
empezamos a hacer los distintos protoco-
los, observaciones, los primeros equipos 
y experiencias. De ahí pudimos empezar 
a sumar compañeros que tuvieron que ir 
acoplándose pasando por capacitaciones, 
entrenamientos y demás. Hoy para nosotros 
el terreno es una cosa sencilla, ahora, pero 
en aquel momento estábamos con bastan-
tes preocupaciones. Lo curioso de nosotros 
fue que logramos un protocolo propio, que 

Suben al Escenario 
compañer@s 
del Plan Detect.ar 

Carlos Gentile, Mariana Gadea, Diego Guerén, 

Horacio Cairone, Diego Rosano
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lo que hizo fue hasta tener los cuidados del 
que llega y si llegaba no dándose cuenta de 
que era asintomático o estaba contagiando, 
que eso no provocara ningún derrame a 
sus compañeros, se daba desde el primer 
momento en la zona limpia, que es donde 
desembarcan los compañeros y de ahí se va 
a la zona sucia, pero ni siquiera en la zona 
limpia se deja de respetar el protocolo. 

Diego Guerén: Agregar la previa capaci-
tación de toda la gente que fue a trabajar 
al territorio con el aporte del Ministerio que 
generó un conocimiento de los protocolos, 
que cuando fuimos al terreno todo el mundo 
sabía lo que tenía que hacer más allá de que 
había algunos compañeros y compañeras 
que tenían conocimiento específico en el ma-
nejo de esos protocolos.  La realidad es que 
antes de salir al territorio y en tiempo récord 
estábamos listos porque no pasó más de una 
semana desde que nos convocaron hasta 
que estábamos listos en el primer lugar que 
fue en Lomas de Zamora, fue rapidísimo.

Carlos Gentile: La invitación a participar 
fue el 7 de julio, recuerdo que a la tarde 
me comuniqué con Diego y al otro día a la 
mañana ya estábamos conectados con los 
Secretarios, le fuimos dando forma porque 
ahí no se sabía bien lo que íbamos a hacer 
bien y la respuesta que vos decís de los 
Secretarios fue inmediata pero nosotros, no 
obstante eso, nosotros garantizamos con es-
tos dos sectores, porque estos dos sectores 

tenían el conocimiento 
del virus y del abordaje 
de los lugares. Enton-
ces teníamos los dos 
elementos fundamen-
tales y con eso ya nos 
animamos. Estábamos 
en julio, la pandemia 
comenzó a fines de 

marzo o sea que había una experiencia acu-
mulada de los dos equipos y por lo general lo 
que siempre se vio en las dos delegaciones, 
fue que la mayoría de los trabajadores son 
afiliados a UPCN, la mayoría de los militan-
tes que se atreven son afiliados a UPCN 
y eso la verdad que es una jerarquía para 
nosotros, como organización. Contar con 
propios, formados y entrenados que hoy 
también pueden servir a la sociedad como 
organización y como trabajadores estatales

¿Cuáles fueron todos los municipios con 
los que se trabajó y se trabaja?, ¿cómo 
fue la experiencia de articular con ellos?

Carlos Gentile: El primer municipio trata-
mos de ver con Diego y Hernán el referente 
-digamos- que nos vinculaba con el Detect.
ar. Elegimos Lomas de Zamora porque 
era el que estaba más desprotegido y más 
vulnerable, en ese momento. Hoy todo lo 
contrario. En ese momento era una situación 
crítica. Estábamos arriba de los 50 muertos 
por día y un nivel de contagio que crecía 
mucho, así que pusimos el eje ahí y además 
porque teníamos la oportunidad de diseñar 
conjuntamente con la intendencia un plan: 
poder discutir la estrategia de ellos. Nos re-
unimos ahí mismo en Lomas, con Mariana y 
los compañeros y nos pusimos a disposición 
pero le pusimos a consideración el diseño 
estratégico que tenían ellos. Con el tiempo lo 

“Por lo general lo que siempre se vio en las dos 
delegaciones fue que la mayoría de los trabajadores 
son afiliados a UPCN, la mayoría de los militantes que 
se atreven son afiliados a UPCN y eso la verdad que 
es una jerarquía para nosotros, como organización.”
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pudimos cambiar y ellos fueron posibilitando 
que lo hagamos. El resultado fue siendo im-
portante. Al principio no fue tan importante, 
porque obviamente al salir una batería; que 
eran veintipico de compañeros de grupo. 
Nosotros lo que hicimos fue aceptar esto y 
visualizar que era conveniente trabajar este 
grupo y respetar 10 días de cuarentena y la 
otra semana otro grupo que también hacía 
su propia cuarentena después. De esa 
manera si había algún contagio, podíamos 
evitar que fuera masivo al resto. Empezamos 
con esa tónica y la velocidad de trabajo con 
la experiencia que tienen los compañeros 
nuestros, la forma orgánica de trabajar, la 
costumbre que tienen de la dinámica hizo 
que los contagios se elevaran. Lo que ellos 
tenían registrado se fue mucho más arriba, 
pero no es que hubo más contagios, es que 
no estaban detectados y los empezamos a 
detectar. Pero si nos basamos en el índice 
de mortalidad, con el tiempo llegó a 30, y 

hoy estamos en 2. Todo eso la Intendencia 
reconoce, porque los que más estuvieron 
en el terreno fue la gente nuestra. Hizo un 
reconocimiento muy importante en la segun-
da etapa porque ya ir a buscarlo no era tan 
importante como prevenir, que era cuando 
se empezó a flexibilizar la cuarentena. Esa 
prevención y ese trabajo que se hizo fueron 
dando que el índice de mortalidad fuera 2 y 
bajando. Y eso para nosotros es sumamente 
importante porque el reconocimiento está en 
que el trabajo nuestro provocó la detección 
rápida y la prevención.

Mariana Gadea: Quisiera sumar que la 
calidad del trabajo le sumó mucho a las 
Intendencias. En principio ellos ya venían 
bastante diezmados porque venían desde el 
principio de la cuarentena estando en territo-
rio y aprendiendo también del virus y nuestra 
intervención jerarquizó, inclusive el Detect.
ar, porque eso fue algo que se reconoció 
desde el Ministerio de Salud. También la 
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experiencia en el abordaje 
y de los vecinos los ayudó 
a ordenar la problemática 
que tenían en el distrito, 
ya que Lomas de Zamora 
es uno de los distritos con 
mayor población de la Pro-
vincia con mucho conglo-
merado, mucho barrio vul-
nerado. Estuvimos en Villa 
Albertina y la Cava, Fiorito que fueron dos 
barrios importantes dentro del relevamiento. 
Después la articulación en el territorio, a 
veces había actores de Provincia, pero me 
parece que fue interesante para nuestros 
trabajadores a nivel nacional esa articulación 
porque también genera un aprendizaje  y  
una valoración de los saberes que tienen 
nuestros compañeros y compañeras.

Horacio Cairone:  Lo que se le puede agre-
gar a lo que dijo Carlos antes, es que una 
cosa fue el trabajo en campo, en el territorio 
que la articulación con la intendencia, en 
el primer caso fue Lomas, después en los 
otros municipios fueron realidades diferen-
tes. Pero este primer trabajo que hicimos en 
Lomas sumamos, no solamente el trabajo 
de timbreo y prevención sino el trabajo de 
seguimiento telefónico, que estuvo encabe-
zando Diego, que también le dio otro valor 
agregado al tema porque ellos estaban  en 
una situación bastante diezmada de cantidad 
de gente que podía abordar ese trabajo.  No-
sotros le pusimos, no tengo el número exacto 
ahora, pero una cantidad de compañeros 
para hacer todo ese trabajo que tenía el 
municipio muy poco realizado, le pusimos un 
valor, se profesionalizaron los compañeros , 
se capacitaron y tanto fue así que después 
el municipio estaba sobre demandado por-
que surgían otras cuestiones, no solo del 
COVID sino otras que tienen que ver con 

la cuestión social o la situación del barrio 
y los compañeros absorbían las demandas 
y las transferían al municipio, eso también 
le dio un valor tan importante que después 
la estrategia tuvo que ir modificándose y 
cambiando en el tiempo. Al tema territorial 
hay que agregarle que el valor que dio el 
laburo de los compañeros de teletrabajo fue 
fundamental.

¿Cómo fue la reacción de los vecinos?

Diego Guerén: Era dispar, te encontrabas 
con un poco de todo: el vecino agradecido, 
el sumamente atento a escuchar o pregun-
tar porque había mucha desinformación, 
los medios no tenían muy claro lo que se 
comunicaba. Nosotros  habíamos tenido la 
capacitación, aparte de tener conocimiento 
del territorio, veníamos con toda la informa-
ción desde nuestros ministerios. Ahí lo que 
se hacía era hablar con el vecino y transferir 
todo lo que uno podía saber y aprender del 
tema. Después te encontrás con el vecino 
quejoso que claramente era porque tenía 
demandas que tenían que ver con otros 
temas aparte del COVID, entonces te re-
clamaban por medicamentos, vacunación, 
agua potable, te venían con algunas otras 
cuestiones que se cruzaban, era imposible 
no transferir ese tema.

Diego Rosano: Con respecto al traba-

“(...) la calidad del trabajo le sumó mucho a las 
Intendencias. En principio ellos ya venían bastante 
diezmados porque venían desde el principio de 
la cuarentena estando en territorio y aprendiendo 
también del virus y nuestra intervención 
jerarquizó, inclusive el Detec.tar (…) ”
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jo remoto, los llamados por teléfono de 
seguimiento de los casos hay infinidad 
de anécdotas, pero lo más importante es 
señalar que el compromiso asumido por 
voluntarios y voluntarias era de tal manera 
que generaba empatía con la familia. Re-
cordá que como se dijo,  Lomas de Zamora 
era un sitio muy vulnerable, 
además de la pandemia 
sobresalían un montón de 
cuestiones sociales como 
esta falta de alimentos y 
medicamentos. No era una 
simple encuesta de llamar 
por teléfono y preguntar 
cuatro o cinco estructuras 
de preguntas con respecto 
a la enfermedad sino que 
acá empezaban a surgir 

cosas que hacen al ser del delegado: pre-
guntarle por la familia, si le faltaba algo, 
nos salía de adentro militar la causa y en-
tonces cualquier cuestión que le faltaba a 
esa familia nos hacíamos cargo. Hay una 
anécdota de un voluntario que pagó un Uber 
para llevar un medicamento a una familia 

“No era una simple encuesta de llamar por 
teléfono y preguntar cuatro o cinco estructuras 
de preguntas con respecto a la enfermedad sino 
que acá empezaban a surgir cosas que hacen al 
ser del delegado: preguntarle por la familia, si le 
faltaba algo, nos salía de adentro militar la causa 
y entonces cualquier cuestión que le faltaba a esa 
familia nos hacíamos cargo.”
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y eso no debía hacerlo. Pero porque, por 
ahí, la falta de respuesta ante la demanda 
de esa familia. Recordá que el seguimiento 
se hacía por 10 días, durante esos días 
llamabas a esa misma familia, es más se 
terminaba ese seguimiento y la familia le 
quedaba registrado el número del que llamó 
y lo seguía llamando, haciéndole otras pre-
guntas, de cómo andaba, agradeciéndole, 
en que andaba, agradecido que ya había 
pasado la enfermedad. No hago diferencia 
con relación al trabajador municipal que 
seguramente hacen bien su tarea, pero 
nosotros tenemos una carga adicional que 
es la de ser militantes y ser delegados que 
lo llevamos innato en cualquier actividad 
que realicemos y esto se ve reflejado en 
los compañeros que hacen territorio, pero 
también en los llamados telefónicos. Porque 
cualquier  problema que tuviera una familia 
se hacía lo imposible por darle esa solución, 
aunque a veces no llegaba.

Carlos Gentile: Agrego dos cosas que me 
parecen fundamentales: La primera - ¿Qué 
decía la gente?: Nosotros, los compañeros 
tuvimos que abarcar un paraguas que iba 
desde el tipo que no quería saber nada al 
tipo que necesitaba, y el tipo que recibía bien 
al compañero como aquél que lo sacaba 
cagando. Pero esto solo se puede abordar 
con la experiencia de nuestra gente, con 
la formación que tiene nuestra gente que 
puede llegar a hacerse entender. Te cuento 
un hecho: en San Martín, cuando fuimos y 
nos reunimos para ir a territorio, hicimos 
una primera reunión de presentación en el 
municipio, ellos tenían como premisa un 
trabajo diferente. Cada intendencia tiene 
su iniciativa, ¿no? Y en ese trabajo lo que 
ellos entendían era que tenían tres centros 
de albergue para hacer la cuarentena para 
aquellos que estaban infectados, entonces 

había que detectarlos, a aquél que tenía 
síntomas agarrarlo y decirle que hiciera una 
valijita de cosas, llevarlo a que se hisopara 
e inmediatamente trasladarlo a uno de estos 
centros especialmente diseñados para esto, 
entre ellos Tecnópolis. Pero los resultados 
que tenían eran mínimos porque  la gente 
no se iba. Porque por más que venga Desa-
rrollo Social del municipio y le dé alimentos 
por 28 días a toda la familia, y que cada dos 
por tres le visitaran en la casa, no se querían 
ir. Lo curioso fue que cuando se empezó a 
trabajar, el asombro fue que ellos pasaron 
de 4 o 5 internados por día en esos lugares 
a 30 y pico desde que llegaron nuestros 
compañeros.

Horacio Cairone: Desde el primer día.

Carlos Gentile: Desde el primer día, se 
quedaron asombrados.

Mariana Gadea: Esa es la calidad de per-
suasión, claro…

Horacio Cairone: Me acuerdo que Mar-
celo de ahí, de San Martín, me dijo: Ayer 
internamos a 5. Hoy vinieron ustedes y ya 
internamos 28. ¿Qué hicieron? me dijo.

Carlos Gentile: Por eso digo, esa calidad… 
Obviamente después fueron transformando 
el trabajo porque contaron con un elemento 
con el que no habían contado hasta el mo-
mento. Eso también se traslada a lo que es 
el seguimiento telefónico, que está coordi-
nando Diego, porque también ha sucedido lo 
mismo y la gente que, obviamente no entien-
de de esto, llama, si está descomprometido 
le dice: ¿Qué temperatura tiene?, y le corta. 
Sin embargo, la gente nuestra, provocaba 
un diálogo que hacía una vinculación con el 
que tenía que ser seguido. Y esa vinculación 
daba que se contaran los problemas. Y tan 
es así, que muchas veces, el municipio no 
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podía dar respuestas, a tantas cosas. En-
tonces, los propios compañeros nuestros, 
pagaron medicamentos, para la fiebre o lo 
que sea, y se lo mandaban en una moto a 
la casa. Ahí está esa cosa de la calidad, de 
la vinculación. Entonces, digo que lo nuestro 
es mucho más profundo que “salir a dar una 
mano”. Y así lo establecimos desde el primer 
día. Nosotros no somos voluntarios, nosotros 
nos ponemos a dar una mano en el munici-
pio en esto, pero controlado por nosotros y 
dirigido por nosotros y la responsabilidad de 
nuestros compañeros y el propio sindicato.

Me parece que el dato que es partir de Lo-
mas hacia otros municipios se caracterizó 
por, (hablando de la plasticidad de la organi-
zación) como que en Lomas fue una especie 
de “escuela” de la organización porque todo 
fue un aprendizaje: aprenden los municipios 
y nosotros también. Y creo que es cierto, 
nuestro sindicato no tenía un manual para 
esto, lo tuvimos que ir desarrollando en la 
práctica, y las primeras experiencias en 
Lomas, con sus más y sus menos, lograron 
que en otros municipios esto se pudiera ver. 
Me gustaría que esto lo pudieran desarrollar, 
compañeros.

Horacio Cairone: Sí, después de San 
Martín se agregaron otros municipios: Ave-
llaneda, Hurlingham, y Merlo. Esos son el 
total de municipios. 

Diego Guerén: A lo que se dijo, que fue muy 
amplio, yo quería agregar dos cosas: una, 
que cuando Carlos nos convoca a trabajar, 
la premisa del primer momento era que más 
allá de la tarea social y sanitaria, tener un 
especial cuidado con los compañeros que 
estábamos poniendo en territorio, o sea, 
cuidar antes que nada a nuestros trabaja-
dores. Para eso se hizo una capacitación 
específica con el lugar emblema que es la 

Dirección Nacional de Emergencias Sanita-
rias, cuya directora nos dio una charla vía 
Zoom a nosotros y a todos los compañeros 
que irían al territorio, explicándonos todos 
los cuidados que había que tener pero desde 
el máximo detalle. Incluso, cómo ponerse y 
sacarse toda la vestimenta que uno tiene, 
que es donde se producen los contagios.

Horacio Cairone: Teniendo en cuenta todo 
lo que se sabía del virus en ese momento. 
Fue una capacitación completísima.

Diego Guerén: Claro, porque a veces se 
cree que el contagio es en otro momento y el 
contagio se da a lo mejor en ese momento, 
en la manipulación de los instrumentos de 
trabajo. De hecho, cuando arrancamos to-
dos teníamos la idea de que había que ir con 
esos trajes, no me acuerdo el nombre ahora.

De astronautas, los mamelucos se llaman.

Diego Guerén: Sí, y la directora nos explicó 
que justo eso era mucho más complicado, 
porque al sacártelo corres riesgo de tocarte 
los ojos, por ejemplo y ahí es cuando se 
armó un protocolo para que nadie se cam-
biara solo. Y lo otro que quería valorar es la 
organización que nos da estar componiendo 
un sindicato, y es que en territorio no era un 
grupo de amigos que caían. Iban trabajado-
res, no sólo delegados, que se ofrecieron de 
distintas delegaciones, coordinados siempre 
por un referente y que al día de hoy en 
muchos casos han terminado de formarse 
amistades. Porque sienten que hacen patria 
en esta tarea de ir lugar por lugar salvando 
vidas, porque en definitiva, vos tenés gente 
que es asintomática y gente que tenía el 
virus y por miedo, por desinformación no 
iba a una guardia y era gente que terminaba 
pasándola muy mal. Entonces me parece 
que el gremio ahí tuvo una mirada, muy 
interesante, de formar equipo, de que se ge-
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nerara esta sinergia entre las 
distintas delegaciones y que al 
día de hoy los resultados están 
a la vista. Yo siempre digo lo 
mismo: uno puede tener todo 
en teoría pero si en la práctica 
después no se visualiza, no 
sirve. Y hoy, a casi 4 meses de 
haber empezado, no tuvimos 
un solo contagio en el territorio 
de todos estos compañeros. 
Eso es nuestro fuerte, me 
parece.

Horacio Cairone: Destacando también que 
desde nuestra organización se articuló para 
efectuar el testeo serológico para nuestros 
compañeros, que nos permitió garantizar 
que 150, 200 compañeros se hicieron los 
test, con el aporte del Ministerio y ahí nos 
quedamos tranquilos sabiendo que todos los 
compañeros que fueron a territorio después 
de un mes, mes y medio ninguno se había 
contagiado.

Carlos Gentile: Hay que recordar también 
que los municipios en ese momento tenían 
también una serie de inconvenientes. Por 
ejemplo, tenían pocos trabajadores, había 
muchos trabajadores que no podían salir 
de sus domicilios y otros trabajadores 
que habían hecho presenciales se habían 
contaminado, y otros, que en el caso de Lo-
mas, tenían una conflictividad de su gremio 
local con el municipio. Con lo cual estaban 
bastante parias de manos, de ayuda, de 
colaboración. No podían sacar trabajadores 
a la calle a hacer el Detect.ar y la provincia 
administró también alguna colaboración, 
hasta ahí. Siempre traían gente distinta, 
gente de organizaciones sociales, gente 
de la facultad, pero con disímiles cuidados 
y tampoco con una constancia de todos 

los días, como éramos nosotros. Y eso 
también, lo que hace, es poner en riesgo al 
mismo programa,  porque vos, al no tener 
una constancia, una frecuencia, un ritmo de 
trabajo en el tiempo, el virus va creciendo 
más rápido de lo que lo podés detectar. Eso 
fue un alivio también, por eso digo que es 
un mérito muy importante que en un distrito 
donde primero empezamos, hoy sea uno 
de los municipios que está más tranquilo. 
Porque cuando empezamos era muy grave 
la situación, no tenía cómo paliar el tema 
Detect.ar. No lo podían llevar adelante.

En los operativos presenciales, ¿con 
cuántos compañeros se desembarcaba? 

Carlos Gentile: En principio, en Lomas, 
como dijeron, fue el lugar escuela. Enton-
ces íbamos con las ganas y con la fuerza y 
éramos como 30 por día. Y era demasiado. 
Demasiado y riesgoso también. Así que 
fuimos acondicionando esos equipos y por 
otro lado, para no producir tanto desgaste 
acondicionando a un número lógico. En Lo-
mas estuvimos bastante tiempo en el com-
bate más importante con 20 compañeros. 
Después fuimos bajando y hoy estamos en 
un diario de 10 compañeros. Pero también 
Lomas está hoy bastante cubierto y estamos 

“(...) sienten que hacen patria en esta tarea 
de ir lugar por lugar salvando vidas. Porque en 
definitiva, vos tenés gente que es asintomática 
y gente que tenía el virus y por miedo, por 
desinformación no iba a una guardia y era 
gente que terminaba pasándola muy mal. 
Entonces me parece que el gremio ahí tuvo 
una mirada, muy interesante (…)”
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pensando en un descanso, que lo vamos a ir 
proyectando en paquetes, despacito. De acá 
a fin de año, veremos cómo se dará eso. Lo 
que quiero significar es que todas las inten-
dencias tenían un problema, vuelvo a repetir, 
no es la situación en la que nos encontramos 
ahora. Los pocos que iban a trabajar, se 
infectaban y más en las zonas vulnerables. 
Así que ir con una impronta como la nuestra, 
con los cuidados y el respaldo del Ministerio 
de Salud que nos provee los elementos, 
que hay que valorar muchísimo. Porque, la 
verdad, sin esa ropa nosotros no saldríamos 
ni a la calle.

¿Cómo pesó en todas estas actividades 
la cuestión logística?

Diego Guerén: Como dijo Carlos, esta fue 
una invitación que le hizo el gobierno a 
nuestro gremio. Que por una cuestión lógica 
lo canaliza a través del Ministerio de Salud. 
Obviamente ya teníamos relación con las 
autoridades que habían asumido en diciem-
bre y uno de los Viceministros, el Dr. Arnaldo 
Medina, fue el que se puso en contacto 
primeramente con nosotros para hacernos 
la invitación para ir a este municipio, y ahí 
lo que quedó en claro es lo que dije antes, 
no íbamos a exponer a ningún trabajador si 
no estaban las condiciones para efectuar el 
trabajo. La verdad, es que desde el primer 
día eso funcionó, tanto con las máscaras 
como con todo lo que tiene que ver con la 
protección: barbijos, protectores faciales, 
vestimenta, incluso los desinfectantes, al-
cohol en gel, etc. En Lomas se iba a una 
base, en esa base los trabajadores se iban 
cambiando y luego subían a los micros que 
ya estaban previamente sanitizados, para 
arribar al territorio determinado. Allí el tra-
bajo resultó sencillo, fue cuestión de ir casa 

por casa en zonas no tan vulnerables pero 
también en zonas más complejas donde 
hubo que entrar con referentes barriales. 
Incluso el Intendente en uno de esos en-
cuentros se hizo presente con su gabinete 
de salud, donde nos agradecieron la tarea. 
Hay un video donde se ve reflejado ese 
agradecimiento y posterior a eso empezó 
el trabajo que coordina Diego Rosano, de 
las llamadas telefónicas y el seguimiento de 
casos. Lo bueno de eso, es que el municipio 
estuvo abierto a las sugerencias, incluso 
para el barrido de casos, esto también tenía 
una lógica que se había planteado desde el 
gremio y que fue bien recibida con los resul-
tados a la vista. Esto en Lomas. Después 
el Ministerio de salud nos invitó a concurrir 
a Gral. San Martín,  el segundo municipio 
en el que trabajamos. Y también es cierto, 
como se dijo, que tanto los trabajadores 
de Salud como los de Desarrollo ya tenían 
una experiencia territorial y ya teníamos 
vinculaciones con el municipio. Esta tarea 
de UPCN se fue viendo, no sólo a través de 
las redes, etc. sino entre los propios secre-
tarios de salud y hemos recibido llamados 
de otros compañeros barriales para ver si 
podíamos ir a sus municipios. Uno de ellos 
fue Avellaneda, donde también fuimos muy 
bien recibidos por la Secretaría de Salud. 
Allí se hizo y se sigue haciendo un trabajo 
de campo. Cada municipio tiene su lógica: 
hay municipios que van 5 días por sema-
na, y otros que trabajan 3, pero lo que no 
cambiamos nosotros es nuestro protocolo. 
Después de eso vino Hurlingham y el último 
en sumarse fue Merlo. Lo bueno de todo 
esto fue que como yo hablaba antes, la 
sinergia entre los laburantes, cuando algún 
trabajador por equis motivo avisaba que no 
podía ir mañana a territorio, mediante los 
distintos grupos de WP que tenemos, en-
seguida todos se ofrecían voluntariamente 
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a reemplazarlo. O sea, nunca dejamos de 
cumplir en ningún municipio, esto me parece 
que hay que remarcarlo. 

Horacio Cairone: En relación con esto, 
cabe destacar la relación con los municipios. 
Lo que se generó es una relación con los 
secretarios de salud, los coordinadores, las 
autoridades, una relación tal que a partir del 
accionar del gremio en los territorios, esa 
relación es muy fluida, abierto a nuestras 
sugerencias, etc. Ellos tenían una situación 
en la primera etapa muy complicada, como 
dijera Carlitos, y fue enseguida ensamblar 
con la gente de los municipios cuando lle-
gamos y hoy por hoy la coordinación de la 
tarea, salimos de esta forma, hay una rela-
ción de compañerismo.

Diego Rosano: En el caso del trabajo remo-
to lo que se estableció fue el armado de 4 
equipos con supervisoras de  entre 15 y 17 
voluntarios y eso fue lo que desarrollamos 
en Lomas en un primer momento. Lo que 
ocurrió es que en Lomas ese trabajo estaba 
siendo seguido por muy poquita gente, y 
se produjo un desborde. Por eso nosotros 
empezamos a hacer 280, 300 llamados 
diarios,  ese seguimiento a las necesidades 
de aquellos ciudadanos y ciudadanas de 
Lomas produjo que esa modalidad de trabajo 
tuviera que ser modificada pues el municipio 

ya no estaba pudiendo dar abasto a esa 
demanda realizada. Ese trabajo coordinado 
nos permitió, primero estar bien vinculados a 
la tarea asignada, pero también desarrollar 
una experticia para lo que vino después que 
fue en otros municipios, como por ejemplo 
ahora en Avellaneda, con otro tipo de ta-
reas, con otro tipo de programas, con otro 
entorno digital. Se hace la carga de datos 
de los llamados telefónicos, donde también 
se vincularon no sólo los llamados y segui-
mientos telefónicos sino también la carga 
de fichas epidemiológicas al sistema SISA, 
con los datos de los fallecidos, por ejemplo,  
que luego son remitidas al Instituto Malbrán. 
Todo eso llevó a que conformáramos otro 
equipo, con una capacitación nueva, y en el 
caso de Avellaneda, a través de unidades 
sanitarias. Porque son dos unidades sanita-
rias, y nuestros voluntarios están trabajando 
con ellas, una con los llamados y la otra con 
esta carga de datos. Y ahora este proceso 
lo estamos haciendo en Merlo, con la carga 
de fichas y también con los seguimientos.

Una cosa que queríamos preguntar es 
cómo piensan que esta experiencia ha 
podido impactar en los trabajadores de 
las diferentes delegaciones. ¿Qué impac-
to puede tener esto en la organización 

sindical hacia adelante?

Carlos Gentile: Yo creo que 
impacto no, porque es nor-
mal en nuestra organización 
que cada vez que encaramos 
alguna acción colectiva en 
delegaciones, se produce esta 
cuestión de afianzamiento de 
la relación entre los distintos 
compañeros de los distintos 
lugares. Acá se dio la misma 
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“(...) la sinergia entre los laburantes, cuando 
algún trabajador por equis motivo avisaba 
que no podía ir mañana a territorio, mediante 
los distintos grupos de WP que tenemos, 
enseguida todos se ofrecían voluntariamente 
a reemplazarlo. O sea, nunca dejamos de 
cumplir en ningún municipio(…)”
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situación, con una diferencia, que acá está-
bamos expuestos a un riesgo grande, y eso 
hizo que se afianzara más esa relación, que 
fuera más importante, que se vinculara más. 
Pero de todas maneras, no deja de tener la 
característica de nuestra organización. Vos 
podés armar una reunión de profesionales 
y los compañeros empiezan a generar 
amistad, no hay diferencias entre el b y el 
a, digo. En nuestra organización son todos 
trabajadores por eso no fue tan difícil.

Horacio Cairone: Lo que se puede agregar 
es que tenías trabajadores en el territorio 
en una misma cuadrilla desde secretarios 
generales a un afiliado común, todos juntos 
sin ninguna distinción, todos compañeros, 
sin jerarquías y cuidándonos entre todos de 
la misma forma.

Carlos Gentile: Nosotros tenemos una es-
tructura organizada, ustedes escuchan coor-
dinadores, responsables, acá o allá, también 
eso es parte de los esquemas que yo me 
hago en mi cabeza (Risas) para poder hacer 
las operaciones. Entonces, responsables 
somos los que estamos acá, que somos los 
que cargamos el peso más pesado pero eso 
no nos da una jerarquía superior, eso nos 
convierte en alguien del conjunto que tiene 
una responsabilidad superior. Y por abajo 
nuestro hay una cantidad de coordinadores, 
tanto del seguimiento telefónico como del 
propio territorio y cada uno de ellos fueron 
elegidos por nosotros, siendo que el trabajo 
era tan parejo entre todos que fue lo que nos 
permitió expandir; porque nosotros armamos 
así, coordinadores dentro de un equipo, un 
coordinador central y otros coordinadores 
de cada equipo semanal en cada municipio. 
Esto nos permitió tener la tranquilidad de 
que cuando se incorporaban compañeros y 
compañeras nuevos se pudiera garantizar 
el cumplimiento de la tarea en los diferentes 
distritos.

Horacio Cairone: Cuando arrancamos en 
Lomas, éramos un grupo grande dividido 
en grupos más chicos cada uno con su 
coordinador. Hoy estos coordinadores son 
los que tienen a cargo la coordinación de la 
tarea en los otros municipios. ¿Por qué?, 
porque incorporan todo un conocimiento y 
un desarrollo que se fue realizando cuando 
coordinaban el trabajo de los otros compa-
ñeros en una manzana, por ejemplo.

Diego Rosano: Referido a cómo impactó  
en los demás compañeros, yo creo que fue 
un efecto contagio. En el buen sentido, claro. 
Esto de ver en las redes compañeros de 
UPCN que se movilizaban, porque esto hay 
que enfocarlo: al principio generaba miedo, 
hoy es distinta la realidad. Cuando se em-
pezó a ir a territorio había mucho temor a la 
enfermedad, más allá que fuimos de la mejor 
manera posible, me imagino que todos los 
compañeros tenían miedo. Después cuan-
do se empieza a ver en las redes como se 
aborda esta problemática en los diferentes 
territorios, la gente se empieza a animar. 
Tanto para el trabajo territorial como para 
la cuestión remota. ¿Por qué digo esto? 
Hace 4 meses que estamos con esto. Se 
produce un efecto desgaste en lo psíquico 
y emocional, entonces, sí o sí necesitamos 
o darles descanso o en el caso del segui-
miento telefónico (que no para de lunes a 
sábado), necesitás que haya  recambio o 
movimiento. Hasta hace poco hemos teni-
do un montón de mujeres que se nos han 
acercado, eso conlleva capacitarlos para 
acceder a la carga de datos, pero se está 
generando esto de que se renueve. Hay 
gente que por las diferentes causas, han 
tenido que abandonar la tarea, pero otros 
compañeros y compañeras los han podido 
reemplazar haciendo una tarea excepcional 
y han dejado a la organización en el lugar 
que se merece.
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¿Cómo seguimos con el Detect.ar de acá 
para adelante?

Carlos Gentile: Seguiremos como hasta 
ahora. Seguimos dependiendo del curso que 
tome la pandemia, han bajado los contagios 
en algunos lugares. Hay que estar cuidando 
preventivamente eso para que no reflote, ya 
hay experiencias de otros países donde eso 
ya ha sucedido. Hay distritos que actual-
mente requieren menos de nuestra acción 
con el Detect.ar y otros como Avellaneda o 
Merlo que tienen una dinámica fuerte y se 
seguirá trabajando y apoyando, esperando 
que en 30 días más podamos tener una baja. 
De todos modos, vamos a estar hasta que 
nos digan, necesitamos que vuelvan a los 
Ministerios, o hasta que la pandemia termine 
con una vacuna.

Mariana Gadea: Yo agrego a lo que dije-
ron que todo esto se pudo hacer mediante 
nuestra organización, porque la capacidad 
de compromiso, de relevo, de sostener la 
tarea sistemática, de armar los equipos de 
trabajo, de generar conciencia respecto de 
las prácticas de cuidado, (Carlos es uno de 
los que más insistió en ese tema), incluso 
muchos de los que más estamos acostum-
brados a trabajar en territorio aprendimos 
mucho más de lo que ya habíamos incorpo-
rado por nuestro trabajo, y también destacar 
la capacidad de la organización de gestionar 
lo que hiciese falta para seguir avanzando 
(como el caso de los equipamientos de 
salud, o las camionetas que conseguimos 
para el traslado de los compañeros, o  lo de 
los test). Todo eso marca una línea común 
que señala que hemos estado a la altura. 
Tanto los laburantes como en los vecinos 
se aprecia esa sinergia de que estamos 
donde debemos estar. Más allá de que hay 
una cuestión generalizada de gente que está 
saliendo a la calle, lo estamos viendo todos, 

porque hay un consenso en reconocer la 
necesidad, pero también hay mayor cuidado 
por parte de la gente. Y que nosotros desde 
el Detect.ar hayamos sido un granito de 
arena en eso, es un poco el saldo positivo, 
digamos. También en lo organizativo, somos 
una organización que ya tiene trayectoria 
y aprendimos más aún con esto, fue algo 
nuevo, y si bien desde nuestro Ministerio de 
Desarrollo hemos estado en desastres, en 
catástrofes climáticas, esto fue algo que no 
lo habíamos vivido. Salimos más solidarios, 
más organizados, más conscientes, mejo-
res, en suma.

Carlos Gentile: Y más preparados. ¿Hoy 
qué día es, 26 de octubre?¿Cuánto pasó 
del 17? Al día de hoy no tenemos reporte de 
ningún contagiado en la movilización que hi-
cimos. Entonces digo que la experiencia que 
hemos hecho también sirve para potenciar 
el trabajo gremial y laboral, pues también 
estamos pensando que esta experiencia 
tiene que ser transmitida a las delegaciones, 
para que aquellas que empiecen a tener 
presencia en los lugares de trabajo, sea a 
través de Cymat o el mecanismo que acuer-
de cada delegación y puedan transmitir los 
cuidados que hemos aprendido y son los 
que utilizamos con mucho éxito. Eso, por un 
lado, por el otro teníamos el desafío del 17 
de octubre de poder acompañar presencial-
mente con más de dos mil trabajadores que 
contaron con los compañeros y compañeras 
del Detect.ar que desde temprano estuvie-
ron resguardando que se cumplieran los 
protocolos y cuidados para manifestarnos 
reduciendo los riesgos al máximo.

Mariana Gadea: Hemos aprendido mucho 
del Zoom también (risas). Porque hemos te-
nido sábado y domingo, sábado y domingo.

Carlos Gentile: Esta es una tarea que no es 
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de lunes a viernes. Los feriados, también  y 
estamos trabajando constantemente, porque 
si bien en el terreno no están, sí lo hacen 
de esa forma los compañeros del teléfono, 
siguiendo a los pacientes. Los pacientes 
no se “desenferman” los fines de semana. 
Obviamente  que desde que empezó esto, 
trabajamos todos los días, hoy estamos más 
aliviados porque esta familia ya sabe qué es 
lo que tiene que hacer, pero en su momento, 
a medida que íbamos creciendo e incorpo-
rando gente estábamos permanentemente 
en el Zoom. 

Horacio Cairone: Una anécdota ilustrativa: 
el lunes fuimos a la casa de una señora 

que salió recontra enojada, no quiero saber 
nada: “estoy con síntomas y nadie me viene 
a ver”. No quería recibir atención, estaba 
muy alterada con la trabajadora municipal 
que quería atenderla. Insistimos y logramos 
que la compañera consiguiera una movili-
dad para llevarla a hisopar. Días después, 
mientras continuamos el trabajo en la zona, 
nos gritó desde la casa, que había resul-
tado positiva en el hisopado y que estaba 
con síntomas leves y agradecida porque la 
habíamos convencido de tratarse. Es un 
ejemplo, pero reúne lo que pudimos trabajar. 
Y llenó de orgullo a los compañeros.

Mariana Gadea: Cuando empezamos en 
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- Fotos: Belén Maina
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Lomas una de las cosas que habíamos 
acordado era que no íbamos a hacer Triage 
(sistema de selección y clasificación de pa-
cientes en los servicios de urgencia), porque 
eso requiere cierta experiencia, etc. Vamos 
a hacer el puerta a puerta, todo lo demás 
que haga falta. Hoy lo estamos haciendo en 
Merlo, yo estuve la semana pasada haciendo 
Triage, donde todos los que están viniendo 
ahí, son casos sospechosos muy notables, 
y con todos los cuidados tuvimos que lla-
mar a dos ambulancias después de que 
una compañera nuestra, que es enfermera, 
atendiera a dos personas que realmente lo 
necesitaban. Terminamos haciendo Triage 
que es una tarea complicada.

Horacio Cairone: Una vecina en medio de 
la entrevista se nos descompensó, le bajó 

la presión, y Vanesa, que es enfermera del 
Garrahan tuvo que auxiliarla en medio de 
la entrevista.

Mariana Gadea: Es lo que digo, se logró 
especializar en los equipos de trabajo para 
abordar cada vez más situaciones.

Carlos Gentile: El aporte de los y las traba-
jadoras del Garrahan (son enfermeros, son 
profesionales) es un condimento que sumó 
un aporte muy específico, muy importante. 
Pero también está el  de los compañeros 
que trabajan entre bambalinas, que están 
y estuvieron de entrada haciendo tareas 
logísticas, de apoyatura desde el anonima-
to. Eso también hay que reconocerlo. Esas 
tareas fueron muy importantes
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Aportes

reve reseña de la evolución del 
movimiento obrero en la etapa 
previa a la emergencia del pe-
ronismo

Cuando nos referimos al concepto de “movi-
miento obrero” –a lo que vamos a agregar el 
adjetivo “organizado”- hacemos alusión a un 
actor social que se distingue de otros sujetos-ti-
po dentro de la estructura social. Trabajadores 
existieron siempre a lo largo de la historia de la 
humanidad, pero el sujeto que nosotros ana-
lizamos suma algunos atributos que lo hacen 
distinguible. Entre ellos debemos destacar 
que: es resultado característico del modelo de 
producción capitalista, que es un sujeto que 
desarrolla su actividad fundamentalmente en 
áreas urbanas, y que las características de las 
unidades productivas y el ámbito geográfico 
urbano facilita el contacto, y por tanto la organi-
zación en sociedades o asociaciones estables. 
Para lograr comprender la emergencia de un 

“movimiento obrero organizado” en la Argen-
tina y en el periodo que ocurrió, -último tercio 
del siglo XIX-, no podemos eludir una adecuada 
contextualización que ayude a explicar las 
causas de aquel fenómeno.

La Argentina, de fines del siglo XIX y principios 
del XX avanzaba en un acelerado proceso de 
diversificación económica, mayoritariamente 
en la región del litoral. Con un atraso de algu-
nas décadas, este proceso será acompañado, 
desde los primeros lustros del siglo XX por un 
desarrollo de las actividades productivas urba-
nas, es decir servicios e industria. Acompañan-
do este proceso. Es lo que en líneas generales 
se reconoce como el proceso de transición de 
un modelo agro-exportador, hacia un modelo 
que, como resultado del desarrollo de la indus-
tria, estimulada en determinados momentos 
por factores externos, termina avanzando en 
la producción de bienes manufacturados que 
sustituyen aquellos que se adquirían con el 
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“Hacia la última década del siglo XIX y durante 
el primer cuarto del siglo XX se produjeron 
episodios de protesta y organización en áreas 
rurales, tanto en el espacio pampeano como 
como en ámbitos extra-pampeanos (Chaco, 
Patagonia).”

Aportes

producto de la exportación de bienes primarios 
(es la llamada industrialización por sustitución 
de importaciones, ISI, c. 1930).

El desarrollo vertiginoso de la economía, del 
agro primero, y luego de la industria, tuvo su 
correlato en la evolución de la sociedad. En 
este sentido el fenómeno más impactante fue 
el flujo de millones de inmigrantes y la evolución 
demográfica del litoral y la Capital Federal –solo 
para dar un ejemplo, la Capital Federal aumentó 
su población de 187.000 habitantes en 1869 a 
1.576.000 habitantes en 1914 de los cuales, 
hacia 1895, el 52% eran inmigrantes-. Seña-
lamos este aspecto porque muchos de estos 
inmigrantes se irán convirtiendo en la mano de 
obra asalariada absorbida por la industria y los 
servicios, debido a su carácter de población 
proveniente de Europa, trasladaron con ellos el 
universo de ideas y las prácticas organizativas 
características de sus lugares origen.

Aquellos inmigrantes, además de aportar su 
fuerza de trabajo y sus conocimientos técnicos, 
tanto en los oficios artesanales e industriales 
como en el ámbito del trabajo rural, contaban 
con diversas pertenencias político-ideológicas, 
como el anarquismo, socialismo y el sindicalis-
mo revolucionario, cuyo impacto transformó la 
cultura política de los sectores populares.

Hacia la última década del siglo XIX y durante 
el primer cuarto del siglo XX se produjeron 
episodios de protesta y organización en áreas 
rurales, tanto en el espacio pampeano como 
como en ámbitos extra-pampeanos (Chaco, 

Patagonia). En la llamada “pam-
pa gringa” (sur de Santa Fe y 
Córdoba), luego de algunos años 
de reclamos por parte de los 
colonos (pequeños propietarios) 
inmigrantes en el sur de Santa 
Fe, llegó el turno de las protestas 
de los chacareros arrendatarios, 
manifestadas en el recordado 
episodio conocido como Grito de 

Alcorta (1912) que dio origen a la que en aquel 
momento fue una asociación de trabajadores 
campesinos arrendatarios, la Federación Agra-
ria Argentina (FAA). En el área extra pampeana 
debemos señalar como hitos de movimiento 
obrero rural el tristemente recordado ciclo de 
huelgas de “La Forestal” (1919-1921) con su 
saldo de incontables trabajadores hacheros 
asesinados por fuerzas represivas, y las aún 
más ominosas jornadas de la Patagonia Trá-
gica (1920-1922). Este ciclo de episodios de 
protesta, represión y asesinatos en contexto de 
reclamos de trabajadores/as rurales, podemos 
considerar que se cierra con la masacre de 
trabajadores/as de las etnias qom y mocoví de 
la Colonia de Napalpí (Chaco) en 1924.

Pero la Historia del Movimiento Obrero ha 
estado tradicionalmente centrada en las ex-
presiones de organización que desplegaron 
los obreros de las áreas urbanas, con una 
centralidad abrumadora de la Capital del país.

Las primeras sociedades de trabajadores/
as de las que se tiene registro datan de fines 
de la década de 1850, como es el caso de la 
Sociedad Tipográfica Bonaerense (1857). En 
las décadas siguientes, las asociaciones se 
fueron organizando por oficio.

Hacia 1890, con motivo de la conmemoración 
del Primero de Mayo, se reúnen dirigentes 
gremiales de las dos corrientes ideológicas 
predominantes, el socialismo y el anarco-sin-
dicalismo. Durante esa década son numerosas 
las huelgas que protagonizan los trabajadores 
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de diversos oficios: Albañiles, ferroviarios, es-
tibadores, entre otros. Las reivindicaciones de 
los movimientos de protesta de aquella etapa, 
más allá a de su pertenencia ideológica, eran 
predominantemente dos: jornada laboral de 8 
horas, o reducción horaria, y por supuesto me-
joras económicas. Otras demandas consistían 
en la eliminación del trabajo infantil, regulación 
del trabajo nocturno, reconocimiento de las 
sociedades de trabajadores/as y con el tiempo 
se incorporaran demandas como la libertad de 
los presos, la derogación de la ley de residencia 
y la rebaja de alquileres.

La primera década del siglo XX se inicia con 
nuevo ciclo huelguístico. En 1901 se crea 
la Federación Obrera Argentina (FOA), la 
primera central de trabajadores, que contará 
con la adhesión de aproximadamente 43 or-
ganizaciones, la mayoría de la Capital. Al año 
siguiente el socialismo crea la Unión General 
de Trabajadores (UGT). 

En noviembre de ese mismo año (1902) a partir 
de un reclamo de los trabajadores del puerto 
(estibadores) que logra la adhesión de otros ofi-
cios, la FOA declara la primera huelga general.

Los socialistas intentan desentenderse de 
estas jornadas de protestas que despiertan 
el odio del conservadurismo gobernante. Se 
declara el estado de sitio y se sanciona la ley 
de residencia, que permitió a las autoridades 
expulsar del país a cualquier 
extranjero que fuera calificado 
como “agitador”. 

En 1904 la FOA, controlada por 
el anarco sindicalismo, cambia 
su nombre por Federación 
Obrera Regional Argentina 
(FORA), al año siguiente apa-
recerá una nueva tendencia 
dentro del movimiento obrero, 
el Sindicalismo Revoluciona-
rio. Veamos a grandes rasgos 
en qué consistían estas tres 

corrientes que pujaban por controlar la mayoría 
del movimiento obrero:

Anarquismo: los anarco-sindicalistas se de-
finen como anti estatistas, promueven una 
organización social en comunas libres, formas 
de educación autónomas, una radical oposición 
y lucha contra los capitalistas y la absoluta 
prescindencia del estado en la relación con 
los patrones. Consideran el sindicato como 
la herramienta fundamental para producir la 
revolución social y alcanzar la absoluta eman-
cipación del obrero de toda dominación y la 
huelga como el método de lucha adecuado 
para alcanzar aquellos objetivos. El anarquis-
mo argentino tiene su anclaje teórico en los 
escritos del pensador ruso  Mijaíl Bakunin.

Socialismo: dentro del socialismo predominará 
una línea más bien moderada. Esta corriente 
propone producir el cambio social en forma 
progresiva y no revolucionaria. La forma de 
mejorar la condición de los trabajadores es a 
través de la reforma de la legislación, para lo 
cual se debe fortalecer el partido como herra-
mienta para participar del sistema político y 
desde allí avanzar en aquel sentido. La huelga 
solo tiene como función presionar para mejorar 
las condiciones económicas, no modificar el 
sistema político.

Sindicalismo: también llamado sindicalismo-re-
volucionario es una corriente que se desprende 

“La primera década del siglo XX se inicia 
con nuevo ciclo huelguístico. En 1901 se 
crea la Federación Obrera Argentina (FOA), la 
primera central de trabajadores, que contará 
con la adhesión de aproximadamente 43 
organizaciones, la mayoría de la Capital. Al año 
siguiente el socialismo crea la Unión General 
de Trabajadores (UGT).”
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del socialismo y que a diferencia de éste consi-
dera al sindicato y no al partido como la herra-
mienta fundamental de los/as trabajadores/as 
para establecer un sistema social que mejore 
su condición. Solo la lucha de los obreros a 
través de los sindicatos logrará redimirlos como 
clase de la clase dominante. En la teoría, esta 
corriente, al igual que el anarquismo concibe la 
huelga general como el método para imponer la 
revolución social. En la práctica esta corriente 
en la Argentina irá variando hacia posiciones 
más pragmáticas. Sus referentes teóricos 
fueron el francés Georges Sorel y el italiano 
Arturo Cabriola.

Entre 1907 y 1910 se produce un nuevo ciclo 
huelguístico que se inicia con la gran huelga de 
inquilinos en 1907 y se cerrará con la jornada 
de protestas y huelgas conocida semana roja 
de 1909, y los actos de boicot a los festejos 
gubernamentales por el Centenario de la Re-
volución de mayo de 1810. Estos dos últimos 
episodios serán violentamente reprimidos y la 
corriente anarquista iniciara su lento declive.

Con los años la corriente que logra mayor in-
fluencia dentro del movimiento obrero fue la del 
sindicalismo. En el IX° Ccongreso de la FORA 
logra la mayoría de los congresales y modi-
fica la declaración de principios de la central 
anarquista hasta ese momento. Esta corriente 
durante los gobiernos radicales irradiará su 
influencia en algunos de los sindicatos de las 
actividades estratégicas del modelo productivo, 

como eran los portuarios. Existirá durante los 
gobiernos radicales una predisposición a alcan-
zar salidas negociadas a los conflictos entre 
capital y trabajo, con mediación del estado. Ex-
cepción a esta tendencia fueron los episodios 
ya relatados de la Patagonia, y las tristemente 
célebres jornadas de la Semana Trágica de 
1919, en las que murieron numerosos obreros 
en un clima insurreccional que tuvo por esce-
nario a la Ciudad de Buenos Aires, tras una 
huelga de metalúrgicos duramente reprimida.

Existirá durante los gobiernos radicales una 
predisposición a alcanzar salidas negociadas 
a los conflictos entre capital y trabajo, con 
mediación del estado. Excepción a esta ten-
dencia fueron los episodios ya relatados de la 
Patagonia, y las tristemente célebres jornadas 
de la Semana Trágica de 1919. DESTAQUE

En 1922 se disuelve la FORA IX° Congreso y 
se crea la Unión Sindical Argentina (USA) en 
la que los sindicalistas logran la confluencia de 
nuevas organizaciones.

En la USA confluyen dirigentes de la Federa-
ción Obrera Marítima (FOM) y de la Federación 
Obrera Ferrocarrilera (FOF, Unión Ferroviaria 
[UF] desde 1922), Francisco Rosanova, ambos 
negocian buenos acuerdos para sus repre-
sentados, con mediación de las autoridades, 
mientras garantizan la ejecución de medidas 
de fuerza acotadas a sus reclamos. Fueron im-
portantes las huelgas de los/as trabajadores/as 

del puerto durante los primeros 
años de la década del 20.

En 1924, socialistas y comunis-
tas se retiran de la USA. Dirigen-
tes socialistas crean la Central 
Obrera Argentina (COA).

El comunismo, emergido luego 
de la revolución bolchevique y 
como escisión del socialismo, 
a partir de 1924/25 y hasta 
la irrupción de peronismo, irá 

“Existirá durante los gobiernos radicales una 
predisposición a alcanzar salidas negociadas 
a los conflictos entre capital y trabajo, con 
mediación del estado. Excepción a esta 
tendencia fueron los episodios ya relatados 
de la Patagonia, y las tristemente célebres 
jornadas de la Semana Trágica de 1919.”
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avanzando en algunos gremios de actividades 
que están en vías de industrialización, como la 
metalurgia y los frigoríficos. También penetra 
en organizaciones de trabajadores de la cons-
trucción (FONC). Lograron un grado menor de 
presencia en el gremio textil y entre los obreros/
as gráficos y los/as de la madera.

En 1930, las dos centrales más poderosas, la 
USA y la COA, se unificaron, dando origen a 
la central de trabajadores más importante de la 
historia del movimiento obrero en nuestro país, 
la Confederación General del Trabajo (CGT).

Durante sus primeros años de vida, las ten-
siones entre sindicalistas y socialistas marcan 

el recorrido de esta central. El gremio de los 
ferroviarios aportaba el mayor número de afi-
liados y por lo tanto tenía el camino allanado 
para conducir la central. Según algunos datos, 
hacia 1932 existían 132 mil trabajadores afilia-
dos a distintos sindicatos, de estos el 82.6% 
pertenecían a la CGT, el 7.6% a sindicatos 
autónomos, el mismo porcentaje pertenecían 
a la FORA y solo el 2.3% correspondía a las 
agrupaciones comunistas.

Del total de trabajadores sindicalizados, 
67.799 pertenecían a la Unión Ferroviaria, 
mientras que por aquella época el sindicato 
de Empleados Telefónicos (FOET) agrupaba 
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a 4.729 trabajadores y la FOM (Federación 
Obrera Marítima) 6.200. Por otro lado, durante 
este período el sector industrial comienza a 
tener una fuerte presencia en la generación 
de riqueza, esto determina el surgimiento de 
grandes fábricas que empleaban a un gran 
número de asalariados.

En 1935, la CGT se fractura y el sector de 
tendencia socialista pasa a conducir la llamada 
CGT Independencia, que agrupa a los princi-
pales gremios y al mayor número de afiliados 
(262.600). Por otro lado se constituye la CGT 
Catamarca de tendencia sindicalista y con un 
número marginal de afiliados (aproximadamen-
te 25.000). 

Para comprender el nivel de activismo del 
movimiento obrero hacia mediados de la dé-
cada del 30, es necesario tener en cuenta las 
modificaciones en la estructura productiva de 
la economía. En esta etapa se intensifica el 
proceso de industrialización por sustitución de 
importaciones (ISI), hacia 1935 los índices de 
la economía comienzan a mejorar luego de las 
consecuencias de la crisis del 29 y los traba-
jadores mejoran sus condiciones así como se 
incrementa la oferta de trabajo. Estos factores 
explican que las huelgas sean más exitosas 
que en los años anteriores. 

Hacia fines de 1935 se desata un fuerte con-
flicto en el gremio de la construcción, trabaja-

dores de distintas actividades se suman 
a la protesta, la construcción quedó 
paralizada en la Ciudad de Buenos 
Aires y sus alrededores. El rasgo más 
destacado de este conflicto fue la lucha 
callejera, tranvías y ómnibus fueron 
incendiados los días 7 y 8 de enero, se 
impidió la circulación del transporte y los 
comercios fueron obligados a cerrar sus 
puertas. Luego de varios choques y en-
frentamientos armados con la policía, los 
huelguistas lograron controlar parte de la 

ciudad. El gobierno de Justo respondió con una 
brutal represión, encarcelando a centenares 
de obreros, clausurando sindicatos y cerrando 
los comedores comunitarios. Este momento 
marca el auge de la influencia del comunismo 
en el movimiento obrero, siendo el gremio de 
la construcción uno de los principales baluartes 
de esta tendencia política.

En lo referente a la organización sindical, la 
segunda mitad de la década del 30’ se carac-
terizó por un predominio de la dirigencia de la 
Unión Ferroviaria en la conducción de la CGT. 
Pero ésta, a su vez, se resentía de las luchas 
internas de este sindicato, mientras que otras 
organizaciones -que habían crecido al ritmo de 
la prosperidad económica- ejercían presión por 
verse representadas dentro de la central. Sin-
dicatos como el de los obreros textiles (FOT), 
las asociaciones de trabajadores de la indus-
tria alimenticia y especialmente la Federación 
Obrera Nacional de la Construcción (FONC), 
de tendencia comunista, habían desarrollado 
una importante capacidad de movilización y 
aumentaron de manera sustantiva su cantidad 
de afiliados. Hacia marzo de 1943, tras un 
proceso de elección de autoridades de sospe-
chosa legalidad, la CGT vuelve a fracturarse, 
situación en la que se encontraba al momento 
de producirse la Revolución militar del 4 de 
junio del 43.

“En 1930, las dos centrales más 
poderosas, la USA y la COA, se 
unificaron, dando origen a la central 
de trabajadores más importante de 
la historia del movimiento obrero en 
nuestro país, la Confederación General 
del Trabajo (CGT).”
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Juan Perón, el primer afiliado, el primer 
servidor público. 

El 4 de junio de 1943 se inició en la República 
Argentina una verdadera Revolución Nacio-
nal, en donde se cambiaron las premisas del 
contrato social vigente hasta ese momento 
caracterizado por el fraude electoral, el entre-
guismo colonial y el dominio oligárquico de la 
situación política-económica y social. Dentro de 
la Revolución, el entonces Coronel Juan Perón 
se encargaría del riñón laboral de la misma, y 
así empezar a encausar la integración de los 
argentinos, mayoritariamente, siempre injus-
tamente alejados. En esta etapa los incluiría 
socialmente. La parte política no llegaría hasta 
las elecciones de 1946, donde él mismo sería 
ungido como presidente. En palabras del propio 
Perón:

“Llegamos a la Secretaría de Trabajo y Pre-
visión para cumplir el postulado básico de la 
Revolución del 4 de junio: la justicia social.”

Así, Perón desembarca en el antiguo Departa-
mento Nacional de Trabajo en octubre de 1943 
y ya para el 27 de noviembre esa casi obsoleta 
dependencia se eleva a Secretaría de Trabajo 
y Previsión con la incorporación de decenas 
de áreas dispersas de diferentes organismos 
e incorporando las Delegaciones Regionales 
para tener representatividad en todo el 
territorio nacional.

Esta pata social de la Revolución era de 
suma importancia, ya que sólo se podría 
hacer una Patria grande y pujante, con 
soberanía e independencia si todos los 
argentinos, el conjunto entero de la Nación 
pateaban para el mismo arco. La situación 
hasta el momento era de una masa de 
millones de trabajadores que se veían ex-
plotados y atomizados en su organización. 
Despojados a causa de la avaricia del 
liberalismo económico (modelo económico 
imperante) que dejaba las manos libres a 

los patrones antinacionales para sacarles el 
máximo rédito a los obreros y concentrar la 
riqueza exponencialmente. 

Aparte de la función esencial de elevar el nivel 
de vida de los trabajadores, que son la inmensa 
mayoría del pueblo argentino, para generar 
un movimiento virtuoso de la economía y si 
se quiere del espíritu de la Nación, el Coronel 
Perón tenía pensada la parte organizativa. 
Perón veía en su Comunidad Organizada una 
sociedad compleja pero sumamente estructu-
rada. Esta organización implicaba, en el mundo 
laboral, poder incorporar a la mayor cantidad 
de obreros a los sindicatos por rama de acti-
vidad, de esta manera elevar el poder mismo 
de la clase trabajadora en su aspecto de poder 
centralizando la representación de este sector.

Así desde 1943, pero luego durante todo el 
gobierno peronista, Perón tendió puentes 
con los obreros con el propósito que fueran 
agrupándose en gremios fuertes por rama de 
actividad y a su vez, resuelto esto incorporarlos 
a la Confederación General de Trabajo, cúpula 
de la pirámide sindical, donde esta parte de las 
Organizaciones Libres del Pueblo, los sindica-
tos, se agrupaban.

Los trabajadores del Estado no quedaron afue-
ra de esta organización. Era (y es) un sector 

“El 4 de junio de 1943 se inició en 
la República Argentina una verdadera 
Revolución Nacional, en donde se 
cambiaron las premisas del contrato 
social vigente hasta ese momento 
caracterizado por el fraude electoral, 
el entreguismo colonial y el dominio 
oligárquico de la situación política-
económica y social.”
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esencial por la cantidad, calidad, distribución 
y funciones de sus trabajadores. Desde prin-
cipios del siglo XX se agrupaban con la línea 
sindicalista, sin mucha influencia política-ideo-
lógica-partidaria. No era el caso, común en la 
época, de los socialistas o anarquistas o demás 
ramas de la izquierda clasista. De este modo 
había surgido la  Liga de Empleados Civiles 
Nacionales, quien obtuvo su personería jurídica 
en 1923. En la década del 30 se transforma en 
la Liga de Empleados Públicos.

El cambio significativo, como en los demás 
sindicatos, se produjo con la mentada Revolu-
ción del 43. La Liga obtiene su representación 
gremial en ese año y por supuesto, la mayoría 
de los beneficios que reciben los trabajadores 
bajo el primer peronismo, aumentando conside-
rablemente su nivel de vida. En 1944 se logra el 
Estatuto del Personal Civil de la Administración 
Nacional.

En diciembre de 1947 Perón asiste por primera 
vez a un acto de la Liga y allí habló en su doble 
carácter, como Jefe del Estado, pero también 
como primer afiliado.

“Como primer magistrado de la Nación, asegu-
raré de modo inquebrantable la justicia entre 

los funcionarios y empleados del Estado y que, 
como miembro de la Liga, he de aportar todo 
mi esfuerzo para que el Gobierno la apoye y la 
ayude en sus aspiraciones. Es indispensable 
que todos los funcionarios y empleados del 
Estado compartan con el Gobierno la dirección 
y ejecución de todos los planes de realización 
en que estamos empeñados”

Se demuestra, la necesidad de la estructu-
ración y organización de los trabajadores del 
Estado, no solo para pelear por sus derechos, 
sino también, para colaborar con ese Estado, 
y con ese Gobierno, que estaba tratando de 
hacer una revolución profunda en la Argentina: 
la erradicación de la miseria y el sufrimiento 
del pueblo y lograr poner de pie a la Argentina 
en el tablero geopolítico del mundo. ¡Cuánto 
necesitaba Perón el compromiso de los traba-
jadores del Estado! Ningún proyecto serio de 
país podría lograrse con todos los empleados 
tirando para su propio y egoísta lado. La libe-
ración sería en comunidad, o no sería.

De esta manera en 1948, la Liga consigue su 
personería gremial y de carácter de Confede-
ración, con ámbitos municipales, provinciales 
y nacionales, así nace la Confederación del 

Personal Civil de la Nación 
(CPCN), el Ejército civil de la Na-
ción, como la llamará Perón más 
adelante. En uno de los puntos 
de su nuevo estatuto se puede 
ver: “mancomunar a todos los 
agentes civiles de la Nación en 
el propósito de la regularización 
de los postulados de la nueva 
argentinidad para asegurar los 
altos destinos de la Patria para 
los que tienen la responsabilidad 
de servir”

En 1951, por algunas rispideces 
con la CGT, ya que constituían 
dos Confederaciones, la CPCN 

“Se demuestra, la necesidad de la 
estructuración y organización de los 
trabajadores del Estado, no sólo para pelear 
por sus derechos, sino también, para colaborar 
con ese Estado y con ese Gobierno, que 
estaba tratando de hacer una revolución 
profunda en la Argentina: la erradicación de 
la miseria y el sufrimiento del pueblo y lograr 
poner de pie a la Argentina en el tablero 
geopolítico del mundo.”
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pasa a ser integrante de la CGT, nace de esta 
manera la Unión del Personal Civil de la Nación, 
con una importante cantidad de delegados (21) 
en el Comité Central Confederal, convirtiéndose 
en uno de los sindicatos con mayor cantidad 
de representatividad y de afiliación en el mo-
vimiento obrero argentino y por consiguiente 
de la CGT.

Durante todo el gobierno peronista, por la in-
mensidad y monumentalidad de los proyectos, 
los Planes Quinquenales y el nuevo rol del 
estado son considerables las incorporaciones 
de trabajadores al Estado, y era misión de la 
Unión garantizar sus derechos, pero también 
encauzarlos y ponerlos al verdadero servicio de 
la Nación. Con respecto a la función de cada 
trabajador, Perón, durante su estadía como 
Secretario de Trabajo y Previsión declaraba:

“Cada uno de ustedes debe sentirse indispen-
sable, porque el más humilde de los hombres 
juega un rol importante, pues constituye la 
célula que ha de unirse a las demás para salvar 
a la Patria en los momentos en que se halla 
en peligro y para elaborar permanentemente 
su grandeza. Si en esta tierra cada uno no 
se siente indispensable y útil, poco podremos 
hacer nosotros, aunque unamos al pueblo en 
todos los confines de la Nación. Cada uno de 
ustedes debe sentirse, en todo momento, un 
argentino que, sumado a los demás, forme los 
catorce millones de criollos que dan alma y 
fuerza a la nacionalidad”

El proceso iniciado en 1943 termina con la 
Revolución Libertadora de 1955. Comenzará 
la resistencia de los trabajadores ante el nuevo 
orden que quería retroceder en el tiempo a los 
años pre-peronistas. Las riendas del Estado 
pasaban por un proceso de cambio en el sen-
tido mismo del aparato estatal, es decir, que 
los modelos creados para reproducir el orden a 
favor de las minorías ricas estaban siendo uti-

lizados para el bienestar de la mayoría, y eso, 
entre tantas otras cosas, generó un odio que 
no se reconoce desde la batalla de Caseros. 

Así, Buenos Aires se consagra como la primera 
Ciudad del mundo libre en ser bombardeada 
por una de las instituciones que conforman el 
estado nación sin una declaración de guerra, 
asesinando a cientos de sus compatriotas. Esto 
no pasa en ningún momento de la historia de 
la humanidad, porque incluso cuando bombar-
dearon Guernica terminó siendo devastada por 
las milicias de la aviación alemana e italiana, 
pero no por sus compatriotas.

La burguesía apátrida y la oligarquía interna-
cional se van a encontrar nuevamente a cargo 
del Estado, nuevamente a cargo de las riendas 
de nuestro país. Comienza una época oscura 
para nuestro pueblo. 

Sindicato intervenido  
por la dictadura militar 

El peso de la historia es latente y se incremen-
ta. La Unión del Personal Civil de la Nación ha 
construido un sindicato nuevo con los valores 
de la democracia pero sostenido por la memo-
ria, la verdad y la justicia de quienes, además 
de trabajadores públicos, fueron militantes de 
la integridad de la Patria.

Nuestro sindicato tiene un blanco en su historia 
oficial manchada de sangre de compañeros 
que aún estamos reconociendo. En diversas 
seccionales acompañamos el reclamos por 
memoria, verdad y justicia. La causa Paraná de 
Entre Ríos es uno de los casos emblemáticos, 
en el que nuestras Secretarías de Derechos 
Humanos presionan por un efectivo Nunca 
Más.

Con nombre propio: a través de la Agrupación 
Peronista Blanca reivindicamos la trayectoria 
política de nuestros dirigentes que dieron la 
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vida por los valores de la de-
mocracia. Echar luz sobre la 
historia es saldar una deuda 
con nuestros exponentes que, 
enfrentados a una intervención 
que atentaba contra la salud 
de nuestro modelo sindical, 
subyugaba y marcaba traba-
jadores, dejaron su propia vida 
en la lucha. Roberto Repetto 
es uno de ellos.

“Tito”, como se le conocía, fue secuestrado y 
desaparecido en su domicilio de Caballito en 
1978. Es uno de los trabajadores identificados 
por nuestra comisión por la Identidad, decla-
rada de interés en la defensa de los Derechos 
Humanos por la Legislatura Porteña. Para 
entonces Roberto era dirigente de la Unión e 
integrante de la Juventud Peronista. Evidenciar 
su ausencia es necesario para que nuestra his-
toria completa nos demarque los lineamientos 
del futuro.

“El primer trabajador, el primer afiliado”: Naci-
mos del goce de derechos laborales y construi-
mos bases sólidas para la organización. Con 
las banderas del peronismo como horizonte 
atravesamos intervenciones sindicales previas 
a 1976 bregando por el llamado a elecciones. 
Es así que iniciamos 1970, con elecciones que 
designaron al compañero Héctor López como 
Secretario General. Este fue quien condujo las 
seccionales que, en ese entonces, se confor-
maban a partir de los 200 afiliados.

Dada la participación en la Confederación 
General del Trabajo y el surgimiento de orga-
nizaciones sindicales que buscaban legitimidad 
como la Federación Argentina de Trabajadores 
del Estado (FATE) la conducción reparó en la 
necesidad de una real unidad de concepción 
para la unidad de acción. Así fue que el com-
pañero Secretario General inició un trabajo de 
incorporación de las seccionales a la mesa 

e intentó absolver a FATE. Esto fortaleció el 
crecimiento de la Unión pero debilitó la figura 
de Héctor López.

Primero la Patria, después el movimiento, luego 
los hombres: en 1974, el congreso de la Unión 
en Córdoba pidió que el conductor se hiciera 
a un lado. Asumió en su lugar el compañero 
Daniel Villafañe que, hasta ese momento, se 
desempeñaba como Secretario Adjunto. En 
el mismo año, en Mar del Plata se modificó el 
estatuto para que las provincias contaran con 
representación. Así nació la estructura orgáni-
ca que reconoce una seccional por organismo 
de la Administración Pública Nacional (APN) y 
una por provincia.  

El año 1975 nos recibió con la tarea del compa-
ñero López encaminada. Celebrábamos nuevo 
estatuto y una mayor integración regional. Pero 
los procesos dictatoriales llegan para todas las 
personas que abogan por la defensa del estado 
de derecho y nos encontró intervenidos. 

La cruenta dictadura cívico-militar concluyó 
su masiva cacería en 1981. La resistencia de 
jóvenes dirigentes comenzó a mostrarse con 
nombres y apellidos. En 1984, nuevamente 
en democracia, las elecciones erigieron a los 
compañeros Miguel Candore, Rómulo Barreno 
y Andrés Rodríguez como Secretarios General, 
Adjunto y Gremial encargados de la reconstruc-
ción de nuestro gremio. La normalización de 
la Unión sería una labor ardua que tendría el 

“El peso de la historia es latente y se 
incrementa. La Unión del Personal Civil de la 
Nación ha construido un sindicato nuevo con 
los valores de la democracia pero sostenido 
por la memoria, la verdad y la justicia de 
quienes, además de trabajadores públicos, 
fueron militantes de la integridad de la Patria.”



87

Aportes

trabajo, la justicia y la igualdad como valores 
fundamentales para la representación de los 
trabajadores del Estado. Esta es la responsa-
bilidad de ser mayoría.

Recuperación del Sindicato

Junto a la CGT, UPCN marchó a la vanguardia 
de las luchas. Durante el gobierno de Raúl Al-
fonsín se contabilizó un avance; al dejar atrás 
las épocas más oscuras del Estado en manos 
de un gobierno de facto y los trabajadores bajo 
ese yugo. Al transformarse en Ley nacional, 
las recomendaciones de la OIT nomencladas 
como los convenios 151 y 154, los trabajadores 
estatales recibieron la posibilidad de conveniar 
colectivamente y sindicalizarse libremente. En 
este período se avanzó en la discusión salarial 
con la participación de los trabajadores esta-
tales en la Comisión Participativa de Política 
Salarial y otras Participaciones de Empleo que 
sirvió de antecedente al proceso que se inició 
en la década siguiente lo que sería el primer 
Convenio Colectivo de Trabajo. 

Durante la gestión de Carlos Menem, en  1991 
es derogado el viejo escalafón de contratacio-
nes, reemplazado por el Sistema Nacional de 
Profesión Administrativa (SINAPA) como un 
primer paso hacia la profesionalización de las 
y los trabajadores públicos. En 1992 se san-
cionó la primera Ley de negociación colectiva 
del sector público, N° 24.685 que formalizó 
las condiciones de negociación en el sector 
público nacional, instrumento fundamental para 
la reivindicación de nuestros 
derechos. 

En 1998 se firmó el primer Con-
venio Colectivo para la Admi-
nistración Pública Nacional que 
surge a partir del consenso de 
dos partes, el estado empleador 
y la organización sindical repre-
sentativa de los derechos y los 

intereses de los trabajadores de la APN. Este 
es el primer y único convenio colectivo, en el 
mundo, rubricado por un poder ejecutivo nacio-
nal y los trabajadores estatales organizados. 
Durante este período se logró reemplazar el 
Decreto-Ley de la Dictadura que regulaba el 
empleo público, por una Ley de la democracia 
que incorporó derechos laborales de los traba-
jadores estatales reconociéndoles el estatus de 
auténticos trabajadores. 

Gestión sindical, obra social modelo 

Una de las grandes asignaturas pendientes, 
que nos planteamos al recuperar el sindicato 
para los trabajadores, era saldar la falta de 
una Obra Social propia, que por años careció 
el trabajador estatal. Existían institutos mal 
administrados, deficitarios y con servicios de 
baja calidad de cuyo manejo estaban excluidos 
los trabajadores organizados. Frente a este in-
eficiente y caótico panorama nuestro sindicato 
propuso y luchó para unificar los aportes en una 
sola obra social sindical con un definido conte-
nido social y preventivo de la salud. Así se fue 
gestando hasta su creación Unión Personal.

Fue así que nuestro sistema de salud logró 
situarse a la vanguardia en cuanto al desa-
rrollo médico tecnológico, y la evolución del 
conocimiento biológico, entre otros campos 
respondiendo siempre al llamado de que todos 
los recursos estén disponibles para nuestros 
afiliados. Es importante destacar en este sen-
tido, la importancia del sistema solidario: los 

“La normalización de la Unión sería una labor 
ardua que tendría el trabajo, la justicia y la 
igualdad como valores fundamentales para la 
representación de los trabajadores del Estado. 
Esta es la responsabilidad de ser mayoría.”
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aportes del 3% que se debitan del salario de 
cada afiliado de la Administración Pública Na-
cional, son destinados al sostenimiento de los 
servicios ofrecidos por nuestra obra social in-
dependientemente del uso que cada trabajador 
haga de los mismos. Esto permite hablar como 
realidad efectiva de un sistema solidario. Esta 
política sindical se gestó con el firme objetivo 
de lograr el máximo bienestar para los afiliados. 

Unión Personal entrega servicios de salud a 
más de 700.000 beneficiarios, cifra que aumen-
ta a diario gracias a la confianza que genera 
nuestro sistema de salud solidario. En los últi-
mos años, el crecimiento de Unión Personal y 
la satisfacción de sus beneficiarios promovieron 
la expansión de nuestra organización y la ca-
pacidad de ofrecer una opción superadora, la 
cual se denominó Accord Salud.

Accord Salud hoy en día compite con las pre-
pagas más reconocidas del país. Esto es un 
logro del sistema solidario y de la buena gestión 
que el nuestro sindicato ha demostrado en las 
últimas décadas. 

Nos enorgul lece 
contar con impor-
tantes y prestigio-
sos centros propios, 
como el Sanatorio 
Anchorena, ubica-
do entre las calles 
Pueyrredón y Peña, 
de la Ciudad Autó-

noma de Buenos Aires. Se trata de uno de 
los centros sanatorios con mayor aceptación 
en todo el territorio nacional. Esta estructura 
se encontraba totalmente inoperativa en la 
década de los 90, y no es sino hasta el año 
2003, cuando UPCN se hace propietario de 
las instalaciones y con una visión de empren-
dimiento exitoso, inicia la reestructuración de 
su estructura física durante cuatro años con-
secutivos, logrando reactivar las actividades 
administrativas y comerciales a partir del año 
2008. El Instituto Quirúrgico del Callao, si bien 
este instituto data del año 1924, no fue hasta el 
año 1998 que se inaugura como tal, propiedad 
de Unión Personal. Desde aquí, se ofrece a 
todo el público y afiliados, una calidad de ser-
vicio excepcional y una atención amplia, que 
cubre un promedio de 800 cirugías al mes, así 
como una diversidad de estudios avanzados y 
procedimientos especiales, mediante el uso de 
equipos innovadores y vanguardistas, de última 
generación. El Sanatorio Itoiz es un referente 
de salud en la Zona Sur. Una adquisición de 
Unión Personal en el año 2014, que actual-

mente está convertido en un 
centro integral de salud, des-
de donde se ofrece una gran 
cantidad de servicios médi-
cos y atención especializada. 
Además cuanta con más de 
cuatro centros ubicados en 
Caballito, Microcentro, Mon-
serrat y Almagro que cuentan 
con la tecnología necesaria 
para sentirte como en casa.

“En 1998 se firmó el primer Convenio Colectivo para 
la Administración Pública Nacional que surge a partir 
del consenso de dos partes, el estado empleador y la 
organización sindical representativa de los derechos y 
los intereses de los trabajadores de la APN.”

“Nos enorgullece contar con importantes y 
prestigiosos centros propios, como el Sanatorio 
Anchorena, ubicado entre las calles Pueyrredón 
y Peña, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
Se trata de uno de los centros sanatorios con 
mayor aceptación en todo el territorio nacional.”
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Con el fuerte convenci-
miento de mejorar día a día 
la calidad en la atención 
de la salud de nuestros 
afiliados a la Obra Social 
y seguir acompañándolos 
en todo momento, procu-
ramos brindar una nueva 
solución ante la creciente 
necesidad de cobertura 
médica tanto en Capital Federal como en 
Gran Buenos Aires. En  2018 inauguramos el 
Sanatorio Anchorena San Martín, ubicado en 
Villa Lynch, Partido de San Martín, Provincia 
de Buenos Aires a 10 minutos de la Ciudad de 
Buenos Aires. Las obras comenzaron en enero 
2015 y finalizaron en 2018. El nuevo centro 
asistencial cuenta, dentro de sus 12.000 m2 de 
extensión, con equipamiento de última genera-
ción, desarrollando un proyecto médico integral 
que fue más allá de todas las expectativas. 
Nos enorgullece poder afirmar que con esta 
acción sindical generamos más de 800 nuevos 
puestos de trabajo que sostendrán diariamente 
la actividad del Sanatorio.

Por otra parte, se incorporó también, por 
decisión política del sindicato, un sistema de 
co-seguro. Se trata de un descuento adicional 
del 30% en medicamentos del vademécum 
pensando siempre en lograr el mayor bienestar 
de la familia estatal.

Hemos atravesado tiempos adversos, conti-
nuamos trabajando para profundizar nuestro 
proceso de actualización permanente soste-
niendo los principios solidarios y adaptándonos 
a las condiciones dinámicas del escenario 
económico.

Por todo esto, hoy nos convertimos en referen-
tes del sistema de salud argentino. Crecemos  
basándonos en las experiencias compartidas, 
contemplando las necesidades de infraes-
tructura, y sobre todo, enfocándonos en la 
calidad humana de quienes integran nuestra 
organización. 

Hoy nos encontramos con una historia marcada 
y un horizonte que siempre apunta hacia la 
armonía de un Estado al servicio del Pueblo 
Argentino, nosotros los trabajadores somos 
los protagonistas de ayer y de hoy. El futuro 
nos encontrará como siempre, organizados y 
solidarios

“Por otra parte, se incorporó también, por decisión 
política del sindicato, un sistema de co-seguro. 
Se trata de un descuento adicional del 30% 
en medicamentos del vademécum pensando 
siempre en lograr el mayor bienestar de la familia 
estatal.”
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esumen Ejecutivo

El trabajo tiene como objetivo des-
cribir la trayectoria histórica de la 

planificación en el Estado argentino (en parti-
cular la planificación a gran escala nacional), 
relevando las principales experiencias. Se 
sostiene que, durante el período 1946-1976, el 
Estado impulsó el desarrollo a escala nacional 

y la planificación ocupó un lugar de primera 
línea que se cristalizó en diversas instituciones 
públicas. Luego del análisis descriptivo, se 
evalúan las diversas líneas argumentativas 
acerca del fracaso de la planificación nacional a 
gran escala destinada al desarrollo económico 
y social. El fin último del trabajo es avanzar 
en la construcción de conocimientos sobre 
planificación con el propósito de aportar insu-
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mos teórico-metodológicos a la administración 
pública argentina en el contexto de la crisis por 
el COVID-19.

1. Introducción a la temática

La planificación traduce lineamientos políticos 
y puede servir también como medio para la 
construcción de un proyecto de desarrollo para 
el país. Bajo esa mirada, este “carácter político” 
de la planificación (Friedmann, 1963) excede 
los aspectos meramente técnico-instrumen-
tales, y requiere acordar posturas y también 
confrontar con diversos actores sociales. En 
el presente trabajo nos referiremos a esta 
acepción amplia de la planificación, que en-
tendemos fue cristalizada en experiencias de 
planificación pública a gran escala como, por 
ejemplo, la planificación peronista y la planifica-
ción desarrollista, casos icónicos que intentaron 
proyectar el desarrollo nacional a largo plazo 
de la Argentina.

Desde luego, el concepto de desarrollo es 
una construcción histórica que no tiene una 
única definición. Aunque puede decirse que 
desarrollarse implica el proceso por el cual 
un país progresa y crece económica, social 
o cultural- mente, la definición de desarrollo 
es polivalente, multidimensional y objeto de 
permanentes disputas (Sunkel, 1976). En el 
artículo, hablar de desarrollo significa indagar 
en las formas en las que un país periférico 
como la Argentina intenta lograr un cambio 
estructural que le permita básicamente revertir 
las relaciones asimétricas con el centro mundial 
(Sotelo Maciel, 2013).

El desarrollo implica entonces un proceso 
integral y amplio de transformación de una rea-
lidad históricamente determinada. Encarar un 
proceso de estas características implica que el 
Estado y la sociedad definan qué país quieren, 
cómo debería ser y cómo alcanzar esa situa-
ción deseada apelando a una serie de políticas 

concretas. Estas políticas intentaron ser, en el 
período analizado en el presente trabajo (1946-
1976), planificadas por el Estado y, en algunos 
casos, concertadas con la sociedad civil.

Justamente, para indagar en la manifestación 
de estas concertaciones, cuando hablamos de 
Estado nos referimos no solo a una organiza-
ción que articula un conjunto de instituciones 
estatales, paraestatales y sociales con deter-
minadas funciones y objetivos, sino también 
a una organización que es expresión de 
determinados compromisos que se procesan 
entre el Estado y la sociedad (Abal Medina & 
Cao, 2012). Esta doble mirada (Estado como 
conjunto de instituciones, pero también como 
expresión de acuerdos sociales) implica tam-
bién un juego de interrelación mutua:“(…) el 
Estado debe ser considerado como un actor 
que posee iniciativa y autonomía propias y, por 
ende, que configura aspectos sustanciales de 
la realidad social. Pero ello no debe impedir 
visualizarlo también como una institución con-
dicionada y estructurada por el conjunto de 
las relaciones sociales (…)” (Abal Medina & 
Cao, 2012, p. 34). Un abordaje bidimensional 
permite indagar en el papel que tuvo el Estado 
argentino como impulsor de la planificación a 
gran es- cala destinada a dirigir el desarrollo 
nacional, sin dejar de lado el análisis de las 
presiones de los actores sociales, como así 
también las condiciones que impuso la coyun-
tura histórica. La indagación en la dinámica que 
adoptó de la planificación a gran escala en la 
Argentina durante un período de treinta años 
puede aportar información, salvando las dife-
rencias, acerca de cómo gestionar en el siglo 
XXI, el involucramiento de los actores sociales 
más relevantes de la sociedad argentina, en un 
contexto especialmente traumático producto de 
la crisis COVID-19. 

En ese sentido, también se prestará atención 
a la tarea de las instituciones de participación 
corporativa en la planificación, como es el 
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caso del Consejo Económico y Social (CES). 
El abordaje de este tipo de instituciones se 
realizará desde la perspectiva neocorporativista 
(Schmitter, 1989). Ahora bien, en el artículo se 
considera que el alcance y las características 
de la planificación implementada están ínti-
mamente relacionados con el rol que adopta 
el Estado en la sociedad. Durante la etapa 
analizada (1946-1976), el Estado fue concebido 
como protagonista del desarrollo nacional (en 
particular, vinculado al impulso de la industria)
y la planificación pública ocupó un lugar de 
primera línea a la hora de organizar las políticas 
públicas y brindar una visión de país a largo 
plazo. Por el contrario, luego del golpe militar de 
1976 el rol del Estado como motor del desarrollo 
fue puesto en duda y, por ende, la planificación 
como instrumento de gestión pública quedó 
vinculada a cuestiones operativas de menor 
importancia.

Por supuesto, la tipificación del período (1946-
1976) es homogeneizante y se podrá argumen-
tar, con razón, que hubo grandes matices a 
su interior. El modelo de crecimiento industrial 

del primer gobierno peronista 
tuvo significativas diferencias 
con el desarrollismo pos-
terior. A su vez, ni siquiera 
durante los años desarro-
llistas hubo homogeneidad 
en las políticas estatales, ya 
que “(…) los gobiernos que 
se sucedieron luego del 55´ 
mostraron una alta confron-
tación entre líneas liberales 

y desarrollistas, produciéndose continuos 
avances y retrocesos que impidieron una po-
lítica económica coherente” (García Delgado, 
1994, p. 69). En aquellos años, asimismo, se 
penduló entre Estados desarrollistas y Estados 
autoritario-modernizantes (Graciarena, 2014). 
No obstante estos matices, las características 
centrales de la etapa en relación al rol protagó-
nico del Estado (Abal Medina & Cao, 2012) y 
a las características de la planificación pública 
a gran escala permiten establecer puntos en 
común1.

En suma, la planificación a gran escala invo-
lucró en nuestro país grandes objetivos de 
desarrollo y habitualmente se combinó con 
un rol interventor y protagónico del Estado, es 
decir, un Estado con la voluntad y la capacidad 
de hacer y, en algunos casos, de establecer 
acuerdos amplios con actores de la sociedad 
civil. En ese sentido, cabe preguntarse: ¿qué 
Estado surgirá en el escenario post-pandemia? 
¿Qué tipo de planificación? ¿A qué actores se 
involucrará y cómo?

“Durante la etapa analizada (1946-1976), el 
Estado fue concebido como protagonista del 
desarrollo nacional (en particular, vinculado al 
impulso de la industria) y la planificación pública 
ocupó un lugar de primera línea a la hora de 
organizar las políticas públicas y brindar una visión 
de país a largo plazo.”

1 Sobre las etapas que, a grandes rasgos, discriminan los períodos históricos según las características del Estado argentino, nos 
dice Abal Medina: “Existe un consenso amplio en la historiografía argentina acerca de la delimitación de tres etapas centrales 
en el desarrollo contemporáneo de nuestro país: el modelo agroexportador (1880-1930), con un Estado liberal; el modelo de 
industrialización sustitutiva de importaciones (1930-1970), con un Estado de bienestar keynesiano; y el modelo neoliberal, con 
un Estado también neoliberal (1970- 2001)” (Abal Medina, 2012:61). El presente trabajo realizará una periodización similar.
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2.1. Los inicios de la planificación  
argentina a gran escala (1930-1944)

El impulso de la planificación en la Argentina 
fue un proceso que germinó, sobre todo, luego 
de la crisis del treinta. Con la ruptura del orden 
económico internacional, el Estado argentino, 
como la mayoría de los Estados latinoameri-
canos2, comenzó a explorar  herramientas de 
planificación a gran escala, destinadas a esta-
blecer criterios mínimos para la acción estatal. 
Los intentos, no obstante, se enmarcaban en un 
“intervencionismo defensivo” del Estado (Oría, 
1944): ante la profunda recesión y el elevado 
desempleo, los gobiernos se vieron obligados 
a intervenir a pesar suyo. Así, “(…) las élites 
dominantes marcharon muchas veces a la zaga 
de los acontecimientos teniendo que tomar me-
didas contra sus profesados principios y hasta 
a veces adversas a sus reconocidos intereses” 
(Graciarena, 2014, p.239)3.

Los primeros intentos planificadores en el 
marco del intervencionismo defensivo fueron 
conocidos como experiencias de “protoplanifi-
cación” (Oyuela, 1976). En el año 1933, con el 
fin de proteger la producción agroexportadora 
y dar mayor autonomía a la política monetaria, 
el gobierno elaboró el primero de los planes 
argentinos: el “Plan de Acción Económica 
Nacional”. Pese a que se interrumpió prema-
turamente, la experiencia derivó en la creación 
del Banco Central de la República Argentina 
(BCRA) y de una serie de juntas reguladoras 
del sector agropecuario.

A pesar de que el intervencionismo estatal 
era considerado por sus propios impulsores 
como un momento pasajero, el estallido 
dela Segunda Guerra Mundial en 1939, sin 
embargo, sepultó cualquier esperanza de la 
dirigencia argentina de retornar al viejo modelo 
agroexportador y a un Estado de funciones 
limitadas. Nuevamente, los flujos comerciales 

se  resintieron y la demanda 
de productos primarios de la 
Argentina entró en declive. 
En un marco recesivo, en 
1940 se lanzó el segundo 
gran plan argentino, llamado 
“Programa de Reactivación 
Nacional”, más conocido 
como “Plan Pinedo-Prebisch” 
debido a sus principales 
ideólogos. Frente a la impo-
sibilidad de continuar con el 
modelo agroexportador en 
un contexto internacional 
adverso, el gobierno consi-

“En el año 1933, con el fin de proteger la 
producción agroexportadora y dar mayor 
autonomía a la política monetaria, el gobierno 
elaboró el primero de los planes argentinos: el 
“Plan de Acción Económica Nacional”. Pese a que 
se interrumpió prematuramente, la experiencia 
derivó en la creación del Banco Central de la 
República Argentina (BCRA) y de una serie de 
juntas reguladoras del sector agropecuario.”

2 Algunas de las experiencias más importantes de aquellos primeros años fueron los planes sexenales de México entre 1930 y 
1939, y el “Plano Especial de Obras Públicas e Aparelhamento da Defesa Nacional”, plan quinquenal del gobierno de Getúlio 
Vargas lanzado en 1939 (Leiva Lavalle, 2010).
3 La ampliación de las capacidades estatales también tuvo su correlato, por ejemplo, en los instrumentos federales. En 1935 
se establece la Coparticipación Federal de Impuestos, un sistema tributario que, con muchas modificaciones, aún impera en la 
Argentina (Barrientos, 2010).
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deraba necesario promover la industrialización, 
aunque hegemonizada por el sector de la 
industria vinculado a la oligarquía pampeana 
(Llach, 1984). Justamente, la participación de 
ese sector político-económico se institucionali-
zó desde el propio Estado, creándose espacios 
institucionales para la articulación del Plan 
con los actores económicos -espacios que, 
en la práctica, servían para imponer intereses 
privados e influir en las políticas intervencio-
nistas que comenzaba a aplicar el Estado 
argentino (Berrotarán, 2002)-, entre los que 
destaca especialmente el Consejo Económico 
y Social (CES) creado en el año 1939. La ins-
titución sería retomada posteriormente por la 
planificación peronista, aunque bajo una óptica 
completamente diferente (Jáuregui, 2005).

A pesar de no haber sido aplicado, el Plan 
Pinedo de 1940 impulsó la creación de buro-
cracia especializada y de valiosas instituciones 
como el CES, además de instalar en la agenda 
pública la necesidad de planificar la economía 
bajo un modelo de desarrollo que incorporara 
la cuestión de la industrialización mercado 
internista. En la práctica, por supuesto, la 
industrialización sustitutiva ligada a los bienes 
de consumo interno era, para fines de los años 
treinta, un sector pujante, aunque todavía no 
tenía la visibilidad pública correspondiente a su 
relevancia productiva. El Plan Pinedo colaboró, 
pues, en poner la cuestión en la primera línea 
de los intereses gubernamentales.

2.2. El CNPG: surgimiento de la  
planificación argentina a gran escala

A principios de la década de los cuarenta, el 
contexto internacional promovía la planificación 

a gran escala y la afirmaba como una de las 
principales herramientas de intervención y 
regulación pública de los mercados. La re- 
construcción europea de la posguerra, el auge 
de los Estados de Bienestar Keynesianos y el 
éxito de los planes quinquenales soviéticos 
para modernizar la industria, promovieron su 
práctica en gran parte del mundo (Lavalle, 
2010). Así, en 1944 se creó en la Argentina el 
primer organismo rector de la planificación pú-
blica nacional, denominado Consejo Nacional 
de Postguerra (CNPG)4, cuya misión principal 
era anticiparse a las consecuencias del fin de 
la Segunda Guerra. El interés del Estado ar-
gentino por institucionalizar la planificación era 
semejante al de otros países5: el CNPG era un 
típico ejemplo de tecno-burocracia planificado-
ra, es decir, una institución del sector público 
de alto nivel profesional y con recursos para 
conducir el proceso de planificación.  Además 
de ser el primer organismo argentino dedicado 
exclusivamente a la planificación general, la 
importancia del CNPG radicó también en haber 
sido el germen de posteriores organismos, en 
particular, la Secretaría Técnica de Presiden-
cia (ST) creada en 1946. El CNPG significó 
también el abandono definitivo del “intervencio-
nismo defensivo” como paradigma de la acción 
pública. La intervención ya no sería una etapa 
pasajera, producto de la crisis internacional o 
la salida de la guerra, sino el eje de acción en 
pos de orientar la economía hacia un rumbo 
industrialista.

El CNPG significó también el abandono defi-
nitivo del “intervencionismo defensivo” como 
paradigma de la acción pública. La intervención 
ya no sería una etapa pasajera, producto de la 

4 ALa CNPG tomó el antecedente de la Comisión Nacional de Reconstrucción Económico Social, creada un año antes, en 1943 
(Oyuela, 1975).
5 Ejemplo icónico de institucionalización de la planificación en aquella época fue la Comisión General del Plan del Estado francés.
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crisis internacional o la sali-
da de la guerra, sino el eje 
de acción en pos de orientar 
la economía hacia un rumbo 
industrialista. 

La dirección del CNPG fue 
encomendada al entonces 
vicepresidente de la Nación, 
Juan Domingo Perón, quien 
realizó un diagnóstico de la 
situación socioeconómica e 
intentó fijar objetivos de largo alcance ante la 
finalización del conflicto bélico. Así, en 1944 
el CNPG elaboró el “Plan Mínimo de Acción 
para el Período de Postguerra”, compuesto por 
estudios de obras e inversiones públicas y una 
propuesta de precios máximos de la economía, 
en el marco de una política de industrialización 
masiva del país. Asimismo, en 1946, con la 
victoria electoral de Perón, el CNPG preparó 
una serie de proyectos que desembocaron en la 
nacionalización del Banco Central y la creación 
del Instituto Argentino de Promoción Industrial 
(IAPI), entre otras políticas (Oyuela, 1976). Con 
una intensa labor entre 1944 y 1946, el CNPG 
dejó como saldo un valioso capital humano con 
experiencia en materia de planificación pública 
nacional, además de constituirse como platafor-
ma de gestación de gran parte de las políticas 
económicas del gobierno peronista y base del 
primer Plan Quinquenal (De la Vega, 2017). 
El CNPG implicó también una concentración 
inédita de poder en un organismo destinado a 
la planificación y la coordinación de políticas 
públicas. Con su reconversión en Secretaría 
Técnica de Presidencia (ST), el organismo sería 
estratégico para planificar la intervención del 
Estado argentino a gran escala.

2.3. La planificación peronista: el  primer 
Plan Quinquenal

Luego de las elecciones de 1946, el gobierno 

peronista revalidó la dirección económica: el 
motor del desarrollo sería la industrialización 
masiva, el pleno empleo y la mejora en la re-
distribución. Los medios para consolidar este 
rumbo serían la protección arancelaria, los 
subsidios, y la nacionalización y creación de 
empresas públicas. En este marco, la planifi-
cación a gran escala se presentaba como una 
herramienta central para diseñar y darle cohe-
rencia y continuidad a las políticas peronistas.

En 1946 se comenzó a trabajar en el primer 
Plan Quinquenal para el período 1947-1951, to-
mando como antecedente, entre otros, el Plan 
Quinquenal de Obras Públicas 1945-1949. La 
tarea fue encomendada a la ST (creada, como 
se dijo, en 1946 sobre la base del CNPG), 
organismo al que se integró la Secretaría 
Política de la Presidencia (Jáuregui, 2005), el 
Consejo de Coordinación Interministerial y el 
Consejo Federal Coordinador, entre otros. De 
este modo, desde un primer momento, la ST 
consolidó una burocracia planificadora potente 
y del más alto nivel, convirtiéndose en un orga-
nismo prototípico de “planificación concentra-
dora” (Berrotarán, 2003). Esta concentración 
de buena parte de las decisiones sobre las 
políticas públicas tenía sus razones: el aparato 
estatal de mediados de los años cuarenta no 
estaba acostumbrado a un intervencionismo 
agresivo, por ello, la ST debía modernizar la 
administración pública (resolviendo debilidades 
institucionales como la escasez y fragmenta-

“El CNPG significó también el abandono definitivo 
del “intervencionismo defensivo” como paradigma 
de la acción pública. La intervención ya no 
sería una etapa pasajera, producto de la crisis 
internacional o la salida de la guerra, sino el eje 
de acción en pos de orientar la economía hacia 
un rumbo industrialista.”
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ción estadística, o la ausencia de funcionarios 
competentes), con el fin de adaptarla al nuevo 
rol estatal. 

El progresivo intervencionismo del gobierno pe-
ronista se manifestó también en la gravitación 
sobre espacios de articulación con la sociedad 
civil. En ese sentido, el Consejo Económico y 
Social fue recuperado y puesto bajo la con-
ducción de la ST, con el objetivo político de 
lograr los acuerdos corporativos necesarios 
para, entre otras cosas, elaborar el primer Plan 
Quinquenal. Bajo el gobierno peronista, el CES 
cumplió la función de articular posiciones entre 
el Estado y la sociedad civil, privilegiando las di-
rectrices gubernamentales (Berrotarán, 2002). 
La inédita concentración de poder en un orga-
nismo planificador estaba desinada, en suma, a 
construir una visión global de la administración 
pública, vital para un gobierno en formación y 
que había asumido recientemente. Para gene-
rar una visión de conjunto, la ST solicitaba con 
frecuencia planes de acción a cada uno de los 
ministerios (denominados “planes analíticos”), 
que luego eran integrados a un “plan sintético”, 
es decir, la síntesis que representaba el Plan 
Quinquenal en proceso de elaboración6.

Desde luego, una experiencia de planificación 
a gran escala como el Plan Quinquenal no es-
tuvo exenta de complicaciones. Entre ellas, se 
destaca la tensión entre racionalidad técnica y 
viabilidad política; la perspectiva cientificista de 
la ST chocaba frecuentemente con las circuns-
tancias políticas  y económicas que imponían 
límites a sus propuestas técnicas (Berrotarán, 
2003). Por otro lado, si bien la debilidad insti-
tucional del Estado había sido morigerada, su 

capacidad de acción todavía presentaba serias 
deficiencias, y esto se traducía en la imposibi-
lidad de implementar políticas que represen-
taban banderas del gobierno. Estos y otros 
inconvenientes tuvieron como consecuencia 
que muchos de los resultados obtenidos por 
el primer Plan Quinquenal hayan diferido de 
las metas planteadas, sobre todo en materia 
económica (Jáuregui, 2005).7 

A pesar de las falencias propias de una ex-
periencia de una envergadura nunca antes 
vista en el Estado argentino, la tarea de la 
ST y el primer Plan Quinquenal tuvo efectos 
positivos. El aparato estatal fue modernizado 
y se lo puso en condiciones de intervenir en la 
industria, organizarlas inversiones y los servi-
cios públicos. También, gracias al primer Plan 
Quinquenal, el gobierno pudo impulsar políticas 
puntuales como los derechos electorales de la 
mujer o la gratuidad universitaria. En el plano 
político, el primer Plan Quinquenal fue una 
hoja de ruta para un partido gobernante que, 
por su reciente origen, sostenía ideas a veces 
demasiado generales e indeterminadas y que, 
por ello, requerían especificarse en un plan 
de gobierno: el Plan fue el documento donde 
muchos de los ejes doctrinarios del peronismo 
se pusieron de manifiesto. En todos los casos, 
la ST fue el organismo encargado de coordinar 
y controlar su ejecución.

Por último, cabe destacar que el primer Plan 
Quinquenal, a pesar de que no satisfizo las 
aspiraciones del gobierno, es el único plan 
nacional en la historia argentina que consiguió 
completarse (y hacerlo en el plazo previsto): en 
el año 1951 finalizaba su implementación y, 

6 Según Berrotarán (2003), la integración de los planes analíticos se realizaba con escasas o nulas concesiones por parte de la 
ST a los organismos inferiores, y su elaboración estaba estrictamente pautada por manuales distribuidos por ella 
7 Mientras que en algunos sectores la producción del período estuvo por debajo de las proyecciones (es el caso de hilados y 
lavado de lana, papel de obra, acero, soda cáustica, etc.), la producción de otros sectores sobre-cumplió las metas (aluminio 
manufacturado, hilados de algodón, hilados de rayón, etc.).
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por lo tanto, podían evaluarse 
sus resultados. Sea por cues-
tiones políticas (golpes de 
Estado, falta de consensos), 
por impericias técnicas (inade-
cuados modelos y métodos 
de planificación) o por límites 
económicos (frecuentes crisis 
por estrangulamiento exter-
no), ningún otro plan nacional 
en la historia argentina llega-
ría a finalizar su ejecución.

2.3.1. El segundo Plan 
Quinquenal

Reelegido Perón, y luego de 
aplicarse un breve “Plan de 
Estabilización” en 1952, se 
lanzó el segundo Plan Quin-
quenal (1953-1957). El plan 
establecía objetivos relacio-
nados con el aumento de la 
productividad y los niveles de 
ahorro, el equilibrio de la ba-
lanza comercial (incrementan-
do la producción agropecuaria 
al tiempo que se diversifica-
ban exportaciones), la dismi-
nución del gasto público y la 
baja de la inflación, sin aban-
donar el interés por el pleno 
empleo. A diferencia de su 
predecesor, el segundo Plan avanzó también 
sobre la planificación de aspectos culturales y 
deportivos, expandiendo la intervención de ma-
nera considerable. Pero lo que el segundo Plan 
Quinquenal evidenciaba fundamentalmente era 
el interés del gobierno por fomentarla industria 
pesada: a principios de los años cincuenta, el 
modelo de crecimiento horizontal sostenido en 
el consumo interno había alcanzado su límite y 
debía ser transformado (Jáuregui, 2018).

En esta segunda etapa, las instituciones pla-

nificadoras se reformularon. La ST perdió pre-
sencia en las tareas de planificación nacional 
y, a partir de 1954, la Secretaría de Asuntos 
Económicos (SAE) tuvo un rol central en estas 
actividades. Los espacios de articulación y 
consulta con la sociedad civil también sufrieron 
modificaciones; en enero de 1953 Perón creó 
la Comisión Económica Consultiva (CEC), re-
emplazando al CES. La CEC representaba a 
trabajadores, productores, industriales, comer-
ciantes y consumidores (Decreto N° 1516/53), 
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y asesoraba al gobierno en materia de gasto 
público, precios y cumplimiento de las metas 
económicas del plan8.La reformulación de las 
principales instituciones planificadoras de la 
ST y el CES significó una desconcentración 
del diseño y el control de la planificación, dis-
tribuyendo la toma de decisiones9. Esto derivó 
en ineficacias a la hora de cumplir los objetivos 
propuestos.

Es difícil analizarlos resultados del segundo 
Plan Quinquenal, ya que su ejecución fue 
interrumpida por el golpe militar de 1955. Bajo 
sus directrices se logró, no obstante, reducir 
considerablemente la inflación (utilizando con-
troles de precios y salarios) y se incrementó el 
salario real de los trabajadores entre 1952 y 
1955 (que había caído en el año 1949). Asimis-
mo, el gasto público se reasignó a inversiones 
productivas (más que a desarrollo social), y se 
logró el superávit en la balanza de pagos en 
1953 y en 1954. Sin embargo, el crecimiento 
económico estuvo por debajo del proyectado 
y, si bien la industria creció entre 1952 y 1955, 
producciones como el acero, el cemento y los 
tejidos de algodón (Jáuregui, 2005) tuvieron 

resultados insatisfactorios. En 1955 Perón 
fue derrocado, y el segundo Plan Quinquenal 
nunca pudo completarse.

2.4. La planificación desarrollista

A poco de asumir, el gobierno de facto auto-
denominado “Revolución Libertadora” convocó 
a Raúl Prebisch -Secretario Ejecutivo de la 
Comisión Económica para América Latina y 
el Caribe (CEPAL)- para dirigir entre 1955 y 
1956 estudios sobre la situación económica 
argentina. El resultado fue la elaboración de 
un conjunto de documentos10  que luego serían 
denominados “Plan Prebisch”. Aunque estaban 
presentes las ideas desarrollistas, el diagnós-
tico era exageradamente crítico del gobierno 
peronista (Jáuregui, 2013), y por esa razón 
sirvió de argumento para las duras políticas de 
ajuste dela Revolución Libertadora.

Con la victoria electoral de Frondizi en 1958 
se abrió una nueva etapa de la planificación a 
gran escala. Al igual que durante el gobierno 
peronista, la necesidad de desarrollar las in-

dustrias pesadas, superar el 
atraso tecnológico relativo y 
seleccionar las actividades 
que el Estado debía promo-
cionar, impulsó el desarrollo 
de la planificación (Leiva 
Lavalle, 2010).

El gobierno de Frondizi inau-
guró la etapa de “planifica-

“(…) el Plan fue el documento donde muchos de 
los ejes doctrinarios del peronismo se pusieron 
de manifiesto. En todos los casos, la ST fue el 
organismo encargado de coordinar y controlar su 
ejecución.”

8 En la práctica, la Comisión involucró a representantes de la CGT y la Confederación General Económica (CGE), organización 
empresarial creada por José Gelbard en 1952.
9 Para sumar a la dispersión de poder, se creó el Consejo Federal Coordinador de Planes de Gobierno, espacio en el que partic-
ipaban autoridades provinciales y estaba encargado de controlar la evolución de los planes federales (Jáuregui, 2005).
10 Los documentos son el “Informe preliminar acerca de la situación económica” y los estudios “Moneda sana o inflación incon-
tenible” y “Plan de restablecimiento económico”.
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ción desarrollista” en la Ar-
gentina (Tereschuk, 2007), 
la cual se desplegaría hasta 
principios de la década de 
los setenta. El modelo de-
sarrollista fue el paradigma 
económico que, a partir de 
1958, no solo guio la planifi-
cación, sino casi la totalidad 
de la acción estatal argen-
tina. De raíz estructuralista 
y cepalina, y con influencia 
del dependentismo, el diagnóstico desarrollista 
sostenía que los países latinoamericanos esta-
ban insertos como economías exportadoras de 
materias primas en un mercado internacional 
en el que los términos de intercambio para 
aquellos productos eran decrecientes. Incluso 
los países periféricos que habían logrado im-
pulsar una industrialización sustitutiva, como 
la Argentina, eran muy dependientes de los 
insumos importados, necesarios para moder-
nizar su entramado industrial. La situación de 
dependencia provocaba un estrangulamiento 
externo que desembocaba en espirales inflacio-
narias, devaluaciones y bajas tasas de ahorro 
(Diamand, 1972). Frente a este diagnóstico, el 
desarrollismo proponía un Estado que intervi-
niera para impulsar el dinamismo del sector 
industrial, corrigiendo “los fallos del mercado” y 
generando los incentivos (cambiarios, fiscales, 

crediticios, etc.) para movilizar recursos hacia 
las industrias estratégicas11.

Pero el principal impulso de la planificación 
argentina a partir de los años sesenta no fue 
producto exclusivo de la hegemonía teórica 
del desarrollismo, sino también de un aconte-
cimiento externo. En 1961, Washington lanzó 
la Alianza para el Progreso, un programa de 
ayuda económica regional con el fin de lograr, 
según su documento fundacional, el crecimien-
to económico, la eliminación del analfabetismo, 
la transformación de los sistemas de tenencia 
de la tierra y la extensión de los servicios de 
salud (Alianza para el Progreso, 1961). El mo-
tivo de fondo era el temor norteamericano, en 
el contexto de la Guerra Fría, de que la exitosa 
revolución cubana se contagiara hacia otros 
países de la región. Al amparo de Washington, 
los gobiernos latinoamericanos firmaron la 

“El resultado fue la elaboración de un conjunto de 
documentos que luego serían denominados “Plan 
Prebisch”. Aunque estaban presentes las ideas 
desarrollistas, el diagnóstico era exageradamente 
crítico del gobierno peronista (Jáuregui, 2013), y 
por esa razón sirvió de argumento para las duras 
políticas de ajuste dela Revolución Libertadora.”

11 Las propuestas desarrollistas eran, en verdad, una elaboración conceptual de políticas que ya se aplicaban con anterioridad por 
gobiernos nacional-populares de Latinoamérica (entre ellos, el gobierno peronista). La noción cepalina de “Estado Planificador” 
fue, por un lado, un concepto inédito de intervención estatal, pero, por otro, el redescubrimiento de un tipo de Estado que, en 
los hechos, ya actuaba en distintos países de la región (García Delgado, 1994). Sin embargo, el modelo desarrollista exhibía 
importantes diferencias con respecto al modelo populista. Compartían desde luego la voluntad de fortalecer el intervencionismo 
estatal, además de cierto sesgo nacionalista, pero se diferenciaban en un aspecto central: el énfasis del Estado desarrollista estaba 
puesto en el crecimiento de la economía, mientras que el Estado populista se había centrado esencialmente en la redistribución. 
De ese modo, el desarrollismo, en la práctica, invertía la conexión populista fundamental, postergando la aplicación de políticas 
de bienestar hasta que se hubiera crecido lo suficiente como para poder redistribuir (Graciarena, 2014). 
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Carta de Punta del Este y se comprometieron 
a realizar un esfuerzo común para alcanzar 
los objetivos de desarrollo12. Para acceder a 
los préstamos y ayudas que proporcionaba 
Estados Unidos, los gobiernos debían elaborar 
planes a gran escala e institucionalizar su dise-
ño y ejecución13, factor que fue determinante en 
la proliferación de organismos destinados a la 
elaboración de planes nacionales de desarrollo 
en toda la región14.

Bajo este nuevo panorama, Arturo Frondizi 
creó en agosto de 1961 el Consejo Nacional de 
Desarrollo (CONADE), organismo de carácter 
consultivo dependiente de la Presidencia y que 
tenía la responsabilidad de coordinar y elaborar 
los estudios requeridos para la formulación 
de los planes de desarrollo nacional. Para 
el gobierno, el CONADE serviría en el corto 
plazo para canalizar el financiamiento nortea-
mericano15 y, en el largo plazo, se constituiría 
como un consejo económico y social con el 
fin de establecer acuerdos amplios y durade-
ros (Jáuregui, 2013). El objetivo último era la 
constitución de un entramado  industrial capital 
intensivo (independiente de las divisas para 
modernizarse) que posibilitara el salto definitivo 
hacia el desarrollo económico. A pesar de que 

la planificación conducida por el CONADE se 
había pensado como una herramienta central 
del Estado argentino, lo cierto es que, durante 
la presidencia de Frondizi, el organismo poco 
pudo hacer a los condicionamientos  militares, 
se sumaron las propuestas desarrollistas del 
gobierno radical, tendientes a racionalizar la 
economía y aumentar las inversiones extran-
jeras. Esas políticas implicaban un ajuste de 
las condiciones laborales que el peronismo no 
estaba dispuesto a aceptar, menos aún en un 
contexto de proscripción. La debilidad política 
de Frondizi le dejaría poco margen al CONADE 
para elaborar un plan nacional de desarrollo.

Luego de la destitución de Frondizi en 1962, y 
el breve interregno militar de José María Guido 
como presidente de facto16, Arturo Illia asumió 
como presidente en 1963. Bajo su mandato, el 
CONADE fue reestructurado, incluyendo en el 
Consejo de Representantes a actores institu-
cionales de peso como el BCRA y el Consejo 
Federal de Inversiones (CFI)17.

Poco tiempo después de su reestructuración, 
el organismo presentó en el Senado el “Plan 
Económico”, una suerte de plan transitorio 
mientras se preparaba el primer Plan Nacional 

 
12  El antecedente que se tenía a la vista era la recuperación europea de posguerra a partir del Plan Marshall.
13  En su “Título Segundo”, la Carta de Punta del Este era taxativa: “(…) para alcanzar los objetivos antes expuestos se requerirán las 
siguientes condiciones: Que se ejecuten, de acuerdo a los principios democráticos, programas nacionales de desarrollo económico 
y social, amplios y bien concebidos, encaminados a lograr un crecimiento autosuficiente” (Alianza para el Progreso, 1961:737).
14 El impulso de la Alianza para el Progreso fue breve. La fallida invasión norteamericana en Playa Girón y el cambio de política 
exterior del presidente Johnson, sumado a la resistencia de muchos países latinoamericanos a la Carta de Punta del Este, de-
terminaron la decadencia precoz de la Alianza para el Progreso (Jáuregui, 2013). A pesar de ello, el interés por la planificación 
estatal seguiría vigente.  
15 Con esa idea, el CONADE absorbió la Comisión Nacional de Administración del Fondo de Apoyo al Desarrollo Económico 
CAFADE, organismo encargado de la cooperación financiera con EE.UU.
16 Guido designó un equipo económico liberal con figuras como Federico Pinedo y José Alfredo Martínez de Hoz. En ese marco 
político, el CONADE aumentó su dotación de profesionales y se crearon dos programas de investigación productos del convenios 
entre CONADE y CEPAL. Los programas se dedicaron a estudiar la calidad del gasto y las fuentes de recaudación (Jáuregui, 2014) 
y abrieron la puerta, en contraste con la gestión de Frondizi, a la participación de la CEPAL en la planificación pública argentina.
17 El Consejo Federal de Inversiones (CFI) es una entidad de planificación interprovincial creada en 1959 cuyo principal objetivo 
continua siendo el desarrollo productivo regional.
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de Desarrollo (PND) argentino. Para cumplir 
con ese fin, el CONADE colaboró con el Insti-
tuto Latinoamericano de Planificación Econó-
mica y Social (ILPES) de la CEPAL18, como así 
también como con la Organización de Estados 
Americanos (OEA) y el Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID), incorporando a su vez nue-
vas metodologías y profesionales, y reforzando 
el perfil tecnocrático de la institución.

El resultado del trabajo fue la publicación en 
1965 del “Plan Nacional de Desarrollo 1965-
1969”. El documento, típico plan indicativo de 
estilo francés19, asumía que el Estado, más que 
obligar, debía influir en los agentes económicos 
indicando cuáles eran los ejes estratégicos de 
su gestión, su política fiscal y monetaria, y las 
inversiones en materia de servicios y obras 
públicas. El PND de Illia presentaba diferencias 
sustanciales con respecto a los planes quinque-
nales peronistas20, pero, al igual que ellos, le 
daba centralidad al sector industrial (CONADE, 
1965). El rol estratégico de la industria en el 
desarrollo no  se discutía: lo que se pretendía 

era reconvertir el sector in-
dustrial para que fuera capaz 
de modernizarse y promover 
una sustitución compleja de 
importaciones. En cuanto 
a los aspectos técnico-me-
todológicos, autores como 
Tereschuk (2007) consideran 
que el PND fue el intento más 
serio de planificación nacional 

para el desarrollo. En su elaboración trabajaron 
quinientas personas y se aplicaron modernas 
matrices de insumo-producto, revisiones del 
PBI, perfeccionamiento de estadísticas nacio-
nales (a tal punto que su labor luego decantaría 
en la creación del INDEC) y encuestas a em-
presarios para relevar expectativas (Jáuregui, 
2013). No obstante, a pesar de su excelente 
factura, el PND nunca fue implementado, lo 
que habla de la falta de capacidad del CONA-
DE, y del propio gobierno, para construir una 
base de apoyo político del plan21. Como señala 
Sikkink (1993) “La importancia del Estado en 
la formulación e instrumentación de políticas 
no significa solo su aptitud técnica para trazar 
y cumplir planes de desarrollo, sino también 
el grado en que es capaz de generar apoyo o 
acatamiento a su política económica a través 
de un proceso político que se percibe como 
legítimo” (1993:572).

Pese a la fallida aplicación del PND, el CONA-
DE tuvo cierto éxito en crear una burocracia ca-
paz de diseñar un plan nacional que, en cuanto 

“El PND de Illia presentaba diferencias 
sustanciales con respecto a los planes 
quinquenales peronistas, pero, al igual que ellos, 
le daba centralidad al sector industrial (CONADE, 
1965).El rol estratégico de la industria en el 
desarrollo no se discutía.”

18  El ILPES fue fundado en 1962 por el Secretario General de la CEPAL, Raúl Prebisch. El instituto sigue existiendo hasta el día 
de hoy, y tiene una fecunda trayectoria en materia de planificación.  
19 Incluso Etienne Hirsch, ex comisario del comité de planificación de Francia, fue contratado como asesor técnico por el CONADE.
20 La planificación peronista no tenía un sesgo economicista tan marcado como el de la planificación desarrollista. Además, en 
el caso del peronismo, “(…) su desconfianza hacia la economía de mercado y su preferencia por los ´precios políticos´ parecían 
colocarlo en una posición intermedia entre el inductivismo a través de incentivos selectivos al sector privado- y la planificación 
compulsiva, de fuerte contenido estatal” (Jáuregui, 2013:244).
21 Pese a que se quisieron crear comités que incorporaran la participación directa de empresarios y trabaja- dores para ampliar 
la base de sustentación política, esto nunca pudo ser llevado adelante. 
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al diseño, estuvo al nivel de las principales 
experiencias internacionales de aquellos años. 
Las previsiones económicas enumeradas por el 
PND se confirmaron hacia 1969, demostrando 
la seriedad de los estudios. Sin embargo, el 
plan nunca pudo ser implementado en la difícil 
coyuntura. La proscripción del peronismo, el 
bajo porcentaje de votos que lo invistió a Illia 
como presidente, la presión de las Fuerzas 
Armadas y la limitada presencia de la UCRP 
en el Congreso fueron obstáculos  estructu-
rales del gobierno. A estos condicionantes se 
le sumaron la oposición del capital financiero 
liderado por el Fondo Monetario Internacional 
(FMI) y los ataques de la prensa. Hacia el final 
del mandato  radical, la Confederación General 
del Trabajo (CGT), la Unión Industrial Argentina 
(UIA) y la Confederación General Económica 
(CGE) también se enfrentaron a Illia. El 24 de 
junio de 1966 se produjo el golpe de Estado.

2.4.1. La planificación desarrollista en el 
Estado burocrático autoritario

En materia de planificación nacional, el gobier-
no militar al mando de Juan Carlos Onganía 
(1966-1970) impulsó lo que sería conocido 
como “Sistema Nacional de Planeamiento” 
(Oyuela, 1976). Bajo una apariencia técni-
co-científica y apolítica, el sistema era extrema-
damente jerárquico y de profundos rasgos anti-
democráticos, aspectos que se correspondían 
con las pretensiones del “Estado Burocrático 
Autoritario” dirigido por el gobierno de facto 
(O´Donnell, 1982)22. Desde un primer momento, 
la “Revolución Argentina” se propuso resolver 

el relativo atraso económico del país por la vía 
autoritaria (Jáuregui, 2018) y, en ese marco, 
“(…) concibió el manejo del Estado como un 
ejército o como una empresa eficiente: a la 
confrontación opuso la unidad de objetivos; a la 
política, la planificación. La fractura de la socie-
dad quedaba abolida por un acto de voluntad; 
la sociedad debería aprender a trabajar por los 
mismos intereses (…)” (Cao, Laguado Duca & 
Rey, 2015:47). De este modo, la planificación 
nacional dirigida unilateralmente desde la cús-
pide del gobierno se volvió un eje central de su 
idea de modernización económica23. A poco de 
asumir, Onganía creó en septiembre de 1966 
el Sistema Nacional de Planeamiento, e integró 
en él dos grandes estructuras públicas: el Siste-
ma Nacional de Planeamiento y Acción para el 
Desarrollo (dirigido por el CONADE) y el Siste-
ma Nacional de Planeamiento y Acción para la 
Seguridad -dirigido por el Consejo Nacional de 
Seguridad (CONASE)- .En 1968 creó también 
el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología 
(CONACYT), encargado de formular la política 
científica y técnica.

En la perspectiva autoritaria del gobierno, el 
orden interno y la modernización económica 
eran vistos como dos caras de la misma mo-
neda. Por ello, en paralelo a la reestructuración 
de la economía argentina, el CONASE elaboró 
planes para luchar contra la infiltración de 
“ideologías foráneas”, en clara alusión al comu-
nismo, aunque, en verdad, la dictadura estuvo 
más preocupada por sofocar manifestaciones 
populares vinculadas al proscrito peronismo. 
Una de ellas, “el Cordobazo”, sentenciaría, de 
hecho, el gobierno de Onganía. En cuanto a los 

22 También denominado Estado autoritario-modernizante (Graciarena, 2014). 
23  La orientación del gobierno era industrialista, pero bajo la impronta ortodoxa de Adalbert Krieger Vasena se pretendió racio-
nalizar la estructura productiva argentina integrándola al capital extranjero. Además, el combate contra la inflación fue entendido 
unívocamente como represión salarial.
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resultados concretos del sistema, 
además de los informes del CO-
NADE destinados al diseño de las 
obras públicas para reparticiones 
como Energía o Transporte, pue-
den destacarse tres documentos: 
“El Plan Nacional de Desarrollo 
1970-1974” (de 1970); el “Plan 
Tentativo Nacional de Desarrollo 
1971-1975” (también de 1970); y 
el “Plan Nacional de Desarrollo y 
Seguridad 1971-1975” (de 1971). 
Los documentos fueron sucesivas 
ampliaciones del mismo plan24, 
pero el último de ellos incorporó las 
demandas de las organizaciones 
de representación corporativa de la 
sociedad civil, signo dela apertura 
política promovida por la presidencia de facto 
de Levingston25. El último PND —conducido por 
el Ministro de Economía Aldo Ferrer y el Secre-
tario del CONADE, Javier Villanueva— estaba 
inspirado tanto en el desarrollismo estructuralis-
ta como en el dependentismo (Jáuregui, 2018). 
Bajo esas perspectivas, el plan realizaba  un  
diagnóstico crítico de la estrategia frondizista de 
asociación de la industria al capital extranjero 
y, por el contrario, apoyaba una industrializa-
ción en la que los sectores más dinámicos de 
la economía (como el acero, la energía, los 
transportes y comunicaciones) estuvieran bajo 
soberanía argentina, y agrupados en “regiones 
de desarrollo”26. Los medios para lograrlo eran, 
entre otros, la creación del Banco Nacional de 

Desarrollo, la ley de “Compre argentino”, la  
reforma del sistema educativo, el desarrollo 
científico y la mejora en la distribución del 
ingreso.

Pese al perfil nacionalista y el método de ela-
boración más participativo del último PND, la 
debilidad política de la dictadura hizo imposible 
su aplicación. A fines de 1971 se produjo una 
nueva crisis económica, tras lo cual Lanus-
se centralizó el CONADE, el CONASE y el 
CONACYT bajo la órbita de la Secretaría de 
Planeamiento y Acción de Gobierno. El nuevo 
organismo se dedicó a la actualización periódi-
ca de un inaplicable PND y a la elaboración de 
documentos solicitados por el presidente, como 
el programa de gobierno de 1973, denominado 
“Proyecto Nacional - Documento de trabajo”.

24 Si bien se dispuso su elaboración en 1968, la confección de los documentos llevó dos años, debido a los cambios frecuentes 
de autoridades en la dirección del CONADE y las diversas ampliaciones de su aparato administrativo.  
25 Esta y otras medidas (como la cooptación de gobernadores o las designaciones de Aldo Ferrer en el Ministerio de Economía 
y de un sindicalista vandorista en el Ministerio de Trabajo) tomaron nota de las protestas populares (como el Cordobazo), en un 
intento de ampliar la base de apoyo político.
26 Propuesta inspirada en la idea de “polos de desarrollo” de François Perroux, popular en aquella época.

“En la perspectiva autoritaria del gobierno, 
el orden interno y la modernización 
económica eran vistos como dos caras de 
la misma moneda. Por ello, en paralelo a la 
reestructuración de la economía argentina, 
el CONASE elaboró planes para luchar 
contra la infiltración de “ideologías foráneas”, 
en clara alusión al comunismo, aunque, en 
verdad, la dictadura estuvo más preocupada 
por sofocar manifestaciones populares 
vinculadas al proscrito peronismo.”
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2.5. El Pacto Social y el Plan 
Gelbard

En 1973, tras el breve gobierno de 
Héctor Cámpora, triunfó electoral-
mente Juan Domingo Perón. Con el 
fin del gobierno militar, el paradigma 
desarrollista perdió vigencia en la 
Argentina, producto de su sesgo 
economicista y su pérdida de legiti-
midad política y social27.

Bajo el gobierno de Perón, la pla-
nificación nacional quedó a cargo 
del ministro de Economía, José 
Gelbard, quien creó la Secretaría 
de Planificación, Programación y 
Coordinación Económica28, respon-
sable de planificar la eco- nomía 
a mediano y largo plazo. Para 
llevar adelante esa tarea, Gelbard 
procuró apoyarse en una serie de 
consensos mínimos entre la CGT, la CGE y el 
Partido Justicialista, bajo el paraguas del “Pac-
to Social”29, acuerdo tripartito que pretendía 
reeditar la alianza de clases entre el empresa-
riado nacional y los obreros30 bajo una clásica 
“concertación corporativista” articulada por el 
Estado (Lehmbruch, 1977). A pesar de las in-
tenciones gubernamentales, actores poderosos 
de la sociedad argentina no adhirieron al Pacto.

Apoyado en el acuerdo social, Gelbard pre-
sentó en 1974 el “Plan Trienal para la Recons-
trucción y la Liberación Nacional 1974-1977” 
(1974), popularmente conocido como “Plan 
Gelbard”. Su objetivo prioritario era contener 
la inflación (bajo el lema “Inflación 0”), pero 
también buscaba, por un lado, una mayor 
participación de los asalariados en la riqueza 
nacional (en un intento de volver a alcanzar el 

“Bajo el gobierno de Perón, la planificación 
nacional quedó a cargo del Ministro de 
Economía, José Gelbard, quien creó la 
Secretaría de Planificación, Programación 
y Coordinación Económica, responsable 
de planificar la economía a mediano y 
largo plazo. Para llevar adelante esa tarea, 
Gelbard procuró apoyarse en una serie de 
consensos mínimos entre la CGT, la CGE 
y el Partido Justicialista, bajo el paraguas 
del “Pacto Social”, acuerdo tripartito que 
pretendía reeditar la alianza de clases entre 
el empresariado nacional y los obreros.”

27 El modelo desarrollista cepalino demostró tener poco interés en la protección y la ampliación de los derechos sociales y políticos, 
o los comprendía como derechos que adquirirían naturalmente luego del pro- greso material. De hecho, las propuestas desar-
rollistas, tanto en Argentina como en el resto de Latinoamérica, fueron aplicadas indistintamente por gobiernos democráticos o 
autoritarios. En ese sentido, para el desa- rrollismo, el compromiso principal del Estado “(…) era con el desarrollo económico, 
del que se derivarían la democracia política, el bienestar general y la modernización de la sociedad” (Graciarena, 2014:244). Sin 
embargo, la promesa desarrollista se diluyó con el paso de los años: ni el crecimiento económico prometido ni la democratización 
política pudieron consolidarse en la región.
28 Dentro de la Secretaría se incorporó el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC) y se creó el Instituto Nacional de 
Planificación Económica (INPE) que reemplazaría al CONADE (Leiva Lavalle, 2010), el Instituto Nacional para la Integración 
Latinoamericana (INPIL) y el Instituto Nacional de la Administración Pública (INAP).
29 El acuerdo político concluyó en el “Acta de Compromiso Nacional la Reconstrucción, la Liberación y la Justicia Social” y se 
promulgó en el Congreso Nacional en 1973. 
30 El acuerdo social tuvo el completo apoyo del presidente Perón: “Entendió el Gobierno que, simultánea- mente, debían sentarse los 
fundamentos de transformación de la Argentina sobre la base de la participación concertada de los tres pilares (…): los trabajadores 
organizados, el empresariado nacional y el Estado”. Discurso completo en el portal Ruinas Digitales (última revisión 09/05/2019).
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fifty-fifty en un período de cuatro 
años) y, por el otro, revertir el 
proceso de desnacionalización 
delas empresas argentinas. El 
plan se ordenaba en veinte le-
yes que pretendían regular las 
inversiones extranjeras, la co-
mercialización agropecuaria, el 
mercado de trabajo, entre otras  
temáticas, además de disponer 
la nacionalización de los depó-
sitos bancarios y la creación de 
una corporación para el desa-
rrollo de la pequeña y mediana 
empresa31. La aplicación de lo pautado en el 
Plan Trienal logró contener la suba de los pre-
cios (a partir de límites estrictos en un grupo 
de trescientos productos básicos) y aumentar 
el salario  real, lo que implicó, de la mano de 
la expansión del gasto público, que la actividad 
interna se fortaleciera y que la participación del 
sector asalariado en el ingreso nacional pasara 
del 35% en mayo de 1973 al 42% en 1974.  La 
primera etapa del Plan Trienal, en este sentido, 
fue exitosa. No obstante, tanto el contexto inter-
no como el externo demostraron ser adversos. 
La primera crisis del petróleo, consecuencia 
del aumento de los precios del combustible 
en 1973, disparó la inflación a nivel mundial y 
Argentina no pudo evitar el impacto. A la crisis 
económica se sumó la política: Perón falleció 
en julio de 1974. Este hecho32 limitó el margen 
político de José Gelbard y su Plan Trienal, y el 

ministro renunció en octubre de 1974. Diecio-
cho meses después, el 24 de marzo de 1976, 
sobrevino el golpe de Estado.

2.6. El declive de la  
planificación nacional  
a gran escala

El Plan Trienal fue el último intento real de 
planificación a gran escala  realizado en Argen-
tina. A partir de 1976 el gobierno de facto puso 
en marcha un modelo económico ortodoxo y 
liberalizador que tuvo como consecuencia, 
además de un terrorismo estatal despiadado, 
el repliegue del sector público y el consecuen-
te declive de la práctica y la institucionalidad 
planificadoras. En un escenario marcadamente 
antiestatista, la planificación se redujo a pro-
puestas de inversión pública y a proyecciones 
presupuestarias.

31 El gobierno procuró diferenciarse de las anteriores experiencias de planificación desarrollista involucrando cuestiones extrae-
conómicas. Asimismo, Perón, al anunciar la puesta en marcha del Plan Trienal en diciembre de 1973, remarcaba: “El presente 
Plan Trienal de Gobierno 1974/1977 no se limita a lo que habitualmente se conoce como un `plan de desarrollo´. No podríamos 
incurrir en el pecado desarrollista de lograr récords que se agotan en sí mismos, sino que anhelamos lograr la plenitud de la 
evolución social y espiritual de la Nación”. Consultado en el portal Ruinas Digitales (última revisión 30/04/2019).  
32 El asesinato de José Ignacio Rucci, uno de los puntales del Pacto Social, el 25 de septiembre de 1973, también significó el 
principio del fin del acuerdo político.

“El Plan Trienal fue el último intento real de 
planificación a gran escala  realizado en 
Argentina. A partir de 1976 el gobierno de 
facto puso en marcha un modelo económico 
ortodoxo y liberalizador que tuvo como 
consecuencia, además de un terrorismo estatal 
despiadado, el repliegue del sector público 
y el consecuente declive de la práctica y la 
institucionalidad planificadoras.”
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De este modo, finalizaba una etapa que se 
había iniciado con la crisis económica del 30, 
había tenido su auge con las experiencias 
planificadoras del peronismo y las propuestas 
desarrollistas, y que, en suma, había significado 
una multiplicación de las instituciones ligadas 
a la planificación nacional a gran escala. Pero 
lo que se abandonó en 1976 fue, sobre todo, 
un modelo de acumulación que había perdu-
rado durante décadas y que fue definido por 
una serie de características: “(…) promoción 
de la demanda interna, política industrial de 
protección con altas tarifas, sistema redistri-
butivo mediante arbitraje estatal en el conflicto 
salarial y una industrialización subvencionada 
por el Estado” (García Delgado, 1994:67). Este 
sistema implicó que el mercado se encontrara 
subordinado al control estatal, con resultados 
positivos en términos económicos y sociales. 
Con el abandono del modelo de desarrollo in-
dustrial dirigido por el Estado, la planificación 
a gran escala perdió sentido33.

3. ¿Fracaso de la planificación argentina 
a gran escala?

A mediados de los setenta, los ciclos econó-
micos en la Argentina se habían suavizado 
producto de la transformación del aparato pro-
ductivo. No solo había mejorado la performance 
de la producción industrial y agropecuaria entre 
1964 y 1974, sino que la Argentina empezaba 
a dejar atrás los traumáticos ciclos de stop 
and go, debido a que las inversiones públicas 
realizadas en los años precedentes habían ma-
durado (Leiva Lavalle, 2010). En ese sentido, 
las políticas impulsadas por el Estado argentino 
habían sido exitosas.

Ahora bien, ¿cuánto de la efectiva transforma-
ción productiva durante el período 1946-1976 
fue consecuencia de la planificación a gran 
escala emprendida por el Estado argentino? 
La respuesta excede el artículo, pero se puede 
asegurar, no obstante, que la planificación fue 
una de las herramientas de gestión prioritarias 
en el marco del consenso de gran parte de la 
dirigencia argentina a favor del modelo indus-
trial de desarrollo. Durante el período 1946-
1976 el Estado creó e impulsó organismos 
dedicados a definir objetivos nacionales a gran 
escala, entre los cuales, el Consejo Nacional 
de Posguerra, la Secretaría Técnica de Presi-
dencia, el CONADE y, por último, la Secretaría 
de Planificación de Gelbard fueron los casos 
más emblemáticos. A pesar de la inestabilidad 
política, es claro que el interés por consolidar 
una burocracia planificadora fue una constante 
del período.

El fortalecimiento de las instituciones planifi-
cadoras no fue, sin embargo, equivalente a la 
efectiva aplicación de sus  planes nacionales. 
Especialmente a partir de 1955, el énfasis 
economicista del desarrollismo (centrado casi 
exclusivamente en el crecimiento industrial), 
sumado a la proscripción del peronismo, deter-
minaron que los planes nacionales elaborados, 
al postergar las demandas de las grandes 
mayorías populares, fueran inviables en la 
práctica. El sesgo autoritario fue evidente en los 
planes de corto plazo diseñados por Prebisch 
para la Revolución Libertadora, en la experien-
cia del CONASE durante el gobierno de facto 
de Onganía y también en el perfil tecnocrático 
del CONADE bajo los gobiernos radicales de 
Frondizi e Illia. En última instancia, para sus 
impulsores, la planificación del desarrollo era 

33 El contexto internacional era favorable a lo que sucedía en la Argentina a partir de 1976. Las propuestas de Margaret Thatcher y 
de Ronald Reagan vencían electoralmente en sus respectivos países, revitalizando el movimiento conservador en el mundo entero.
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una cuestión de expertos en la que no 
tenían por qué intervenir amplios secto-
res de la sociedad. No es casual, pues, 
que el enfoque de los planificadores 
desarrollistas haya sido apodado como 
“ortodoxia de la planificación” por sus 
detractores (Matus, 1996; Ander-Egg 
1996), y sea señalado como una de las 
causas del naufragio de la planificación 
pública a gran escala en toda América 
Latina: rigidez, reduccionismo economicista, 
énfasis en lo procedimental, son las principales 
acusaciones. Para sus críticos, los planificado-
res desarrollistas consideraban que el Estado 
podía intervenir con total certidumbre en la 
realidad social si elaboraba un plan científi-
camente riguroso que permitiera solucionar 
los “verdaderos” obstáculos del desarrollo. La 
política era, para la ortodoxia de la planificación, 
un elemento subsidiario, cuando no disruptivo: 
era deseable que entrara en escena solamente 
para darle viabilidad social al plan diseñado 
por los expertos. El modelo planificador desa-
rrollista se centró así en los aspectos formales 
del plan, pero despreció, según sus críticos, la 
“función paragógica” de la planificación, es de-
cir, su dimensión política (Sotelo Maciel, 2013). 
Un enfoque paragógico hubiera significado una 
incorporación  amplia de organizaciones de 
representación de la sociedad civil que, condu-
cidos por  el  Estado, podrían haber establecido 
bases sociales de apoyo a los objetivos nacio-
nales. Otra perspectiva que pretende explicar 
el fracaso relativo34 de la planificación a gran 
escalase relaciona con la organización del Es-

tado. Sikkink (1993) señala que la ausencia de 
una infraestructura institucional coherente fue 
uno de los principales obstáculos al desarrollo 
económico argentino35. Así, pese a que en lo 
formal existían órganos rectores de la planifi-
cación nacional, en la práctica había una falta 
de centralización planificadora: ni el CNPG, ni 
la ST, ni el CONADE centralizaban la planifica-
ción nacional, ya que otros organismos de peso 
en la administración pública, como el Ministerio 
de Hacienda o el BCRA, también planificaban 
sus acciones (y pocas veces se coordinaban 
con otros). Esto implicó una centralización for-
mal de atribuciones planificadoras versus una 
dispersión en los hechos de los instrumentos 
públicos para imple- mentar lo planificado, en 
contraste con los ejemplos exitosos de indus-
trialización tardía. 

Al analizar los casos japonés, coreano y tai-
wanés,  Evans destaca que “(…) la presencia 
de un organismo cuyo liderazgo en la esfera 
económica es aceptado permite la concentra-
ción de pericia y talento, y otorga a la política 
económica una coherencia de la que carece 
en un aparato estatal no tan definitivamente 

“La existencia de un “superorganismo” 
planificador es lo que facilitó a los países 
asiáticos conducir la política económica, 
además de resolver los problemas de 
financiamiento y de articulación colectiva 
en el sector privado.”

34 Fracaso en comparación a las experiencias asiáticas, como se verá más adelante.
35 La autora realiza una comparación entre las instituciones públicas de Brasil y Argentina durante las presidencias de Kubitsckek 
y Frondizi. Concluye que el Estado argentino no tuvo una fuerte infraestructura institucional que permitiera planear su política 
económica, en contraposición a lo que sucedía en Brasil, donde el Banco Nacional de Desarrollo Económico (BNDE) era el centro 
de la red institucional planificadora (que incluía al Banco de Brasil, la Cancillería, el Consejo para el Desarrollo Económico, etc.) 
y coordinaba la estrategia de desarrollo brasilera plasmada en el Plan Metas.
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organizado” (Evans, 1996:542). La existencia 
de un “superorganismo” 36 planificador es lo que 
facilitó a los países asiáticos conducir la política 
económica, además de resolver los problemas 
de financiamiento y de articulación colectiva en 
el sector privado.

Otra postura, a su vez, descarta las expli-
caciones que hacen foco en la perspectiva 
epistemológica del plan (Matus, 1996) o en la 
infraestructura institucional (Sikkink, 1993), y, 
por el contrario, se centra en la estructura so-
cioeconómica de los países de la región para 
indagar en las causas del fracaso de la planifi-
cación a gran escala. Para O´Donnell (1972),la 
fragmentación de la sociedad argentina de los 
años sesenta hacía inviable cualquier proyecto 
de desarrollo nacional para el conjunto del país, 
debido a que “(…) la modernización [econó-
mica] activaba al sector popular, aumentaba 
sus expectativas y acrecentaba el `sentido de 
amenaza´ sobre las clases altas, generándose 
una situación conflictiva entre dos coaliciones 
distributivas: la industrial-urbana y la exporta-
dora agraria, un conflicto saldado por sucesivos 
golpes militares, habitualmente equilibradores 
en favor del sector agrario y de las devalua-
ciones” (O’Donnell, 1972, en García Delgado, 
1994:70). En otras palabras, el modelo de de-
sarrollo que impulsaban los diferentes PND era 
difícilmente aplicable en la sociedad argentina 
de mediados de siglo, compuesta por sectores 
económicos que se repartían y disputaban el 
poder social en el marco de -en términos de Ko-
hli (2004)- un “Estado fragmentado multiclase”. 
De este modo, sostiene O´Donnell, durante las 
cíclicas crisis de estrangulamiento externo, la 
fragmentación social se manifestaba en toda su 
plenitud y hacía fracasar cualquier proyecto de 
largo plazo para el conjunto.

En esta línea argumental, Chibber (2005) 
sostiene que el pobre resultado de los planes 
de desarrollo latinoamericanos está vinculado 
a la estructura socioeconómica y al modelo 

industrial impulsado por el Estado, más que 
a cuestiones de enfoque epistemológico o 
arquitectura institucional. En sociedades multi-
clasistas y fragmentadas (como la Argentina de 
mediados de siglo) la única forma de garantizar 
que los empresarios industriales adhirieran al 
plan de desarrollo fue asegurarles protección 
estatal mediante aranceles, subsidios y exen-
ciones impositivas. En los países asiáticos, 
por el contrario, se llevó adelante un modelo 
industrial de otras características, -de tipo “Ex-
port Led Industrialization” (ELI)- configurando 
un “Estado cohesivo capitalista” (Kohli, 2004). 
En otras palabras, los Estados asiáticos, más 
que negociar concesiones, disciplinaron a los 
grupos capitalistas en el marco de un modelo 
industrializador claramente definido por los 
planes nacionales de desarrollo y cuyos ob-
jetivos de largo plazo eran vinculantes en la 
práctica. En Latinoamérica, por el contrario, la 
planificación para el desarrollo fue socavada 
por la propia burguesía nacional, ya que, en los 
hechos, era frecuente que los planes de inver-
sión de las empresas industriales entraran en 
disputa con los objetivos estatales establecidos 
en los diferentes PND.

4. Conclusiones

El rol que adoptó el Estado argentino en la 
economía y la sociedad condicionó el alcance 
y las características de la planificación públi-
ca. Durante el período histórico analizado, se 
concibió al Estado como el motor del progreso 
económico y la planificación pública ocupó 
un lugar central a la hora de organizar las 
políticas públicas y brindar una visión de país 
a largo plazo. Experiencias emblemáticas del 
“Estado planificador” fueron los dos Planes 
Quinquenales peronistas (de 1946 y de 1953, 
respectivamente), el Plan Nacional de Desa-
rrollo 1965-1969 de Arturo Illia (de 1965), el 
Plan Nacional de Desarrollo y Seguridad 1971-
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1975 (de 1971) del gobierno militar, y el Plan 
Trienal para la Reconstrucción y la Liberación 
Nacional 1974-1977 (de 1974), elaborado por 
José Gelbard. A grandes rasgos, pues, un papel 
protagónico del Estado se correspondió, por lo 
general, con iniciativas de planificación integra-
les, de cobertura nacional y de largo alcance. 
Es decir, planificación pública a gran escala. 
En ese sentido, cabe preguntarse: ¿qué papel 
adoptará el Estado argentino contemporáneo? 
En caso de asumir nuevas responsabilidades 
producto de la crisis sanitaria, y ganar más 
presencia en la economía y en la sociedad, 
¿utilizará herramientas de planificación simila-
res a las desarrolladas en el siglo XX?

La pandemia de alcance mundial puede sig-
nificar un antes y un después en materia de 
políticas públicas nacionales. Ahora bien, ¿será 
el impacto de la crisis del COVID-19 similar 
al crack económico de 1929 en el papel que 
asuman los diferentes Estados? ¿Deberán 
impulsarse grandes planes de reconstrucción 
socioeconómica a nivel global dirigidos por el 
aparato estatal? Sin apresurar conclusiones, 
debe decirse que, según la trayectoria his-
tórica desplegada en el artículo, el contexto 
internacional condicionó profundamente el rol 
que asumió el Estado y, de este modo, incidió, 
positiva y negativamente, en el desarrollo y 
las características de la planificación. A partir 
de la crisis del treinta, los Estados  nacionales 

avanzaron en una planifica-
ción cada vez más audaz: 
los planes quinquenales so-
viéticos, la planificación indi-
cativa francesa y la planifica-
ción imperativa del Sudeste 
asiático fueron ejemplos de 
un escenario internacional 
promotor de la planificación. 
A nivel regional, la Alianza 
para el Progreso, sin ir más 
lejos, impulsó la planificación 
desarrollista latinoamericana 

y los organismos públicos vinculados a ella por 
temor al efecto contagio de la revolución cu-
bana. Si estos sucesos internacionales fueron 
determinantes para la planificación a gran es-
cala argentina, ¿lo será la crisis epidemiológica 
del coronavirus?

Por último, es pertinente tomar nota de los 
argumentos que explican el fracaso relativo 
de la planificación a gran escala en la segunda 
mitad del siglo XX. Los límites de la planifica-
ción nacional en la Argentina, y su trayectoria 
divergente con respecto a los países asiáticos, 
se deben, según el enfoque de análisis, a cues-
tiones de método y enfoque epistemológico 
(Ander-Egg, 1996; Matus, 1996; Sotelo Maciel, 
2013), a instituciones deficientes y poco coordi-
nadas entre sí (Evans, 1996; Sikkink, 1993) o a 
determinantes socioeconómicos estructurales 
(O´Donnell, 1982; García Delgado, 1994; Kohli, 
2004; Chibber, 2005). Si se retoma la planifica-
ción a gran escala luego de la crisis sanitaria, 
deberá prestarse atención a los obstáculos 
que significaron su fracaso relativo hace más 
de medio siglo.

Dicho esto, se espera que el artículo sirva 
para rever los procesos de planificación a 
gran escala en la Argentina, con el propósito 
de aportar insumos teórico-metodológicos a 
la administración pública en el contexto de la 
crisis por el COVID-19.

“La pandemia de alcance mundial puede 
significar un antes y un después en materia de 
políticas públicas nacionales. Ahora bien, ¿será el 
impacto de la crisis del COVID-19 similar al crack 
económico de 1929 en el papel que asuman los 
diferentes Estados? ¿Deberán impulsarse grandes 
planes de reconstrucción socioeconómica a nivel 
global dirigidos por el aparato estatal?”
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ratados de Libre Comercio (TLC): 
diseminados en la década de 1990,  
son acuerdos comerciales cuyo 
objetivo principal sería aumentar y  

diversificar el comercio entre dos o más países, 
mediante la eliminación de tasas, aranceles 
y regulaciones en las relaciones comerciales  
(exportación e importación) existentes entre 
los signatarios. Con la  reducción global de 
los aranceles aduaneros y las nuevas formas 
de  comercio, hoy en día los TLC tienen como 
objetivo principal impedir que el Estado regule 

y dejar que el mercado defina las políticas  
sobre relaciones laborales, servicios públicos 
y privados, inversión  externa, medio ambiente, 
patentes y propiedad intelectual, inversiones y 
muchos otros aspectos de la vida de cualquier 
ciudadano.  

Tratados Bilaterales de Inversión (TBI): 
son acuerdos entre dos países  que tendrían 
el supuesto objetivo de incrementar el flujo 
de inversiones extranjeras entre ambos. En 
prácticamente todos los casos,  se flexibiliza 
la regulación del capital y se crea un sistema 
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de solución de controversias entre inversores y 
Estados (ISDS, por sus  siglas en inglés), que 
otorga privilegios exclusivos a los inversores  
internacionales, como se demostrará en este 
texto. Según la oficina  del Representante 
Comercial de Estados Unidos (USTR, por sus 
siglas en inglés), los TBI ayudan a proteger la 
inversión privada, desarrollar una economía 
orientada al mercado en los países aliados y  
promover las exportaciones estadounidenses. 

¿Sabe usted qué es el ISDS?

Conocido internacionalmente por las siglas en 
inglés ISDS (Investor-State dispute settlement),  
el mecanismo de solución de  controversias 
entre inversores  y Estados está presente en 
la gran  mayoría de los tratados bilaterales  de 
inversión (TBI) y de los tratados de libre co-
mercio actualmente  vigen-
tes (TLC). Tal mecanismo  
concede a las empresas 
multinacionales el derecho 
exclusivo  de demandar a 
los Estados judicialmente 
en tribunales privados  de arbitraje en el caso 
de que los  gobiernos aprueben regulaciones  
o políticas públicas que puedan  afectar sus 
ganancias. 

 

La pandemia: un gran negocio para 
empresas transnacionales 

¿Sólo las empresas pueden  accionar ese 
mecanismo? 

Sí, ese mecanismo es exclusivo para las em-
presas transnacionales (ETN). Ni las empre-
sas  nacionales, ni los Estados, ni tampoco la 
población pueden accionar  los ISDS, mucho 
menos denunciar  a una ETN cuando esta pre-
senta  servicios de baja calidad, practica  tarifas 

abusivas, destruye el medio  ambiente, viola 
derechos humanos  o laborales.  Un verdadero 
sistema privado  de justicia para los ricos. Más 
allá de la desigualdad entre  países ricos y po-
bres, desarrollados y en desarrollo, el sistema  
ISDS genera una injusticia aún  mayor: al dar 
todo el poder a las  transnacionales, a través 
de un sistema “judicial” paralelo y privado,  
exclusivo para ellas, perjudica los  servicios 
públicos y los intereses  de la población, o sea, 
el sistema  ISDS pone la ganancia por encima 
de las personas. 

¿Y cómo surgió el ISDS? De una  teoría sin 
sustentación, una  verdadera conspiración. 

El argumento que sostuvo la creación del me-
canismo ISDS  en la década de 1990 fue muy 

repetido internacional-
mente en el  marco 
del neoliberalismo: la 
firma  de TLC y TBI 
con cláusulas de ISDS  
que garantizaran las 

inversiones  de las ETN aumentaría el flujo 
de  inversión extranjera directa en los  países 
signatarios, especialmente  aquellos menos de-
sarrollados. Sin  embargo, para poder sostener 
una  teoría, hace falta mostrar evidencias que 
la comprueben a lo largo  del tiempo. Estudios 
de reconocidas universidades investigaron  la 
relación entre dichos acuerdos y  el aumento 
de inversiones extranjeras, concluyeron en que 
no existen  evidencias de que esos acuerdos 
-ya sean TBI o cláusulas en TLC- de hecho 
incrementen la inversión extranjera. Al con-
trario, los  estudios han indicado que, para  la 
mayoría de los inversores, tales  acuerdos no 
son un factor determinante a la hora de decidir 
a dónde  destinar sus recursos.

“Un verdadero sistema privado 
de justicia para los ricos.”
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Creador versus criatura. Ni los  Estados 
Unidos lo quieren más  

En este escenario, a partir de la  falta de eviden-
cias que comprueben los argumentos a favor  
del ISDS, hasta los Estados Unidos, creado-
res y mayores entusiastas del sistema, están 
actualmente  convenientemente cambiando  
de opinión, tratando de eliminar  al ISDS de 
algunos de sus acuerdos comerciales. Re-
cientemente,  en las negociaciones del NAFTA  
(Tratado Norteamericano de Libre Comercio, 
en sus siglas en inglés), Washington excluyó 
al ISDS  con Canadá y sustituyó al ISDS  con 
México por un nuevo abordaje que reduce los 
exorbitantes  derechos de los inversores. Esto  
probablemente se destine a evitar  que empre-
sas de Canadá puedan  demandar al gobierno 
estadounidense. Entre iguales, no aceptan el  
ISDS, diferentemente de lo que hacen con los 
países más pobres.  Por otra parte, la Unión 
Europea, fuerte impulsora de ese sistema, tras 
recibir tanta presión  de las organizaciones 
sociales,  reconoció las graves asimetrías  y 
privilegios para los inversores causados por 
el sistema ISDS,  proponiendo una reforma 
internacional a través de la formación  de una 
Corte Multilateral de Inversiones (MIC, por sus 
siglas en  inglés). De acuerdo con los análisis 
de la ISP y de muchas otras  organizaciones, 
aunque fue importante que Europa recono-
ciera  las injusticias del ISDS, al formular una 
propuesta de reforma solo  aparente, del tipo 
“lo mismo da  que da lo mismo”, engaña a la 
población y a la opinión pública cual  lobo en 
piel de cordero. 

Beneficios dudosos,  pérdidas concretas  

Mientras para los Estados los  beneficios de 
los tratados de  protección de inversiones son 
intangibles, las pérdidas para la población no 

solo son concretas, sino que  son sustancia-
les. Criticado como  un mecanismo de justicia 
paralela  para los ricos, el ISDS aumenta el  
poder de negociación de las empresas para 
coaccionar a los gobiernos  a “no adoptar medi-
das que afecten  sus ganancias”. Esto equivale 
a decir no regular, no proteger o, mejor  aún, 
no interferir en nada, dejando  que la mano 
invisible del mercado  lo resuelva. Retira la 
autonomía  del Estado, rebaja la relevancia de  
los sistemas judiciales nacionales,  transfiere 
esas soluciones de conflictos de las cortes 
nacionales, a la  distante y tendenciosa corte 
de arbitraje privada internacional. “Al dificultar 
que los países  tomen medidas claras que  
combatan la Covid, amenazando con iniciar 
juicios millonarios contra los recursos  públi-
cos, el ISDS muestra su  cara más perversa: 
sirve solamente para favorecer a las  grandes 
corporaciones internacionales. Por eso debe 
ser  extinguido.” – Rosa Pavanelli,  Secretaria 
General de la ISP 

Y el monstruo solo crece: De las  seis deman-
das existentes de ISDS  en todo el mundo en 
1995, se pasó  a la cifra de 1.000 demandas en  
2020. Entre esos casos, muchas  veces se con-
denó a los gobiernos  a pagar indemnizaciones 
millonarias por acciones tomadas en  pro del 
interés público, como, por  ejemplo: aumento 
de áreas de protección ambiental; conge-
lamiento  del precio de la tarifa de servicios  
básicos como agua y luz; oferta de  remedios 
a precios accesibles; suspensión de contratos 
con empresas comprobadamente ineficientes  
en la gestión de servicios públicos;  aumento 
de impuestos para productos nocivos a la salud 
personal  y pública, como tabaco, alcohol y  
azúcar, entre otros casos. Incluso  la adopción 
de aumentos salariales tras negociaciones co-
lectivas  ya han sido objeto de demandas  por 
parte de empresas contra el  Estado. 



115

Aportes

ISDS y el impacto financiero  en América 
Latina: un verdadero derrame de dinero 
público  yendo hacia grandes empresas  
internacionales.

El impacto negativo causado por el ISDS en 
las finanzas de  los países latinoamericanos 
es tan  revelador como relevante. Sabemos 
que, en otras regiones, como  Asia y África, el 
escenario no es  diferente. Aunque los países 
más  pobres pierden más dinero, todos  los 
Estados terminan perdiendo  en beneficio de 
pocos inversores  internacionales.  Según 
números actualizados,  a principios de 2019, 
22 países de América Latina ya habían sido  
blanco de demandas internacionales de ISDS, 
contabilizando un  total de 267 casos. Entre es-
tos, Argentina, Bolivia, Ecuador, México,  Perú y 
Venezuela responden por  casi tres cuartos del 
total (74%).  Tales confrontaciones en la arena  
de arbitraje privado-privado internacional no 
han sido nada equilibrados: del total de casos, 
170 se solucionaron hasta la última actualiza-
ción, con victoria de los inversores en el 70% 
de las veces. Desde 1996, cuando se dio la 
primera demanda inversor-Estado,  los países 
de América Latina y el  Caribe ya han sido 
demandados a  pagar cerca de 22 mil millones 
de  dólares a inversores internacionales. Esos 
valores pueden ser incluso  mayores, pues no 
contabilizan los  gastos con defensa jurídica y 
algunas decisiones son desconocidas o  toda-

vía no han sido juzgadas.  La cifra 
de 22 mil millones de  dólares co-
rresponde a casi 55%  del Produc-
to Interno Bruto anual  de Bolivia 
en 2018. Argentina ya  tuvo que 
pagar cerca de 9 mil millones de 
dólares en función de  acciones 
de ISDS, lo que sería suficiente 
para construir aproximadamente 
80 hospitales con 400 camas, o 

sea 32 mil nuevas camas  de hospital para el 
país. Todos los datos actualizados a  princi-
pios de 2019 sobre las demandas de ISDS en 
América Latina  se encuentran en el informe 
completo “ISDS en números”, producido por el 
Transnational Institute  (TNI), disponible en es-
pañol. Finalmente, es importante resaltar que 
independientemente del  resultado del arbitraje, 
los Estados  siempre salen perdiendo. Con el  
sistema ISDS, el arbitraje privado  internacional 
se ha convertido en  un gran negocio, en el 
cual algunas  pocas oficinas especializadas 
controlan gran parte del mercado. El  costo 
medio de un arbitraje entre  Estado e inversores 
es de aproximadamente 8 millones de dólares,  
pudiendo pasar los 30 millones de  dólares. 
En otras palabras, un arbitraje por encima del 
valor medio  puede impactar negativamente a  
países pequeños, disminuyendo su  capacidad 
de inversiones e incluso  de defenderse judi-
cialmente. En el  caso de Granada, pequeño 
país caribeño que ya ha sido demandado  por 
empresas transnacionales a  través del ISDS, 
30 millones de dólares equivalen al 2,5% del 
todo el  PIB nacional relativo a 2018. “Al crear 
cortes privadas  internacionales, el ISDS  im-
pide que los sistemas  judiciales nacionales 
decidan con independencia  temas importantes 
para su  país. Eso es grave, especialmente en 
tiempos de pandemia” – Ariel Pringles, CLTPJ 

“(...) Retira la autonomía  del Estado, rebaja 
la relevancia de  los sistemas judiciales 
nacionales,  transfiere esas soluciones 
de conflictos de las cortes nacionales, a 
la  distante y tendenciosa corte de arbitraje 
privada internacional.”
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Menos Recursos para  
el combate de la pandemia

Más allá de los casi 22 mil millones de dólares 
que los países de América Latina tuvieron que 
pagar a los inversores internacionales a través 
del ISDS existen actualmente 343 demandas en 
marcha, siendo 213 de ellas (el  62%) en países 
del Sur global –  América Latina, África y Asia.

Grandes Crisis, Grandes Negocios

Sumados a los casos pendientes de ISDS en 
estas experiencias recientes de crisis socioe-
conómicas en países con cláusulas de ISDS 
vigentes encienden una luz roja de alerta para 
los gobiernos y la sociedad. Como lo señala 
el TNI, una grave crisis de la deuda externa 
ha estallado en Argentina en el año 2002, 

llevando al 
g o b i e r n o 
a anunciar 
e l  incum-
p l imien to 
del pago, lo 
que resultó 
en la deva-
luación de 
la moneda, 
el congela-
miento de 
las tarifas, 

la  caída del 28% de la economía y la  mitad 
de la población por debajo  de la línea de 
pobreza. Ante ese escenario delicado, un total 
de 42 demandas de inversores extranjeros se 
formalizaron desde el sistema  ISDS, sumando 
un total de 16 mil  millones de dólares. No es 
casual que Argentina sea hoy el país de la 
región con más demandas desde la década 
de 1990, y 2003 haya sido el año con más 
demandas registradas contra Estados latinoa-
mericanos. Bufetes de abogados vinculados al 

“Argentina ya  tuvo que pagar cerca de 9 mil 
millones de dólares en función de  acciones 
de ISDS, lo que sería suficiente para construir 
aproximadamente 80 hospitales con 400 
camas, o sea 32 mil nuevas camas  de 
hospital para el país.”

Aunque gran parte de los montos y  casos to-
davía permanecen oscuros,  el reciente artículo 
del TNI, “Los  especuladores de la pandemia:  
cómo los inversores extranjeros  podrían ob-
tener grandes ganancias con las medidas de 
la crisis”,  apunta a que, actualmente, México  
tiene 12 casos de ISDS pendientes,  que corres-
ponden a 5.400 millones  de dólares; mientras 
India tiene  13 casos pendientes, sumando 8  
mil millones de dólares. En este momento de 
gran desplome de las economías, 
con su consecuente reducción de 
la recaudación pública, y de la ur-
gencia de inversiones sanitarias y 
sociales para la reanudación de las 
actividades, se pone de manifiesto 
la perversidad del sistema ISDS 
ante las necesidades y derechos 
básicos de la población. 
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ISDS ya sacan sus garras contra las medidas 
de combate a la Covid. “Parece claro que la 
actual aumentará las demandas en tratados de 
inversión”. La frase es del estudio de abogacía 
británico especializado en arbitraje privado in-
ternacional Volterra Fietta.  El artículo del TNI y 
del Corporate  Europe Observatory “Cashing in  
on the pandemic: how lawyers are  preparing to 
sue states over COVID-19 response measures”, 
destaca que la industria del arbitraje  privado 
internacional se está preparando para una ola 
de demandas internacionales de inversores  
contra los Estados respecto de medidas de 
salud y socioeconómicas  tomadas para mitigar 
los efectos  del coronavirus. 

El artículo señala que, de acuerdo con el es-
tudio jurídico estadounidense Ropes & Gray, 
“los gobiernos respondieron a la Covid-19 
con  medidas, incluidas restricciones de viaje, 
limitaciones en las  operaciones comerciales e 
incentivos fiscales. A pesar de su legitimidad, 
esas medidas pueden afectar negativamente 
las empresas, reduciendo sus ganancias pro-
yectadas, retrasando las operaciones o siendo 
excluidas de los beneficios gubernamentales 
(…)” Para empresas con inversiones extranje-
ras, los acuerdos de inversión [ISDS]  pueden 
ser una herramienta poderosa para recuperar 
o prevenir  pérdidas resultantes de acciones  
gubernamentales relacionadas a la  Covid-19. 
Frente a tal contexto, resulta imperativo que 
el movimiento sindical y la sociedad civil 
presionen a  sus gobiernos para que no se 
curven  ante las amenazas de los inversores,  
denunciando los casos en que las  empresas 
transnacionales se aprovechen de la crisis para 
retirar más  recursos valiosos del Estado. Se-
gún el TNI y el Corporate Europe Observatory, 
estos son algunos de los escenarios posibles 
que las empresas pueden utilizar para accionar 
el arbitraje privado internacional contra las me-
didas de los gobiernos  durante la pandemia:

Agua y Energía: demandas en función de la 
garantía de suministro 

Lavarse las manos con frecuencia es una de 
las principales orientaciones contra el corona-
vírus. Por eso es importante buscar garantizar 
el agua para todos, recordando que, de acuer-
do con Unicef, el 40% de la población mundial 
y el 25% de la población de América Latina no 
posee agua potable en casa. Entre la parte 
que la poseen, cuando millones de personas 
quedan desempleadas o ven una disminución 
brusca de sus ingresos, muchas familias tienen 
una dificultad aún mayor de pagar sus cuentas 
y tener acceso total a ese servicio esencial. Eso 
solo empeora cuando la cuarentena obliga a la 
gente a quedarse en casa, ampliando el con-
sumo de agua.  Conscientes de ello, algunos 
gobiernos ya han tomado iniciativas de con-
gelar tarifas, suspender pagos de cuentas de 
agua para personas de bajos ingresos y otras 
políticas básicas para asegurar el  acceso a 
esos servicios. Hasta el Banco Mundial, institu-
ción reconocidamente neoliberal, ha aplaudido 
dichas medidas. “La Argentina ya pagó caro  las 
demandas en el ISDS a  causa de las medidas 
necesarias tomadas en 2002 en  el combate 
a la crisis económica. Es vergonzoso que lo  
mismo se pueda repetir en  2020 por las polí-
ticas adoptadas contra la Covid. No  podemos 
aceptar eso.” –Federico Dávila, presidente da 
ISP  Interaméricas.  Por otra parte, los bufetes 
internacionales de abogacía ya han empezado 
a orientar a las ETN que actúan en la distri-
bución de agua a, en su debido momento, 
accionar el  sistema ISDS y obtener millones 
de  dólares de indemnización en función de 
las medidas tomadas contra el coronavirus. La 
reducción de las ganancias será el argumento 
de las demandas. Obviamente, en países y 
regiones en los que el agua está en manos de 
empresas públicas, ese riesgo no existe. De 
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igual manera, eso puede ocurrir 
respecto a la distribución de ener-
gía eléctrica, fundamental  para 
dar vida a los hogares, para  el 
mantenimiento de la salud física 
y mental, durante el período  de 
aislamiento, así como para dar  
continuidad a las tareas labora-
les  y escolares. Queda claro, 
entonces, que el congelamiento 
de tarifas, la prohibición de la 
interrupción del servicio por falta 
de pago y otras  medidas en ese 
sentido seguramente serán una fiesta para las  
ETN en los tribunales privados  internacionales. 

Salud: demandas por intentar desahogar los 
hospitales públicos

Durante la pandemia hay hospitales en todo 
el mundo  operando en el límite de sus capa-
cidades. Con ello, algunos gobiernos, como 
los de España e Irlanda, han tomado medidas 
extraordinarias para asumir el control temporal 
de las camas vacantes de hospitales privados 
para que la población los pueda utilizar. Pese 
a que, en momentos de crisis, ese tipo de de-
cisión está permitido, siendo de orden temporal 
y  estando las empresas de salud debidamente 
indemnizadas, las demandas de los inversores 
del sector  contra los países que tomaron el  
control temporal de camas privadas ya son una 
gran preocupación. Según el Corporate Europe 
Observatory, abogados del estudio jurídico 
estadounidense Quinn Emanuel han informado 
ya que  los inversores de la “industria” de  salud 
pueden reivindicar una indemnización en el 
caso de que ese  control público de las camas 
haya  sido impuesto de forma obligatoria, lo 
que ocurrió en algunos casos. Añadieron que, 
si el Estado no devuelve el control de las 

camas antes del final de la pandemia o si el 
control estatal deja secuelas permanentes 
en la rentabilidad del negocio, los inverso-
res tendrán  dos ventanas de oportunidad 
más para reivindicar compensaciones con 
dinero público.  Otras políticas para desaho-
gar los sistemas públicos de salud se  están 
viendo como oportunidad de  ganancias para 
que las empresas  demanden. Los bufetes de 
abogados también están criticando duramente 
la requisición de hoteles  para ser usados como 
hospitales  y las acciones de reconversión 
industrial para producir mascarillas  de pro-
tección y ventiladores (como  es el caso de 
General Motors, en  Estados Unidos) y ame-
nazan con una explosión de acciones contra 
esos gobiernos en el caso de que  no ocurran 
grandes indemnizaciones por ese período. “Es 
inaceptable tener que pagar ‘indemnizaciones’ 
a empresas transnacionales por  medidas jus-
tas tomadas para  asegurar asistencia médica 
a  la población durante la pandemia. Tenemos 
que denunciar ese sistema inhumano,  con 
tribunales privados que  deciden qué pueden 
y qué no  pueden hacer los Estados.” –  Caro-
lina Espinoza, Presidenta del Comité Regional 
Interamericano de Mujeres de la ISP. 

““La Argentina ya pagó caro  las demandas en 
el ISDS a  causa de las medidas necesarias 
tomadas en 2002 en  el combate a la crisis 
económica. Es vergonzoso que lo  mismo 
se pueda repetir en  2020 por las políticas 
adoptadas contra la Covid. No  podemos 
aceptar eso.” – Federico Dávila, presidente da 
ISP  Interaméricas.”
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Demandas por la democratización  
de medicamentos y testeos 

Desde mucho antes de la pandemia, las paten-
tes y derechos privados sobre medicamentos 
restringen el acceso a miles de millones de 
personas a un tratamiento  adecuado. Con 
la Covid-19 no es diferente: el precio y la uni-
versalidad de las pruebas, medicamentos  y 
futuras vacunas pueden ser la diferencia entre 
la vida y la muerte  para millones de personas 
en todo  el mundo. Mientras algunos países se 
curvan ante intereses corporativos en lugar de 
democratizar el acceso o impulsar la creación 
de formas más baratas de testeo de la enfer-
medad, por ejemplo, otros intentan esquivar  las 
patentes, o sea, sortear los límites impuestos 
por los acuerdos sobre patentes adoptados en 
el ámbito de la OMC. Uno de los mecanismos 
para ello es el de la licencia obligatoria, que 
permite que otras empresas e instituciones 
no detentoras de la  patente puedan produ-
cir y comercializar insumos médicos. Israel, 
Alemania y Canadá han creado regulaciones 

para facilitar la licencia  obligatoria de distintos 
productos;  en América Latina, Chile y Ecuador 
han adoptado medidas en el  mismo sentido. 
Reconocidas organizaciones de la sociedad 
civil, como la ISP y Médicos Sin Fronteras, 
entre otras,  defienden que las ganancias y 
las  patentes no deben ser prioritarias  en lo 
que se refiere a los testeos,  medicamentos y 
futuras vacunas  con la Covid-19. En cambio, 
los bufetes internacionales de abogados lo ven 
de otro modo. Desde la  visión de los inverso-
res internacionales, medidas como establecer  
un techo para el precio de los medicamentos 
o quebrar las patentes probablemente dismi-
nuyan de  forma relevante las ganancias de  
esas empresas, incluso para productos de gran 
consumo durante  la pandemia, lo que llevará 
a una  nueva ola de demandas de arbitraje 
privado internacional.

 

Demandas por políticas tributarias

Vivimos una de las mayores crisis socioeconó-
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micas de la  historia, con una fuerte recesión,  
millones o hasta miles de millones  de des-
empleados y subempleados.  Tenemos una 
necesidad urgente  de inversiones públicas. Sin 
embargo, la drástica disminución de la recau-
dación de los Estados  determina que muchos 
países tendrán que adoptar nuevas políticas  
para garantizar la continuidad 
de  la economía, de los empleos 
y de  los servicios públicos.  En 
lugar de simplemente adoptar 
cortes de gastos y profundizar  la 
recesión, las medidas deberían  
siempre ir en el sentido de au-
mentar la recaudación. Algunos  
gobiernos están pensando en 
eso  y mostrando medidas que 
están  en la senda de la justicia 
fiscal: hacer que las empresas 
transnacionales paguen su cuota 
justa de  impuestos y tengan sus 
incentivos  fiscales revisados, además de de-
terminar que aquellas registradas  en paraísos 
fiscales no puedan recibir auxilio financiero 
estatal. Es  eso lo que defendemos, desde hace  
mucho tiempo, la ISP y muchos de  nuestros 
aliados.  En Europa, los gobiernos del País de 
Gales, Escocia, Francia, Polonia, Bélgica y 
Dinamarca se  encuentran en diferentes fases 
de  aprobación de leyes que restringen  a las 
empresas con sede en paraísos fiscales de 
acceder al rescate  económico gubernamental 
en respuesta a la Covid-19, por usar esas  
guaridas fiscales para no pagar sus  debidos im-
puestos. En las Américas, Argentina y Canadá 
intentan avanzar en la misma dirección.  Eso, 
por sí solo, puede generar mu chas demandas 
en el ISDS, con esas empresas alegando discri-
minación en el acceso a los recursos públicos.  
Aumenta, además, en todo el mundo, la pre-
sión para que los  países aprueben leyes que 
tributen  a las grandes fortunas, con Argentina 

y Chile liderando las iniciativas en América 
Latina. Dentro o fuera de un escenario de 
pandemia, cualquier medida que busque  una 
mayor progresividad de los impuestos, o sea, 
que quienes ganan  más paguen más tributos, 
inclusive empresas transnacionales, amenazan 
directamente las ganancias  proyectadas de los 

inversores.  Nuevamente los bufetes de aboga-
dos vinculados al arbitraje privado internacio-
nal reconocen que,  para enfrentar la crisis y 
recuperar  la economía, los gobiernos tendrán 
que ser más agresivos en la  esfera tributaria, 
a fin de aumentar  la recaudación, cobrándoles 
impuestos a aquellos que nunca pagan, como 
las ETN, o pagan poco,  como los millonarios. 
En ese sentido, esos bufetes ya están viendo  
cómo utilizar todas las brechas jurídicas que 
permitan a los inversores demandar a los Esta-
dos. “La pandemia tan solo pone en evidencia 
lo que la ISP y  muchas organizaciones vienen 
defendiendo desde hace  mucho tiempo: nece-
sitamos  tributar a las ETN y a los super ricos, 
que actualmente  casi no pagan impuestos,  
para financiar servicios públicos de calidad y 
calentar  la economía. Debemos aprovechar 
este momento para  impulsar el movimiento 
que  promueve reformas progresivas a nivel 
nacional e internacional para poner fin a  los 

“(...) medidas como establecer  un techo para 
el precio de los medicamentos o quebrar las 
patentes probablemente disminuyan de  forma 
relevante las ganancias de  esas empresas, 
incluso para productos de gran consumo 
durante  la pandemia, lo que llevará a una  
nueva ola de demandas de arbitraje privado 
internacional.”
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paraísos fiscales” – Geici  Maiara Brig, Comité 
de Jóvenes  de la ISP Interaméricas

Conclusión 

Tras casi tres décadas de la llegada del me-
canismo ISDS a América Latina, es posible 
afirmar que, al contrario de lo prometido,  ese 
mecanismo no logró atraer  más inversiones 
extranjeras e impulsar el desarrollo económico 
en  la región. Por el contrario, si sus beneficios 
no se pueden constatar, sus perjuicios son 
evidentes. Además de las pérdidas financieras 
directas, como los miles de millones de dólares 
que los Estados latinoamericanos se vieron 
obligados a  pagar a inversores internacionales  
y los elevados costos del arbitraje  privado inter-
nacional, el mayor  problema del ISDS está en 
cómo  éste restringe el área de actuación  de 
los gobiernos, poderes legislativos y judiciales. 
Al firmar un acuerdo con cláusulas de ISDS, 
un país automáticamente transfiere parte de 
las  decisiones de su sistema judicial  na-
cional a tribunales privados internacionales, 
con costos elevados  y que muchas veces 
tiene su actuación cuestionada en función 
de sus  relaciones próximas con grandes  
bufetes de abogacía privada internacional. 
En la misma dirección,  ese país se somete a 
los dictámenes corporativos, sin poder crear  
nuevas legislaciones respecto a la  provisión 
de servicios básicos de  saneamiento, agua 
y luz; ni cambiar la lógica de la ganancia en 
el  sector de la salud; o proteger el  medio 
ambiente y los pueblos originarios; hacer que 
las grandes  empresas paguen más impuestos  
que los trabajadores; desalentar el  tabaquismo 

y el alcoholismo, entre otras regulaciones que 
podrían  elevar la calidad de vida y la justicia 
social entre su población.  Aunque esas res-
tricciones ya se  dan desde hace décadas, 
en momentos de crisis, cuando la gente  se 
encuentra más vulnerable y el  Estado necesita 
ser más actuante,  la perversidad del sistema 
ISDS se  pone aún más de manifiesto, ya  que 
los inversores y estudios jurídicos ven en la 
crisis una gran  oportunidad de saquear aún 
más  los recursos públicos para mantener sus 
ganancias exorbitantes.  De esta forma, es 
fundamental  que los gobiernos no se curven  
ante las amenazas corporativas  y que los 
sindicatos y la sociedad  civil sean activos, 
monitoreando y  denunciando los casos en que 
las  empresas demandarán a los Estados por 
acciones tomadas con el  objetivo de mitigar 
los impactos  socioeconómicos y de salud de la  
crisis del coronavirus. Durante los últimos años, 
las iniciativas de algunos países muestran que 
es posible salir de acuerdos de ISDS sin  per-
juicios económicos o diplomáticos: Sudáfrica, 
Indonesia e India  se retiraron de tratados 
bilaterales  de inversión (TBI) con cláusulas 
de ISDS, sin que ello disminuyera  el flujo de 
inversión extranjera  directa en esos países. 
Recientemente, países de la Unión Europea 
firmaron un acuerdo para poner  fin a 130 TBI 
internos vigentes en  el bloque con cláusulas 
de ISDS20. Queremos al sistema ISDS fue-
ra  de nuestra región. Queremos definir con 
autonomía y libertad los  rumbos de nuestros 
países, qué políticas atienden mejor a nuestros 
intereses, sin un sistema de  justicia privado 
para ricos, que  es favorable a las empresas y 
nos  amenaza todo el tiempo. Ya es más que 
hora de decir basta al ISDS
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l Presente trabajo contempla el aná-
lisis del Informe Técnico “Mercado 
de trabajo. Tasas e indicadores 
socioeconómicos (EPH)”, para el 

segundo trimestre de 20201, concordante con 
el periodo de Aislamiento Social Preventivo y 
Obligatorio (ASPO).

El objetivo de este trabajo es, por un lado, con-
textualizar la situación ocupacional de la Argen-
tina en el período del ASPO, en consonancia 
con la realidad de Latinoamérica y el mundo. 
Por otro lado, la intención secundaria es lograr 
que el lector pueda familiarizarse e introducirse 
en el análisis de estos tipos de informes.

El trabajo se inicia con una presentación del 
informe, donde se detallan los puntos principa-
les de la introducción, se realiza un análisis de 
la actividad, del empleo y de la desocupación, 
comparando los trimestres de 2020, como así 
con el segundo trimestre de 2019.

Así también, se analiza el mercado en el con-
texto de la región y del mundo, con el extracto 
de los puntos principales de dos informes de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT): 
“Impactos en el mercado de trabajo y los 
ingresos en América Latina y el Caribe. 
Segunda Edición” y “Observatorio de la 
OIT: La COVID-19 y el mundo del trabajo. 
6ª edición”.

* Abogado. Contador Público. Profesor Universitario en Educación Media y Superior. Coordinador Grupo de profesionales de 
ciencias económicas
1 Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC). Informes técnicos. Vol. 4, nº 174. ISSN 2545-6636. Trabajo e ingresos. 
Vol. 4, nº 5. Mercado de trabajo. Tasas e indicadores socioeconómicos (EPH). Segundo trimestre de 2020. ISSN 2545-6768.

Mateo Fusalba*

E

Mercado de Trabajo: 
La situación ocupacional 
argentina en el contexto 
del ASPO



123

Aportes

Para finalizar, algunos puntos a modo de 
conclusión.

1. Sobre el Informe “Mercado de trabajo. 
Tasas e indicadores socioeconómicos 
(EPH)”.

El informe expone el comportamiento del mer-
cado de trabajo, presentando los principales 
indicadores que permiten hacer un seguimien-
to de la evolución de las tasas de actividad, 
empleo, desocupación y subocupación, como 
así también sobre la población ocupada y 
desocupada, comparando distintos períodos 
trimestrales. Toda la información se basa en 
lo consignado en la Encuesta Permanente de 
Hogares (EPH).

El informe se compone de una introducción 
(resumen ejecutivo y principales resultados), 
análisis de los datos, cuadros, gráficos y as-
pectos metodológicos.

Para el caso de las tasas de empleo y de 
desocupación, como así para la distribución 
de la población ocupada y desocupada, se 
presentan marcando su composición interna 
según categorías de interés, siendo posible 
analizar según el aporte de cada categoría de 
las distintas variables analíticas como: sexo y 
grupos de edad; relación de parentesco; nivel 
educativo; categoría ocupacional; tipo de esta-
blecimiento; intensidad de la ocupación; rama 
de actividad; entre otras.

La información está estructurada en función de 
distintos segmentos geográficos: se presentan 
las principales tasas e indicadores en una serie 
anual con respecto al trimestre de este informe 
para los 31 aglomerados urbanos; además, se 
presentan según agrupamientos geográficos a 
nivel regional y por el tamaño de los aglomera-
dos (de más o menos de 500.000 habitantes); 
y se informan a nivel de aglomerados urbanos.

En lo que respecta al aspecto metodológico, se 
expone cuál es la muestra, la cobertura geo-
gráfica, definiciones básicas, cálculo de tasas, 
período de referencia, entre otras cuestiones 
metodológicas.

A lo fines de ilustrar el trabajo, de la meto-
dología, se van a ir extrayendo definiciones 
básicas que a medida se citen en el texto se 
expondrán como cuadro aparte.

2. INFORME 2DO. TRIMESTRE 2020.

2.1. RESUMEN EJECUTIVO2

La Encuesta Permanente de Hogares repre-
senta un universo de 31 AGLOMERADOS 
URBANOS3  (28,6 millones de personas).

El 61.6 % de la muestra, corresponde a la 
Población Económica Inactiva (17,6 millones 
de personas) y el 38.4%, a la Población Econó-
mica Activa (PEA), también llamada por la OIT 
como FUERZA DE TRABAJO. Este número 
asciende a 11,0 millones de personas.

2 El resumen ejecutivo del informe, aclara que los totales por suma pueden no coincidir por redondeo de las cifras parciales.
3 31 aglomerados urbanos. 6 regiones - Región Gran Buenos Aires: integrada por Ciudad Autónoma de Buenos Aires y partidos 
del Gran Buenos Aires. - Región Cuyo: integrada por Gran Mendoza; Gran San Juan; Gran San Luis. - Región Noreste (NEA): 
integrada por Corrientes; Formosa; Gran Resistencia; Posadas. - Región Noroeste (NOA): integrada por Gran Catamarca; Gran 
Tucumán–Tafí Viejo; Jujuy–Palpalá; La Rioja; Salta; Santiago del Estero–La Banda. - Región Pampeana: integrada por Bahía 
Blanca–Cerri; Concordia; Gran Córdoba; Gran La Plata; Gran Rosario; Gran Paraná; Gran Santa Fe; Mar del Plata; Río Cuarto; 
Santa Rosa–Toay; San Nicolás–Villa Constitución. - Región Patagonia: integrada por Comodoro Rivadavia–Rada Tilly; Neuquén–
Plottier; Río Gallegos; Ushuaia–Río Grande; Rawson–Trelew; Viedma–Carmen de Patagones.
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Población económicamente activa 
(PEA): la integran las personas que tienen 
una ocupación o que, sin tenerla, la están 
buscando activamente. Está compuesta 
por la población ocupada más la población 
desocupada. 

Población económicamente inactiva 
(PEI): conjunto de personas que no tienen 
trabajo ni lo buscan activamente. Puede 
subdividirse en inactivos marginales e 
inactivos típicos, según estén dispuestos 
o no a trabajar. 

Fuente: Elaboración Propia sobre datos de IN-
DEC. Mercado de trabajo. Tasas e indicadores 
socioeconómicos (EPH).

La población económicamente Inactiva, a su 
vez se divide en un 95,4 % en inactivos típicos 
(Personas que no están disponibles para tra-
bajar) y un 4,6% de inactivos marginales (Per-
sonas que están disponibles para trabajar). En 

este último punto se dio un gran crecimiento, 
ascendiendo un 3,9% más de trimestre a otro.

Fuente: Elaboración Propia sobre datos de IN-
DEC. Mercado de trabajo. Tasas e indicadores 
socioeconómicos (EPH).

La población económicamente activa, para 
el segundo trimestre arroja un 9.5 millones de 
personas ocupadas, y 1.4 millones de personas 
desocupadas.

Población ocupada: conjunto de per-
sonas que tienen por lo menos una 
ocupación, es decir que en la semana de 
referencia han trabajado como mínimo 
una hora (en una actividad económica). 

Población desocupada: se refiere a per-
sonas que, no teniendo ocupación, están 
buscando activamente trabajo y están 
disponibles para trabajar. Corresponde a 
la desocupación abierta. 

Población subocupada: se refiere a la 
subocupación por insuficiencia de horas, 
visible u horaria, y comprende a los ocu-
pados que trabajan menos de 35 horas 
semanales por causas involuntarias y 
están dispuestos a trabajar más horas.

´ ´
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Fuente: Elaboración Propia sobre datos de IN-
DEC. Mercado de trabajo. Tasas e indicadores 
socioeconómicos (EPH).

De la población ocupada (9,5 millones), El 
76.9% (7,3 millones) son asalariados. El 23,1% 
restante (2,2 millones), son no asalariados, 
siendo este último uno de los más golpeados 
en el trimestre.

De la población asalariada, el 76,2% (5,6 millo-
nes) tienen descuento jubilatorio mientras que, 
el 23,8% (1,8 millones), no poseen descuentos 
jubilatorios.

 

Fuente: Elaboración Propia sobre datos de IN-
DEC. Mercado de trabajo. Tasas e indicadores 
socioeconómicos (EPH).

´

´

´ ´ 2.2 PRINCIPALES RESULTADOS DEL IN-
FORME

Tasa de actividad: porcentaje entre la 
población económicamente activa y la 
población total de referencia. 

Tasa de empleo: porcentaje entre la 
población ocupada y la población total 
de referencia. 

Tasa de desocupación: porcentaje entre 
la población desocupada y la población 
económicamente activa.

En este apartado, el informe brinda un resumen 
sobre los datos relevados, el cual reproduzco 
textual destacando los puntos principales:

“En el segundo trimestre de 2020, la tasa de 
actividad se ubicó en 38,4%, la tasa de em-
pleo en 33,4% y la tasa de desocupación en 
13,1%. Estos resultados reflejan en gran me-
dida el impacto que tuvo sobre la dinámica del 
mercado laboral la pandemia por la COVID-19 
y las restricciones en determinadas actividades 
y a la circulación dispuestas por el Decreto Nº 
297/2020, que estableció el aislamiento social 
preventivo y obligatorio (ASPO).”

“En el marco de la emergencia sanitaria, el 
principal impacto sobre el mercado laboral 
se verificó en la dinámica de la tasa de em-
pleo (TE), que mostró una caída de 8,8 puntos 
porcentuales (p.p.) frente al primer trimestre 
del mismo año y de 9,2 p.p. en relación con 
el segundo trimestre de 2019, impulsada por 
la menor proporción de personas que pudo 
trabajar”.

“El impacto en la tasa de empleo, (…) fue más 
significativo en asalariados sin descuento 
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jubilatorio, en trabajadores 
por cuenta propia y en traba-
jadores de establecimientos 
privados”.

“Tomando en consideración 
la rama de actividad de la 
ocupación principal, la caí-
da fue proporcionalmente 
más intensa en los sectores 
construcción, hotelería y 
restaurantes y servicio do-
méstico”.

“En el segundo trimestre 
de 2020 aumentó la tasa de 
desocupación (TD). Esta 
tasa alcanzó el 13,1% en 
relación con la PEA y mostró un aumento de 2,7 
p.p. frente al primer trimestre y de 2,5 p.p. con 
relación al segundo trimestre del año anterior. El 
incremento de la tasa se vio influenciado tanto 
por el aumento del número de personas que 
no pudo trabajar –aunque buscó activamente–, 
como por la reducción de la población econó-
micamente activa total”.

“Producto de la dinámica observada en la 
PEA, en el segundo trimestre se verificó 
un cambio de composición en la población 
económicamente inactiva (PEI). Del total de 

la PEI, los inactivos marginales –quienes no 
buscaron empleo, pero estaban disponibles 
para trabajar– alcanzaron el 4,6%, mientras 
que en el mismo trimestre del año anterior este 
grupo fue del 0,7%.”

2.3 RESULTADOS. Mercado de trabajo. Ta-
sas e indicadores socioeconómicos (EPH) 

Síntesis descriptiva de los resultados. Total 
31 aglomerados urbanos.

Segundo trimestre de 2020

“En el segundo trimestre de 2020 
aumentó la tasa de desocupación (TD). 
Esta tasa alcanzó el 13,1% en relación con la 
PEA y mostró un aumento de 2,7 p.p. frente al 
primer trimestre y de 2,5 p.p. con relación al 
segundo trimestre del año anterior. El incremento 
de la tasa se vio influenciado tanto por el aumento 
del número de personas que no pudo trabajar 
–aunque buscó activamente–, como por la 
reducción de la población económicamente activa 
total.”
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PRESIÓN SOBRE EL MERCADO  
DE TRABAJO

La población desocupada presiona activamente 
sobre el mercado laboral en búsqueda de una 
ocupación. Por otra parte, se suman los ocu-
pados que, si bien tienen un empleo, buscan 
activamente otro (ocupados demandantes). 

En menor proporción, se encuentran aquellos 

Fuente: Elaboración Propia sobre datos de INDEC. Mercado de trabajo. Tasas e indicadores socioe-
conómicos (EPH).

´ ´

ocupados que no demandan activamente otro 
empleo, pero están dispuestos a extender su 
jornada de trabajo (ocupados no demandantes 
disponibles). La suma de estos tres conceptos, 
se conoce como “Presión sobre el Mercado 
de Trabajo”.

En el siguiente cuadro se presentan los distin-
tos agrupamientos.



128

Aportes

Fuente: Elaboración Propia sobre datos de INDEC. Mercado de trabajo.  
Tasas e indicadores socioeconómicos (EPH).

Fuente: Elaboración Propia sobre datos de INDEC. Mercado de trabajo.  
Tasas e indicadores socioeconómicos (EPH).
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La suma de todos los grupos de la población 
económicamente activa que generan presión 
sobre el mercado de trabajo (desocupados 
abiertos + ocupados demandantes + ocupados 
no demandantes disponibles) se verifica que 
dicha presión va en descenso, pasando en un 
comparativo interanual de 35,9% al 31,8%, y 
a su vez, en comparando trimestralmente, de 
34,9% a 31,8%, lo que implica una retracción de 
3,1 p.p. Según el informe “Esta reducción está 
motorizada principalmente por el descenso de 
los ocupados demandantes de empleo”. 

ACTIVIDAD

Tasa de actividad: calculada como porcen-
taje entre la población económicamente 
activa y la población total de referencia. 

Comparación intertrimestral (2do Trimestre 
2020 contra 1er Trimestre 2020).

En lo que respecta al período, se produjo una 
baja de la Población Económicamente Activa 
de 13.439.318 a 10.982.671 de personas.

Esto es de suma importancia, toda vez que 
disminuye la población económicamente acti-
va en el trimestre, en 2.456.647 de personas. 
Estas personas, se incorporan a la población 
económica inactiva.

Con relación al primer trimestre, la tasa de 
actividad disminuye 8,7 p.p., al pasar de 47,1% 
a 38,4% (valor mínimo de la serie histórica 
analizada). 

En el caso del total de los hombres, el descenso 
es de 10,7 p.p., pasando la tasa de 68,7% a 
58%. Por otra parte, para el total de las mu-
jeres, la baja significó unos 8,3 p.p. (49,5% a 
41,2%)

“Se puede ver una caída muy 
marcada en la tasa de actividad 
entre el segundo trimestre de 2020 
y el segundo trimestre de 2019, 
que pasa el indicador de 47,7% al 
38,4% (9,3 p.p.).”

Del análisis por sexo 
para la población es-
pecífica de 14 años y 
más, se observa que 
la tasa de actividad 

desciende en la mayoría de los casos para 
los varones. El descenso es marcado para los 
varones jóvenes (14 a 29 años de edad), con 
una caída intertrimestral de la tasa de 14,5 p.p. 
(54,4% al 39,9%). En el caso de las mujeres, 
también destaca el grupo etario más joven, 
para el cual la actividad se reduce en 11,1 p.p. 

Comparación Interanual (2do Trimestre 2020 
contra 2do Trimestre 2019).

En lo que respecta al período interanual, se 
produjo una baja de la Población Económica-
mente Activa de 13.511.286 a 10.982.671 de 
personas.

Se puede ver una caída muy marcada en la 
tasa de actividad entre el segundo trimestre 
de 2020 y el segundo trimestre de 2019, que 
pasa el indicador de 47,7% al 38,4% (9,3 p.p.). 
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En el caso de los hombres, la baja fue de 12,2 
p.p. (70,2% a 58%). Lo que respecta a las 
mujeres, fue un descenso de 8,7 p.p. (49,9% 
a 41,2%).

De la comparación interanual de las principales 
tasas por grupos de sexo y edad, se destaca 

una caída de la tasa de actividad para varones 
de 14 a 29 años, entre quienes pasa del 56,3% 
al 39,9% (-16,4 p.p.). Continua en el ranking 
del descenso de la tasa interanualmente, las 
mujeres de 30 a 64 años, se evidencia una 
caída de la tasa de 69,2% al 57,9% (-11,3 p.p.).

 

Fuente: Elaboración Propia sobre datos de INDEC. Mercado de trabajo.  
Tasas e indicadores socioeconómicos (EPH).
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EMPLEO

Tasa de empleo: calculada como porcenta-
je entre la población ocupada y la población 
total de referencia. 

Comparación intertrimestral (2do Trimestre 
2020 contra 1er Trimestre 2020).

En lo que respecta al período, se produjo una 
baja de la Población Ocupada de 12.045.200 
a 9.546.080 de personas.

Entre ambos trimestres del año 2020, se en-
cuentra que la tasa de empleo presenta una 
caída de 8,8 p.p. (42,2% al 33,4%).

En el caso de los hombres, se observa una baja 
en el período de referencia de 11,4 p.p. (62% a 
50,6 %). Lo que respecta a las mujeres, fue un 
descenso de 8,3 p.p. (43,9% a 35,6%).

En el análisis de sexo y edad, el grupo de 
varones de 14 a 29 años es el que muestra 
el descenso más agudo de 13,5 p.p., al pasar 
del 44,3% al 30,8% en el período. En segundo 
lugar, lo sigue el grupo de varones de 30 a 64 
años, con una caída de 12,2 p.p. y continuando 
la caída de 10,0 p.p. para el grupo de mujeres 
de 30 a 64 años.  

Comparación Interanual (2do Trimestre 2020 
contra 2do Trimestre 2019).

En el análisis del período interanual, se pro-
dujo una baja de la Población ocupada de 
12.045.200 a 9.546.080 de personas.

La tasa de empleo, al pasar del 42,6% en el 
segundo trimestre de 2019 al 33,4% en el mis-
mo trimestre de 2020, que cae interanualmente 

9,2 p.p.

En el caso del total de los 
hombres en el período inte-
ranual, el descenso es de 
12,4 p.p., pasando la tasa de 
63% a 50,6%. Por otra parte, 
para el total de las mujeres, 
la baja significó unos 8,7 p.p. 
(44,3% a 35,6%)

Se observa en el análisis in-
teranual una mayor reducción 
entre los varones de 14 a 29 
años, debido a que el em-

“En el análisis de sexo y edad, el grupo de 
varones de 14 a 29 años es el que muestra el 
descenso más agudo de 13,5 p.p., al pasar del 
44,3% al 30,8% en el período. En segundo 
lugar, lo sigue el grupo de varones de 30 a 64 
años, con una caída de 12,2 p.p. y continuando 
la caída de 10,0 p.p. para el grupo de mujeres 
de 30 a 64 años.”
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pleo se reduce en 15,0 p.p. (45,8% al 30,8%). 
Continúan los varones de 30 a 64 años, para 
quienes la tasa decrece en 12,7 p.p. (85,0% al 

72,3%) y luego las mujeres de 30 a 64 años, 
para quienes la tasa cae en 11,4 p.p. (63,9% 
al 52,5%).

Fuente: Elaboración Propia sobre datos de INDEC. Mercado de trabajo.  
Tasas e indicadores socioeconómicos (EPH).
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Tasa de desocupación: calculada como 
porcentaje entre la población desocupada 
y la población económicamente activa. 

Comparación intertrimestral (2do Trimestre 
2020 contra 1er Trimestre 2020).

En lo que respecta al período, se produjo un 
alza de la Población Desocupada de 1.394.118 
a 1.436.591 de personas, siendo solamente un 
incremento de 42.473 personas entre el primer 
y segundo trimestre. Esto denota, que el ver-
dadero impacto está en lo que especificamos 
anteriormente del pasaje de personas de PEA 
a PEI. (2.456.647 de personas).

La tasa de desocupación crece en 2,7 p.p. 
(10,4% al 13,1%) en el período.

En el caso del total de los hombres en el pe-
ríodo, la tasa aumento en 3,1 p.p., pasando la 
tasa de 9,7% a 12,8%. Por otra parte, para el 
total de las mujeres, el alza significó unos 2,3 
p.p. (11,2% a 13,5%)

Analizando la tasa de desocupación en el perío-
do, se destaca un incremento general en todos 
los grupos de sexo y edad, destacándose las 
mujeres de 14 a 29 años, para las que crece 
en 4,6 p.p., al pasar del 23,9% al 28,5%. 

DESOCUPACIÓN

Comparación Interanual (2do Trimestre 2020 
contra 2do Trimestre 2019).

En lo que respecta al período interanual, se 
produjo una baja de la Población Desocupada 
de 1.437.893 a 1.436.591 de personas. Sin 
perjuicio que a valores en personas hubo un 
descenso, la tasa de desocupación, por su par-
te, se incrementa en 2,5 p.p. interanualmente 
(10,6% a 13,1%). 

En el caso del total de los hombres en el pe-
ríodo interanual, la tasa aumentó en 2,6 p.p., 
pasando la tasa de 10,2% a 12,8%. Por otra 
parte, para el total de las mujeres, el alza signifi-
có unos 2,3 p.p. (11,2% a 13,5%), manteniendo 
los parámetros del análisis trimestral.

Del análisis comparativo de los grupos por sexo 
y edad para la población de 14 años a 29 años, 
el mayor incremento de la tasa se registra en 
las mujeres, para quienes la desocupación au-
menta en 5,1 p.p. (23,4% al 28,5%). Le siguen 
los varones, que exhiben un crecimiento inte-
ranual de la tasa de 4,1 p.p. (18,6% al 22,7%).  

Se registra un incremento de quienes provie-
nen de ocupaciones con calificación operativa 
(+1,1 p.p.) o no calificada (+1,1 p.p.). y se 
observa un incremento del peso relativo de 
los desocupados provenientes de las ramas 
Industria manufacturera (+2,3 p.p.) y Servicio 
doméstico (+1,7 p.p.).
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Fuente: Elaboración Propia sobre datos de INDEC. Mercado de trabajo.  
Tasas e indicadores socioeconómicos (EPH).
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Fuente: INDEC. Mercado de trabajo. Tasas e indicadores socioeconómicos (EPH).
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4 OIT. Nota técnica “Impactos en el mercado de trabajo y los ingresos en América Latina y el Caribe | Segunda Edición”2020. 
https://www.ilo.org/americas/publicaciones/WCMS_756694/lang--es/index.htm

Fuente: Elaboración Propia sobre datos de INDEC. Mercado de trabajo.  
Tasas e indicadores socioeconómicos (EPH).

3. El estudio del Panorama laboral  
de Latinoamérica, el Caribe y el Mundo, 
desde la OIT. 

3.1. LATINOAMERICA Y EL CARIBE

Finalizado el análisis del Informe Técnico 
“Mercado de trabajo. Tasas e indicadores 

socioeconómicos (EPH)”, para el segundo 
trimestre de 2020, se extraerán los puntos 
principales del resumen ejecutivo de la Nota 
técnica “Impactos en el mercado de trabajo 
y los ingresos en América Latina y el Caribe 
| Segunda Edición”4, a los fines que el lector 
pueda contrastar nuestros datos con el con-

texto de Latinoamérica 
y del Caribe. 

Dentro de los puntos 
relevantes a considerar, 
podemos extraer:

• “Los impactos labora-
les más significativos 
en ocupación, desocu-
pación y participación 

“En conjunto, en los nueve países para los cuales 
se cuenta con información para el primer semestre 
de 2020 (que representan alrededor del 80% 
del empleo total de la región), 34 millones de 
trabajadores perdieron su puesto de trabajo (algunos 
de manera temporaria)”.  
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económica se han observado durante el 
segundo trimestre de este año. Las horas 
perdidas en esos meses alcanzó al 33,5%”. 

• “En conjunto, en los nueve países para los 
cuales se cuenta con información para el primer 
semestre de 2020 (que representan alrededor 
del 80% del empleo total de la región), 34 mi-
llones de trabajadores perdieron su puesto 
de trabajo (algunos de manera temporaria)”. 

• “En general, aunque con variaciones entre 
países, las mujeres, más que los hombres, y los 
jóvenes (hasta 24 años), más que los adultos, 
vienen experimentando con mayor intensidad 
la pérdida de empleo”. 

• “Las caídas en el empleo no se reflejaron 
completamente en aumentos en la tasa de 

desocupación debido a las masivas salidas 
de la fuerza de trabajo. Una parte significativa 
de las personas que salieron de la fuerza de 
trabajo declaran estar disponibles para volver 
a trabajar, lo que sugiere la transitoriedad de 
estas transiciones”.

• “La tasa de desocupación refleja sólo par-
cialmente la magnitud de las dificultades por la 
que atraviesa la región y requiere, por lo tanto, 
ser complementada con otros indicadores 
laborales”. 

• “Otro efecto novedoso de esta crisis es que la 
reducción del empleo ha sido más intensa entre 
los cuentapropistas que entre los asalariados, y 
más profunda entre los trabajadores informales 
que entre los formales”. 

Fuente:  
Impactos en el mercado de trabajo y los ingresos en América Latina y el Caribe | Segunda Edición.

´
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Fuente:  
Impactos en el mercado de trabajo y los ingresos en América Latina y el Caribe | Segunda Edición.

´

´
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3.2. PANORAMA LABORAL EN EL MUNDO

Para el análisis global, en consideración con 
algunos de los temas tratados en el presente 
trabajo, se consignan los datos en la premisa-tí-
tulo: “Los resultados de recientes encues-
tas de población activa reflejan un mayor 
aumento del grado de inactividad que del 
nivel de desempleo”, de la nota informativa: 
“Observatorio de la OIT: La COVID-19 y el 
mundo del trabajo. Sexta edición”5.

Textual de la nota, la misma reza que: “La pér-
dida de horas de trabajo puede desglosarse con 
arreglo a varios factores, en particular, disminu-

ción de las horas de trabajo, conservación del 
empleo, pero sin trabajar, nivel de desempleo 
y grado de inactividad”.

Continuando, expresa sobre la reducción de 
empleo que: “En primer lugar, dichos datos 
ponen de manifiesto una notable disminución 
del empleo para el segundo trimestre de 
2020 con respecto al año anterior, aunque 
con una amplia variación entre países”. (…) 
“La disminución relativa del empleo es mayor 
en el caso de las mujeres que en el de los 
hombres para todos los países, salvo varias 
excepciones (por ejemplo, Israel, Francia y 
México)”. 

 

5 OIT. Nota Informativa: Observatorio de la OIT: La COVID-19 y el mundo del trabajo. Sexta edición. 2020. https://www.ilo.org/
global/topics/coronavirus/impacts-and-responses/WCMS_755917/lang--es/index.htm

Fuente: Observatorio de la OIT: La COVID-19 y el mundo del trabajo. Sexta edición.
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En lo relativo a cuánto contribuyó en reducción 
del valor agregado del empleo, las variables 
“aumento de nivel de desempleo” y “grado de 
inactividad”, el texto se pronuncia en que: “un 
sencillo desglose de la información permite 

concluir que la disminución del empleo en el 
segundo trimestre de 2020 ha propiciado un 
mayor aumento del grado de inactividad que 
del nivel de desempleo en todos los países, 
salvo en el Canadá y los Estados Unidos”.

Fuente:  
Impactos en el mercado de trabajo y los ingresos en América Latina y el Caribe | Segunda Edición.
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 “Ello refleja que la dis-
minución del empleo en 
la mayoría de los paí-
ses ha dado lugar a un 
aumento sustancial del 
grado de inactividad, 
si bien ha incidido en 
menor medida en la va-
riación del nivel de des-
empleo. La incidencia 
en hombres y mujeres 
ha sido similar”.

La nota expone algo de suma importancia, que 
queda como conclusión de lo hasta ahora visto: 
“(...)hacer hincapié únicamente en la varia-
ción del nivel de desempleo puede arrojar 
resultados erróneos”. 

Para concluir, la nota informativa deja el último 
dato a nivel global: “Los jóvenes y las perso-
nas de más edad se han visto particularmen-
te afectados por la crisis de la COVID-19”

4. A MODO DE CONCLUSIÓN

De lo visto hasta acá sobre el trabajo “Mercado 
de Trabajo: La situación ocupacional argentina 
en el contexto del ASPO”, podemos resumir que 
se denota una significativa baja en las tasas de 
actividad y de empleo.

Por otro lado, la tasa de desocupación alcanzó 
el 13,1% en relación con la PEA y mostró un 
aumento frente a los períodos comparados 
intertrimestralmente e interanualmente.

Pero como evidenciamos a lo largo del tra-
bajo, el principal problema está en el pasaje 
de 2.456.647 compatriotas de la población 
económicamente activa (PEA), a la población 
económicamente inactiva (PEI).

Este problema se vio reflejado en los informes 
analizados de la OIT, calculando una pérdida 
solo en nueve países de la región, de 34 millo-
nes de puestos de trabajo. Sin perjuicio de que 
aclara que alguno de estos puestos perdidos 
son de carácter transitorio.

Para el caso de la ocupación formal del merca-
do de trabajo, un dato que no debe quedar en 
un segundo plano, es que 5,6 millones sobre 
los 9,5 millones de población ocupada, tienen 
salarios con descuento jubilatorio, completando 
el resto de los ocupados en no asalariados o 
bien, asalariados sin descuento jubilatorio.

En conclusión, uno de los desafíos principales 
del Gobierno en la pospandemia, es generar 
las bases para que esas personas que repre-
sentan los 13,1 puntos de desocupación, y 
por otra parte, el 4,6% de inactivos marginales 
(Personas que están disponibles para trabajar) 
que integran la Población Inactiva, puedan 
insertarse al empleo activo en el marco del 
mercado de trabajo.

Otro desafío del Gobierno, es lograr disminuir 
la informalidad laboral, proteger el empleo y 
generar puestos de trabajo. Transitoriamente, 
y hasta tanto estos desafíos sean realizados, 
es de vital importancia la protección social de 

“En conclusión, uno de los desafíos principales del 
Gobierno en la pospandemia, es generar las bases 
para que esas personas que representan los 13,1 
puntos de desocupación, y por otra parte, el 4,6% de 
inactivos marginales (Personas que están disponibles 
para trabajar) que integran la Población Inactiva, 
puedan insertarse al empleo activo en el marco del 
mercado de trabajo.”  



142

los actores que han quedado fuera del mercado 
laboral.

Cabe aclarar que, si bien la pandemia generó 
muchas de las dolencias que vivimos como 
sociedad, a esto debe sumarse y ponerse en el 
análisis, las políticas que se han implementado 
en los últimos años, todas ellas en detrimento 
del Empleo y de las micro y medianas empresas 
(Pymes), principales generadoras de empleo, 
siendo estas últimas devastadas con la suba 
de sus costos fijos y variables, y la caída signi-
ficativa de las ventas o servicios que ofrecen.
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Sobre jerarquía 
en el Derecho Público 
Administrativo 
en cuanto a la estabilidad 
del empleado público: 
apreciación constitucional 
del art. 9 de la Ley Marco de 
Empleo Público, o de 
la necesidad de adecuar 
la normativa vigente en 
amparo de los trabajadores

“No existe un derecho civil, penal, administrativo, comercial,  
laboral ajeno a la Constitución, en la medida que para ser válidos estos “derechos” primero 

deben adaptarse a los contornos formales y sustanciales de la Constitución”.
Andrés Gil Domínguez
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E SENTIDO COMÚN

Ante la incertidumbre social produci-
da por la pandemia del COVID-19 y 

la experiencia reciente de desguace guberna-
mental de empleados cometida por la gestión 
macrista, es fundamental cuestionar la falta de 
cumplimiento del derecho a la estabilidad labo-
ral en cuanto a aquellos empleados públicos 
contratados a plazo determinado. Este derecho 
es soslayado discrecional y arbitrariamente por 
el Estado a través de la utilización de modali-
dades contractuales diversas, v.g. contratos a 
tiempo determinado, de locación de servicio, 
de planta transitoria, o por medio de personal 
monotributista que factura a través de univer-
sidades o entes cooperadores, etc. vulnerando 
de este modo el art. 14 bis de la Constitución 
Nacional, en cuanto sostiene la “estabilidad del 
empleado público” y por ende toda una serie 
de derechos protegidos en la Carta Magna y 
en los Tratados Internacionales de DDHH que 
también se podrían encontrar  perturbados, 
como ser: el derecho a trabajar,  el derecho a 
vivir dignamente, protección contra el despido 
arbitrario, y por lógica correlación la protección 
integral de la familia, el acceso a una vivienda 
digna, la defensa del bien de familia entre 
otros, porque lo cierto es que uno planifica la 
vida cotidiana, y también proyecta un esquema 
de vida a mediano y largo plazo en base a los 
ingresos que percibe por su trabajo. 

En particular, sobre las modalidades de con-
tratación mencionadas, me voy a referir a la 
Ley Marco de Empleo Público, Ley 25.164,  la 
misma requiere un examen inicial que verifique 
los postulados constitucionales de la normativa 
en su  dependencia jerárquica; urge interrogar 
al sistema administrativo de contratación del 
empleo público establecido en el art. 9 de 
la mencionada Ley, dado que es una de las 

modalidades de vinculación más extendidas, 
prácticamente no existe organismo del Estado 
donde no se encuentre personal contratado 
bajo este encuadre. Inicio el planteo en la 
comprensión de que los derechos no son ab-
solutos y se ejercen conforme a las leyes que 
reglamentan su ejercicio (art. 14 y 28 CN). Pero 
también entiendo que la operatividad de los 
derechos que se encuentran determinados ex-
presamente en la Constitución es de aplicación 
directa, siempre que no afecte otros derechos 
constitucionales. Claro está que la estabilidad 
del empleado público expresamente sostenida 
en el art. 14 bis es de este último tipo, ¿sino 
qué otro derecho constitucional o qué tercero 
se podría ver afectado si se cumpliese efec-
tivamente y de manera operativa con dicho 
derecho? Ninguno. 

De este modo se puede ahorrar el debate de 
toda una serie de elucubraciones doctrinarias 
de carácter bizantino, que no obstante voy 
a repasar de manera informativa, dado que 
el problema es actual y vigente, y de suma 
importancia para todos aquellos trabajadores 
públicos que se encuentran  dentro de esta 
modalidad de contratación.

UN CONTRATO FRAUDULENTO  
(…y de adhesión)

Bajo la modalidad de contratación establecida 
por el artículo 9 de la Ley Marco de Empleo 
Público la administración realiza, por lo menos, 
una equívoca aplicación de dicha normativa 
poniendo en serio riesgo el derecho a la es-
tabilidad garantizado por el art. 14 bis de la 
Constitución Nacional. Es lógico pensar que 
cualquier empleado público, esté en el cargo 
que esté, con excepción de los funcionarios 
públicos de la planta política y de gabinete, 

D
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desarrolle razonables expectativas 
de estabilidad en cuanto a su perma-
nencia en el puesto de trabajo. Por 
tanto debe ser la Administración quien 
debería sostener por qué el empleado 
renegaría o desistiría de su derecho 
a la estabilidad, especialmente en 
cuanto forma parte de determinados 
derechos irrenunciables establecidos 
en la parte dogmática de la ley supre-
ma, dando lugar a lo que doctrinaria-
mente se denomina como “estabilidad 
propia”  ya que, como indiqué más 
arriba, el derecho en cuestión es “en 
sí” de índole operativa. ¿No sería todo más 
razonable si “la sana crítica” jurídica orientara 
la lectura de este modo? Pero considerando 
que en la práctica algunos sectores doctrina-
rios no ven lo que es evidente, voy a describir 
un poco el razonamiento jurídico que expresa 
esta postura  para que los/las compañeros/as 
trabajadores/as puedan darse una pequeña 
idea de qué va la cosa. 

Carácter permanente de las tareas  
realizadas bajo un contrato transitorio.

Hay que comprender que cuando la normati-
va constitucional establece la estabilidad del 
empleado público no hace diferencia alguna 
ni esgrime excepciones. Aunque es habitual 
encontrar en los organismos del Estado, ya 
sea en órganos centralizados o en entes des-
centralizados,  personal que realiza trabajos 
propios de la función administrativa pero que 
se encuentran vinculadas  mediante un contrato  
con vencimiento anual de carácter transitorio o 
a plazo determinado que intentan despojar al 
trabajador de las expectativas de continuidad, 
debido a que pueden no renovarse. 

Para identificar cuándo estamos en presencia 
de tareas propias del empleo público es impor-
tante verificar la índole de tareas realizadas 
por el personal. Esto es que si la prestación 
efectiva de servicios es habitual y permanente  
debe ser personal de planta permanente quien 
las efectúe en consecuencia, ya que como 
indiqué la Constitución no expresa excepcio-
nes. De este modo se configura el derecho a 
la estabilidad absoluta del empleado público; 
pero lamentablemente este derecho es siste-
máticamente evadido mediante la utilización 
del régimen de excepción del art. 9 de la ley 
25.164, también conocido como la antigua “re-
solución 48”, que rige el vínculo laboral de mu-
chos de los “contratados”, y cuya característica 
es la carencia de protección ante la eventual 
decisión estatal de finalizar el contrato.

La normativa en cuestión dispone que “el régi-
men de contrataciones de personal por tiempo 
determinado comprenderá exclusivamente la 
prestación de servicios de carácter transitorio 
o estacionales, no incluidos en las funciones 
propias del régimen de carrera, y que no pue-
dan ser cubiertos por personal de planta per-
manente”. O sea que solo en casos en que la 

“Para identificar cuándo estamos en 
presencia de tareas propias del empleo 
público es importante verificar la índole de 
tareas realizadas por el personal. Esto es 
que si la prestación efectiva de servicios es 
habitual y permanente  debe ser personal 
de planta permanente quien las efectúe 
en consecuencia, ya que como indiqué la 
Constitución no expresa excepciones.”
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Administración necesite cubrir trabajos transito-
rios u ocasionales, y que no pueda cubrirlo con  
personal permanente, podrá contratar personal 
a plazo determinado de manera transitoria para 
realizar exclusivamente tareas no incluidas en 
las funciones propias del personal permanente. 
Se aprecia entonces que la utilización de dicha 
normativa no guarda relación con el modo 
“adecuado” de incorporación de personal a la 
función pública, ya que su aplicación debe ser 
exclusivamente de carácter excepcional para 
eventuales trabajos que no sean los propios 
de las funciones del organismo. Por eso si se 
trata de funciones esenciales y específicas del 
Estado, no hay lugar para incluirlo en el ámbito 
del personal “contratado”.

Diversa jurisprudencia, establecida en oportu-
nidad de cuestionar las modalidades de con-
tratación, aportan elementos que sirven como 
instrumento para precisar estos criterios, que 
sin pretensiones de cientificidad, cito a modo 
de reflexión. 

En el fallo “Ramos”1, la Corte Suprema de 
Justicia, indicó que: “(...) la demandada utilizó 
figuras jurídicas autorizadas legalmente para 
casos excepcionales, con una evidente desvia-
ción de poder que tuvo como objetivo encubrir 
una designación permanente bajo la apariencia 
de un contrato por tiempo determinado (...) 
en tales condiciones, el comportamiento del 
Estado Nacional tuvo aptitud para generar 
(...) una legítima expectativa de permanencia 
laboral que merece la protección que el artículo 

14 bis de la Constitución Nacional otorga al 
trabajador (…)”.

Criterio que también fue trazado por la juris-
prudencia de Neuquén en el caso “Tobis”2, en 
el que se establece que se evidenció“(...) una 
desvirtualización y abuso de la contratación 
temporaria para desempeñar tareas perma-
nentes similares a las que realiza el personal 
estable, con igual carga horaria, pero sin la 
garantía propia e inherente a todo empleado 
público: la estabilidad. De allí, la configuración 
manifiesta del fraude a la estabilidad amparada 
por la Constitución Nacional en el art. 14 bis 
(...)”

El sentido de esta doctrina, por más que no 
refiera puntualmente a la Ley Marco,  permite 
comprender acabadamente la excepcionalidad  
que supone el régimen del art. 9 en cuanto a la 
posibilidad de contrataciones de índole transi-
torias, debido a que el razonamiento contrasta 
las tareas desarrolladas por el trabajador del 
siguiente modo: si las tareas hacen al fun-
cionamiento normal y habitual del organismo 
estatal, ergo el vínculo queda enmarcado bajo 
normativa protectoria superior, y por ende es 
apto para generar razonables expectativas de 
continuidad en los trabajadores.

Esta circunstancia implica que su inadecuada 
aplicación configura por parte de la Administra-
ción Pública, lo que se ha etiquetado doctrina-
riamente como “fraude laboral”; debido a que 
de este modo se soslaya la normativa vigente 
en pos de un acto discrecional de la Adminis-

1 CSJN 6/4/2010 -Considerandos 5 y 6 (Fallos 333:311).
2 “Tobis, Alberto José c/ Municipalidad de Neuquén s/ Acción de Amparo” (Acuerdo N° 03 del 03/02/2004).  Citado en  Pablo Á. 
Gutiérrez Colantuono, La estabilidad del empleado público y la idoneidad: dos asignaturas pendientes, Publicado en Revista El 
Derecho, Suplemento de Derecho Administrativo, EDA, 2005-147.
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tración que determina de modo arbitrario la 
aplicación del mencionado artículo 9 mediante 
un desvío de poder.

  

La modalidad de contratación no puede 
esgrimirse como base rectora del vínculo 
laboral. 

Hay quienes sostienen que por más que las 
tareas asignadas al trabajador sean propias 
del personal permanente debe prevalecer lo 
acordado en el contrato, que es redactado 
unilateralmente por la Administración. O sea 
que quieren decir que por más que las tareas 
desempeñadas por el trabajador demuestren 
lo contrario, hay que atenerse al contrato, 
pero sucede que al tratarse de un contrato 
con características de adhesión, se pasa por 
alto que hay una parte más débil en el vínculo 
contractual. En el caso “Cerigliano”3, el máximo 
tribunal hace referencia al mencionado fallo 
“Ramos” y explicita que “la doctrina aludida 
(…) encuentra sustento en dos circunstancias 
fundamentales: por un lado, la relativa a que la 
naturaleza jurídica de una institución debe ser 
definida, fundamentalmente, por los elemen-
tos que la constituyen, con independencia del 
nombre que el legislador o los contratantes le 
atribuyan; por el otro, la atinente a que resulta 
una evidente desviación de poder la contrata-
ción de servicios por tiempo determinado con 
el objeto de encubrir vinculaciones laborales de 
carácter permanente”(cons. 5). Y luego continúa 
diciendo que “cabe añadir a lo expuesto una 
cuestión subyacente en el precedente citado: la 

concerniente a que quienes no se encuentren 
sometidos a la Ley de Contrato de Trabajo, 
en tanto desempeñen tareas materialmente 
subordinadas y permanentes a favor de la 
administración pública nacional o local, gozan 
de la protección conferida por el art. 14 bis de 
la Constitución Nacional” (cons. 6).

Así es como a través de esta práctica surgen 
dos clase de trabajadores estatales: los de 
planta permanente que tienen amplitud de 
derechos, gozan de protección y estabilidad 
(además de expectativas en la carrera adminis-
trativa); y los “contratados” que no tienen ningu-
na garantía de estabilidad, ni aun de protección 
contra el despido arbitrario porque debido a la 
irregular contratación  no corresponde siquiera 
una indemnización propia del ámbito privado, 
ya que la LCT (Ley de Contrato de Trabajo N° 
20.744) se emplea de manera supletoria, sólo 
en el ámbito jurisdiccional, si un juez así lo 
considera pertinente en un determinado caso 
concreto (dado que la contingencia de una 
disolución contractual, fundada probablemen-
te en razones de interés público, podría traer 
aparejada la consecuente responsabilidad del 
Estado derivada de su obrar lícito)4. 

Se evidencia también, una transgresión a la 
garantía de igualdad ante la ley establecida en 
el art. 16 de la Constitución Nacional.  Bajo este 
encuadre se concreta una excesiva situación 
de desprotección donde los trabajadores “se 
tienen que someter, según parece, al arbitrio 
de los empleadores que, por su sola voluntad 
normativa, los hacen sustraerse de toda regu-
lación jurídica protectoria superior”5.

3 “Cerigliano, Carlos Fabián c/Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires U. Polival. de Inspecciones ex Dirección General 
de Verificación y Control”, C. 1733 XLII. (CSJN 19/04/2011)
4 Asunto que no voy a pormenorizar debido a que la aplicación supletoria de la LCT no hace al desarrollo de este artículo.
5  conf. Sala I CCAyT, “Mazza, Guillermo José Osvaldo c/ GCBA  s/cobro de pesos”, expte. 977/0, (21/7/2006).
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Esto no significa que se impida al Estado ce-
lebrar contratos por tiempo determinado para 
tareas específicas que excluyan el derecho del 
trabajador a la permanencia en el empleo, sino 
que cuando así lo permita la ley, en sentido for-
mal, debe justificar  objetiva y razonablemente 
una excepción admisible al art. 14 bis de la CN 
sin dar lugar a evasivas u equívocos. 

Incorporar personal no permanente es legítimo 
en los casos en que es preciso ocupar puestos 
laborales de carácter temporario o eventual, 
pero no para realizar tareas que son propias 
del organismo y pueden ser realizadas por el 
personal de planta permanente. De lo contrario 
las relaciones laborales transitorias caracteri-
zadas por su precariedad pueden ser utilizadas 
para eludir el derecho a la estabilidad de la que 
debe gozar todo empleado público.

Se puede ver entonces que el espíritu del 
artículo 9 gira en torno a la posibilidad de 
contratación de técnicos especializados por 
períodos determinados, para la realización de 
trabajos peculiares que no pueden llevarse a 
cabo por personal de planta permanente, como 

puede ser el caso de una obra de 
reforma en la infraestructura de 
un organismo, la instalación de 
aires acondicionados, etc.

De lo expuesto extraigo: a) que la 
normativa del art. 9 es perfecta-
mente constitucional porque “en 
sí mismo” su redacción no apare-
ce como violatoria de un derecho 
de jerarquía superior. Y b) lo que 
es francamente inconstitucional 
es la evasión del derecho a la 
estabilidad del empleado público 
utilizando artimañas que repug-
nan a la Carta Magna, debido a 
que, como se vio, ocurre que se 

contrata de modo transitorio a personal que 
realiza actividades de carácter permanente 
bajo la modalidad del art. 9 de la ley marco. 
Máxime cuando esta modalidad viciosa provie-
ne, no ya de empresas privadas que especulan 
atendiendo a sus propios intereses, sino del 
propio Estado, que se supone ejecutor de 
los derechos plasmados y garantizados en la 
Constitución Nacional. 

OTROS ASPECTOS SOBRE LO MISMO         

La falta de acto formal de la administración o 
la ausencia de concurso no implican consen-
timiento voluntario a un régimen jurídico de 
“por sí” viciado.

Es dable aclarar que no hay consentimiento 
del trabajador a la modalidad de contratación 
irregular en fraude a la ley porque éste manten-
ga la relación laboral sin cuestionarla. Es claro 
que el trabajador es la parte débil del vínculo 
laboral con el Estado, y que no toma decisiones 
en cuanto a la modalidad del contrato, que tiene 
la forma de un contrato de adhesión en cuanto 

“Incorporar personal no permanente es 
legítimo en los casos en que es preciso 
ocupar puestos laborales de carácter 
temporario o eventual, pero no para realizar 
tareas que son propias del organismo y 
pueden ser realizadas por el personal de 
planta permanente. De lo contrario las 
relaciones laborales transitorias caracterizadas 
por su precariedad pueden ser utilizadas para 
eludir el derecho a la estabilidad de la que 
debe gozar todo empleado público.”
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a que el empleado no interviene libremente en 
su redacción en un “mutuo acuerdo de volun-
tad de las partes”, sino que simplemente es 
un escrito con cláusulas predeterminadas al 
momento de la firma. Lo mismo sucede con 
la inexistencia del procedimiento concursal al 
ingresar a la planta del Estado. La exigencia de 
cumplir con el procedimiento concursal es de 
completa responsabilidad del Estado y su falta 
de realización son ajenas por completo a las 
posibilidades decisorias del trabajador, siendo 
de imposible cumplimiento si no media buena 
fe en la parte fuerte de la relación de trabajo. 
Por eso más bien la ausencia de dicho proce-
dimiento confirma el vicio y la práctica indebida 
por parte de la Administración. 

Señala el Dr. Colantuono6 que “en el caso 
“Bussalino”, se entendió que si bien, el mero 
transcurso del tiempo no convierte al emplea-
do temporario en uno de planta permanente, 
siendo necesario el dictado del acto adminis-
trativo pertinente, hay que hacer una importante 
salvedad: la configuración de fraude o abuso”. 

A su vez el Dr. comenta en el artículo ya citado 
que “(…) frente a los planteos efectuados por 
las administraciones tendientes a desconocer 
los derechos de los agentes con fundamento 
en su ingreso sin previo concurso, en el caso 
“Lerner”  se sentó el criterio conforme el cual 
“la falta de realización de concursos para ele-
gir al mejor postulante a un empleo público 
es un requisito exigido al Estado y sobre el 
que el particular no tiene control posible ni 
posibilidad de discusión alguna, puesto que 
hace a decisiones superiores que escapan de 
su ámbito o esfera de actuación, por lo que no 
puede oponérsele la carencia de concurso 

varios años después de su nombramiento 
en el empleo, para justificar a través de 
ello su cesantía(…)”, o la subsistencia de la 
contratación irregular ad eternum.

Queda claro que no hay argucia que dure cien 
años. Porque el requisito del concurso previo 
es dable exigirlo a quienes se incorporen a la 
administración en un futuro, pero no para aque-
llos trabajadores que ingresaron bajo la moda-
lidad expuesta y que actualmente, además de 
tener un derecho adquirido en relación a sus 
puestos de trabajo, no son la parte responsable 
de las irregularidades señaladas. 

                   

Cavilación final o bosquejo para la reflexión

La organización  del Estado como organismo 
superior, al estilo de la metáfora del Leviatán 
de Hobbes, implica que éste se posicione por 
encima de los simples individuos que compo-
nen el conjunto de la  sociedad, jurídicamente 
se representa en una serie de  prerrogativas 
que desborda y se expande por fuera de la es-
tructura normativa positiva de carácter privado, 
dando lugar al régimen exorbitante del derecho 
privado propio de la función administrativa 
dentro del sistema jurídico. 

Institutos tales como el agotamiento de la ins-
tancia administrativa, plazos más beneficiosos 
para desenvolverse en el plano jurisdiccional, 
o el reclamo administrativo previo son, entre 
otras, una serie de ventajas que dispone la 
administración gubernamental que se rige 
por derecho público sobre el ámbito del de-
recho privado,  esta excedencia  a su favor 

6 Pablo Á. Gutiérrez Colantuono, La estabilidad del empleado público y la idoneidad: dos asignaturas pendientes, Publicado en 
Revista El Derecho, Suplemento de Derecho Administrativo, EDA, 2005-147. El subrayado en negrita es mío.



150

Aportes

se configura en detrimento de los particulares 
administrados. Este razonamiento, en línea con 
la doctrina de J. C. Cassagne, expone  la rea-
lidad que tienen que enfrentar los empleados 
públicos tanto de los entes centralizados del 
Estado como de los organismos descentrali-
zados al momento de analizar y cuestionar las 
modalidades de contratación. ¿Acaso no son 
suficiente este conjunto de prerrogativas como 
para que a su vez se eche mano de distorsiones 
normativas en perjuicio de la parte más débil 
del vínculo contractual? Va de suyo la posición 
minúscula que tiene un simple empleado ante 
la contingencia de iniciar un reclamo, en caso 
de encontrarse en la situación fáctica de tener 
que enfrentar la inmensidad del aparato estatal 
al momento de requerir el cumplimiento de 
derechos que le corresponden. Es justamente 
acá donde es menester  promover a los gremios 
como herramienta fundamental para impulsar 
reclamos históricos de los trabajadores como 
el expuesto. Comprender que la reivindicación 
debe ser de carácter colectivo, y no encerrarse 
en iniciativas individuales hará que se pueda 

arribar a buen puerto ante 
esta y otras problemáticas.

Si se tolera el incumplimiento 
del derecho a la estabilidad 
laboral garantizado en el ar-
tículo 14 bis, ese conjunto de 
trabajadores sin estabilidad 
queda sometido a la discre-
cionalidad de las autoridades 
administrativas de turno y a 
las circunstancias políticas 
del momento de cada gobier-

no, dando lugar a que los puestos de trabajo, 
sin protección suprema alguna, queden libra-
dos a la arbitrariedad jerárquica, privilegiando 
el interés partidario en la organización estatal 
por sobre los preceptos de la Constitución 
Nacional. De este modo, aparece dañado tam-
bién el buen funcionamiento de la estructura 
organizativa del Estado, porque conservar al 
personal, robustece la experiencia del plantel 
y contribuye a conformar como objetivo teleo-
lógico la búsqueda de la eficacia y la eficiencia 
del sistema burocrático estatal al servicio del 
conjunto de la ciudadanía, tendiente a escla-
recer el camino hacia el progreso.

Lo importante, más allá de la retórica jurídica, 
es advertir que esto es un problema que agobia 
de modo recurrente al conjunto de los trabaja-
dores públicos que se encuentran enmarcados 
bajo las disposiciones aludidas; problema que 
me atrevo a denominar como “La Gran Deuda 
de los Gobiernos Peronistas con los Emplea-
dos Públicos”

“Es justamente acá donde es menester  promover 
a los gremios como herramienta fundamental 
para impulsar reclamos históricos de los 
trabajadores como el expuesto. Comprender que 
la reivindicación debe ser de carácter colectivo, y 
no encerrarse en iniciativas individuales hará que 
se pueda arribar a buen puerto ante esta y otras 
problemáticas.”
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erminio Iglesias nació el 20 de 
octubre de 1929 y falleció el 16 de 
febrero de 2007. Ya de muy chico, 
a los tres años, él y sus padres pro-

cedentes de Orense, Galicia, se instalaron 
en Villa Castellino, Partido de Avellaneda, 
el que sería su lugar en el mundo.  

A los 13 años ingresó a trabajar a la fábri-
ca Siam – Di Tella y a los 21 años ya era 
delegado de la Unión Obrera Metalúrgica.  
Fue uno de los miles de descamisados que 
participaron del 17 de octubre de 1945. Ya 
con el golpe gorila, durante la llamada Revo-
lución Libertadora fue detenido  y torturado 
por su condición de peronista, tras lo cual 
logró fugarse de la dictadura y exiliarse en 
Uruguay. Dentro de la UOM presidió la agru-
pación 30 de Junio en Avellaneda. 

Herminio llevaba en su cuerpo una impor-
tante cantidad de cicatrices que lo fueron 
marcando en el transcurso de su vida. 
Cuando era pequeño jugando con un motor, 
perdió el dedo índice de la mano izquierda. 
En 1965 sufrió un accidente automovilístico 
en la autopista Ricchieri,  dejándole un pár-
pado retraído.  El 12 de septiembre 1973, 
ya siendo intendente fue atacado a balazos 

por un grupo de individuos y un proyectil le 
atravesó las dos piernas rozándole un tes-
tículo, por lo cual tuvo que ser intervenido 
quirúrgicamente

Fue Intendente del Partido de Avellaneda, 
Provincia de Buenos Aires (1973-1976) y 
depuesto por el golpe de estado genocida 
del Proceso de Reorganización Nacional. 

Su momento político más recordado fue 
cuando logró la candidatura a gobernador 
por la Provincia de Buenos Aires en la 
campaña de 1983, la que posteriormente 
perdería en manos de la Unión Cívica Ra-
dical. Para muchos en ese momento, fue el 
mariscal de la derrota en aquellas primeras 
elecciones democráticas post dictadura.  
Herminio nunca aceptó haber sido el artífice 
del primer fracaso electoral de la historia 
del peronismo. Y de hecho, encuestas y 
estudios anteriores a la famosa “quema 
del cajón” ya evidenciaban un triunfo del 
radicalismo en esos comicios.

Para distintos analistas de la situación po-
lítica provincial, el electorado no enrolado 
o identificado con el peronismo y además 
una parte muy importante del voto nuevo, 
se inclinaría a favor de otros partidos en 

Recordando a 
Herminio Iglesias  

H
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detrimento de la opción peronis-
ta.  Finalmente, las elecciones 
generales del 30 de octubre 
se terminaron convirtiendo en 
la principal derrota del Partido 
Justicialista en la Nación y, es-
pecialmente, en la Provincia de 
Buenos Aires donde la fórmula 
radical Armendáriz-Roulet se 
impuso por más de 40.000 votos 
sobre la del PJ.

Es necesario destacar que el 
período de reorganización parti-
daria que se desarrolló después 
del Proceso, dejó demostrado 
que se mantenían (aún a pesar 
de las prohibiciones y persecuciones de la 
dictadura), las estructuras dirigenciales del 
peronismo, vinculadas al sindicalismo y a los 
liderazgos tradicionales en las provincias, 
como por ejemplo  Deolindo Felipe Bittel 
en el Chaco, Vicente Leónidas Saadi en 
Catamarca,  Julio Romero en Corrientes o 
Carlos Juárez en Santiago del Estero. Por 
eso, se enmarca también en esa lógica la 
elección de Herminio Iglesias y José Amerise 
en la Provincia de Buenos Aires, tras vencer 
a los congresales que apoyaban a Antonio 
Cafiero. Las listas que presentó el Partido 
Justicialista, y muy especialmente el bonae-
rense, se conformaron con muchos valiosos 
dirigentes provenientes del sindicalismo, la 
columna vertebral del movimiento.

A la postre esta derrota significaría la pro-
gresiva desindicalización del Partido Justi-
cialista, el abandono de la campera de cuero 
por el traje en sus dirigentes, y que pasaría 
de la renovación peronista sin escalas al 
menemismo de los años noventa (con los 
giros no solo estilísticos, sino ideológicos 
que conllevó). 

Posteriormente, Herminio fue postulado 
como candidato a senador para las elec-
ciones legislativas de 2005 por el Partido 
Laborista de la Provincia de Buenos Aires. 
También fue Diputado nacional (1985-1989) 
y Concejal de Avellaneda (1991-1999)

Pero quizás un dato menos conocido por la 
historiografía oficial, tiene que ver con un he-
cho ocurrido durante la dictadura militar en 
el año 1979, que aquí nos gustaría destacar.

Hace 41 años, el Partido Justicialista era el 
único que se animó a denunciar en plena 
dictadura los crímenes del terrorismo de 
estado. El 6 de septiembre de 1979, la 
Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos llegó a la Argentina para una misión 
de observación. Mucho se habló al respecto 
en el transcurso de estos años, pero los que 
muy pocos recuerdan, o quieren recordar, es 
quiénes fueron los verdaderos protagonistas 
de estos hechos.

 El día 12 de septiembre, Deolindo Felipe 
Bittel y Herminio Iglesias, siendo respecti-
vamente vicepresidentes 1° y 2° del Partido 
Justicialista, pusieron su firma en el docu-

“Es necesario destacar que el período de 
reorganización partidaria que se desarrolló 
después del proceso, dejó demostrado 
que se mantenían (aún a pesar de las 
prohibiciones y persecuciones de la 
dictadura), las estructuras dirigenciales del 
peronismo, vinculadas al sindicalismo y a los 
liderazgos tradicionales en las provincias (…) 
Por eso se enmarca también en esa lógica la 
elección de Herminio Iglesias y José Amerise 
en la Provincia de Buenos Aires.”
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mento, en el cual el peronismo denunciaba 
ante la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos la desaparición de personas 
y la detención ilegal de la ex presidenta 
María Estela Martínez de Perón.

Para recordar estos hechos acompañamos 
un texto de Sergio Oviedo Schulman Nevele-
ff donde resalta la figura de Herminio Iglesias 
en esos decisivos momentos históricos:

FIRMEN CAGONES  

La tensión se cortaba con 
un cuchillo aquella helada 
mañana de septiembre en 
el “36 billares”. Todavía 
quedaban algunas brasas 
encendidas de lo que ha-
bía sido el festejo, menos 
de una semana antes, por 
la obtención del Mundial 
Juvenil en Japón que el 
proceso cívico-militar ha-
bía decidido explotar todo 
lo posible en medio de la 
primer visita de la CIDH a 
la Argentina, desde el inicio 
del golpe de estado. Eso 
incluía, haber contratado a 
una prestigiosa consultora 
internacional como Burson 
Marsteller que encaró una 
réplica a esa “campaña 
anti Argentina” que hasta 
incluía la confección de 
un tristemente célebre 
merchandising que aún 
hoy se recuerda: “Los ar-
gentinos somos derechos 
y humanos”.

Ya iban por la segunda 
ronda de cafés y ninguno 
de los referentes del PJ 

Nacional allí reunidos se anima a meter 
el gancho al documento que presentarían 
una hora más tarde ante James Patrick, 
presidente de la delegación extranjera. 
Don Chacho, un chaqueño campechano 
que debió asumir la presidencia del partido 
ante la detención de María Estela Martínez 
de Perón luego del golpe de estado, titu-
bea. Cualquiera haría lo mismo. Las balas 
pican cerca y si bien parece que lo peor ya 
pasó dos años atrás, porque como diría el 
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embajador Arnaldo Musich es hora de limpiar 
el bisturí, sabe que la máquina represiva está 
intacta. El morocho conurbanero de labios 
generosos apaga el pucho y relojea al resto 
de los comensales. Está pisando los 50 y es 
un producto arquetípico de lo que ha sido el 
peronismo a lo largo de más de tres décadas. 
Arrancó como delegado en la SIAM, fue inten-
dente de su Avellaneda, electo por la voluntad 
popular y removido por la Dictadura. Hoy es 
el vice segundo del PJ y cree que algún día la 
historia les reservará el lugar que merece un 
acto de valentía.

Escudriña una vez más el documento que 
escribieron el ex Vice Canciller de Cámpora, 
Jorge Vázquez, la ex jueza Alicia Oliveira (a 
quien la Dictadura había cesanteado apenas 
llegó al poder) y una ex diputada de la Ten-
dencia que se había peleado con el mismo 
Perón, Nilda Garré. Son tan peronistas como 
él, aunque estén en las antípodas del movi-
miento. Poco le importa. Tampoco le importó 
jugarse la “gobernabilidad” cuatro años antes, 
cuando dio la orden de guardarle una cama en 
el Hospital de Avellaneda a Agustín Tosco, que 
tenía una condena a muerte sobre la cabeza 
de la Triple A, a quién un cáncer fulminante lo 
atrapó en la clandestinidad. “Ni me digan con 
que nombre trucho lo internan, sólo háganlo”.

Herminio agarra la lapicera y mete su firma en 
el documento, antes que ningún otro. “Ahora 
firmen ustedes, cagones”. Sabe el costo que 
podía tener eso y el tipo aún así está a la altura 
de la circunstancias. Y entonces, ahí Deolindo 
Felipe Bittel lo sigue.

“No podemos aceptar el terrorismo de estado. 
No puede haber doctrina de la seguridad na-
cional que esté por encima de la ley que debe 
amparar por igual a todos los ciudadanos. Por 
eso el Justicialismo denuncia la muerte y/o 
desaparición de personas, lo que insólitamen-

te se pretende justificar con la presunción 
del fallecimiento que no significa más que 
reconocimiento de las arbitrariedades co-
metidas”.

Ese invernal 12 de septiembre de 1979, el 
Partido Justicialista fue el único que denun-
ció la violación de los DD.HH ante la CIDH, 
en medio de la noche más abisal. Otros 
elogiaban a la Dictablanda de Videla en pos 
de evitar el “pinochetazo”. Otros ofrecían a 
sus cuadros como embajadores de la dicta-
dura. Y otros, que hoy venden como padres 
de la democracia, almorzaban una vez por 
semana con el ministro Harguindeguy.

La historiografía oficial, tanto en su vertiente 
liberal como en la socialdemócrata, que se 
inició en 1983 nunca puso este gesto en 
el lugar que merece. Herminio Iglesias, es 
lo arcaico y lo inculto. Para el progresismo 
vernáculo, es el ejemplo del PJ ortodoxo 
y rancio. Incluso para muchos peronistas 
ese morocho fue el mariscal de la derrota 
en 1983 por la famosa quema del cajón, la 
cual hoy se sabe, que no fue el acto decisivo 
para el primer traspié electoral del justicialis-
mo desde 1946. Desde acá, hoy queremos 
recordar al compañero Herminio, justicialista 
y trabajador, por haber puesto los huevos 
en el lugar y el momento exacto. Un héroe 
de nuestra democracia plebeya, aún cuando 
sea menoscabado por la intelligentzia nativa 
y los “dotore” de la ley.

Sergio Oviedo Schulman Neveleff - Biblio-
teca Virtual  Peronista.

Por todos estos motivos, es que desde la 
Revista Escenarios queremos recordar al 
compañero Herminio, como lo decía aquel 
famosísimo jingle del año 83 y que lo pin-
taba de cuerpo entero: “Herminio Iglesias, 
justicialista y trabajador”
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elegado de la UOM, militante pero-
nista, integrante de la resistencia 
peronista, fundador junto a 40 
compañeros más de la Juventud 

Peronista en 1957, padre de un hijo nacido 
el 14 de abril de 1940, en el barrio de Flores, 
de familia humilde, su padre comerciante 
verdulero, y su madre ama de casa, cinco 
hermanos en donde Felipe era el segundo.

Felipe, del punto de vista de la militancia, 
dejó todo su compromiso, responsabilidad 
y compañerismo al servicio de sus compa-
ñeros de fábrica, de militancia, y a su hijo 
de corta edad.

Como delegado, cumplía su horario laboral 
y cumplía con su mandato, averiguando y 
llevando distintas reglamentaciones para 
sus compañeros.

Como militante cumplía ese rol durante el 
dia, caminando de fábrica en fábrica llevan-
do la palabra del peronismo y una bajada 
de línea de los próximos pasos a dar frente 
a la situación socio - económica de esa 
época, donde las movilizaciones de distintos 

bandos políticos y agrupaciones confunden 
al movimiento trabajador peronista, jóvenes 
y no tan jóvenes, mezclados entre distintas 
corrientes, estaban completamente sin rum-
bo envueltos en una confusión generalizada.

Felipe lidiaba más con los debates entre 
jóvenes que en el trabajo de su fábrica, pero 
con contenido político y gremial les hacía 
ver a sus pares la verdadera situación por 
la que estaban pasando y de esta manera 
lograba obtener más compañeros conven-
cidos del camino a seguir transitando, que 
era el peronismo.

En esos momentos también se ocupaba 
de dar apoyo a otros compañeros de otros 
sindicatos, como por ejemplo el de la carne, 
cuyo actor principal fue el compañero Se-
bastián Borro, el cual luchó a brazo partido 
contra el gobierno de Frondizi, allí también 
estaba Felipe, codo a codo peleando por 
una causa justa, noble y digna, impedir que 
el gobierno expropiara al frigorífico Lisandro 
de la Torre donde trabajaban 9.000 traba-
jadores. Luego de la toma forzada por el 
gobierno mediante la fuerza militar, Felipe 

¿Quién fue 
Felipe Vallese?  

D

* Secretaria de Derechos Humanos de la Nación

Felipe Vallese (h)*
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termina detenido por disturbios y desorden 
en la vía pública, y el frigorífico con 7.000 tra-
bajadores y familias, en la calle, sin trabajo.

Una vez de regreso a sus tareas en la fábri-
ca, en dos oportunidades sufre intentos de 
soborno de parte de la patronal para que 
desistiera de sus gestiones y actividades 
como delegado en favor de sus compa-
ñeros trabajadores, lo cual Felipe rechaza 
rotundamente esa actitud de quienes eran 
sus patrones de la fábrica. Reuniendo a sus 
compañeros les informa de lo sucedido y 
continúan trabajando dentro de una norma-
lidad como si nada hubiese pasado, pero sí 
pasó, redoblaron el trabajo en forma de pro-
testa contra la patronal, desafiando cualquier 
represalia, estando seguros de que nada les 
iba a suceder ya que a ningún trabajador  
se lo castiga o suspende por trabajar más 
horas y produciendo más materia prima. 
Esas fueron las estrategias planteadas por 
Felipe, y los compañeros estaban totalmente 
de acuerdo, y así fue como se incrementaron 
las horas extras junto a las básicas. 

Eran tiempos difíciles, persecución a los 
peronistas, comunistas y socialistas, reu-
niones clandestinas, estrategias diversas de 
cómo enfrentar al gobierno militar, luego al 
de Frondizi, que en definitiva los había trai-
cionado en la falta de cumplimiento de sus 

promesas de campaña presiden-
cial y no solamente privatizar el 
frigorífico, también determinó la 
persecución al peronismo con el 
Decreto 4161, aprobó y ejecutó 
el Plan CONINTES, (Conmoción 
interna del estado). Su política 
socio - laboral petrolera y educa-
tiva tuvo picos de altísima con-
flictividad con manifestaciones y 
huelgas del movimiento obrero y 
estudiantil, todas estas acciones 

y otras más sucedían en aquellos tiempos y 
en la vida de Felipe.

Incansable y con un gran compromiso sobre 
sus espaldas, también era padre a sus 18 
años de un hijo varón, al cual cuidaba con 
devoción y orgullo llevando por todos lados 
a esa criatura que años más tarde iba a 
sufrir el secuestro y desaparición física de 
su padre. 

Mientras tanto su hijo Eduardito, era cuidado 
celosamente por Elvia y Mercedes, quien 
tenía dos hijas, Olga y Raquel, y su esposo 
Agustin, quienes vivían en la misma casa de 
la calle Morelos. Era tanto el amor y ternura 
que le daban a ese niño, que si bien sufrió 
pérdidas personales durante sus primeros 
años de vida (a los 3 años la de su padre 
y a los 13 la de Elvia quien fue su madre 
adoptiva), pareciera ser que a pesar de las 
dificultades de la vida misma para Eduardito, 
no logró romper dentro de él todo el amor y 
ternura que recibió de sus seres queridos, 
inclusive de muchos amigos y amigas de 
Felipe, de Elvia y Mercedes. El amor ayudó 
mucho en el espíritu del hijo de Felipe, ya 
que en su crecimiento y formación jamás 
tuvo odio ni resentimiento hacia la política, ni 
del peronismo, ni del sindicalismo, acciones 
por las cuales su padre se vio involucrado 
y pagó con su vida, debido a sus ideales, 

“Felipe lidiaba más con los debates entre 
jóvenes que en el trabajo de su fábrica, pero 
con contenido político y gremial les hacía ver 
a sus pares la verdadera situación por la que 
estaban pasando y de esta manera lograba 
obtener más compañeros convencidos 
del camino a seguir transitando, que era el 
peronismo.”
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convicciones y lealtad fuerte hacia sus com-
pañeros y amigos. 

Este niño que fue creciendo de alguna mane-
ra solo y sin un guía en su vida, fue soportan-
do dolor y angustias cada dia que recordaba 
lo feliz que fue en sus primeros tres años 
junto a su padre, y en varias oportunidades 
que un niño o adolescente necesita que sus 
padres estén acompañándolo en los logros 
de estudio u otros motivos, jamás en su vida 
los tuvo, salvo Elvia que mientras estaba en 
vida pudo en parte suplantar a Felipe, que 
con todo esfuerzo hacia lo imposible, por 
encontrarse deteriorada en su salud. Pero 
esa mujer con un compromiso al 100 % de 
la promesa que le había hecho a Felipe de 
cuidar y protejer a su hijo, esa misión la 
cumplió al pie de la letra. 

Mercedes que no la pasó tan bien, por cul-
pa de su propio esposo quien delató en la 
comisaria de quienes vivían allí y que mero-
deaba Pocho Rearte, ella sufrió el secuestro 
y posteriormente la tortura salvaje de manos 
de la policia de la Regional San Martin, los 

cuales disfrutaban y se regocijaban con el 
dolor y sufrimiento de Mercedes. Agustín 
había sido liberado en 24 horas después de 
la noche del secuestro de todos el jueves 23 
de agosto a las 23 hs, con un frío que partía 
la cara, y de una noche que jamás quise 
que llegara sin saber qué iba a suceder. 
Nunca más esa pequeña familia construida 
por militantes, (menos Agustin) que jamás 
la pudimos volver a reunir ni construir. Son 
muchos los dolores y tristezas que vengo su-
friendo durante toda mi vida sin la presencia 
de mi padre y sin saber quién fue mi madre 
biológica. Esta parte de la historia pertenece 
a la vida de mi padre. 

Felipe en su corta vida de tan solo 22 años, 
marcó a fuego en el corazón de cada mili-
tante peronista y no peronista, la militancia, 
el compromiso, el trabajo, la lucha, los 
ideales, la humildad, y por sobre todas ellas 
LA LEALTAD, ése fue FELIPE VALLESE, el 
compañero de todos, el delegado de todos, 
mi viejo. 

Eduardo Felipe Luis Vallese, su hijo
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Cuatro años 
conduciendo 
la CGT 

Documentos

n agosto de 2016, el mismo día que se 
conmemoraba el histórico  renuncia-
miento de Eva Perón, con el mandato 
de un Congreso Confederal ejemplar 

que reunió a todos los sectores del movimiento  
obrero, comenzamos el camino de construc-
ción colectiva para conducir  los destinos de 
la Confederación General del Trabajo de la 
República  Argentina. 

Era el tiempo en que el neoliberalismo había 
derrotado en las urnas a  un peronismo dividido 
y enfrentado, dando paso con ello a un nuevo  
esquema social donde el individualismo, la 
meritocracia y el  capitalismo salvaje, encarna-
ban la vanguardia de los nuevos valores  que 
pretendían instalar sobre la sociedad argentina. 
Ese enorme  esfuerzo que los trabajadores 
acostumbramos a hacer en pos de  sostener 
y cimentar los valores colectivos de la justicia 
social y, con  ello, promover desde nuestras 
estructuras gremiales un Estado en  función 
social fueron reemplazados por las reglas de 
la libertad de  mercado: comenzaba la política 
que pretendió hacer una pirámide  social que 
se edificaría sobre el éxito individual de cada 
ciudadano. 

El gobierno de Cambiemos, apoyado en el 
marketing político de sus  gurúes extranjeros 
y algunos medios de comunicación masiva,  
intentaron sepultar las ideas sociales del 
peronismo para siempre.  Mientras las ga-
nancias empresarias se tornaban millonarias, 
los  precios de la canasta básica de alimentos 
aumentaron rápidamente y  las tarifas libera-
das de los servicios públicos esenciales se 
volvieron  impagables. 

El Ministerio de Trabajo, que más tarde fuera 
degradado a una simple  Secretaría, toleró 
pacíficamente miles de despidos a pesar de la 
férrea oposición de sindicatos y agrupaciones 
sociales. En ese esquema, y a  los pocos me-
ses de iniciada la gestión se reclamó y acordó 
con las  Cámaras Empresarias un compromiso 
de evitar despidos, que frenó  en parte la pér-
dida masiva de puestos de trabajo. 

Fueron los momentos en los que el propio go-
bierno, en forma  enmascarada propuso un am-
plio blanqueo laboral a la sociedad,  cuando en 
realidad se trataba de una perniciosa reforma 
laboral disfrazada de blanqueo. Su propósito 
fue combatido en todos los  órdenes políticos y 
gremiales hasta que tuvieron que reconocer su  

E

Comunicado de la Conducción Nacional de la CGT 
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propósito de una Reforma Laboral 
“a la brasilera”: se buscaba destruir  
el concepto mismo de trabajo para 
transformarlo en una relación de  
colaboración entre trabajadores y 
empresarios, hasta la eliminación 
de  la indemnización por despido, 
incluyendo la creación de moda-
lidades  promovidas de empleo y 
todas las viejas recetas largamen-
te conocidas  de los años noventa 
y que en ese momento parecían 
volver  revitalizadas. 

Nos opusimos a todos los poderes 
políticos del gobierno. Gestiona-
mos  en el parlamento ante los legisladores, 
peticionamos ante los ministros  del gobierno 
y sin demasiadas respuestas ni alternativas, 
iniciamos un  plan de lucha que culminó en un 
Paro Nacional contundente. 

No fue suficiente. El gobierno, habiendo obte-
nido un triunfo en las  urnas en las elecciones 
legislativas de medio término, recuperó  im-
pulso y, en el marco tripartito del encuentro 
mundial para la  erradicación del trabajo infantil 
realizado en Buenos Aires, decidió  impulsar 
nuevamente la reforma laboral postergada y 
una amplia  reforma previsional. La respuesta 
de la CGT fue un Paro Nacional para  mostrar 
claramente el descontento social frente a los 
cambios  propuestos. La huelga de actividades 
tuvo el amplio acatamiento de  todo el arco 
gremial, a los que se sumaron pequeños y me-
dianos  empresarios: fue el primer síntoma de 
que algo estaba cambiando en  la percepción 
social del rumbo económico. 

La inflación desmedida, el endeudamiento 
externo creciente, la  pérdida de puestos de 
trabajo y las trabas permanentes a la  nego-
ciación colectiva se hicieron sentir en todas las 
organizaciones  sindicales.

Encontró esta Central Obrera la disposición 

de todos los gremios de su  conducción para 
buscar transformarse en uno de los impulsores 
de la  unidad del peronismo, dando inicio a un 
largo camino de encuentros  entre dirigentes de 
distintas corrientes de pensamiento con la idea 
de  construir una alternativa electoral acorde 
a los valores justicialistas de  independencia 
económica, soberanía política y justicia social. 

Mantuvimos, con responsabilidad social pero 
con firmeza, tanto en las  mesas de diálogo 
como en la protesta: la posición frente al  en-
deudamiento externo, los reclamos por aumen-
tos salariales y  previsionales de emergencia 
y la sangría que se producía por los  despidos 
de compañeras y compañeros. 

Fue oportuno entonces, en ese camino de 
unidad propuesto, integrarnos a la mesa de 
conducción del Partido Justicialista y  propicia-
mos, desde allí, el diálogo entre gobernadores 
y dirigentes  políticos de todo el país. 

La protesta social siguió siendo la bandera 
de lucha contra el gobierno  de Macri y am-
pliamos las alianzas con ese objetivo, con los 
movimientos  sociales para ayudar a visibilizar 
el deterioro de la calidad de vida de  los más 
vulnerables. 

“Encontró esta Central Obrera la disposición 
de todos los gremios de su  conducción 
para buscar transformarse en uno de los 
impulsores de la  unidad del peronismo, 
dando inicio a un largo camino de encuentros  
entre dirigentes de distintas corrientes de 
pensamiento con la idea de  construir una 
alternativa electoral acorde a los valores 
justicialistas de  independencia económica, 
soberanía política y justicia social.”
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Los oídos sordos permanentes al reclamo 
popular fueron graficados con el escandaloso 
préstamo solicitado por el gobierno al FMI que  
comprometió definitivamente el futuro desa-
rrollo nacional. 

La construcción de un frente de unidad nacional 
con eje en el  peronismo empezó a vislumbrar-
se y fue nuestro trabajo, a lo largo y  ancho 
de todo el país, militar las coincidencias para 
lograr llegar a la  elaboración de una propuesta 
opositora que incluyera la mayor  cantidad de 
voces posibles del campo nacional y popular: 
la  conformación de un Frente de Todos. 

La agenda social de la CGT fue incorporada 
a la propuesta electoral del  Frente de Todos 
y el triunfo en las urnas nos permitió pensar 
en un  modelo de país diferente. Se abría un 
nuevo horizonte en donde la  defensa de la le-
gislación laboral llevada adelante en los cuatro 
años  del macrismo, la negociación colectiva, 
el resguardo de todos los  institutos de la Se-
guridad Social y la garantía de prestar salud a 
todos  los trabajadores con los servicios de la 
Obras Sociales sindicales, eran el piso desde 
donde construir una sociedad con equidad e 
igualdad  social. 

Es por ello que ese primer gesto del gobierno 
de Alberto Fernández de  devolverle jerarquía 
de Ministerio a las áreas de Salud y Trabajo,  
marcaron la preponderancia que estas materias 
tienen para el nuevo  proyecto de país.  

Con los matices propios de cada actividad 
esta Confederación y los  gremios en ella reu-
nidos, proponen una amplia mesa de diálogo 

constructivo, a sabiendas que los 
principios que rigen al nuevo  go-
bierno nacional son los que encar-
na el peronismo. La herencia de  
un país devastado, al que ahora 
se suma la profundización de la 
crisis  económica producto de la 
pandemia mundial, hace que deba-

mos  pensar en quienes están en el subsuelo 
de la pobreza. Un fuerte  compromiso con la 
promoción de proyectos que fijen su eje en la  
inversión productiva. Que desde allí se genere 
más y mejor trabajo  con ánimo inclusivo y de 
ordenador social. Con una fuerte presencia  
del Estado para la atención de los sectores 
sociales más desposeídos.  Un especial interés 
en los compañeros trabajadores jubilados. Una  
fuerte impronta sobre la atención de la salud 
a través de las obras  sociales sindicales y la 
estructura sanitaria pública. Una inserción en 
el  mundo, que comienza a vislumbrarse con la 
buena noticia de acordar  el pago de la deuda 
externa heredada del gobierno macrista.  

Y por último, en una responsabilidad que 
nos es propia, aunar todos  los matices del 
movimiento obrero para que cuando llegue el 
momento  de la conformación de una nueva 
conducción, tengamos la sabiduría  suficiente 
para encontrar los puntos de coincidencia y 
el modo de  llevar adelante el objetivo de la 
defensa de los trabajadores para luego elegir 
los mejores hombres que representen los inte-
reses del conjunto  del movimiento obrero....... 

“La herencia de  un país devastado, al que 
ahora se suma la profundización de la crisis  
económica producto de la pandemia mundial, 
hace que debamos  pensar en quienes están 
en el subsuelo de la pobreza.”
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l neoliberalismo tiene gran influencia 
en América Latina. En los años 1990, 
bajo el llamado Consenso de Was-
hington, se propusieron e impusieron 

reformas neoliberales en la región, moldeando 
la forma en la que se accede a la salud y sa-
neamiento, además de afectar el acceso a la 
protección social y agudizar la desigualdad de 
género.

“El término Consenso de Washington se refiere 
a un encuentro ocurrido en 1989 que reunió 
un conjunto integrado de reformas que serían 
‘necesarias’ para América Latina. El supuesto 
‘consenso’ (término que sofoca las voces di-
sonantes) pregonaba que el Estado perdiera 
las funciones de planificador y conductor de la 
economía. Tal papel debería tenerlo el mercado, 
bajo el discurso de la promoción de la eficiencia 
y la competitividad, convergiendo con las eco-
nomías de los países desarrollados.”

La presión por la reducción de gasto público, 
vista como una forma de ampliar la eficien-
cia y dar lugar al sector privado, hizo que la 
cuestión social se mantuviera crónicamente 
subfinanciada. La destrucción de sistemas 
públicos de garantías de derechos sociales o 
la presión para que estos ni siquiera se conso-
lidaran forman parte del discurso de las Insti-
tuciones Financieras Internacionales (IFI)1 
como el Banco Mundial y el Fondo Monetario 
Internacional. Esto ha generado sistemas de 
salud fragilizados, saneamiento insuficiente y 
redes de protección social limitadas. Hoy en 
día, el Banco Mundial y el Fondo Monetario 
Internacional siguen defendiendo reformas con 
inspiraciones similares, ahora bajo el paradig-
ma de la austeridad2.

Desigualdades en el acceso a los derechos 
sociales pueden acarrear efectos de largo pla-
zo. Bajo la coronacrisis3, las consecuencias de 

Ana Luisa Martos de Oliveira*

Enfrentando 
la pandemia 

E

* Economista, Doctora en Desenvolvimento Económico (Unicamp – Brasil)1 Instituciones Financieras Internacionales (IFI) son 
organizaciones como el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional.
2 Blyth (2017); Rossi et alli (2018).
3 Entendida como los efectos sociales, económicos y de salud que se despliegan en la pandemia de Covid-19 (Mello et alli, 2020), 
con impactos más pronunciados para mujeres, negros y grupos vulnerables (Oliveira, 2020).
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años de reformas y de financiación restringida 
son aún más visibles y tienen impacto directo en 
cómo los Estados responden a las crisis y dan 
soporte a los más vulnerables, en especial los 
pobres, las mujeres, los negros, los indígenas, 
entre otros.

Este artículo discute cómo el neoliberalismo y la 
austeridad influyen tendencias de gasto público 
respecto a los derechos y la protección social 
en América Latina, sobre todo en las áreas cla-
ve relativas enfrentamiento de la coronacrisis. 
Usando los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS) como referencias4, se analizan gastos y 
tendencias de indicadores en América Latina 
referentes a los ODS 1(protección social), 3 
(salud), 6 (higiene y saneamiento) y 10 (des-
igualdad respecto al ingreso, género y raza/
color). Se priorizan estos cuatro indicadores 
para observar especialmente las condiciones 
sanitarias de la región (ODS 3 y 6) y las fragi-
lidades de grupos específicos de la población 
latinoamericana, como las mujeres, los negros, 
los pueblos originarios y los más pobres (ODS 
1 y 10) con la llegada de la pandemia de Co-
vid-19. Se busca responder a las siguientes pre-
guntas: ¿Es posible relacionar las decisiones 
políticas en la región al paradigma neoliberal/de 
la austeridad? ¿Los ODS son compatibles con 
el paradigma neoliberal? ¿Cuál es el nivel de 

gasto actual con políticas 
sociales? ¿Las políticas 
públicas y el gasto social 
realizados hasta el día de 
hoy han sido suficientes 

para colocar al área en una situación de más 
seguridad ante la pandemia?

1- Neoliberalismo y austeridad:  
discurso y práctica en América Latina

Para hablar de neoliberalismo en América 
Latina es ineludible recordar el “Consenso de 
Washington”. Las recomendaciones de ese 
“consenso” incluían el corte de gastos, refor-
mas tributarias (de reducción de impuestos 
para las capas más ricas de la sociedad, con 
impactos regresivos), liberalización financiera 
y del cambio, reducción de barreras comercia-
les, privatizaciones y desregulación, además 
del resguardo de los derechos de propiedad5.

Como los efectos de tales políticas fueron 
negativos, el término neoliberalismo adquirió 
una mala connotación. Muchos empezaron a 
negar la existencia de ese término6, pese a que 
lo usó el propio Milton Friedman (1951), gran 
inspiración de dicha vertiente. Pero su discurso 
nunca dejó de estar vivo en las  recomenda-
ciones de las IFI . Para designar las políticas 
aplicadas en Europa tras la crisis de 2008, el 
concepto de austeridad, o austeridad fiscal, 
sustituye a partir de entonces el uso del término 
neoliberalismo. El término austeridad remite 

“Instituciones Financieras Internacionales (IFI) son 
organizaciones como el Banco Mundial y el Fondo 
Monetario Internacional.”

4 Cepal (2020b).
5 Fornazier y Oliveira (2013).
6 Savage (2019).
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a responsabilidad, rigor, sobriedad, a buenos 
sentimientos morales e incluso religiosos que 
orientarían el buen uso de la cosa pública y la 
mantención del equilibrio presupuestario. Más 
allá del juego retórico, la austeridad se define 
como una “política de ajuste de la economía 
fundada en la reducción de los gastos públicos 
y del rol del Estado como inductor del creci-
miento económico y promotor del bienestar 
social” (Rossi, Dweck y Oliveira, 2018:7), o 
sea, con enormes semejanzas con lo que se 
entiende por neoliberalismo. Se cambia el tér-
mino – de neoliberalismo a austeridad –, pero 
la idea permanece.

La adopción de políticas con estas inspiracio-
nes ocurrió en toda América Latina, por medio 
de condicionantes impuestos por las IFI. Batista 
(1994) describe la cooptación a favor del ideario 
de las reformas de cuño liberalizante por parte 
de las entidades industriales, inclusive con 
auxilio de la prensa. Es importante destacar 
que se da una internalización de las agendas 
neoliberales/de austeridad por parte de los 
países: actualmente, tanto por intereses de 
grupos económicos en la región como por la 
formación de los cuadros que controlan la po-
lítica económica (en universidades que siguen 
tales tendencias), la agenda del neoliberalismo 
y de la austeridad florece en América Latina. 
En la sección siguiente, mostraremos cómo 
el neoliberalismo y la austeridad se traducen 
en políticas públicas y cómo el acumulado de 
políticas inspiradas en tales bases, a lo largo 
de los años, deja a América Latina en una 
situación de mayor fragilidad para enfrentar la 
pandemia de Covid-19.

2- Neoliberalismo y políticas públicas: 
una revisión

Las distintas intervenciones de política pública 
basadas en el neoliberalismo/austeridad varían 
a lo largo del tiempo, en un proceso que mezcla 
influencias académicas e intereses políticos/
económicos. A continuación, sintetizamos 
cómo tales recomendaciones se expanden 
hacia las políticas públicas que afectan, hoy 
en día, el enfrentamiento de la pandemia de 
Covid-19 en América Latina. 

En un primer momento, el liberalismo defendía 
que el Estado debería solamente mantener 
contratos y garantizar el orden. Posteriormente, 
empezó a proponer que el Estado proveyera 
educación básica pública y realizara programas 
de transferencia de ingresos. El neoliberalismo 
pasó a incorporar la cuestión social apoyando 
cada vez más la focalización de la política 
pública, en oposición a la universalización, 
considerada cara e ineficiente. Se mantiene 
la idea de un “Estado mínimo” para parte de 
la población. Paradójicamente, la implementa-
ción de esa agenda depende de la fuerza del 
Estado, como en el Reino Unido de Margareth 
Tatcher y en el Chile de Augusto Pinochet.

En cuanto a la protección social, el concepto de 
“pobreza” asumió centralidad desde el inicio de 
los años 1990 en las formulaciones de las IFI, 
en especial del Banco Mundial, desplazando 
la noción de política social universalizada de 
derecho hacia la de focalización. Una de las 
políticas indicadas para la reducción de la 
pobreza es la ampliación del “capital humano” 
o de la empleabilidad, apuntando a ampliar la 
escolaridad para que el individuo pobre y ex-
cluido pueda competir con los demás individuos 
en el mercado7. Según esta visión, todos los 

7 Ugá(2004). 
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problemas de marginación social se resolve-
rían si las personas pudieran competir en el 
mercado de trabajo. Sobre las incoherencias 
de este discurso, a partir de él se infiere que es 
solamente hacia el “pobre” que el Estado debe 
mirar. Hay poca discusión además sobre el 
impacto de las políticas de ajuste en la próxima 
ampliación de la pobreza.

Sobre la salud, el Banco Mundial (1993) enfa-
tiza la necesidad de reducción de los costos 
del sistema al igual que de tener el “foco 
en el consumidor” (en lugar del individuo, la 
persona o el ciudadano). En el documento, 
repleto de referencias a conceptos liberales, 
se defiende la idea de que los gobiernos de la 
región deberían reorientarse hacia programas 
más económicos y focalizados en los pobres. 
Finalmente se argumenta que los gobiernos 
deben promover más diversidad y competencia. 
Tal estrategia se denominó “canasta básica”, 
en la que el Estado debería enfocarse en una 
concepción restringida de la atención primaria 
de salud y permitir que en otras áreas de mayor 
complejidad haya más actuación del sector 
privado. En otras palabras, las directrices del 
Banco Mundial para la salud, a partir de este 
informe, son: 1) el enfoque puramente “fiscal” 
de la cuestión (necesidad de reducción de 
gastos, para mejorar expectativas económicas 
y así mejorar la economía, liberando recur-
sos para invertir en educación y salud), 2) la 
focalización y 3) la privatización de amplias 
franjas del sector. Tales directrices, reunidas 
en ese documento de principios  de  la década 
de 1990 y congruentes con los preceptos del 
Consenso de Washington, ayudaron a moldear 
las políticas de salud adoptadas por los países 
de América Latina. Por lo tanto, aumentar la 

financiación de los sistemas públicos de salud 
–como es necesario para mejorar la asistencia 
en la región– ataca frontalmente las ideas del 
neoliberalismo.

Inclusive, en los últimos años, el Banco Mun-
dial viene ampliado su apoyo como corredor 
de inversiones de proyectos de expansión del 
sector de salud privado8. Sobre las incongruen-
cias del discurso, aparece en el documento 
una mención (Banco Mundial, 1993:8) a que 
las políticas de corte en general llevarían a un 
empeoramiento de los índices de salud. Este 
argumento está presente también en otro do-
cumento del Banco Mundial (2017:18), lanzado 
24 años después, en el que afirma que los 
ajustes fiscales ocurridos anteriormente  perju-
dicaron  más a los pobres. No existe, empero, 
autocrítica de parte de esa institución que ha 
ayudado a propagar este discurso.

Para la cuestión urbana, relacionada a sanea-
miento e higiene, Arantes (2006) muestra que 
el “ajuste urbano” le da el tono a la política 
social  para  las  ciudades, a través de las 
recomendaciones de las IFI. Tales recomen-
daciones conducen a una urbanización con 
bajos estándares en América Latina y, así, la 
calidad del ambiente construido es nítidamente 
inferior si se la compara a la de los países cen-
trales. Esto contrapone los objetivos de tales 
instituciones con los objetivos de desarrollo, 
tal como pregonan las Naciones Unidas9. Las 
recomendaciones de políticas públicas resul-
tantes del  neoliberalismo/austeridad tienen 
efectos desastrosos para el desarrollo humano. 
Sobre las incongruencias de los discursos, al 
ocurrir una urbanización en estándar rebajado, 
se dice que tal urbanización ocurre por “mala 
gobernanza” de los países de la región.

8 Sridhar, Winters y Strong (2017); David (2018).
9 Arantes (2006:67).
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Sobre la desigualdad, por su parte, el abordaje 
clásico del neoliberalismo y de las IFI fue de 
tratar la  cuestión  como  algo   necesario– que 
motiva  a  los  trabajadores  a buscar la mo-
vilidad social10– y una cuestión que se debe 
resolver en el ámbito del propio mercado, pues 
intervenir en las desigualdades podría generar 
desequilibrios o distorsiones11. No obstante, 
la discusión sobre la desigualdad empezó a 
atraer más la atención de los economistas 
en todo el mundo, en especial por su efecto 
deletéreo en el crecimiento económico post 
crisis de 2008. También desde mediados de 
los años 2000 el neoliberalismo incorpora 
preocupaciones respecto a la desigualdad 

de género y de raza, para la formulación de 
políticas públicas12. Sobre las incongruencias 
de este discurso, neoliberalismo/austeridad   
fallan a la hora de visualizar la   generación de 
desigualdades  como algo intrínseco al sistema 
capitalista13, característica que se exacerba si 
no hay algún tipo de acción para reducirlas, ya 
sea garantizando derechos laborales o acceso 
a derechos sociales, ya sea asegurando que 
la reproducción social no recaiga sobre los 
hombros de las mujeres.

Las directrices de políticas públicas que parten 
del neoliberalismo son de reducción de los 
instrumentos del Estado destinados a disminuir 
desigualdades y fragilidades de la población. 

10 Pindyck y Rubinfeld (2001: 529).
11 Como recuerdan Kliksberg (2014) y Piketty (2015).
12 Naciones Unidas (2002). 
13 Oliveira (2013)
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En otras palabras, se trata de la adopción 
práctica del “Estado mínimo” para los pobres. 
Así, en esos cuatro ámbitos – protección social, 
salud, cuestión urbana (higiene y saneamiento) 
y desigualdades – el andamiaje del neoliberalis-
mo/ austeridad presiona por más  focalización, 
privatización, rebaja de estándares mínimos de 
sociabilidad y desconsidera los efectos del pro-
pio sistema de ampliación de desigualdades, 
alejando a la región del cumplimiento de los 
ODS. Ante la señal de que tales recomendacio-
nes tienen efectos sociales negativos, en gene-
ral se contesta que dichos efectos son fruto de 
la mala gobernanza, de la corrupción (narrativa 
que impera en la región como causa de todos 
los problemas), o que las reformas neoliberales 
necesitan ser profundizadas. Discutimos en la 
próxima  sección cómo tales recomendaciones 
se relacionan con la financiación de la cuestión 
social en América Latina y con el cuadro en que 
se encuentra la región al llegar la pandemia 
de Covid-19. La fuerza de la presión interna y 
externa por la adopción de esa agenda impidió 
a lo largo de los años que la financiación social 
creciera de forma tal que pudiera subsanar defi-
ciencias históricas. Años de políticas inspiradas 
en la focalización, privatización, reducción 
de instrumentos públicos para disminuir las 
desigualdades, motivadas por el andamiaje 
neoliberal, han llevado a América Latina a una 
situación de mayor fragilidad en términos so-
ciales y menor capacidad de res- puesta a las 
demandas urgentes de la población.

3- Financiación de la cuestión social en 
América Latina

Los impactos de las reformas inspiradas por el 
neoliberalismo y por la austeridad son visibles 
en América Latina. La presión por reducir el 
gasto público como forma de ampliar la eficien-

cia y dar espacio al sector privado, hizo que 
en la región la cuestión social se mantuviera 
crónicamente subfinanciada. La desconstruc-
ción de los sistemas públicos de garantías de 
derechos sociales o la presión para que es- tos 
ni siquiera se consoliden son parte de la receta 
de las IFI como l Banco Mundial y el Fondo 
Monetario Internacional, dentro del andamiaje 
del neoliberalismo y de la austeridad, como 
vimos en la  revisión bibliográfica.

En los años 2000, América Latina vivió un pe-
ríodo de crecimiento económico y del papel del 
Estado en la protección social, con ampliación 
de la cobertura y del gasto social, lo que re-
sultó en una reducción de la pobreza14. En ese 
período, la región pasó por lo que se conoce 
como “ola rosada”, con los gobiernos Kirchner 
en Argentina, los gobiernos Lula y Dilma en 
Brasil, el gobierno Morales en Bolivia, Correa 
en Ecuador, entre otros. Este período contrasta 
con el que el continente vivió en conjunto du-
rante los anteriores 30 años, con la adopción 
de medidas pro mercado y de retroceso parcial 
del Estado en el área social. Sin embargo, 
pese a los avances observados en el período 
reciente, prevalecen modelos segmentados 
por clases sociales, gran participación del 
sector privado y con subsidios diversos para 
esquemas privados de acceso.  Así,  existe  
un régimen híbrido de políticas públicas15. Tal 
formato limita la capacidad de los sistemas de  
protección social de proveer equidad y ampliar 
la justicia social.

En la región, los sistemas de salud están subfi-
nanciados, el saneamiento es insuficiente y las 
redes de protección social son débiles. Tales 
desigualdades en  el  acceso a los derechos 
sociales impactan en el largo plazo. Bajo la 
coronacrisis, las consecuencias de años de 
reformas son aún más visibles y tienen impacto 
directo en cómo los Estados responden a las 

14 Para el caso de Brasil, ver Oliveira (2020a). Para América Latina como un todo, ver Cepal (2020b), página 40, gráfico 19.
15 Viana et alli (2017: 11-12).
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crisis y dan soporte a los más vulnerables. 
Reunimos a continuación datos importantes 
sobre la financiación de la cuestión social desde 
2000 en porcentajes del Producto Interno Bruto 
(PIB) a partir de la serie más larga disponible.

En primer lugar, el Gráfico 1 muestra una 
tendencia de crecimiento del gasto social en 
porcentaje del PIB de 2000 a 2018 de los 17 
países analizados (Argentina, Bolivia, Brasil, 
Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El 
Salvador, Guatemala, Honduras, México, Ni-
caragua, Panamá, Paraguay, Perú, República 
Dominicana y Uruguay). A partir de 2017, sin 
embargo, hay una aparente reversión de esa 
tendencia. El gráfico muestra también datos 
de otras tres dimensiones: el gasto en salud, 
en protección social y en vivienda y servicios 
comunitarios (como aproximación del concepto 
de saneamiento e higiene). 

El gasto con protección social señala una 
tendencia de crecimiento, pero existen ten-
dencias muy diversas en los diferentes países 
del grupo, como discutiremos más adelante. El  
gasto  en  salud,  por  su  parte, presenta una 
ligera tendencia de crecimiento, subiendo de 
un 1,6% en 2000 a un 2,2% del PIB en 2018 
en los países seleccionados.  Para la Cepal 
(2020b), empero, a fin de reducir desigualda-
des, garantizar cobertura universal y dotar de 
garantía financiera a los sistemas de salud 
públicos, este gasto debería ser de al menos 
un 6%. Debido a la importancia de este indi-
cador para el enfrentamiento de la pandemia 
de Covid-19, este se detallará en una sección 
aparte. Finalmente, el gasto en vivienda y ser-
vicios comunitarios varió en torno al 0,6% del 
PIB de los países seleccionados en promedio, 
nunca subiendo por encima de un 1%.

Es importante pon-
derar que los datos 
se refieren al gasto 
del gobierno central 
o federal. Muchas 
veces, los mayores 
financiadores de la 
cuestión social son 
otros entes (como 
estados/provincias 
o municipios), como 
ocurre en el caso 
de Argentina. (Ver 
gráfico 1) Brasil y 
Uruguay son los 
países con mayor 
gasto social del  go-
bierno central en 
términos del PIB en 
la región, mientras 
Guatemala es el 
país con el menor 
indicador en este 
aspecto. El Grá-
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fico 2 muestra la variedad de arreglos entre 
los países: hay países cuyo gasto social del 
gobierno central en porcentaje del PIB queda 
alrededor del 17% (casos de Brasil, Uruguay 
al 8% del PIB (casos de Honduras, Guatemala 
y República Dominicana).   

Entre los tipos de gastos, se destaca que Brasil 
y Argentina gastan un considerable valor en 
protección social (en especial con sus sistemas 
previsionales). También en el gasto público del 
gobierno central con salud hay gran discrepan-
cia, con los gastos variando del 0,9% del PIB 
(caso argentino) hasta el 4,5% del PIB (caso 
chileno), ponderando, nuevamente, que los 
datos son del gobierno central y, algunas veces, 
los mayores financiadores de la cuestión social 
son otros entes. Finalmente, en cuanto a los 
gastos de vivienda y servicios comunitarios, se 
destaca que Brasil presenta uno de los peores 
resultados, dedicando lo equivalente a cerca 
del 0,1% de su 
PIB a dicho ru-
bro, mientras 
Nicaragua pre-
senta el ma-
yor índice, del 
2,1% del PIB. 
(Vea gráfico 2).

L o s  d a t o s 
muestran una 
ampliación del 
gasto socia l 
en proporción 
del PIB, con 
diferentes ten-
dencias para 
cada uno de 
los países. Sin 
embargo, son 
datos que ana-
lizan solamen-
te el período 

post 2000, caracterizado al inicio de esta sec-
ción como un período de pujanza económica. 
Asimismo, este período de ampliación del gasto 
social tuvo corta duración y no logró hacer 
frente a años de subfinanciación de la cuestión 
social. En el campo de la salud, por ejemplo, 
la región está lejos de alcanzar el necesario 
6% de gasto respecto al PIB defendido por la 
Cepal (2020b). O sea, tales datos necesitan 
tomarse en un contexto de posible reversión de 
la tendencia de ampliación de gastos sociales 
en los últimos años. Brasil, por ejemplo, es un 
país que viene adoptando una política de fuerte 
austeridad desde 201516.

Más allá de analizar el nivel de gasto, hay 
que analizar su calidad. Gastar más no signi-
fica necesariamente gastar mejor o alcanzar 
objetivos de desarrollo. No obstante, es muy 
difícil, como quieren abogar las IFI17, que una 

16 Rossi, Dweck y Oliveira (2018).
17 Banco Mundial (2017).
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racionalización u optimización sea suficiente 
para alcanzar los objetivos de  desarrollo. Es 
necesario, sí, mejorar la eficiencia, pero no es 
posible solucionar cuellos de botella históricos 
del continente sin ampliar el gasto social. Como 
sostiene la Cepal, sería necesario más que 
duplicar el monto actual del presupuesto del 
gobierno central destinado a salud en América 
Latina, región en la cual, como discutiremos en 
la sección siguiente, hay un enorme volumen 
de recursos en la salud privada. La crisis de 
la vivienda y del saneamiento, por ejemplo, 
problemas históricos de América Latina, hoy 
tienen una destinación ínfima de recursos, 
como muestran los datos de la Tabla 1: a pesar 
de las mejoras en la cobertura do saneamiento 
básico de los últimos años, para los países 
de los que se dispone de datos, la cobertura 
todavía es baja, llegando al 17% en Colombia 
en 2017. América Latina está por debajo incluso 
del promedio mundial en este indicador, lo que 
muestra que la deficiencia en saneamiento 
básico en la región es muy aguda. En medio 

de una pandemia, que requiere cuidados más 
intensivos con la higiene, esta grave deficiencia 
de la infraestructura social se paga caro.

Investiguemos más de cerca los datos referen-
tes a la salud en la región, cuestión vital para 
el enfrentamiento de la pandemia de Covid-19.

3.1 El gasto en salud en América Latina

Dada la naturaleza de la crisis enfrentada 
actualmente, es importante analizar con más 
detalle el sector de la salud. La región está 
lejos de alcanzar el necesario 6% de gasto del 
gobierno central respecto al PIB defendido por 
la Cepal (2020b) para ese rubro.

El gasto corriente con salud (público y privado) 
en porcentaje del PIB (OMS, 2020), indicador 
más amplio que el gasto en salud por parte del 
gobierno central presentado en la sección ante-
rior (en el Gráfico 2, por ejemplo), muestra que 
en 2017 este indicador llegó a un 12,5% para 

países de la Organización 
para la Cooperación y 
el Desarrollo (OCDE), el 
informalmente llamado 
“grupo de los países ri-
cos”, mientras en América 
Latina y el Caribe (ALC), 
ese mismo año, llegó a un 
8% del PIB. Pero no solo 
en proporción del PIB está 
en desventaja el gasto en 
salud en América latina. 
En términos de gasto per 
cápita (público y privado), 
la región tiene gastos bajos 
con salud, aunque muy 
variados, partiendo de US$ 
94 en 2017 en Venezuela 
y llegando a US$ 1.592 en 
Uruguay ese mismo año.

En promedio, ALC tuvo un 
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gasto per cápita con salud en 2017 de US$ 684 
(Gráfico 3), por debajo del promedio mundial 
y muy por debajo del indicador del área del 
Euro, de los países de 
la OCDE y de Estados 
Unidos, que es un pun-
to fuera de la curva. 
Además, la diferencia 
entre lo que gastan Es-
tados Unidos, países 
de la OCDE y área del 
Euro respecto a lo que 
se gasta en ALC viene 
en aumento.

Al analizar únicamente 
el gasto público con 
salud (Gráfico 4), se 
observa que América 
Latina nuevamente 
tiene indicadores peo-
res que el promedio 
mundial. Otra vez, la 
diferencia entre los 

que gastan ALC y la Zona 
del Euro, OCDE y EE.UU 
está aumentando.

La discusión sobre el gasto 
total en salud y el gasto de 
los gobiernos nos llevan a 
la importancia del sector 
privado. Vale recordar que 
la indicación de política 
pública que hace el neo-
liberalismo es justamente 
ampliar el papel del sec-
tor privado en la salud. El 
Gráfico 5 muestra que, 
complementando los gas-
tos públicos con salud en 
la región, la parte del gasto 
con   salud proveniente del 
sector privado también es 
representativa y variada 
entre los países de América 
Latina. (Vea gráfico 5).

El gasto privado en salud también se retroali-
menta de mecanismos estatales. Varios estu-
dios recientes realizados en la región apuntan 

Documentos
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importantes simbiosis entre mecanismos de 
subsidio público y sistemas privados, ya sea 
reduciendo costos de acceso al sector privado 
de salud por parte de los consumidores, ya 
sea volviendo al sector de salud más atrac-
tivo para las inversiones del sector privado. 
Por ejemplo, en Brasil hay grandes subsidios 
gubernamentales para el consumo de bienes 
y servicios privados, como las renuncias de re-
caudación fiscal en salud: actualmente, gastos 
con seguros de salud, profesionales de salud, 
clínicas y hospitales pueden ser descontados 
de la base de cálculo del impuesto a la renta. 
Ocké- Reis (2014) estima que con tales meca-
nismos el Estado brasileño dejó de recaudar en 
2012 un monto correspondiente al 23% de los 
recursos aplicados por el Ministerio de Salud 
el mismo año.

La Tabla 2 muestra la cantidad de camas de 
hospital por 10.000 
habitantes en la re-
gión. El mayor nú-
mero está en Argen-
tina (50), a  la que le 
sigue Uruguay (28). 
Los menores se en-
cuentran en Gua- te-
mala (6) y Honduras 
(7). Comparativa-
mente, Alemania tie-
ne un índice de 82, 
la Federación Rusa 
de 81, Francia de 64, 
China de 42, Italia de 
34, Estados Unidos 
de 29 y Reino Unido 
de 26.

En la sección si-
guiente observare-
mos indicadores de 
desarrollo de la re-
gión y discutiremos 
si la financiación de 

la cuestión social actual es compatible con la 
resolución de vulnerabilidades históricas, que 
se agravan de cara a la pandemia de Covid-19.

4- Objetivos de Desarrollo Sostenible: 
¿cómo América Latina enfrenta  
la pandemia?

Los ODS consisten en 17 objetivos y 169 metas 
más detalladas para los países referentes al 
desarrollo humano sostenible a ser alcanzados 
hasta 2030. Concentraremos el análisis en los 
indicadores relativos a los ODS 1 (protección 
social), 3 (salud), 6 (higiene y saneamiento) y 
10 (desigualdad respecto al ingreso, género y 
raza/color).

Un completo y reciente estudio de la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe - 
Cepal (2020b) ofrece un panorama sobre el es-
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tado de la región en cuanto   a los ODS. Según 
la  publicación, la Agenda 2030 está en riesgo 
en ALC, pues más del 70% de los  indicadores 
analizados por la institución muestran que la 
región requiere o una intervención o bien una 
fuerte intervención de  políticas públicas para 
alcanzar los niveles mínimos establecidos por la 
meta. De 72 indicadores analiza- dos para ALC:

4 alcanzaron la meta (siendo 3 relativos al 
ODS 3);

15 alcanzarían la meta en 2030 con la tenden-
cia actual (siendo 2 relativos al ODS 1, 1 relativo 
al ODS 3 y 1 relativo al ODS 6);

8 alcanzarían la meta en 2030 solamente con 
intervención de políticas públicas (siendo 1 
relativo al ODS 1);

13 alcanzarían la meta en 2030 solamente con 
fuerte intervención de políticas públicas (siendo 
2 relativos al ODS 1 y 3 relativos al ODS 3);

27 están estancados respecto a la meta (siendo 
2 relativos al ODS 1, 2 relativos al ODS 3, 2 
relativos a los ODS 6 y 1 relativo al ODS 10);

5 están en retroceso respecto a la meta (no 
siendo ninguno de los seleccionados ODS para 
el presente estudio).

La Cepal, que cada vez más presiona por la 
necesidad de la creación de un Estado de Bien-
estar Social en América Latina (algo  que va 
contra las políticas neoliberales/de austeridad), 
también afirma que es  necesario  ampliar el 
gasto con salud en la región. Se pone en jaque, 
entonces, la idea de que sea posible alcanzar 
los ODS dentro de un paradigma neoliberal, de 
austeridad y de reducción del Estado. Según la 
institución, América Latina no tiene estructura 
para enfrentar emergencias como la Covid-19. 
Particularmente, la Cepal (2020b:42-43) apunta 
que el gasto público medio del gobierno 

central en salud de la región se situaba en 2,4% 
del PIB en 2018, muy lejos del 6% necesario 

para reducir desigualdades y ampliar la cober-
tura del sistema.

En paralelo al fuerte impacto en la salud, la 
Cepal (2020b) proyecta que, con el aumento 
de la pobreza extrema en América Latina (que 
puede llegar a un 13,3% bajo los impactos de la 
pandemia), la meta de reducción de la pobreza 
establecida por los ODS de llegar al 3% hasta 
2030 se vuelve prácticamente imposible de 
ser cumplida. Asimismo, Cepal y OIT (2020) 
estiman que, como resultado de la pandemia, 
11,5 millones de personas en América Latina 
integrarán las filas de desocupados en la región 
en 2020.

Además de los análisis sobre los ODS 1 y 3, la 
Cepal (2020b)  examina algunos indicadores 
sobre avances en los ODS 6 y 10. En el ODS 6, 
relativo a saneamiento, el indicador de reduc-
ción de la  defecación al aire libre debe alcanzar 
la meta hasta 2030 si se mantiene la tendencia 
actual, mientras los indicadores de agua pota-
ble y saneamiento manejados de forma segura 
se presentan estancados en cuanto a la meta. 
Tales tendencias son altamente problemáticas, 
sobre todo en un contexto de pandemia que 
exige estándares de higiene más altos para 
combatir el virus. La inversión en sanea miento 
en América Latina, hasta la fecha de hoy, no 
ha sido capaz de resolver problemas básicos 
de la infraestructura social.

Por su parte, el ODS 10 solo es medido por la 
Cepal (2020b) a  través de la participación del 
empleo en el PIB, variable que se encuentra 
estancada según esa institución. Sin embargo, 
el ODS 10 es mucho más amplio que solamen-
te esa variable: trata de la reducción de las 
desigualdades. Las desigualdades, multifacé-
ticas (sociales, de género, raciales, étnicas, 
regionales, etc.), son una marca de la región. 
Las desigualdades  venían en una tendencia de 
caída en los años 2000, pero vuelven a subir, 
por ejemplo, entre 2014 y 2018 en Argentina, 
en Brasil y en Ecuador si se miden por el ín-
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dice de Gini18. Tales desigualdades ponen a 
grandes partes de la población en una situación 
de mayor vulnerabilidad durante la pandemia.

El neoliberalismo en sí mismo no se preocupa 
por las desigualdades, que son vistas como 
naturales o benéficas para estimular la  com-
petencia. A partir de esta idea y de la presión 
por la reducción del Estado, es plausible 
cuestionar si hay lugar, dentro del paradigma 
neoliberal, para la elaboración de políticas 
públicas que reduzcan las desigualdades de 
género19, en una perspectiva transformadora. 
En la región, hasta ahora, las desigualdades de 
género, que estructuran la reproducción social 
necesaria para el sistema capitalista20, siguen 
siendo significativas y presentes. Con la  pan-
demia, la desigualdad de género hace que la 
sobrecarga del trabajo doméstico recaiga aún 
más sobre las mujeres21, hace que la violencia 
doméstica contra las mujeres aumente22 y, por 
ser muy representativas entre los puestos de 
trabajo informales, ellas sufren fuertemente los 
efectos económicos de la pandemia23. Tales 
fenómenos pueden tener efectos duraderos en 
la trayectoria de las mujeres incluso después de 
la coronacrisis. Además, son ellas la mayoría 
entre el personal de salud de la región24. La 
desigualdad racial o étnica, por otra parte, pone 
en situación de mayor fragilidad a negros, mi-
norías y pueblos originarios. América Latina se 
constituyó a través de la explotación y masacre 
de pueblos indígenas y negros. Las vulnerabili-
dades de tales poblaciones siguen vivas25 y se 

profundizan durante la pandemia. En resumen, 
el ODS 10 es más amplio que lo medido por la 
Cepal (2020b) y, desafortunadamente, en este 
aspecto –de la reducción de las desigualda-
des– las políticas públicas adoptadas en los 
últimos 30 años no han logrado retirarle a ALC 
el vergonzoso título de región más desigual del 
planeta en múltiples formas.

Asimismo, la Cepal (2020b) y el Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo - PNUD 
(2020) vienen alertando que, al igual que en 
el caso de la pobreza, otros indicadores de 
desarrollo  humano  y sostenible probable-
mente  serán afectados por la pandemia. En 
el caso del PNUD (2020), apunta que, debido 
a la pandemia, por primera vez desde 1990, el 
Índice de Desarrollo Humano (IDH) en el globo 
debe caer. De igual manera, la Cepal (2020b) 
señala que con la caída del PIB regional las 
proyecciones y análisis sobre los ODS serán 
afectados.

Por la trayectoria de América Latina, es posible 
afirmar que la región está lejos de alcanzar 
muchas metas de los ODS. Así, llega ya más 
vulnerable para enfrentar la pandemia de 
Covid-19 y sus efectos sanitarios y socioeco-
nómicos. Por otro lado, la pandemia tiene el 
efecto de retrasar todavía más el cumplimiento 
de los ODS en la región. El mensaje final de la 
Cepal (2020b) es de que “la integralidad de la 
Agenda 2030 está en riesgo” (:54) y urge una 
intervención de políticas públicas, algo que 
un Estado deshidratado, como lo quieren los 
neoliberales, no puede entregar.

18 RoCepal (2020b).
19 Naciones Unidas (2002).
20 Gibb y Oliveira (2015).
21 Duarte (2020).
22 Oliveira et alli (2020).
23 Salati (2020).
24 Cepal (2020b).
25 Oliveira (2020b).
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5- Conclusiones	

El artículo trató de ofrecer un pa-
norama de cómo la adopción de 
conceptos inspirados por el neoli-
beralismo/austeridad en las políticas 
públicas ha hecho que, estructu-
ralmente, la  región se alejara del 
modelo del Estado de Bienestar 
Social. Aunque en los años 2000 
haya ocurrido una ampliación del 
gasto social y de la infraestructura social en la 
región, esta no ha sido suficiente para acabar 
con las vulnerabilidades de América Latina. 
En un cuadro más amplio, la propaganda 
anti-Estado y contra los sistemas públicos de 
salud, saneamiento, previsión y protección 
social, así como contra los instrumentos para 
la reducción de las múltiples desigualdades, 
ha sido incentivada por las IFI y abrazada por 
las elites locales, poniéndole trabas, a lo largo 
de los años, al crecimiento del gasto social y a 
la resolución de problemas históricos, que se 
agravan con la llegada de la pandemia.

La pandemia de Covid-19 explota y profundiza 
debilidades históricas. En este contexto, la 
fragilidad del Estado a la hora de promover res-
puestas rápidas y coordinadas queda aún más 
perjudicada por los años de desmantelamiento 
del aparato público. Así, los más vulnerables 
en América Latina (mujeres, negros, pueblos 
originarios, pobres), que necesitan la actuación 
del Estado, tienen ampliada esa vulnerabili-
dad. El bajo nivel de gastos, algo que puede 
resultar abstracto, es algo muy concreto  en 
el cotidiano de las familias latinoamericanas: 
los datos discutidos en este artículo muestran 
que muchos habitantes de la región no tienen 
acceso al agua para lavarse las manos e hi-
gienizarse contra el virus, muchos comparten 
espacios pequeños con familias numerosas, 
lo que dificulta realizar el aislamiento social; 
muchos se ven aún más vulnerables con la 
debilidad de las redes de protección social 

en un contexto de pérdida de ingresos, etc. 
Además, la pandemia de Covid-19 expone las 
debilidades del sistema de salud, percibida 
tanto por el bajo nivel de gasto público como 
por el bajo número de profesionales de salud 
en la región. Los cuellos de botella del siste-
ma de salud, que se ve sobrecargado por un 
virus todavía poco conocido, están haciendo 
que muchas vidas se pierdan. La pandemia 
muestra cuán vulnerable es la región y cuán 
lejos estaba de cumplir los ODS en distintos 
sentidos, pero también tiene el potencial de 
profundizar desigualdades: los que mejor  es-
tán enfrentando la crisis (considerando tanto 
a países como a grupos sociales) podrán salir 
adelante más rápido, ampliando el abismo de 
las diferencias. Así, América Latina paga, en 
este momento, el precio de haber seguido el 
discurso de que no era posible gastar más  en 
infraestructura social. Los cortes en la política 
social en nombre de la “responsabilidad fiscal” 
pasan su verdadera factura ahora.

Se hace claro, sobre todo en el escenario de 
una pandemia, que el neoliberalismo y la aus-
teridad matan. Matan al cortar del Estado un 
acumulado de capacidades de actuación en 
una crisis, matan al subfinanciar instrumentos 
que podrían movilizarse para navegar mejor 
por el nuevo escenario. Y, en el largo plazo (por 
lo menos hasta 2030, según los ODS), impiden 
que la región mejore sus índices sociales en 
la dirección de los niveles que la comunidad 
internacional definió como prioritarios

“La pandemia de Covid-19 explota y 
profundiza debilidades históricas. En este 
contexto, la fragilidad del Estado a la hora de 
promover respuestas rápidas y coordinadas 
queda aún más perjudicada por los años de 
desmantelamiento del aparato público.”
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. ASPECTOS GENERALES: 

La pandemia COVID-19 ha acele-
rado radicalmente el proceso de 
transformación del mundo del trabajo  

ocasionando millones de empleos perdidos, así 
como la reconfiguración y creación de nuevos 
empleos a partir  de la intensificación del lla-
mado teletrabajo, con base en las Tecnologías 
de la Información y las  Comunicaciones (TIC) 
estas herramientas han incursionado en la pro-
ducción económica, en la provisión de  servicios 
y en la vida habitual de las personas, razón por 
la que se vuelve necesario un abordaje integral 
de  esta “nueva” forma de trabajo. 

Desde la CONTUA advertimos que prevalecen 
factores negativos de esta forma de prestación 
laboral que  impiden la sociabilización del tra-
bajador y la trabajadora, dificultan el contacto 

y protección gremial en el caso  individual, 
entorpecen la verificación del cumplimiento de 
las obligaciones de las universidades y genera  
distorsiones en el desarrollo de las carreras 
profesionales. 

Esta situación de excepcionalidad producto 
de la pandemia ha generalizado el empleo del 
teletrabajo, las  condiciones sanitarias en la 
región hacen prever que su utilización masiva 
seguirá por el resto de 2020 y parte  de 2021, 
sujeto al éxito de las pruebas de vacunación 
efectiva, y luego de esta etapa extraordinaria, 
es lógico  establecer que ya sin el nivel de ge-
neralización actual, muchos puestos de trabajo 
van a tender a ser  realizados mediante formas 
de teletrabajo pleno o parcial. 

Es por ello, que debemos promover una re-
gulación eficaz y garantista, que permita el 

ISP/Contua*

1

* Secretaría Ejecutiva CONTUA – www.contua.org – secretariaejecutiva@contua.org Oficina CONTUA: Quintana 591 4° A, CABA, 
República Argentina +54 911 52737909 FATUN: Belgrano 3768 CABA Secretaría Adjunta 2 Piso

Sobre la Regulación 
del Teletrabajo 
en las Universidades 
de las Américas 
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acceso y goce efectivo  de los derechos que 
involucra el trabajo decente para todos y todas, 
cualquiera fuera la forma de la prestación  ac-
tual o futura de trabajo del sector no docente, 
técnico-administrativo de las Universidades, 
por lo que es  indispensable definir con mayor 
detalle cada uno de los elementos, principios, 
derechos y obligaciones propias  de una rela-
ción de trabajo sujeta a esta modalidad, por lo 
tanto una regulación enfocada en garantizar los 
plenos derechos laborales a todos los trabaja-
dores y trabajadoras sin excepción en materia 
del Teletrabajo.

La regulación debe tener por objetivo el impedir 
la propagación de fenómenos altamente lesivos 
para los  trabajadores, las trabajadoras y sus 
organizaciones sindicales como son las mo-
dernas formas de precarización,  explotación 
y dominación; está demostrado que éste no es 
el camino para conseguir la justicia social ni 
el  empleo digno. Asimismo, dicha regulación 
debe garantizar el respeto pleno a los derechos 
adquiridos por los  trabajadores y las trabaja-
doras, y construir una nueva generación de 
reformas, normas y derechos para  profundizar 
la modernización y democratización del mundo 
del trabajo, en las que se anticipen los cambios 
de  los procesos de trabajo vinculados con el 
uso de las nuevas tecnologías. 

El mundo del trabajo está en constante transfor-
mación, pero su regulación jurídica, normativa, 
no marchan al  mismo ritmo. Debemos hacer 
nuestro máximo esfuerzo para que la protección 
legal, sea a través de la sanción  de las normas 
estatales (códigos, estatutos y leyes), como 
a través de los convenios y pactos colectivos 
de  trabajo, y por supuesto desde la acción 
sindical concreta, para brindarles protección 
a nuestros compañeros y  compañeras que 
prestan actualmente, o en el futuro, su traba-
jo mediante formas como el teletrabajo y el  
trabajo a domicilio, que son dos modalidades 
que se caracterizan por la posibilidad de eje-

cutar los servicios en  lugares distintos a los 
establecimientos físicos en donde están em-
plazadas las sedes universitarias y  mantienen 
elementos jurídicos independientes por las 
funciones y la organización propia del trabajo, 
siendo la  más importante la prestación del 
servicio a través del uso de las Tecnologías 
de la Información y la  Comunicación (TIC). A 
los efectos de este documento, utilizaremos 
la definición del teletrabajo como una forma 
de trabajo a  distancia por el que se presta un 
servicio personal y subordinado a través del 
uso de las tecnologías de la  información y la 
comunicación, siendo éstas, todas aquellas 
herramientas relacionadas con la transmisión,  
procesamiento y almacenamiento digitalizado 
de la información, que pueden y son utilizadas 
para trabajar  fuera de las instalaciones de la 
Universidad. 

 

2. DISTINGUIR LA EXCEPCIONALIDAD DE 
LA NORMALIDAD. 

La velocidad con que se desataron los efectos 
de la pandemia, con particularidades en los 
distintos países,  pero casi generalizadamente 
en forma abrupta cancelando toda actividad 
presencial en las universidades, salvo las de 
absoluta esencialidad desde el mes de marzo, 
generó una situación de excepcionalidad en 
la cual  muchos trabajadores y trabajadoras 
fueron convocados a prestar servicios en 
forma remota, a distancia, desde sus casas, 
con sus ordenadores personales, y con sus 
propios servicios de conectividad, electricidad 
y  mobiliario. Se presentó como una respuesta 
de emergencia, que implicó priorizar el apo-
yo para que la  Universidad siguiera de pie, 
los servicios académicos y administrativos 
fueran prestados a pesar de las dificultades, 
relativizando muchos aspectos propios de la 
prestación laboral. 
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Conforme el desarrollo de los días, y cuando 
la excepcionalidad se fue extendiendo en el 
tiempo, comenzaron  las exigencias de pres-
taciones, que en muchos casos no respetaron 
los derechos de los trabajadores y las  traba-
jadoras. Desde las organizaciones sindicales 
tuvimos que respaldar las denuncias de viola-
ción de horarios  de trabajo, acoso y presiones, 
insuficiencias de los dispositivos, solicitud de 
trabajos que no correspondían a la  jerarquía 
laboral del tabulador, gastos asumidos y no 
compensados, etc. Por lo que en algunos paí-
ses nuestras  afiliadas comenzaron a negociar 
y aprobar acuerdos internos, pactos colectivos, 
manuales de conducta, y otro  tipo de “barreras 
normativas provisorias” para contener los abu-
sos, y avanzar en acuerdos más estables en 
la  medida que la pandemia diera espacio a la 
negociación de acuerdos formales y estables. 

Llevamos seis meses desde el comienzo de la 
crisis sanitaria, tenemos previstos efectos en la 
tarea  universitaria, al menos, para el próximo 
año en escenarios variables de lo que se deno-
mina como “nueva  normalidad” que implicaría 
una redefinición de la tarea universitaria aca-
démica y técnico-administrativa, y es  tiempo 
de pensar en regular las formas de prestación 
del teletrabajo con efecto inmediato sobre la 
coyuntura  actual, y proyección hacia adelante 
en la construcción de esos nuevos escenarios 
de trabajo en la transición  hacia la superación 
de la crisis. 

3. CONSTRUIR IGUALDAD DE DERECHOS 
SIEMPRE. 

El Comité de Mujeres de la CONTUA ha sido 
muy claro expresando que la crisis ha sido dura 
para el conjunto  de la sociedad, pero muchísi-
mo más severa para las mujeres trabajadoras 
que han tenido que soportar la  carga adicional 

de las tareas domésticas y de cuidado en el 
esquema patriarcal machista que todavía se  
impone mayoritariamente en nuestra región. 
Cualquier regulación del teletrabajo debe 
contener un análisis con perspectiva de género 
que contemple la  situación de las trabajado-
ras en general y de nuestras representadas, 
las trabajadoras técnico-administrativas,  no 
docentes, de las universidades en particular. 
Mientras desarrollamos políticas públicas y 
estrategias  sindicales que promuevan la igual-
dad: debemos contemplar en la regulación, 
que el teletrabajo en las  condiciones actuales, 
se desarrolla con los niños y niñas en las ca-
sas; que requieren de las personas mayores  
para acompañarl@s en el proceso educativo, 
alimentarl@s y atenderl@s; que esa tarea 
necesariamente se  desarrolla en el mismo 
plano horario que el trabajo a distancia, en el 
mismo escenario -el hogar- y  compartiendo los 
dispositivos y la conectividad; y que el reparto 
inequitativo del trabajo doméstico y de  cuidado 
carga sobre las mujeres la mayoría de estas 
responsabilidades. 

4. EL DIÁLOGO SOCIAL Y LA NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA. 

Cualquier reglamentación del teletrabajo que 
se realice debe surgir del diálogo social insti-
tucionalizado y la  negociación colectiva. Ni en 
épocas normales, ni en excepcionales puede 
primar la imposición, arbitrariedad y  unilate-
ralismo, especialmente en las Universidades 
en tanto espacios democráticos del saber 
que deben  actuar conforme al pensamiento 
y accionar humanista. Tal como lo establecen 
los Convenios 87, 98, 151 y 154 de la Orga-
nización Internacional del Trabajo, así como  
los acuerdos alcanzados por la comunidad 
universitaria en la última Conferencia Regio-
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nal de Educación  Superior -CRES2018- las 
relaciones laborales deben desarrollarse en el 
marco de las dimensiones del trabajo  decente, 
concepto que incluye la negociación colectiva 
como herramienta principal de la regulación de 
las  condiciones de trabajo. 

5. ASPECTOS QUE DEBEN SER  
CONTEMPLADOS PARA UNA  
REGULACIÓN DEL TELETRABAJO,  
JUSTA Y  PROTECTORA DE LOS  
DERECHOS DE LOS TRABAJADORES Y 
LAS TRABAJADORAS DE  
LAS UNIVERSIDADES.

 En razón de lo expresado, en el marco de la 
negociación colectiva, e incorporando la 
perspectiva de género  en todos los casos, 
desde la CONTUA sostenemos que los si-
guientes aspectos constituyen pautas mínimas 
protectoras de los derechos de los trabajadores 
y las trabajadoras no docentes, técnico-admi-
nistrativas de las  Universidades, que deben ser 
incorporadas en la regulación del teletrabajo 

en la oportunidad que las  
organizaciones de base, 
conforme los procesos lo-
cales lo ameriten, avancen 
en procesos de elabora-
ción de  convenios y pactos 
colectivos. 

A. Definición colectiva de 
la modalidad prestacio-
nal mediante teletrabajo:  

La definición sobre la po-
sibilidad de que una deter-
minada prestación laboral 
-plaza, puesto de trabajo- 
se  realice mediante tele-
trabajo debe ser adoptada 
mediante un proceso que 
asegure la participación 

sindical, en  el marco de una comisión paritaria 
con la competencia específica para analizar la 
situación particular, y  eventualmente aprobar 
dicha modalidad. 

B. Voluntariedad: Transitar de la modalidad 
presencial al teletrabajo debe ser elección vo-
luntaria de la  persona trabajadora, por lo que 
la negativa no podrá considerarse causal de 
rescisión de la relación de trabajo y/o aplicación 
de sanciones, ni implicar modificación alguna 
de las condiciones de trabajo. 

C. Reversibilidad: Derecho de la persona 
teletrabajadora para regresar a su puesto de 
trabajo presencial  en la dependencia uni-
versitaria, debiendo la Universidad mantener 
disponible dicha posibilidad.  

D. Igualdad de derechos, trato y no discrimi-
nación. Eliminar el acoso y la violencia en el 
mundo del  trabajo: La persona trabajadora 
presencial y la que presta servicios mediante 
teletrabajo gozarán de iguales  derechos 
respecto de: remuneración, formación, capa-
citación, prevención y erradicación de cual-

“Llevamos seis meses desde el comienzo de la 
crisis sanitaria, tenemos previstos efectos en la 
tarea  universitaria, al menos, para el próximo año 
en escenarios variables de lo que se denomina 
como “nueva  normalidad” que implicaría una 
redefinición de la tarea universitaria académica y 
técnico-administrativa, y es  tiempo de pensar en 
regular las formas de prestación del teletrabajo 
con efecto inmediato sobre la coyuntura  actual, y 
proyección hacia adelante en la construcción de 
esos nuevos escenarios de trabajo en la transición  
hacia la superación de la crisis.”
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quier forma  de violencia o 
acoso, seguridad y salud 
en el trabajo, así como los 
derechos de la seguridad 
social y  prestaciones de 
salud. Respeto absoluto 
del Convenio Nro. 190 de 
la Organización Internacio-
nal del trabajo. 

E. Tiempo de trabajo y flexibilidad en el hora-
rio: Estableciendo los máximos para el trabajo 
presencial,  permitiéndose solo aplicaciones 
adaptativas -establecidas en el marco de las 
comisiones paritarias- a las particularidades 
del teletrabajo. La supervisión se efectuará 
únicamente durante la jornada y días laborales  
con base en el contrato colectivo de trabajo. No 
podrá ser abusiva ni invasiva de la intimidad de 
los  trabajadores y las trabajadoras. Asimismo, 
gozarán de los mismos derechos en materia 
de licencias, permisos, y vacaciones paga-
das; descanso por enfermedad, respeto por los 
períodos de descanso por incapacidad médica, 
mientras subsista la enfermedad la persona 
teletrabajadora, no estará subordinada y se  le 
respetará el salario correspondiente. 

F. Compensación por gastos de servicios y 
conectividad deberán ser proporcionados 
por la Universidad: Energía eléctrica, cone-
xión a internet y costos de mantenimiento de 
los equipos. Así como los potenciales  riesgos 
de siniestralidad según el equipo instalado. 
La provisión de los equipos informáticos, así 
como de los  complementos de mobiliario e 
instalaciones específicas necesarias deberán 
ser provistos y mantenidos por la  Universidad. 

G. Desconexión digital fuera de la jornada 
de trabajo: Garantía del derecho humano, 
básico y  fundamental del respeto a la vida 
privada y tiempo efectivo de descanso en una 
sociedad digital. 

H. Conciliación de la actividad laboral y la 

vida personal y familiar: La ejecución del 
trabajo mediante  teletrabajo por hombres y 
mujeres deberá contribuir a mejorar las con-
diciones de igualdad de género, tanto  en el 
ámbito laboral como en la vida personal. 

I. Libertad sindical, negociación colectiva y 
cobertura del contrato colectivo de trabajo: 
Los  trabajadores y trabajadoras que presten 
servicio mediante teletrabajo gozarán en ple-
nitud de los derechos de  asociación, participa-
ción sindical, negociación colectiva, y todas las 
dimensiones de la libertad sindical,  incluyendo 
el ejercicio del derecho a la huelga, y el goce 
pleno de los derechos que se establezcan en 
los  actuales pactos y convenios colectivos. 
Los cuales no podrán ser modificados unilate-
ralmente, ni en lo  colectivo ni en lo individual 
por alguna de las partes. 

J. Protección de datos personales, privaci-
dad e intimidad de las personas que teletra-
bajan,  confidencialidad de la información: 
Responsabilidades, restricciones y sanciones 
relacionadas con la debida  diligencia en la 
utilización de equipos y programas propor-
cionados por la Universidad. Los sistemas de  
monitoreo sólo podrán ser instalados en los 
equipos cuando sean estrictamente necesa-
rios; deberán ser  proporcionales y acordes con 
los objetivos de supervisión, además, deberá 
informarse previamente a los  trabajadores y 
las trabajadoras, garantizando en todo momen-
to la protección de su privacidad e intimidad 
y  no podrán utilizarse para ejecutar actos de 
violencia y acoso en el trabajo.

“Cualquier regulación del teletrabajo debe 
contener un análisis con perspectiva de género 
que contemple la  situación de las trabajadoras 
en general y de nuestras representadas, las 
trabajadoras técnico-administrativas,  no docentes, 
de las universidades en particular.”
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K. Seguridad y salud en el trabajo: Deben 
precisarse y actualizarse los riesgos de trabajo 
en su mayoría  ergonómicos y psicosociales, 
asociados con la disposición ininterrumpida y 
una mayor intensidad en el ritmo  de trabajo; 
así como establecer medidas de prevención y 
procedimientos de inspección del lugar de tra-
bajo,  acordes con la protección de la privacidad 
e intimidad de las personas que teletrabajan. 

L. Capacitación: Se deberán implementar pro-
gramas de formación permanente y accesible 
que permitan  mejorar las habilidades, aptitudes 
y competencias para el uso del equipo y softwa-
re, así como para la  conciliación trabajo-familia 
y la prevención de riesgos de trabajo. 

M. Derecho a la carrera: Las personas que 
realicen su prestación laboral mediante tele-
trabajo  conservarán plenamente sus derechos 
escalafonarios, de promoción en la carrera 

administrativa-profesional  participando de los 
sistemas de concursos y selección. 

N. El teletrabajo: puede ser una oportunidad 
para incluir, en la medida que se trata de 
nuevos puestos de  trabajo, colectivos de 
personas con problemas de desplazamiento 
o capacidades diferentes. 

Con base en lo anterior, la regulación debe ga-
rantizar, los ejes rectores del Trabajo Decente 
establecidos por  la OIT; libertad, equidad, se-
guridad y dignidad humana y al mismo tiempo, 
con el principio: el trabajo no es  una mercan-
cía, y que debe realizarse en un entorno libre 
de acoso y violencia, el teletrabajo también 
es un  derecho fundamental que no debe ser 
tratado como un producto más, al que se le 
asigna un valor de  mercado. Sí a una nueva 
realidad, pero sólo si es con trabajo digno para 
todos y todas
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sta frase de Jesús tomada del Evan-
gelio de la multiplicación de los  panes 
quiere inspirar nuestro propósito, 
desde la Pastoral Social de Buenos  

Aires, de convocar a nuestra dirigencia a la 
apremiante tarea de construir una  Nación que 
sea efectivamente una Casa para todos. 

La realidad que nos toca vivir guarda profundas 
similitudes con el cuadro  que nos presenta 
esta escena del Evangelio. También hoy nos 
encontramos con  una multitud de hermanos y 
hermanas que atraviesan dramáticas dificulta-
des,  tal como la que se encontraba en aquel 
momento en ese lugar desierto. Las  demandas 
que ellos expresan, parecen superar amplia-
mente nuestras  posibilidades y recursos, tal 
como lo eran esos escasos cinco panes y dos  
pescados que acercaron al Señor aquella tarde; 
y hasta parece acecharnos más  de una vez 
la tentación de refugiarnos en la impotencia o 
en la actitud de  desentendernos de los otros, 
como esos discípulos que sólo atinaron a su-
gerirle  al Señor que despidiera a la multitud. 

Sabemos muy bien cuál fue la respuesta de 
Jesús. Su compasión primera  ante esa muche-
dumbre que lo seguía, lo impulsó a desestimar 
la actitud evasiva  de los apóstoles y a compro-
meterlos con esas palabras que significaban 
toda una  interpelación: “Denles de comer 
ustedes mismos”. Para poder hacerlo, les  
indicó que buscaran o que descubrieran sus 
propios recursos, que se los  trajeran e indi-
carles que hicieran sentar a la gente sobre el 
pasto. Sólo después  de todas esas acciones 
y partiendo de lo que esos hombres le habían 
arrimado,  fue que Jesús “tomó los cinco pa-
nes y los dos pescados, y levantando los ojos 
al  cielo, pronunció la bendición y partió los 
panes”, dejando incluso a sus  discípulos la 
tarea de distribuirlos.

Así quiere el Señor que actuemos nosotros 
también, convocándonos a ser  protagonistas 
en este dar respuesta a nuestra realidad de 
hoy. Como dirigentes y  como pueblo, somos 
invitados a descubrir con creatividad cuáles y 
dónde se  encuentran nuestros “cinco panes”, 

Comisión de Pastoral Social  

Arquidiócesis de Buenos Aires

E

Hacia una cultura 
del encuentro: 
un país para todos

“DENLES DE COMER USTEDES MISMOS” 
 Mt. 14, 13-21 
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a ponerlos a disposición de los otros y a  lograr 
que mediante un proyecto común, ellos lleguen 
efectivamente a todos los  sectores de nuestro 
pueblo, especialmente los más postergados, 
por aquello de  que “no es posible morirse de 
hambre, en la tierra bendita del pan” (Cfr. Himno  
Congreso Eucarístico 2004) 

Si bien estamos convencidos que todo esto 
es fundamental para nuestra  hora presente, 
creemos que necesitamos impregnarnos del 
ejemplo de Jesús  que, haciéndose nuestro Pan 
de Vida al partirse y darse por amor, nos invita 
a  imitar su generosa entrega, haciéndonos pan 
para los demás.  

Desde la Pastoral Social de Buenos Aires es-
tamos convencidos de que sólo  podrán multi-
plicarse los panes entre nosotros, si anida en 
nuestro corazón la  voluntad firme de deponer 
intereses egoístas o meramente sectoriales  
acompañada de un compromiso firme de “ama-
sar un Pan”, un proyecto de país  que sea para 
todos, en un clima de amistad social donde la 
unidad sea superior  al conflicto. 

El Papa Francisco en la catequesis de la au-
diencia general del día 19 de  agosto de 2020, 
nos dice que la respuesta que debemos dar a 
la pandemia del  COVID-19 debe ser doble. Por 
un lado, “es indispensable encontrar la cura 
para  un virus pequeño pero terrible que pone 
de rodillas a todo el mundo”. Por otro,  “tene-
mos que curar un gran virus, el de la injusticia 
social, de la desigualdad de  oportunidades, 
de la marginación y de la falta de protección 
de los más débiles”. 

Estamos llamados a preparar, a anunciar el 
futuro, porque la pandemia  es una crisis y de 
una crisis no salimos igual; o salimos mejor o 
salimos peor.  Debemos salir mejor…, a esto 
estamos convocados. 

En esta perspectiva queremos hacer un aporte 
y un llamado para la  construcción de esta Casa 
Común que es la Nación. 

LA HORA DEL ENCUENTRO: PARA UNA 
ARGENTINA JUSTA, UNIDA Y SOLIDARIA. 

Argentina viene arrastrando desde hace tiem-
po una situación dramática  desde el punto 
de vista social y económico. A ello se suma 
la indefinición  estratégica de un modelo de 
desarrollo integral sostenido en el tiempo y  
acordado socialmente en el marco democráti-
co. Sobre esa situación se desató la  pandemia 
del COVID-19, agudizando muchos de los 
lastres previos y abriendo  una discusión sobre 
las perspectivas que se proyectan a partir de 
esta  experiencia traumática. 

La consideración de la situación actual así 
como las alternativas para la  salida de la 
emergencia requieren hoy más que nunca del 
diálogo, de una convocatoria amplia para de-
finir y acordar un modelo estratégico de futuro, 
la  construcción de los lineamientos centrales 
de un plan de mediano y largo plazo  y la im-
plementación de mecanismos e instrumentos 
institucionales para la  construcción de los 
mismos que hagan viable su aplicación.  

En todos los casos implica una convocato-
ria abierta, múltiple y plural en  la que estén 
concernidos los actores más significativos y 
comprometidos con un  estilo de desarrollo 
integral de características nacionales y demo-
cráticas. Esta  iniciativa tiene al gobierno como 
actor fundamental, que en su responsabilidad  
de mediador del bien común requiere de ca-
pacidad de diálogo y concertación  con las 
fuerzas sociales, institucionales y políticas más 
relevantes en una  coyuntura tan crítica como la 
actual ampliando así las bases de sustentación 
de  un proyecto común. Cada vez resulta más 
clara la necesidad de dotar de sentido  esta 
experiencia traumática, proyectando un futuro. 
De allí el rol que tiene la  política, en la medida 
en que hace posible abrir nuevos escenarios 
y habilitar  otras perspectivas respecto de lo 
por venir. 
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Como en otras ocasiones, ante la inminencia 
del límite y la crisis,  ratificamos que quere-
mos ser Nación. Queremos serlo evitando la 
pobreza, la  desigualdad, la fragmentación, la 
informalidad, la especulación y afirmando la  
autonomía. Ser Nación supone definir un rum-
bo, consolidar una identidad  singular, integrar 
a todos, construir una comunidad de hermanos, 
vincular al  país con la región y con el mundo. 
Al hacerlo, no desconocemos la permanencia  
entre nosotros de cierto clima en la sociedad 
que no ayuda a encontrar esta  direccionalidad.  

No se trata en absoluto de algo nuevo entre 
nosotros. Ya el entonces  Cardenal Bergoglio 
en aquella recordada conferencia “Nosotros 
como  ciudadanos, nosotros como pueblo”, lo 
exponía con meridiana claridad hace  exacta-
mente diez años atrás en nuestra XIII° Jornada 
de Pastoral Social de  2010: “Es real y cierto 
que en nuestra condición de pueblo nuevo en 
la historia,  nuestra identidad no está del todo 
perfilada y definida. En nuestra situación  ser 
parte del pueblo, formar parte de una identidad 
común, para algunos  sectores, no es automá-
tico. No resulta natural ni orgánico tampoco 
para  quienes tienen referencias externas más 
fuertes que las internas o hacen de la  auto-
denigración un deporte. No resulta natural ni 
orgánico para quienes han  perdido todo lazo 

social y cultural con sus 
compatriotas, sin sentido 
de  pertenencia a un desti-
no colectivo. Por eso decía 
que no era automático. Se  
trata de un proceso, de un 
hacerse pueblo. De una 
integración. De un trabajo  
lento, arduo, muchas veces 
doloroso por el cual nues-
tra sociedad ha luchado.”  
(Ver www.pastoralsocial-
bue.org.ar) 

En el pasado, la Argentina 
buscó recorrer esos caminos, que ahora debe  
recuperar creativamente en un escenario 
distinto.  

Este llamado de la Pastoral Social de Buenos 
Aires no es nuevo. Alcanza  con revisar los 
documentos de los sucesivos encuentros 
para darse cuenta de la  reiterada y obstinada 
insistencia en esta cuestión. Dos anteceden-
tes inmediatos,  para no abundar: la Jornada 
de Pastoral Social del año 2018 bajo el lema 
“Cuidemos la Casa Común. Construir un nuevo 
Pacto Social para el siglo XXI” y la de 2019 “Un 
nuevo Pacto Social para el siglo XXI. Acuerdos, 
Nación,  Ecología Integral y Bien Común”; y los 
encuentros del Foro Laudato Si´ de este  año 
en el que se debatieron estas temáticas (ver 
www.pastoralsocialbue.org.ar) 

Si bien en este documento estamos priorizando 
los aspectos socio económicos que nos urgen 
como sociedad para este tiempo dramático 
de la post  pandemia, no se nos escapa que 
para gestar cualquier modelo, plan o pacto, es  
indispensable generar un ambiente propicio 
que ayude a recrear los vínculos  sociales en 
un clima de amistad social, arraigando (y hasta 
recuperando) ese  ethos comunitario y cultural 
que nos constituye como pueblo. 

“La consideración de la situación actual así como 
las alternativas para la  salida de la emergencia 
requieren hoy más que nunca del diálogo, de 
una convocatoria amplia para definir y acordar un 
modelo estratégico de futuro, la  construcción de 
los lineamientos centrales de un plan de mediano y 
largo plazo  y la implementación de mecanismos e 
instrumentos institucionales para la  construcción de 
los mismos que hagan viable su aplicación.”
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PROYECTAR UN FUTURO  
CON IMAGINACIÓN POLÍTICA 

Este ejercicio de definición, planificación y 
concertación requiere  abandonar ciertos con-
dicionamientos epocales. 

En primer término se trata de salir de la im-
posibilidad de imaginar un  futuro. Este es un 
imperativo de la hora actual. No se puede con-
vocar a una  gesta colectiva sin un horizonte. 
Esa idea de futuro tiene que contar además con  
el respaldo de una serie de fuerzas y actores 
que le den carnadura. Por eso, lo  que nos 
hace falta es cierta utopística que haga visible 
el horizonte de aquello  que es posible realizar, 
conjugado con lo que la mayoría desea y lo que 
los  principios y valores arraigados en la vida 
comunitaria nos obligan a desplegar. 

En segundo lugar, resulta clave dejar de lado 
el presentismo, ese  régimen de historicidad 
en el que la dimensión decisiva, casi única, 
transcurre  en un presente continuo. Un pre-
sentismo que no permite recuperar el pasado ni  
proyectar futuro sino que, empantanado en la 
inmediatez y la coyuntura,  obstruye un diseño 
para la propia vida, sea personal o colectiva. El 
modo de vida  derivado de ese régimen parece 
restringirse a las distintas formas de consu-
mo,  sea de bienes o productos audiovisuales 
(configurando subjetividades mediáticas de 
superficie). Se trata entonces, superando esa 
tendencia, no sólo  de imaginar sino también 
de proyectar un futuro. Esto es dotarlo de  
contenido, de ideas concretas, serias y funda-
das, sobre las cuales éste aparece  ante los 
ciudadanos como algo realizable. 

En tercer término hay que superar el enfermizo 
cortoplacismo al que nos  confinamos, muy 
acorde con ciertas lógicas financieras. Estamos 
obligados a  alargar la mirada, a proyectar nues-
tro presente en escenarios de futuro para  poder 
planificar y dotar de un sentido estratégico 
las decisiones y los  esfuerzos actuales.  

Por último, en cuarto lugar, tenemos que tras-
cender las miradas  exclusivamente sectoriales 
y superar los corporativismos, integrar lo par-
ticular  en lo global. Tenemos la necesidad de 
reconstruir lo común. “El tiempo es superior 
al espacio”, predica el Papa Francisco. Eso 
supone  integrar esa dimensión decisiva de la 
experiencia en un horizonte temporal más  am-
plio. Construir un polo utópico. No para caer en 
una falsa idea de progreso,  sino para tensionar 
el presente desde esos valores, ideales, esos 
núcleos que nos  invitan a construir otro modo 
de vivir en comunidad.  

En la base de este planteo se encuentra la 
posibilidad de poner en marcha  la imagina-
ción política. No como ejercicio individual. No 
como práctica de un  núcleo de especialistas 
o tecnócratas. Sino como una práctica social 
que nos  convoca, que nos involucra, que nos 
compromete a pensar en una sociedad  inte-
grada bajo la máxima según la cual “el todo es 
superior a las partes”.  Porque no puede haber 
comunidad si no se coloca en el centro el bien 
común: no como algo abstracto sino como un 
bien personal y social para todos y cada  uno 
de los hombres y mujeres de nuestro país. 
Si no lo hacemos, corremos el  riesgo que la 
llamada nueva normalidad sea apenas un re-
torno a lo mismo o  incluso a una realidad aún 
peor. Volver sería entonces aceptar y natura-
lizar las  injusticias, desigualdades, pobrezas, 
marginaciones, violencias, dominaciones,  
manipulaciones mediáticas a los que no sería 
bueno regresar.  

ESCENARIOS INSTITUCIONALES  
PARA DEBATIR EL MODELO PAÍS 

Resulta imperativo habilitar reflexiones y 
espacios de encuentro que nos  permitan pro-
cesar la crisis y poner en marcha mecanismos 
institucionales  permanentes que propicien 
otras formas de vida. Este ejercicio colectivo 
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“En primer término se trata de salir de la 
imposibilidad de imaginar un  futuro. Este es un 
imperativo de la hora actual. No se puede convocar 
a una  gesta colectiva sin un horizonte. Esa idea de 
futuro tiene que contar además con  el respaldo 
de una serie de fuerzas y actores que le den 
carnadura.”

de  pensamiento y compro-
miso que busca definir y 
acordar un modelo de largo  
plazo requiere de un ám-
bito institucional represen-
tativo. Espacio de trabajo, 
reflexión e intercambio que 
otorgue densidad y pro-
fundidad a este proceso,  
descartando y superando 
las lógicas dominantes 
que transcurren en el escenario  mediatizado 
que privilegia la política espectáculo. Ese ám-
bito debe inspirar  nuevas políticas públicas 
y, al mismo tiempo, permitir una acumulación  
suficiente de poder -lo que supone diálogo y 
negociación- para poder  implementar en una 
secuencia articulada un plan de mediano y 
largo plazo. 

Este espacio de encuentro, que podríamos 
denominar Consejo  Nacional Post Pandemia, 
debería reunir a las representaciones políticas,  
gremiales, empresarias (rurales e industriales, 
pequeñas, medianas y grandes)  como a los 
movimientos sociales, sectores financieros, 
académicos,  personalidades destacadas de 
la cultura y referentes religiosos con el objetivo 
de  echar las bases de un modelo de desarrollo 
con un horizonte a diez años.  

- Un modelo que recoja lo mejor de la expe-
riencia argentina en el  ámbito productivo, 
que valorice las potencialidades agrarias e  in-
dustriales en su dimensión interna (en el denso 
entramado de  pymes y economías regionales), 
en su faz exportadora (aumentando el  volumen 
y el valor de las exportaciones) y que potencie 
las experiencias asociativas, en corredores 
productivos, cadenas de valor,  etc.  

- Un modelo donde la educación, que es 
fundamental para hacer  posible el sistema 
científico-tecnológico, se comprenda como el  
mecanismo de transmisión basal sobre el cual 
se recrean las  condiciones para el sostenimien-

to y la construcción de lo común.  Sobre ella 
descansa la formación general de la población 
así como la  posibilidad de generar los perfiles 
profesionales necesarios para el  crecimiento 
del país. 

- Un modelo que recoja lo mejor de nuestros 
modos de organización  institucional de los 
trabajadoras/es, que sea capaz de  recuperar 
las formas desarrolladas por el sindicalismo 
nacional en su  más que centenaria trayectoria, 
así como nuevas formas de  organización de 
los movimientos sociales.  

- Un modelo que potencie procesos que permi-
tan pasar de una  economía informal precaria a 
una economía popular o de producción  coope-
rativa donde estas actividades primarias sean 
consideradas  como primer escalón o fase y 
no punto de llegada o cristalización. La  com-
binación de trabajo precario y transferencias 
monetarias, si bien  útiles en las coyunturas de 
extrema crisis social, no pueden ser el  horizon-
te de vida para familias que viven marginadas 
o excluidas. 

- Un modelo que recupere las experiencias 
válidas en materia de  planificación del de-
sarrollo.  

- Un modelo que revalorice los modelos de 
concertación del  pasado, incluso aquellos 
que quedaron en el plano de los intentos,  resul-
taron fallidos o fueron debilitados y atacados.  

Por esto es necesario convocar a una plu-
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ralidad de voces -como dijimos en torno a 
la construcción de un plan de desarrollo de 
mediano y largo plazo  para superar los ma-
les del cortoplacismo; la tendencia a la renta 
fácil asociada a  la especulación; las falsas 
disyuntivas (como la que habitualmente se 
postula  entre el sector industrial y el agrario); 
y el movimiento pendular y  destructivo en 
el que vive la Argentina. Esto hace imposible 
afirmarnos sobre  condiciones sólidas a partir 
de las cuales asentar la justicia social y detener 
el  deterioro de los indicadores sociales. 

El ejercicio que proponemos tiene que estar 
orientado en favor de la  creación de riqueza 
y la distribución progresiva del ingreso, la  
reindustrialización, la creación de puestos de 
trabajo y el desendeudamiento. 

Un ejercicio que nos permita identificar proce-
sos viciosos y revertirlos,  rechazar la primari-
zación, la especulación financiera, la fuga de 
capitales, la  evasión fiscal, la inflación y la 
concentración económica.  

Un ejercicio que nos saque del paradigma 
tecnocrático y de un modo  neoliberal de pro-
ducción de la vida asentado sobre una cultura 
del descarte, esa  especie de darwinismo social 
en el que sólo importa la persona como un ser  
de producción y de consumo donde los más 
débiles no tienen lugar ni  consideración.  

Un ejercicio que identifique lo justo y lo injusto 
del endeudamiento  externo, la aplicación de 
una progresividad tributaria, la repatriación de  
capitales con fines productivos y las modalida-
des del crédito para el desarrollo  productivo 
asociado al mercado interno o al agregado de 
valor a las  exportaciones. 

Un ejercicio por el cual sea posible establecer 
alianzas productivas,  priorizando sectores e 
inversiones, clarificando el lugar del sector 
privado y  público junto con la participación 
de otros actores sociales e institucionales.  
Necesitamos discutir el sentido y la finalidad 
del sector público, su vinculación  con el sector 
privado. Necesitamos salirnos del lugar común 
que vincula  empresas (y mercado) a la innova-
ción, el dinamismo y la competitividad frente  a 
un Estado que es siempre el lugar de lo inerte, 
lo oscuro y lo opresivo.  

Un ejercicio en el que se entienda que nues-
tro país no tiene problemas de  ahorro o de 
acumulación sino que lo que está en juego es 
el destino de ese  ahorro. En este sentido, el 
Papa emérito Benedicto XVI recuerda en la  
encíclica Caritas in Veritate que, 

“Pablo VI invitaba a valorar seriamente el 
daño que la  trasferencia de capitales al 
extranjero, por puro provecho personal,  
puede ocasionar a la propia nación. Juan 

Pablo II advertía que  in-
vertir tiene siempre un 
significado moral, ade-
más de económico.  Se 
ha de reiterar que todo 
esto mantiene su vali-
dez en nuestros días  a 
pesar de que el mercado 
de capitales haya sido 
fuertemente  liberalizado 
y la moderna mentalidad 
tecnológica pueda indu-
cir a  pensar que invertir 
es sólo un hecho técnico 

“Porque no puede haber comunidad si no se 
coloca en el centro el bien común: no como algo 
abstracto sino como un bien personal y social para 
todos y cada  uno de los hombres y mujeres de 
nuestro país. Si no lo hacemos, corremos el  riesgo 
que la llamada nueva normalidad sea apenas un 
retorno a lo mismo o  incluso a una realidad aún 
peor.”
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y no humano ni ético.  No se puede negar 
que un cierto capital puede hacer el bien 
cuando  se invierte en el extranjero en vez 
de en la propia patria. Pero deben  quedar a 
salvo los vínculos de justicia, teniendo en 
cuenta también  cómo se ha formado ese 
capital y los perjuicios que comporta para  
las personas el que no se emplee en los lu-
gares donde se ha  generado. Se ha de evitar 
que el empleo de recursos financieros esté  
motivado por la especulación y ceda a la ten-
tación de buscar  únicamente un beneficio 
inmediato, en vez de la sostenibilidad de la  
empresa a largo plazo, su propio servicio a 
la economía real y la  promoción, en modo 
adecuado y oportuno, de iniciativas econó-
micas también en los países necesitados de 
desarrollo.” (Nro  40) 

Finalmente, un ejercicio que permita poner en 
valor y hacer un uso  estratégico de tres fuentes 
significativas no sólo para la generación de 
divisas  sino para la viabilidad de un modelo 
de desarrollo diversificado, a saber: la  renta 
agraria, la renta petrolera y la megaminería. 
Cada uno de estos vectores  de crecimiento 
incluye factores de riesgo ecológico que deben 
considerarse: es  necesario incluir la dimensión 
ambiental en la consideración de los proyectos 
de  inversión y redistribuir con sentido nacio-
nal y social la renta extraordinaria que  allí se 
produce. 

Seguramente, en estas definiciones habrá 
matices y tonos. Sin embargo,  lo fundamental 
es que su orientación responda a los intereses 
nacionales y  pueda atender a las demandas 
acumuladas al interior del tejido social en  
relación con el trabajo y la dignidad de las 
personas.  

La posibilidad de visualizar un modelo de de-
sarrollo de largo plazo nos  permitiría contar 
con un plan eslabonado de mediano plazo 
en el que se puedan  vislumbrar las múltiples 

dimensiones en su proyección temporal. Su 
existencia  pondría en movimiento las capaci-
dades y la “densidad” nacional en cuanto a las  
posibilidades de un crecimiento que combine 
economía popular, desarrollo del  mercado 
interno y capacidad exportadora configurando 
un modelo  tridimensional. Todo ello, con la 
importancia de fijar las prioridades de  inversión 
para el desarrollo de áreas estratégicas que 
son necesarias para la  sociedad y el estilo 
productivo.  

En ese campo debe ocupar un lugar destacado 
el sistema de  innovación científico-tec-
nológico para que, a partir de la vinculación  
público-privada y a través de las universida-
des y el sistema de ciencia y  tecnología, se 
abran nuevas opciones y se consoliden los ya 
existentes. La formación y la investigación son 
elementos centrales para nuestras sociedades 
y  para ambas se requiere tiempo y una inver-
sión permanente que en nuestros  países son 
principalmente los Estados los que están en 
condiciones de  sostenerlas.  

Si bien un plan de mediano plazo es de emi-
nente factura técnico profesional, requiere de 
una orientación política global clara. En ese  
sentido resulta conveniente darle profundidad 
al Consejo Económico Social como espacio 
de participación e interacción de las principales 
fuerzas  económicas y sociales del país. Es 
el espacio necesario para recrear el diálogo y  
concertación entre actores decisivos, superan-
do el corporativismo cortoplacista,  recuperan-
do la confianza y proyectando en común. Allí, 
además de los sectores  sindicales y empresa-
rios debe integrarse a los movimientos sociales 
en su  variada representación. Ellos constituyen 
hoy una parte significativa de la  realidad social 
fragmentada y desigual en la que vivimos. El 
Consejo Económico  Social funciona y se cons-
truye en espacios institucionales fijados al más 
alto  nivel y, si es por Ley del Congreso, mejor 
aún. Su carácter estratégico no puede quedar 
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reducido a reuniones con-
vocadas en situaciones de 
debilidad o crisis y,  menos 
aún, puede confundirse 
con fotos de ocasión.  

Tanto el Consejo Nacio-
nal Post Pandemia como 
el Consejo  Económico 
Social pueden ser es-
pacios privilegiados en 
el marco de la vida  de-
mocrática. De espacios 
de participación, negociación, consensos y 
acuerdos  de los diversos actores, orientados 
a la elaboración de visiones compartidas, y  
complementarios de otras mediaciones esta-
blecidas en nuestra Constitución  Nacional.  

PACTO SOCIAL  

Otro instrumento en la línea de las concrecio-
nes es el Pacto Social. Con  él nos referimos 
al diseño y desarrollo de un espacio que 
pueda acordar,  sintetizar, integrar y reflejar 
las cuestiones estratégicas de nuestro país, 
entre los  actores principales. Como venimos 
sosteniendo, la Argentina necesita un pacto  de 
superación cualitativa de las opciones y alterna-
tivas que ha vivido como  antitéticas. Ese pacto 
debería basarse en los elementos virtuosos de 
su  trayectoria (experiencia industrial, opciones 
distributivas, creación e innovación  tecnológi-
ca, modos de organización sindical y social) y 
los elementos  disponibles en el actual contexto.  

En un lugar central y fundamental aparece la 
necesidad de recuperar el  trabajo como clave 
de la cuestión social. Como tema privilegiado 
de la agenda  del Pacto Social, el trabajo 
-considerado una finalidad central del proyecto  
productivo- debe comprenderse como principio 
de realización personal, como  fuente de ingre-
so para el sostenimiento de las familias y como 

condición para el  despliegue de su bienestar. 
La perspectiva del trabajo como productor de 
la  riqueza social y fuente de enriquecimiento 
y transformación subjetiva se  constituye como 
una clave de esta priorización. 

Para avanzar en la idea de pacto social debe 
contarse, entonces, con un  modelo, un plan y 
una estrategia de implementación dadores de 
una  direccionalidad. Se trata de instrumentos 
para coordinar voluntades y fuerzas  sociales 
y políticas. En el mismo se pautan los esfuer-
zos y compromisos que  cada actor asume. 
En ese sentido, el Pacto Social se constituye 
en un  instrumento y en una metodología de 
construcción del proyecto país.  

El Pacto requiere identificar las problemáticas, 
los conflictos potenciales  y también anticipar 
dónde aparecerán las pujas de intereses. No se 
trata de un  proceso indoloro ni, por supuesto, 
de negar o esconder el conflicto. Se trata de  
superarlo. Conviene recordar que la unidad 
debe superar al conflicto, ya que  este es el 
sentido que tiene una propuesta para articular 
a todos los actores en  torno a una mesa de 
diálogo y negociación. Para que el conflicto 
no nos paralice,  tenemos que asumirlo, tra-
bajarlo y procesarlo. No va a ser una cuestión 
lineal,  ni simple, ni fácil de llevar a cabo. Va a 
implicar una modificación de las pautas y los 
comportamientos largamente adquiridos y 

“Porque no puede haber comunidad si no se 
coloca en el centro el bien común: no como algo 
abstracto sino como un bien personal y social para 
todos y cada  uno de los hombres y mujeres de 
nuestro país. Si no lo hacemos, corremos el  riesgo 
que la llamada nueva normalidad sea apenas un 
retorno a lo mismo o  incluso a una realidad aún 
peor.”
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rutinizados. Va a  implicar salir de una cultura 
de la renta rápida y cómoda para ir hacia una  
cultura del trabajo y el esfuerzo sostenida y 
sostenible en el tiempo. Va a  requerir planes de 
inversión, progresividad distributiva, estrategias 
de  abatimiento del desempleo, de la pobreza y 
alternativas concretas para mejorar  la calidad 
del empleo. 

La pandemia nos enfrenta a un escenario con 
más Estado donde primen  los principios de 
solidaridad, de subsidiaridad y el del bien 
común,  con más condiciones para llevar ade-
lante políticas sociales y de cuidado. Nos  deja 
también con un sector de ciencia y tecnología 
mejor visibilizado y con un  reconocimiento 
público. De igual manera, pone en evidencia 
la complejidad de  la tarea pedagógica de un 
sector que, como el educativo, y como ya lo  
demostrara en el pasado, en la actual coyuntura 
fue capaz de montar una  enseñanza remota de 
emergencia -con todas las precariedades del 
caso- capaz  de dar continuidad a la tarea de 
acompañar a millones de estudiantes y familias. 

La coyuntura demanda ideas creativas surgi-
das de la imaginación  política: requiere de la 
institucionalización de Consejos que permitan 
definir el  rumbo a través de un modelo argen-
tino junto a la confección técnico-política de  
un plan con una estrategia de desarrollo que 
determine políticas públicas  acordes y, final-
mente, la implementación de un instrumento 
de concertación o  pacto social de orientación 
productivista. Lo que no es otra cosa que la  
conjunción y articulación de ideas, modelos, 
plan, políticas públicas y liderazgo  político.  

No se trata de esperar respuestas de personas 
consideradas  providenciales sino de sentar las 
condiciones para propiciar un comportamiento  
diferenciado de la clase dirigente nacional, en 
todas las esferas. La clase  dirigente tiene una 
responsabilidad mayúscula en esta coyuntura. 
Integrada por  quienes “más tienen, más saben 
y más pueden”, nuestra dirigencia es la que  

porta una cuota de responsabilidad ética mayor 
en la distribución de cargas y  tareas para la 
configuración de un modelo social de cara al 
futuro del país.  

Nuestra patria merece un proyecto federal e 
integrador. Un proyecto en  torno a definiciones 
de valores y a objetivos concretos en las distin-
tas áreas de la  economía, la política, lo social, 
lo cultural. Un proyecto de desarrollo integral  
para todos. Ese proyecto integrador excede los 
tiempos de cualquier gobierno  porque necesita 
una mirada de mediano y largo plazo y por lo 
tanto requiere  continuidad, la cual sólo puede 
ser garantizada mediante el compromiso de las  
distintas fuerzas políticas y sociales. 

Es necesario recrear las condiciones éticos 
culturales que animen  nuestras decisiones. El 
compromiso y el valor de su tarea se medirán 
por la  capacidad de modificar las causas es-
tructurales que impiden el desarrollo  integral 
de la Nación.  

Hablamos al comienzo de un país para todos y 
estamos convencidos de que  ése es un deseo 
compartido por la inmensa mayoría de nuestro 
pueblo. Sin embargo, no desconocemos que no 
se trata de una tarea fácil y que tal vez  nuestro 
mayor obstáculo esté en nosotros mismos, en 
nuestras dificultades para  propiciar un clima 
cultural que disponga nuestro ánimo para em-
prender este  camino como pueblo.  

La crisis que implica esta post pandemia 
actualiza aquellas palabras que  también nos 
entregara el Cardenal Bergoglio con ocasión 
del Bicentenario y que  mantienen su actuali-
dad: “Se nos impone la tarea de mirar nuestro 
pasado con  más cariño, con otras claves y 
anclajes, recuperando aquello que nos ayu-
da a  vivir juntos, aquello que nos potencia, 
aquellos elementos que pueden darnos  pistas 
para hacer crecer y consolidar una cultura del 
encuentro y un horizonte  utópico compartido.” 
(Ver www.pastoralsocialbue.org.ar) 
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El Cardenal Mario Poli, en su homilía del Te 
Deum del 25 de mayo de  2020, sostuvo que “en 
este tiempo, donde la solidaridad, la hospitali-
dad y  fraternidad vuelven a surgir como valores 
que nos identifican, no debe haber espacio para 
especular ni acaparar con las necesidades 
del pueblo. Tampoco  hay lugar para llevar al 
terreno de las ideologías, posturas partidistas o  
intereses sectoriales, ya que se trata de decidir 
sobre la vida de todos los  argentinos y, por lo 
tanto, se hace necesario preservar la unidad” 

y  recordó esta certeza de Manuel Belgrano: 
“La Patria es el sentimiento de  libertad que es 
capaz de convertir en héroes a los ciudadanos 
más simples.”  

Con el mismo compromiso que anima nuestra 
tarea desde los comienzos,  la Pastoral Social 
de Buenos Aires ofrece esta reflexión a la 
búsqueda en común  de un país para todos. 

14 de septiembre de 2020 
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a Coordinadora de Organizaciones 
Indígenas de la Cuenca Amazónica 
(COICA) es la instancia que repre-
senta a los pueblos indígenas de 

los nueve países de la Cuenca Amazónica, 
para la defensa de los derechos y territorios 
de los 505 Pueblos Indígenas, y más de 66 
Pueblos en Aislamiento Voluntario y Contac-
to Inicial, que perviven en miles de comuni-
dades de forma ancestral en la Amazonía, 
con una diversidad cultural única, basada 
en una relación holística con su territorio.  

Precisamente, es el territorio el componente 
más importante para el ejercicio de los de-
rechos colectivos e individuales fundamen-
tales, de los pueblos y nacionalidades indí-
genas, pues de este depende su conexión 
con su entorno, que a su vez es condición 
necesaria para mantener su cultura, formas 
de organización tradicionales, espiritualidad, 
salud, recreación, conocimiento, integridad 
y vida misma. En tal sentido, defender el 
territorio es defender la vida.  

En la actualidad, el contexto político de 
los países que compartimos la Cuenca 
Amazónica es una amenaza para pueblos 

y nacionalidades indígenas, con gobiernos 
con ideologías extremas y políticas extrac-
tivistas que consideran a la Amazonía como 
fuente inagotable de  recursos naturales sin 
valorar la importancia de la conservación de 
su  riqueza natural y cultural, no solo para la 
región sino para todo el planeta.  En la IV° 
Cumbre Amazónica, se informó que cerca 
de 400 líderes indígenas han sido asesina-
dos en la cuenca amazónica en 2017.  

A esta violencia, se le suma la existencia 
de marcos institucionales débiles de justicia 
en América Latina y el Caribe que están 
influidos políticamente o adolecen de pro-
blemas estructurales y de presupuesto, lo 
que ocasiona que haya procesos judiciales 
o administrativos de líderes indígenas sin 
transparencia o procesados sin fundamen-
tos justificados.  Políticas que, en lugar de 
garantizar los derechos humanos, se alinean 
para flexibilizar estándares socioambienta-
les con el fin de promover inversiones para 
proyectos de un modelo de desarrollo que no 
dialoga con el respeto a nuestros territorios 
y al medio ambiente.  

El derecho internacional reafirma que los 

L

Acuerdo 
Escazú  
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sores indígenas amazónicos que 
se encuentran bajo situaciones 
de amenaza, violencia, crimi-
nalización y persecución, en un 
escenario de vulneración de sus 
derechos y sus territorios. Im-
pulsamos la implementación de 
este programa, desde la mirada 
indígena, con una perspectiva de 
género, preventiva y colectiva.  

En consonancia con nuestro 
compromiso, el Acuerdo Re-

gional sobre el Acceso a la Información, 
la Participación Pública y el Acceso a la 
Justicia en Asuntos Ambientales en Améri-
ca Latina y el Caribe (Acuerdo de Escazú) 
adoptado en marzo de 2018 en Costa Rica, 
representa una herramienta clave para la 
toma de decisiones públicas, la formulación 
de políticas, la implementación de proyectos 
de inversión y la disminución de conflictos 
socioambientales. Por ello, celebramos su 
apertura a la firma y ratificación de los 33 
países de América Latina y el Caribe en 
septiembre de 2018 en Nueva York.  

Llamamos a los países de la región a que se 
sumen al proceso de  ratificación del Acuer-
do de Escazú, pues se necesita de 11 países  
ratificantes como mínimo para que este ins-
trumento entre en vigor. Es necesario ello, 
pues se trata del primer tratado del mundo 
que incluye disposiciones sobre defensores 
de derechos humanos en materia ambiental 
y que puede fortalecer el acceso a la justicia 
ambiental, esa justicia que muchas veces se 
ha percibido distante para los defensores y 
defensoras indígenas.  

El Acuerdo de Escazú representa para 
defensores y defensoras indígenas una 
nueva esperanza, pues reconoce también la 
importancia del trabajo y las contribuciones 
fundamentales de los defensores y defen-

derechos ambientales y sobre la tierra se 
encuentran interrelacionados, no pueden 
ser separados o analizados sin vincular la 
afectación que tienen unos sobre los otros 
cuando uno de ellos se vulnera. Por ejem-
plo, el acceso a la información ambiental 
oportuna y completa de los impactos am-
bientales es fundamental para garantizar 
una participación y consulta eficiente de los 
pueblos. Del mismo modo, los derechos de 
participación y acceso a la información, son 
muy importantes para garantizar una justicia 
eficiente.  Por consiguiente, nuestros her-
manos y hermanas indígenas, Defensores 
y Defensoras Indígenas, en permanente 
resistencia y lucha por la protección del 
medio ambiente, la tierra y el territorio, así 
como por defensa de sus derechos, son DE-
FENSORES Y DEFENSORAS DE TIERRA, 
TERRITORIO Y MEDIO AMBIENTE.  

Para las organizaciones indígenas resulta 
imprescindible e impostergable la protección 
de defensores y defensoras indígenas, quie-
nes se ven en una situación de alta vulnera-
bilidad. Por ello, desde la COICA, estamos 
impulsando la consolidación del Programa 
de Defensa de Defensores y Defensoras 
Indígenas, precisamente, con el objetivo 
de desarrollar mecanismos para la atención 
inmediata y efectiva de defensoras y defen-

Medio Ambiente

“Asimismo, en la región, los conflictos 
socioambientales se ven enervados debido 
a la carencia de información, regulación 
y gestión ambiental, que impiden la 
construcción de un modelo de desarrollo 
empático con la población indígena, lo cual 
violenta también nuestro derecho a persistir 
en territorios autónomos y sanos.”
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soras ambientales en el fortalecimiento de 
la democracia, los derechos de acceso y el 
desarrollo sostenible; exigiendo a los países 
que garanticen un entorno seguro y propicio 
en el que las personas, grupos y organi-
zaciones que promueven y defienden los 
derechos humanos en asuntos ambientales 
puedan actuar sin amenazas, restricciones 
e inseguridad.  

Asimismo, en la región, los conflictos so-
cioambientales se ven enervados debido a la 
carencia de información, regulación y gestión 
ambiental, que impiden la construcción de 
un modelo de desarrollo empático con la 
población indígena, lo cual violenta también 
nuestro derecho a persistir en territorios au-
tónomos y sanos. El Acuerdo de Escazú, en 
ese sentido, permitiría también la mejora en 
la toma de decisiones para afrontar desafíos 
ambientales de toda índole, como cambio 
climático, desertificación o la pérdida de 
biodiversidad, haciéndola más participativa.  

El Programa de Defensa de Defensores y 
Defensoras Indígenas de la  COICA, pone 
a disposición ejemplares del documento del 
Acuerdo de  Escazú, a fin de que más herma-
nos y hermanas puedan conocer este  nuevo 
instrumento y que podamos impulsar juntos, 
de manera  organizada, el fortalecimiento del 
acceso a la justicia ambiental y la  defensa de 
nuestros derechos colectivos y territoriales. 
Así también, presentamos criterios mínimos 
y condiciones necesarias para los procesos 
de ratificación e implementación del Acuerdo 
de Escazú en nuestros países, como parte 
de una hora de ruta y metodología para  
incluir la visión indígena dentro de estos 
procesos y fortalecer la justicia ambiental 
(ver al final del documento).  

Por aquellas defensores y defensoras indí-
genas que ahora no nos acompañan. En su 
honor, ¡defendamos tierra, territorio y medio 
ambiente!  

José Gregorio Díaz Mirabal 
Coordinador General

Coordinadora de Organizaciones  
Indígenas de la Cuenca Amazónica   

COICA

Acuerdo Regional sobre el Acceso a la 
Información, la participación Pública y 
el Acceso a la Justicia en Asuntos Am-
bientales en América Latina y el Caribe

Adoptado en Escazú (Costa Rica), el 4 de 
marzo de 2018. 

Apertura a la firma en la sede de las Na-
ciones Unidas en Nueva York, el 27 de 
septiembre de 2018  

Las partes en el presente Acuerdo:

Recordando la Declaración sobre la Apli-
cación del Principio 10 de la Declaración 
de Río, formulada por países de América 
Latina y el Caribe en la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Desarrollo Soste-
nible, celebrada en Río de Janeiro (Brasil) en 
2012, en la que se reafirma el compromiso 
con los derechos de acceso a la información, 
a la participación y a la justicia en asuntos 
ambientales, se reconoce la necesidad de 
alcanzar compromisos para la aplicación 
cabal de dichos derechos y se manifiesta la 
voluntad de iniciar un proceso que explore 
la viabilidad de contar con un instrumento 
regional. Reafirmando el Principio 10 de la 
Declaración de Río sobre el Medio Ambiente 
y el Desarrollo de 1992, que establece lo 
siguiente: “el mejor modo de tratar las cues-
tiones ambientales es con la participación 
de todos los ciudadanos interesados, en el 
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nivel que corresponda. En 
el plano nacional, toda per-
sona deberá tener acceso 
adecuado a la información 
sobre el medio ambiente 
de que dispongan las au-
toridades públicas, incluida 
la información sobre los 
materiales y las actividades 
que encierran peligro en sus 
comunidades, así como la 
oportunidad de participar en 
los procesos de adopción de decisiones. Los 
Estados deberán facilitar y fomentar la sen-
sibilización y la participación de la población 
poniendo la información a disposición de to-
dos. Deberá proporcionarse acceso efectivo 
a los procedimientos judiciales y administra-
tivos, entre estos el resarcimiento de daños 
y los recursos pertinentes”. Destacando que 
los derechos de acceso están relacionados 
entre sí y son interdependientes, por lo que 
todos y cada uno de ellos se deben promo-
ver y aplicar de forma integral y equilibrada,  
Convencidas de que los derechos de acceso 
contribuyen al fortalecimiento, entre otros, 
de la democracia, el desarrollo sostenible 
y los derechos humanos, Reafirmando la 
importancia de la Declaración Universal de 
Derechos  Humanos y recordando otros 
instrumentos internacionales de derechos  
humanos que ponen de relieve que todos 
los Estados tienen la responsabilidad de 
respetar, proteger y promover los derechos 
humanos  y las libertades fundamentales 
de todas las personas, sin distinción  algu-
na, incluidas de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opinión política o  de cualquier otra 
índole, origen nacional o social, posición 
económica,  nacimiento o cualquier otra 
condición,  Reafirmando también todos los 
principios de la Declaración de la Conferen-

cia de las Naciones Unidas sobre el Medio 
Humano de 1972 y de la Declaración de 
Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 
de  1992, Recordando la Declaración de la 
Conferencia de las Naciones Unidas  sobre 
el Medio Humano, el Programa 21, el Plan 
para la Ulterior  Ejecución del Programa 21, 
la Declaración de Barbados y el Programa 
de  Acción para el Desarrollo Sostenible 
de los Pequeños Estados Insulares  en 
Desarrollo, la Declaración de Mauricio y la 
Estrategia de Mauricio para  la Ejecución 
Ulterior del Programa de Acción para el 
Desarrollo  Sostenible de los Pequeños 
Estados Insulares en Desarrollo, la  Declara-
ción de Johannesburgo sobre el Desarrollo 
Sostenible, el Plan de  Aplicación de las 
Decisiones de la Cumbre Mundial sobre el 
Desarrollo  Sostenible y las Modalidades 
de Acción Acelerada para los Pequeños  
Estados Insulares en Desarrollo (Trayectoria 
de Samoa), Recordando también que, en el 
documento final de la Conferencia de  las 
Naciones Unidas sobre el Desarrollo Soste-
nible, celebrada en Río de  Janeiro (Brasil) 
en 2012, titulado “El futuro que queremos”, 
se reconoce  que la democracia, la buena 
gobernanza y el estado de derecho, en los  
planos nacional e internacional, así como 
un entorno propicio, son  esenciales para el 

“En el plano nacional, toda persona deberá 
tener acceso adecuado a la información sobre 
el medio ambiente de que dispongan las 
autoridades públicas, incluida la información 
sobre los materiales y las actividades que 
encierran peligro en sus comunidades, así como 
la oportunidad de participar en los procesos de 
adopción de decisiones.”



200

Medio Ambiente

desarrollo sostenible, incluido el crecimiento  
económico sostenido e inclusivo, el desarro-
llo social, la protección del  medio ambiente 
y la erradicación de la pobreza y el hambre; 
se recalca  que la participación amplia del 
público y el acceso a la información y los  
procedimientos judiciales y administrativos 
son esenciales para  promover el desarrollo 
sostenible, y se alienta la adopción de medi-
das a  nivel regional, nacional, subnacional 
y local para promover el acceso a  la infor-
mación ambiental, la participación pública 
en el proceso de toma  de decisiones am-
bientales y el acceso a la justicia en asuntos  
ambientales, cuando proceda. Considerando 
la resolución 70/1 de la Asamblea General 
de las Naciones  Unidas, de 25 de septiem-
bre de 2015, titulada “Transformar nuestro  
mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible”, por la que se  acordó un am-
plio conjunto de Objetivos de Desarrollo 
Sostenible y  metas universales y transfor-
mativos, de gran alcance y centrados en 
las  personas, y en donde se estableció el 
compromiso de lograr el desarrollo  soste-
nible en sus tres dimensiones —económica, 
social y ambiental— de  forma equilibrada e 
integrada. Reconociendo la multiculturalidad 
de América Latina y el Caribe y de sus  pue-
blos. Reconociendo también la importancia 
del trabajo y las contribuciones  fundamen-
tales del público y de los defensores de los 
derechos humanos  en asuntos ambientales 

para el fortalecimiento de la 
democracia, los  derechos 
de acceso y el desarrollo 
sostenible. Conscientes de 
los avances alcanzados en 
los instrumentos  interna-
cionales y regionales y en 
las legislaciones y prácticas 
nacionales  relativos a los 

derechos de acceso a la información am-
biental,  participación pública en los proce-
sos de toma de decisiones ambientales  y 
acceso a la justicia en asuntos ambientales. 
Convencidas de la necesidad de promover 
y fortalecer el diálogo, la  cooperación, la 
asistencia técnica, la educación y la sen-
sibilización, así  como el fortalecimiento de 
capacidades, en los niveles internacional,  
regional, nacional, subnacional y local, 
para el ejercicio pleno de los  derechos 
de acceso. Decididas a alcanzar la plena 
implementación de los derechos de acceso  
contemplados en el presente Acuerdo, así 
como la creación y el  fortalecimiento de las 
capacidades y la cooperación,  

Han acordado lo siguiente: a la Justicia 
en Asuntos Ambientales en América 
Latina y el Caribe 

ARTÍCULO 1 

El objetivo del presente Acuerdo es garan-
tizar la implementación plena  y efectiva en 
América Latina y el Caribe de los derechos 
de acceso a la  información ambiental, par-
ticipación pública en los procesos de toma  
de decisiones ambientales y acceso a la 
justicia en asuntos ambientales,  así como 
la creación y el fortalecimiento de las capaci-
dades y la  cooperación, contribuyendo a la 
protección del derecho de cada  persona, de 

“Reconociendo también la importancia del trabajo 
y las contribuciones  fundamentales del público 
y de los defensores de los derechos humanos  
en asuntos ambientales para el fortalecimiento 
de la democracia, los  derechos de acceso y el 
desarrollo sostenible.”
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las generaciones presentes y futuras, a vivir 
en un medio  ambiente sano y al desarrollo 
sostenible.  

ARTÍCULO 2

Definiciones

A los efectos del presente Acuerdo:  

a. por “derechos de acceso” se entiende el 
derecho de acceso a la  información am-
biental, el derecho a la participación pública 
en los  procesos de toma de decisiones en 
asuntos ambientales y el  derecho al acceso 
a la justicia en asuntos ambientales;  

b. por “autoridad competente” se entiende, 
para la aplicación de las  disposiciones con-
tenidas en los artículos 5 y 6 del presente  
Acuerdo, toda institución pública que ejerce 
los poderes, la  autoridad y las funciones en 
materia de acceso a la información,  inclu-
yendo los órganos, organismos o entidades 
independientes  o autónomos de propiedad 
del Estado o controlados por él, que  actúen 
por facultades otorgadas por la Constitución 
o por otras  leyes, y, cuando corresponda, a 
las organizaciones privadas, en la  medida 
en que reciban fondos o beneficios públicos 
directa o  indirectamente o que desempeñen 
funciones y servicios públicos,  pero exclusi-
vamente en lo referido a los fondos o bene-
ficios  públicos recibidos o a las funciones y 
servicios públicos desempeñados;  

c. por “información ambiental” se entiende 
cualquier información  escrita, visual, so-
nora, electrónica o registrada en cualquier 
otro  formato, relativa al medio ambiente y 
sus elementos y a los  recursos naturales, 
incluyendo aquella que esté relacionada 
con los   riesgos ambientales y los posibles 
impactos adversos asociados que  afecten o 

puedan afectar el medio ambiente y la salud, 
así como la  relacionada con la protección y 
la gestión ambientales;  

d. por “público” se entiende una o varias per-
sonas físicas o jurídicas y  las asociaciones, 
organizaciones o grupos constituidos por 
esas  personas, que son nacionales o que 
están sujetos a la jurisdicción  nacional del 
Estado Parte;  

e. por “personas o grupos en situación de 
vulnerabilidad” se entiende  aquellas per-
sonas o grupos que encuentran especiales 
dificultades  para ejercer con plenitud los 
derechos de acceso reconocidos en  el 
presente Acuerdo, por las circunstancias o 
condiciones que se  entiendan en el contexto 
nacional de cada Parte y de conformidad  
con sus obligaciones internacionales.  

ARTÍCULO 3 

Cada parte se guiará por los siguientes 
principios en la implementación del pre-
sente Acuerdo:  

a. Principio de igualdad y principio de no 
discriminación; 

b. Principio de transparencia y principio de 
rendición de cuentas; 

c. Principio de no regresión y principio de 
progresividad; 

d. Principio de buena fe;  

e. Principio preventivo;  

f. Principio precautorio;  

g. Principio de equidad intergeneracional;  

h. Principio de máxima publicidad;  

i. Principio de soberanía permanente de los 
Estados sobre sus  recursos naturales;  
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j. Principio de igualdad soberana de los 
Estados; y

k. Principio pro persona.  

 

ARTÍCULO 4

Disposiciones generales

1. Cada Parte garantizará el derecho de 
toda persona a vivir en un  medio ambiente 
sano, así como cualquier otro derecho hu-
mano  universalmente reconocido que esté 
relacionado con el presente  Acuerdo.  

2. Cada Parte velará por que los derechos 
reconocidos en el presente  Acuerdo sean 
libremente ejercidos.  

3. Cada Parte adoptará todas las medidas 
necesarias, de naturaleza  legislativa, regla-
mentaria, administrativa u otra, en el marco 
de sus  disposiciones internas, para garanti-
zar la implementación del  presente Acuerdo.  

4. Con el propósito de contribuir a la aplica-
ción efectiva del presente  Acuerdo, cada 
Parte proporcionará al público información 
para  facilitar la adquisición de conocimiento 
respecto de los derechos  de acceso.  

5. Cada Parte asegurará que se oriente y 
asista al público —en especial  a las per-
sonas o grupos en situación de vulnerabili-
dad— de forma  que se facilite el ejercicio 
de sus derechos de acceso.  

6. Cada Parte garantizará un entorno 
propicio para el trabajo de las  personas, 
asociaciones, organizaciones o grupos que 
promuevan  la protección del medio am-
biente, proporcionándoles  reconocimiento 
y protección.  

7. Nada de lo dispuesto en el presente 
Acuerdo limitará o derogará  otros derechos 

y garantías más favorables establecidos o 
que  puedan establecerse en la legislación 
de un Estado Parte o en  cualquier otro 
acuerdo internacional del que un Estado sea 
parte,  ni impedirá a un Estado Parte otorgar 
un acceso más amplio a la  información 
ambiental, a la participación pública en los 
procesos  de toma de decisiones ambienta-
les y a la justicia en asuntos  ambientales.  

8. En la implementación del presente Acuer-
do, cada Parte avanzará  en la adopción de 
la interpretación más favorable al pleno goce 
y  respeto de los derechos de acceso.  

9. Para la implementación del presente 
Acuerdo, cada Parte alentará  el uso de las 
nuevas tecnologías de la información, y la   
comunicación, tales como los datos abiertos, 
en los diversos  idiomas usados en el país, 
cuando corresponda. Los medios electróni-
cos serán utilizados de una manera que no 
generen  restricciones o discriminaciones 
para el público.  

10. Las Partes podrán promover el cono-
cimiento de los contenidos del  presente 
Acuerdo en otros foros internacionales cuan-
do se  vinculen con la temática de medio 
ambiente, de conformidad con  las reglas 
que prevea cada foro. 

ARTÍCULO 5  

Acceso a la información ambiental 

Accesibilidad de la información ambiental  

1. Cada Parte deberá garantizar el derecho 
del público de acceder a  la información am-
biental que está en su poder, bajo su control 
o  custodia, de acuerdo con el principio de 
máxima publicidad.  

2. El ejercicio del derecho de acceso a la 
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información ambiental  comprende:  

a. solicitar y recibir información de las au-
toridades competentes  sin necesidad de 
mencionar algún interés especial ni justificar  
las razones por las cuales se solicita;  

b. ser informado en forma expedita sobre si 
la información  solicitada obra o no en poder 
de la autoridad competente que  recibe la 
solicitud; y  

c. ser informado del derecho a impugnar y 
recurrir la no entrega  de información y de los 
requisitos para ejercer ese derecho.  

3. Cada Parte facilitará el acceso a la infor-
mación ambiental de las  personas o grupos 
en situación de vulnerabilidad, estableciendo  
procedimientos de atención desde la formu-
lación de solicitudes  hasta la entrega de la 
información, considerando sus condiciones y  
especificidades, con la finalidad de fomentar 
el acceso y la  participación en igualdad de 
condiciones.  

4. Cada Parte garantizará que dichas perso-
nas o grupos en situación  de vulnerabilidad, 
incluidos los pueblos indígenas y grupos 
étnicos,  reciban asistencia para formular 
sus peticiones y obtener respuesta.  

 

Denegación del acceso a la información 
ambiental  

5. Cuando la información solicitada o parte 
de ella no se entregue al  solicitante por estar 
en el régimen de excepciones establecido 
en  la legislación nacional, la autoridad 
competente deberá comunicar  por escrito 
la denegación, incluyendo las disposiciones 
jurídicas y  las razones que en cada caso 
justifiquen esta decisión, e informar  al 
solicitante de su derecho de impugnarla y 
recurrirla.  

6. El acceso a la información podrá dene-
garse de conformidad con la  legislación 
nacional. En los casos en que una Parte no 
posea un  régimen de excepciones estable-
cido en la legislación nacional,  podrá aplicar 
las siguientes excepciones:

a. cuando hacer pública la información 
pueda poner en riesgo la  vida, seguridad o 
salud de una persona física;  

b. cuando hacer pública la información 
afecte negativamente la seguridad nacional, 
la seguridad pública o la defensa nacional;  

c. cuando hacer pública la información afec-
te negativamente la  protección del medio 
ambiente, incluyendo cualquier especie  
amenazada o en peligro de extinción; o  

d. cuando hacer pública la información ge-
nere un riesgo claro, probable y específico 
de un daño significativo a la ejecución  de 
la ley, o a la prevención, investigación y 
persecución de  delitos.  

7. En los regímenes de excepciones se 
tendrán en cuenta las  obligaciones de cada 
Parte en materia de derechos humanos. 
Cada  Parte alentará la adopción de regí-
menes de excepciones que  favorezcan el 
acceso de la información.  

8. Los motivos de denegación deberán estar 
establecidos legalmente  con anterioridad y 
estar claramente definidos y reglamentados,  
tomando en cuenta el interés público, y, por 
lo tanto, serán de  interpretación restrictiva. 
La carga de la prueba recaerá en la  autori-
dad competente.  

9. Cuando aplique la prueba de interés pú-
blico, la autoridad  competente ponderará el 
interés de retener la información y el  bene-
ficio público resultante de hacerla pública, 
sobre la base de  elementos de idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad.  
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10. Cuando la información contenida en un 
documento no esté exenta  en su totalidad 
de conformidad con el párrafo 6 del presente  
artículo, la información no exenta deberá 
entregarse al solicitante.

  

Condiciones aplicables para la entrega 
de información ambiental 

11. Las autoridades competentes garan-
tizarán que la información  ambiental se 
entregue en el formato requerido por el 
solicitante  siempre que esté disponible. Si 
la información ambiental no  estuviera dis-
ponible en ese formato, se entregará en el 
formato  disponible.  

12. Las autoridades competentes deberán 
responder a una solicitud de  información 
ambiental con la máxima celeridad posible, 
en un  plazo no superior a 30 días hábiles 
contados a partir de la fecha de  recepción 
de la misma, o en un plazo menor si así lo 
previera  expresamente la normativa interna.  

13. Cuando, en circunstancias excepcio-
nales y de conformidad con la  legislación 
nacional, la autoridad competente necesite 
más tiempo  para responder a la solicitud, 
deberá notificar al solicitante por  escrito de 
la justificación de la extensión antes del ven-
cimiento del  plazo establecido en el párrafo 
12 del presente artículo. Dicha  extensión no 
deberá exceder de diez días hábiles.  

14. En caso de que la autoridad competente 
no responda en los plazos  establecidos en 
los párrafos 12 y 13 del presente artículo, 
se aplicará  lo dispuesto en el párrafo 2 del 
artículo 8.  

15. Cuando la autoridad competente que 
recibe la solicitud no posea  la información 
requerida, deberá comunicarlo al solicitante 
con la  máxima celeridad posible, incluyendo, 

en caso de poderlo  determinar, la autoridad 
que pudiera tener dicha información. La  
solicitud deberá ser remitida a la autoridad 
que posea la  información solicitada, y el 
solicitante deberá ser informado de ello.  

16. Cuando la información solicitada no exis-
ta o no haya sido aún  generada, se deberá 
informar fundadamente de esta situación 
al  solicitante en los plazos previstos en los 
párrafos 12 y 13 del  presente artículo.  

17. La información ambiental deberá en-
tregarse sin costo, siempre y  cuando no 
se requiera su reproducción o envío. Los 
costos de reproducción y envío se aplicarán 
de acuerdo con los  procedimientos estable-
cidos por la autoridad competente. Estos  
costos deberán ser razonables y darse a 
conocer por anticipado, y  su pago podrá 
exceptuarse en el caso que se considere 
que el  solicitante se encuentra en situa-
ción de vulnerabilidad o en  circunstancias 
especiales que justifiquen dicha exención. 

Mecanismos de revisión independientes  

18. Cada Parte establecerá o designará uno 
o más órganos o  instituciones imparciales 
y con autonomía e independencia, con el  
objeto de promover la transparencia en el 
acceso a la información  ambiental, fiscalizar 
el cumplimiento de las normas, así como  
vigilar, evaluar y garantizar el derecho de 
acceso a la información.  Cada Parte podrá 
incluir o fortalecer, según corresponda, las  
potestades sancionatorias de los órganos o 
instituciones  mencionados en el marco de 
sus competencias.  

ARTÍCULO 6  

Generación y divulgación de información 
ambiental  
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1. Cada Parte garantizará, en la medida 
de los recursos disponibles,  que las auto-
ridades competentes generen, recopilen, 
pongan a  disposición del público y difundan 
la información ambiental  relevante para sus 
funciones de manera sistemática, proactiva,  
oportuna, regular, accesible y comprensi-
ble, y que actualicen  periódicamente esta 
información y alienten la desagregación y  
descentralización de la información ambien-
tal a nivel subnacional  y local. Cada Parte 
deberá fortalecer la coordinación entre las  
diferentes autoridades del Estado.  

2. Las autoridades competentes procurarán, 
en la medida de lo  posible, que la informa-
ción ambiental sea reutilizable, procesable 
y  esté disponible en formatos accesibles, 
y que no existan  restricciones para su 
reproducción o uso, de conformidad con la  
legislación nacional.  

3. Cada Parte contará con uno o más siste-
mas de información  ambiental actualizados, 
que podrán incluir, entre otros:  

a. los textos de tratados y acuerdos interna-
cionales, así como las  leyes, reglamentos 
y actos administrativos sobre el medio  
ambiente;

b. los informes sobre el estado del medio 
ambiente;  

c. el listado de las entidades públicas con 
competencia en  materia ambiental y, cuan-
do fuera posible, sus respectivas  áreas de 
actuación;  

d. el listado de zonas contaminadas, por tipo 
de contaminante y  localización;  

e. información sobre el uso y la conserva-
ción de los recursos  naturales y servicios 
ecosistémicos;  

f. informes, estudios e información cientí-

ficos, técnicos o  tecnológicos en asuntos 
ambientales elaborados por  instituciones 
académicas y de investigación, públicas o  
privadas, nacionales o extranjeras;  

g. fuentes relativas a cambio climático que 
contribuyan a  fortalecer las capacidades 
nacionales en esta materia;  

h. información de los procesos de eva-
luación de impacto  ambiental y de otros 
instrumentos de gestión ambiental,  cuando 
corresponda, y las licencias o permisos 
ambientales  otorgados por las autoridades 
públicas;  

i. un listado estimado de residuos por tipo 
y, cuando sea posible,  desagregado por 
volumen, localización y año; e  

j. información respecto de la imposición 
de sanciones  administrativas en asuntos 
ambientales.  

Cada Parte deberá garantizar que los 
sistemas de información ambiental  se en-
cuentren debidamente organizados, sean 
accesibles para todas las  personas y estén 
disponibles de forma progresiva por medios  
informáticos y georreferenciados, cuando 
corresponda. 

4. Cada Parte tomará medidas para estable-
cer un registro de  emisiones y transferencia 
de contaminantes al aire, agua, suelo y  
subsuelo, y de materiales y residuos bajo su 
jurisdicción, el cual se  establecerá progre-
sivamente y se actualizará periódicamente.  

5. Cada Parte garantizará, en caso de ame-
naza inminente a la salud  pública o al medio 
ambiente, que la autoridad competente que  
corresponda divulgará de forma inmediata 
y por los medios más  efectivos toda la 
información relevante que se encuentre 
en su poder y que permita al público tomar 
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medidas para prevenir o  limitar eventuales 
daños. Cada Parte deberá desarrollar e  
implementar un sistema de alerta temprana 
utilizando los  mecanismos disponibles.  

6. Con el objeto de facilitar que las personas 
o grupos en situación de  vulnerabilidad ac-
cedan a la información que particularmente 
les  afecte, cada Parte procurará, cuando co-
rresponda, que las  autoridades competentes 
divulguen la información ambiental en  los 
diversos idiomas usados en el país, y ela-
boren formatos  alternativos comprensibles 
para dichos grupos, por medio de  canales 
de comunicación adecuados.  

7. Cada Parte hará sus mejores esfuerzos 
por publicar y difundir a  intervalos regulares, 
que no superen los cinco años, un informe  
nacional sobre el estado del medio ambiente, 
que podrá contener:  

a. información sobre el estado del medio am-
biente y de los recursos naturales, incluidos 
datos cuantitativos, cuando ello  sea posible;  

b. acciones nacionales para el cumplimien-
to de las obligaciones  legales en materia 
ambiental;  

c. avances en la implementación de los 
derechos de acceso; y  

d. convenios de colaboración entre los sec-
tores público, social y  privado.  

Dichos informes deberán redactarse de ma-
nera que sean de fácil  comprensión y estar 
accesibles al público en diferentes formatos 
y ser  difundidos a través de medios apropia-
dos considerando las realidades  culturales. 
Cada Parte podrá invitar al público a realizar 
aportes a estos  informes.  

8. Cada Parte alentará la realización de eva-
luaciones independientes  de desempeño 
ambiental que tengan en cuenta criterios y 

guías  acordados nacional o internacional-
mente e indicadores comunes,  con miras a 
evaluar la eficacia, la efectividad y el progre-
so de sus  políticas nacionales ambientales 
en el cumplimiento de sus  compromisos 
nacionales e internacionales. Las evalua-
ciones  deberán contemplar la participación 
de los distintos actores.  

9. Cada Parte promoverá el acceso a la 
información ambiental  contenida en las 
concesiones, contratos, convenios o  au-
torizaciones que se hayan otorgado y que 
involucren el uso de  bienes, servicios o 
recursos públicos, de acuerdo con la legis-
lación  nacional.  

10. Cada Parte asegurará que los consumi-
dores y usuarios cuenten  con información 
oficial, pertinente y clara sobre las cualida-
des  ambientales de bienes y servicios y sus 
efectos en la salud,  favoreciendo patrones 
de consumo y producción sostenibles.  

11. Cada Parte establecerá y actualizará 
periódicamente sus sistemas  de archivo y 
gestión documental en materia ambiental 
de  conformidad con su normativa aplicable, 
procurando en todo momento que dicha 
gestión facilite el acceso a la información.  

12. Cada Parte adoptará las medidas ne-
cesarias, a través de marcos  legales y 
administrativos, entre otros, para promover 
el acceso a la  información ambiental que 
esté en manos de entidades privadas,  en 
particular la relativa a sus operaciones y 
los posibles riesgos y  efectos en la salud 
humana y el medio ambiente.  

13. Cada Parte incentivará, de acuerdo 
con sus capacidades, la  elaboración de 
informes de sostenibilidad de empresas 
públicas y  privadas, en particular de gran-
des empresas, que reflejen su  desempeño 
social y ambiental.  
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ARTÍCULO 7  

Participación pública en los procesos de 
toma de decisiones  ambientales 

1. Cada Parte deberá asegurar el derecho 
de participación del público  y, para ello, se 
compromete a implementar una participa-
ción  abierta e inclusiva en los procesos de 
toma de decisiones  ambientales, sobre la 
base de los marcos normativos interno e  
internacional.  

2. Cada Parte garantizará mecanismos de 
participación del público en  los procesos 
de toma de decisiones, revisiones, reexa-
minaciones o  actualizaciones relativas a 
proyectos y actividades, así como en  otros 
procesos de autorizaciones ambientales que 
tengan o  puedan tener un impacto signifi-
cativo sobre el medio ambiente,  incluyendo 
cuando puedan afectar la salud.  

3. Cada Parte promoverá la participación del 
público en procesos de  toma de decisiones, 
revisiones, reexaminaciones o actualiza-
ciones  distintos a los mencionados en el 
párrafo 2 del presente artículo,  relativos 
a asuntos ambientales de interés público, 
tales como el  19  Acuerdo Regional sobre 
el Acceso a la Información, la participación 
Pública y el  Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe, 
ordenamiento del territorio y la elaboración 
de políticas, estrategias,  planes, programas, 
normas y reglamentos, que tengan o puedan  
tener un significativo impacto sobre el medio 
ambiente.  

4. Cada Parte adoptará medidas para ase-
gurar que la participación del  público sea 
posible desde etapas iniciales del proceso de 
toma de  decisiones, de manera que las ob-
servaciones del público sean  debidamente 
consideradas y contribuyan en dichos proce-

sos. A tal  efecto, cada Parte proporcionará 
al público, de manera clara,  oportuna y 
comprensible, la información necesaria para 
hacer  efectivo su derecho a participar en el 
proceso de toma de  decisiones.  

5. El procedimiento de participación pública 
contemplará plazos  razonables que dejen 
tiempo suficiente para informar al público y  
para que este participe en forma efectiva.  

6. El público será informado de forma efec-
tiva, comprensible y  oportuna, a través 
de medios apropiados, que pueden incluir 
los  medios escritos, electrónicos u orales, 
así como los métodos  tradicionales, como 
mínimo sobre:  

a. el tipo o naturaleza de la decisión ambien-
tal de que se trate y, cuando corresponda, 
en lenguaje no técnico;  

b. la autoridad responsable del proceso de 
toma de decisiones y  otras autoridades e 
instituciones involucradas;  

c. el procedimiento previsto para la parti-
cipación del público,  incluida la fecha de 
comienzo y de finalización de este, los  me-
canismos previstos para dicha participación, 
y, cuando  corresponda, los lugares y fechas 
de consulta o audiencia  pública; y  

d. las autoridades públicas involucradas a 
las que se les pueda  requerir mayor infor-
mación sobre la decisión ambiental de  que 
se trate, y los procedimientos para solicitar 
la información.  

7. El derecho del público a participar en los 
procesos de toma de  decisiones ambien-
tales incluirá la oportunidad de presentar  
observaciones por medios apropiados y 
disponibles, conforme a las  circunstancias 
del proceso. Antes de la adopción de la de-
cisión, la  autoridad pública que corresponda 
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tomará debidamente en cuenta  el resultado 
del proceso de participación.  

8. Cada Parte velará por que, una vez 
adoptada la decisión, el público  sea oportu-
namente informado de ella y de los motivos 
y  fundamentos que la sustentan, así como 
del modo en que se  tuvieron en cuenta sus 
observaciones. La decisión y sus 

antecedentes serán públicos y accesibles.  

9. La difusión de las decisiones que resultan 
de las evaluaciones de  impacto ambiental 
y de otros procesos de toma de decisiones  
ambientales que involucran la participación 
pública deberá  realizarse a través de medios 
apropiados, que podrán incluir los  medios 
escritos, electrónicos u orales, así como los 
métodos  tradicionales, de forma efectiva y 
rápida. La información difundida  deberá in-
cluir el procedimiento previsto que permita al 
público  ejercer las acciones administrativas 
y judiciales pertinentes.  

10. Cada Parte establecerá las condiciones 
propicias para que la  participación pública 
en procesos de toma de decisiones  ambien-
tales se adecue a las características socia-
les, económicas,  culturales, geográficas y 
de género del público.  

11. Cuando el público directamente afectado 
hable mayoritariamente  idiomas distintos 
a los oficiales, la autoridad pública velará 
por que  se facilite su comprensión y par-
ticipación.  

12. Cada Parte promoverá, según corres-
ponda y de acuerdo con la  legislación na-
cional, la participación del público en foros 
y  negociaciones internacionales en materia 
ambiental o con incidencia ambiental, de 
acuerdo con las reglas de procedimiento  
que para dicha participación prevea cada 
foro. Asimismo, se  promoverá, según co-

rresponda, la participación del público en  
instancias nacionales para tratar asuntos 
de foros internacionales  ambientales.  

13. Cada Parte alentará el establecimiento 
de espacios apropiados de  consulta en 
asuntos ambientales o el uso de los ya 
existentes, en  los que puedan participar 
distintos grupos y sectores. Cada Parte  
promoverá la valoración del conocimiento 
local, el diálogo y la  interacción de las 
diferentes visiones y saberes, cuando  
corresponda.  

14. Las autoridades públicas realizarán 
esfuerzos para identificar y  apoyar a per-
sonas o grupos en situación de vulnerabi-
lidad para  involucrarlos de manera activa, 
oportuna y efectiva en los  mecanismos 
de participación. Para estos efectos, se 
considerarán  los medios y formatos ade-
cuados, a fin de eliminar las barreras a la  
participación.  

15. En la implementación del presente 
Acuerdo, cada parte garantizará  el res-
peto de su legislación nacional y de sus 
obligaciones  internacionales relativas a 
los derechos de los pueblos indígenas y  
comunidades locales.  

16. La autoridad pública realizará esfuer-
zos por identificar al público  directamente 
afectado por proyectos y actividades que 
tengan o  puedan tener un impacto signifi-
cativo sobre el medio ambiente, y  promo-
verá acciones específicas para facilitar su 
participación.  

17. En lo que respecta a los procesos de 
toma de decisiones ambientales a los que 
se refiere el párrafo 2 del presente artícu-
lo,  se hará pública al menos la siguiente 
información:  

a. la descripción del área de influencia y 
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de las características  físicas y técnicas del 
proyecto o actividad propuesto;  

b. la descripción de los impactos ambientales 
del proyecto o  actividad y, según correspon-
da, el impacto ambiental  acumulativo;  

c. la descripción de las medidas previstas 
con relación a dichos  impactos;  

d. un resumen de los puntos a), b) y c) del 
presente párrafo en  lenguaje no técnico y 
comprensible;  

e. los informes y dictámenes públicos de 
los organismos  involucrados dirigidos a la 
autoridad pública vinculados al  proyecto o 
actividad de que se trate;  

f. la descripción de las tecnologías dispo-
nibles para ser utilizadas  y de los lugares 
alternativos para realizar el proyecto o  ac-
tividad sujeto a las evaluaciones, cuando la 
información esté  disponible; y  

g. las acciones de monitoreo de la implemen-
tación y de los  resultados de las medidas 
del estudio de impacto ambiental.  

La información referida se pondrá a dis-
posición del público de forma  gratuita, de 
conformidad con el párrafo 17 del artículo 5 
del presente  acuerdo.  

 

ARTÍCULO 8  

Acceso a la justicia en asuntos ambien-
tales 

1. Cada Parte garantizará el derecho a ac-
ceder a la justicia en asuntos  ambientales 
de acuerdo con las garantías del debido 
proceso.  

2. Cada Parte asegurará, en el marco de su 
legislación nacional, el  acceso a instancias 
judiciales y administrativas para impugnar 

y  recurrir, en cuanto al fondo y el proce-
dimiento:  

a. cualquier decisión, acción u omisión re-
lacionada con el  acceso a la información 
ambiental;  

b. cualquier decisión, acción u omisión rela-
cionada con la  participación pública en pro-
cesos de toma de decisiones  ambientales; y  

c. cualquier otra decisión, acción u omisión 
que afecte o pueda  afectar de manera 
adversa al medio ambiente o contravenir  
normas jurídicas relacionadas con el medio 
ambiente.  

3. Para garantizar el derecho de acceso a 
la justicia en asuntos  ambientales, cada 
Parte, considerando sus circunstancias, 
contará  con:  

a. órganos estatales competentes con ac-
ceso a conocimientos  especializados en 
materia ambiental;  

b. procedimientos efectivos, oportunos, 
públicos, transparentes,  imparciales y sin 
costos prohibitivos;  

c. legitimación activa amplia en defensa del 
medio ambiente, de  conformidad con la 
legislación nacional;  

d. la posibilidad de disponer medidas caute-
lares y provisionales  para, entre otros fines, 
prevenir, hacer cesar, mitigar o  recomponer 
daños al medio ambiente;  

e. medidas para facilitar la producción de la 
prueba del daño  ambiental, cuando corres-
ponda y sea aplicable, como la  inversión de 
la carga de la prueba y la carga dinámica 
de la  prueba;  

f. mecanismos de ejecución y de cumpli-
miento oportunos de  las decisiones judicia-
les y administrativas que correspondan; y   
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g. mecanismos de reparación, según corres-
ponda, tales como la  restitución al estado 
previo al daño, la restauración, la  compen-
sación o el pago de una sanción económica, 
la  satisfacción, las garantías de no repeti-
ción, la atención a las  personas afectadas 
y los instrumentos financieros para apoyar  
la reparación.  

4. Para facilitar el acceso a la justicia del 
público en asuntos  ambientales, cada Parte 
establecerá:  

a. medidas para reducir o eliminar barreras al 
ejercicio del  derecho de acceso a la justicia;  

b. medios de divulgación del derecho de 
acceso a la justicia y los  procedimientos 
para hacerlo efectivo;  

c. mecanismos de sistematización y difusión 
de las decisiones  judiciales y administrativas 
que correspondan; y  

d. el uso de la interpretación o la traducción 
de idiomas distintos  a los oficiales cuando 
sea necesario para el ejercicio de ese  de-
recho.  

5. Para hacer efectivo el derecho de acce-
so a la justicia, cada Parte  atenderá las 
necesidades de las personas o grupos en 
situación de  vulnerabilidad mediante el 
establecimiento de mecanismos de  apoyo, 
incluida la asistencia técnica y jurídica gra-
tuita, según  corresponda.  

6. Cada Parte asegurará que las decisiones 
judiciales y administrativas  adoptadas en 
asuntos ambientales, así como su funda-
mentación,  estén consignadas por escrito.  

7. Cada Parte promoverá mecanismos 
alternativos de solución de  controversias 
en asuntos ambientales, en los casos en 
que proceda,  tales como la mediación, la 
conciliación y otros que permitan  prevenir 
o solucionar dichas controversias.  

ARTÍCULO 9  

Defensores de los derechos humanos en 
asuntos ambientales 

1. Cada Parte garantizará un entorno seguro 
y propicio en el que las  personas, grupos 
y organizaciones que promueven y defien-
den los  derechos humanos en asuntos 
ambientales puedan actuar sin  amenazas, 
restricciones e inseguridad.  

2. Cada Parte tomará las medidas adecua-
das y efectivas para  reconocer, proteger y 
promover todos los derechos de los  defen-
sores de los derechos humanos en asuntos 
ambientales,  incluidos su derecho a la vida, 
integridad personal, libertad de  opinión y 
expresión, derecho de reunión y asociación 
pacíficas y  derecho a circular libremente, 
así como su capacidad para ejercer  los 
derechos de acceso, teniendo en cuenta las 
obligaciones  internacionales de dicha Parte 
en el ámbito de los derechos  humanos, sus 
principios constitucionales y los elementos 
básicos  de su sistema jurídico.  

3. Cada Parte tomará medidas apropia-
das, efectivas y oportunas para  prevenir, 
investigar y sancionar ataques, amenazas 
o intimidaciones  que los defensores de los 
derechos humanos en asuntos  ambientales 
puedan sufrir en el ejercicio de los derechos  
contemplados en el presente Acuerdo.  

ARTÍCULO 10  

Fortalecimiento de capacidades 

1. Para contribuir a la implementación de las 
disposiciones del  presente Acuerdo, cada 
Parte se compromete a crear y fortalecer  
sus capacidades nacionales, sobre la base 
de sus prioridades y  necesidades.  

2. Cada Parte, con arreglo a sus capacida-
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des, podrá tomar, entre  otras, las siguientes 
medidas:  

a. formar y capacitar en derechos de acceso 
en asuntos  ambientales a autoridades y 
funcionarios públicos;  

b. desarrollar y fortalecer programas de 
sensibilización y  creación de capacidades 
en derecho ambiental y derechos de  acce-
so para el público, funcionarios judiciales y  
administrativos, instituciones nacionales de 
derechos  humanos y juristas, entre otros;  

c. dotar a las instituciones y organismos 
competentes con  equipamiento y recursos 
adecuados;  

d. promover la educación, la capacitación 
y la sensibilización en  temas ambientales 
mediante, entre otros, la inclusión de  módu-
los educativos básicos sobre los derechos 
de acceso  para estudiantes en todos los 
niveles educacionales;  

e. contar con medidas específicas para 
personas o grupos en situación de vulnera-
bilidad, como la interpretación o  traducción 
en idiomas distintos al oficial, cuando sea  
necesario;  

f. reconocer la importancia de las asocia-
ciones, organizaciones  o grupos que con-
tribuyan a formar o sensibilizar al público en  
derechos de acceso; y  

g. fortalecer las capacidades para recopilar, 
mantener y evaluar  información ambiental.  

ARTÍCULO 11

Cooperación

1. Las Partes cooperarán para el fortaleci-
miento de sus capacidades  nacionales con 
el fin de implementar el presente Acuerdo 
de  manera efectiva.  

2. Las Partes prestarán especial conside-
ración a los países menos  adelantados, 
los países en desarrollo sin litoral y los 
pequeños Estados insulares en desarrollo 
de América Latina y el Caribe.  

3. A efectos de la aplicación del párrafo 2 
del presente artículo, las  Partes promoverán 
actividades y mecanismos tales como:  

a. diálogos, talleres, intercambio de ex-
pertos, asistencia técnica,  educación y 
observatorios;  

b. desarrollo, intercambio e implementación 
de materiales y  programas educativos, 
formativos y de sensibilización;  

c. intercambio de experiencias sobre códi-
gos voluntarios de conducta, guías, buenas 
prácticas y estándares; y  

d. comités, consejos y plataformas de acto-
res multisectoriales  para abordar priorida-
des y actividades de cooperación.  

4. Las Partes alentarán el establecimiento 
de alianzas con Estados de  otras regiones, 
organizaciones intergubernamentales, no 
gubernamentales, académicas y privadas, 
así como organizaciones de la sociedad civil 
y otros actores de relevancia en la  imple-
mentación del presente Acuerdo.  

5. Las Partes reconocen que se debe promo-
ver la cooperación  regional y el intercambio 
de información con respecto a todas las  
manifestaciones de las actividades ilícitas 
contra el medio  ambiente.

ARTÍCULO 12  

Centro de intercambio de información  

Las Partes contarán con un centro de inter-
cambio de información de  carácter virtual y 
de acceso universal sobre los derechos de 
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acceso. Este centro será operado por la Co-
misión Económica para América Latina y  el 
Caribe, en su calidad de Secretaría, y podrá 
incluir medidas legislativas,  administrativas 
y de política, códigos de conducta y buenas 
prácticas,  entre otros.  

ARTÍCULO 13

Cada Parte, de acuerdo con sus posibilida-
des y de conformidad con sus  prioridades 
nacionales, se compromete a facilitar medios 
de  implementación para las actividades 
nacionales necesarias para cumplir  las obli-
gaciones derivadas del presente Acuerdo. 

 

ARTÍCULO 14  

Fondo de Contribuciones Voluntarias  

1. Queda establecido un Fondo de Contri-
buciones Voluntarias para  apoyar el finan-
ciamiento de la implementación del presente  
Acuerdo, cuyo funcionamiento será definido 
por la Conferencia de  las Partes.  

2. Las Partes podrán realizar contribuciones 
voluntarias para apoyar la  implementación 
del presente Acuerdo.   

3. La Conferencia de las Partes, conforme 
al párrafo 5 g) del artículo  15 del presente 
Acuerdo, podrá invitar a otras fuentes a apor-
tar  recursos para apoyar la implementación 
del presente Acuerdo. 

 

ARTÍCULO 15

Conferencia  de las partes 

1. Queda establecida una Conferencia de 
las Partes.  

2. El Secretario Ejecutivo de la Comisión 

Económica para América  Latina y el Caribe 
convocará la primera reunión de la Confe-
rencia  de las Partes a más tardar un año 
después de la entrada en vigor del  presente 
Acuerdo. En lo sucesivo, se celebrarán reu-
niones  ordinarias de la Conferencia de las 
Partes a los intervalos regulares  que decida 
la Conferencia.  

3. Se celebrarán reuniones extraordinarias 
de la Conferencia de las  Partes cuando esta 
lo estime necesario.  

4. En su primera reunión, la Conferencia de 
las Partes:  

a. deliberará y aprobará por consenso sus 
reglas de  procedimiento, que incluirán las 
modalidades para la  participación significa-
tiva del público; y  

b. deliberará y aprobará por consenso las 
disposiciones  financieras que sean nece-
sarias para el funcionamiento e  implemen-
tación del presente Acuerdo.  

5. La Conferencia de las Partes examinará 
y fomentará la aplicación y  efectividad del 
presente Acuerdo. A ese efecto:  

a. establecerá por consenso los órganos 
subsidiarios que  considere necesarios para 
la aplicación del presente Acuerdo;  

b. recibirá y examinará los informes y las 
recomendaciones de  los órganos subsi-
diarios;  

c. será informada por las Partes de las me-
didas adoptadas para la  implementación 
del presente Acuerdo;  

d. podrá formular recomendaciones a las 
Partes relativas a la  implementación del 
presente Acuerdo;   

e. elaborará y aprobará, si procede, proto-
colos al presente Acuerdo para su posterior 
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firma, ratificación, aceptación,  aprobación 
y adhesión;  

f. examinará y aprobará propuestas de en-
mienda al presente Acuerdo, de conformidad 
con las disposiciones del artículo 20  del 
presente Acuerdo;  

g. establecerá directrices y modalidades 
para la movilización de  recursos, financieros 
y no financieros, de diversas fuentes para  
facilitar la implementación del presente 
Acuerdo;  

h. examinará y adoptará cualquier otra me-
dida necesaria para  alcanzar el objetivo del 
presente Acuerdo; y  

i. realizará cualquier otra función que el 
presente Acuerdo le  encomiende.  

ARTÍCULO 16 

Derecho a voto 

Cada Parte en el presente Acuerdo dispon-
drá de un voto. 

 

ARTÍCULO 17

Secretaría

1. El Secretario Ejecutivo de la Comisión 
Económica para América  Latina y el Cari-
be ejercerá las funciones de Secretaría del 
presente  Acuerdo.  

2. Las funciones de la Secretaría serán las 
siguientes: 

a. convocar y organizar las reuniones de 
las Conferencias de las  Partes y de sus 
órganos subsidiarios, prestando los servicios  
necesarios;  

b. prestar asistencia a las Partes, cuando 
así lo soliciten, para el  fortalecimiento de 
capacidades, incluido el intercambio de  

experiencias e información y la organización 
de actividades,  de conformidad con los 
artículos 10, 11 y 12 del presente  Acuerdo;   

c. concretar, bajo la orientación general de 
la Conferencia de las  Partes, los arreglos 
administrativos y contractuales necesarios  
para desempeñar con eficacia sus funcio-
nes; y  

d. llevar a cabo las demás funciones de 
secretaría establecidas  en el presente 
Acuerdo y cualquier otra que determine la  
Conferencia de las Partes.  

ARTÍCULO 18 

Comité de Apoyo a la Aplicación y el 
Cumplimiento  

1. Queda establecido un Comité de Apoyo 
a la Aplicación y el  Cumplimiento como 
órgano subsidiario de la Conferencia de las  
Partes para promover la aplicación y apoyar 
a las Partes en la  implementación del pre-
sente Acuerdo. Sus reglas de composición  
y funcionamiento serán establecidas por la 
Conferencia de las  Partes en su primera 
reunión.  

2. El Comité tendrá carácter consultivo, 
transparente, no  contencioso, no judicial y 
no punitivo, para examinar el  cumplimiento 
de las disposiciones del presente Acuerdo y 
formular  recomendaciones, conforme a las 
reglas de procedimiento  establecidas por la 
Conferencia de las Partes, asegurando una  
participación significativa del público y con-
siderando las  capacidades y circunstancias 
nacionales de las Partes.  

ARTÍCULO 19

Solución de controversias
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1. Si surge una controversia entre dos o más 
Partes respecto de la  interpretación o de la 
aplicación del presente Acuerdo, esas Partes  
se esforzarán por resolverlo por medio de la 
negociación o por  cualquier otro medio de 
solución de controversias que consideren  
aceptable.  

2. Cuando una Parte firme, ratifique, acepte 
o apruebe el presente  Acuerdo o se adhiera 
a él, o en cualquier otro momento posterior,  
podrá indicar por escrito al Depositario, en 
lo que respecta a las  controversias que no 
se hayan resuelto conforme al párrafo 1 del  
presente artículo, que acepta considerar 
obligatorio uno o los dos   medios de solución 
siguientes en sus relaciones con cualquier  
Parte que acepte la misma obligación:  

a. el sometimiento de la controversia a la 
Corte Internacional de  Justicia;  

b. el arbitraje de conformidad con los proce-
dimientos que la Conferencia de las Partes 
establezca.  

3. Si las Partes en la controversia han 
aceptado los dos medios de  solución de 
controversias mencionados en el párrafo 
2 del presente  artículo, la controversia no 
podrá someterse más que a la Corte  Inter-
nacional de Justicia, a menos que las Partes 
acuerden otra  cosa.

  

ARTÍCULO 20

Enmiendas

1. Cualquier Parte podrá proponer enmien-
das al presente Acuerdo.  

2. Las enmiendas al presente Acuerdo se 
adoptarán en una reunión  de la Conferencia 
de las Partes. La Secretaría comunicará el 
texto  de toda propuesta de enmienda a las 

Partes al menos seis meses  antes de la 
reunión en que se proponga su adopción. 
La Secretaría  comunicará también las pro-
puestas de enmienda a los signatarios  del 
presente Acuerdo y al Depositario, para su 
información.  

3. Las Partes procurarán adoptar las en-
miendas por consenso. En  caso que una 
enmienda sea sometida a votación, se re-
querirá una  mayoría de tres cuartos de las 
Partes presentes y votantes en la  reunión 
para ser adoptada.  

4. El Depositario comunicará la enmienda 
adoptada a todas las Partes  para su ratifi-
cación, aceptación o aprobación.  

5. La ratificación, aceptación o aprobación 
de una enmienda se  notificará por escrito 
al Depositario. La enmienda que se adopte  
con arreglo al párrafo 3 del presente artículo 
entrará en vigor para  las Partes que hayan 
consentido en someterse a las obligaciones  
establecidas en ella, el nonagésimo día 
contado a partir de la fecha  de depósito de 
los instrumentos de ratificación, aceptación 
o  aprobación de al menos la mitad del nú-
mero de Partes en el  presente Acuerdo al 
momento en que se adoptó la enmienda.   

Desde esa fecha, la enmienda entrará en vi-
gor para cualquier otra  parte que consienta 
en someterse a las obligaciones estableci-
das  en ella el nonagésimo día contado a 
partir de la fecha en que haya  depositado 
su instrumento de ratificación, aceptación o  
aprobación de la enmienda.  

ARTÍCULO 21  

Firma, ratificación, aceptación, aproba-
ción y adhesión  

1. El presente Acuerdo estará abierto a la 
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firma de todos los países de  América La-
tina y el Caribe incluidos en el Anexo 1, en 
la Sede de las  Naciones Unidas en Nueva 
York, del 27 de septiembre de 2018 al 26 de 
septiembre de 2020.  

2. El presente Acuerdo estará sujeto a la 
ratificación, la aceptación o  la aprobación 
de los Estados que lo hayan firmado. Estará 
abierto a  la adhesión de todos los países 
de América Latina y el Caribe  incluidos 
en el Anexo 1 que no lo hayan firmado, a 
partir del día  siguiente a la fecha en que 
expire el plazo para la firma del Acuerdo. 
Los instrumentos de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión se depositarán en 
poder del Depositario.  

ARTÍCULO 22

Entrada en vigor

1. El presente Acuerdo entrará en vigor el 
nonagésimo día contado a  partir de la fecha 
en que haya sido depositado el undécimo  
instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión.  

2. Respecto de cada Estado que ratifique, 
acepte o apruebe el  presente Acuerdo o 
que se adhiera a él después de haber sido  
depositado el undécimo instrumento de 
ratificación, aceptación,  aprobación o adhe-
sión, el presente Acuerdo entrará en vigor 
el  nonagésimo día contado a partir de la 
fecha en que dicho Estado  haya depositado 
su instrumento de ratificación, aceptación,  
aprobación o adhesión.   

ARTÍCULO 23 

Reservas 

No se podrán formular reservas al presente 
Acuerdo.  

ARTÍCULO 24 

Denuncia

1. En cualquier momento después de la ex-
piración de un plazo de tres  años contados 
a partir de la fecha de entrada en vigor del 
presente  Acuerdo respecto de una Parte, 
esa Parte podrá denunciar el  presente 
Acuerdo mediante notificación hecha por 
escrito al  Depositario.  

2. La denuncia cobrará efecto al cabo de 
un año contado desde la  fecha en que el 
Depositario haya recibido la notificación  co-
rrespondiente o, posteriormente, en la fecha 
que se indique en  la notificación.  

ARTÍCULO 25 

Depositario

El Secretario General de las Naciones 
Unidas será el Depositario del  presente 
Acuerdo.

  

ARTÍCULO 26

Textos auténticos

El original del presente Acuerdo, cuyos 
textos en los idiomas español e  inglés son 
igualmente auténticos, se depositará en 
poder del Secretario  General de las Nacio-
nes Unidas.  

EN FE DE LO CUAL los infrascritos, debi-
damente autorizados para ello,  han firmado 
el presente Acuerdo.  

HECHO en Escazú, Costa Rica, en el cuarto 
día de marzo de dos mil  dieciocho.   

Anexo 1

• Antigua y Barbuda  
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• Argentina (la)  

• Bahamas (las)  

• Barbados  

• Belice  

• Bolivia (Estado Plurinacional de) (el)  

• Brasil (el)  

• Chile  

• Colombia  

• Costa Rica  

• Cuba  

• Dominica  

• Ecuador (el)  

• El Salvador  

• Granada  

• Guatemala  

• Guyana  

• Haití  

• Honduras  

• Jamaica  

• México  

• Nicaragua  

• Panamá  

• Paraguay (el)  

• Perú (el)  

• República Dominicana (la)  

• Saint Kitts y Nevis  

• San Vicente y las Granadinas  

• Santa Lucía  

• Suriname  

• Trinidad y Tobago  

• Uruguay (el)  

• Venezuela (República Bolivariana de) (la)   

Mínimas líneas de trabajo indígena y  
principios para el fortalecimiento de la  
justicia ambiental y la defensa de  defen-
sores y defensoras indígenas.

Desde la COICA, alineado al Programa para 
la Defensa de Defensores y  Defensoras 
Indígenas, se han identificado acciones 
específicas para  poder fortalecer el acceso 
a la justicia ambiental:  

1. Participación en espacios de diálogo y 
coordinación que impulsan  los sectores de 
Ambiente, Justicia y Derechos Humanos  

a. Se hace necesaria la creación de una 
mesa de alto nivel entre  organizaciones 
indígenas, Estado y otros actores, a fin de  
diseñar una estrategia efectiva para la firma/
ratificación y  puesta en vigor del Acuerdo 
de Escazú. Las reuniones de  coordinación 
deben contemplar canales de comunicación  
adecuados, considerando la pertinencia 
cultural desde la  convocatoria, durante la 
sesión y el seguimiento a esta.  

b. Participar en la implementación de redes 
y observatorios para  el fortalecimiento de la 
justicia ambiental y la difusión de  acciones 
para ello.  

c. Participar en la construcción de instru-
mentos para la  protección de defensores 
ambientales y herramientas para la  pre-
vención de situaciones de vulnerabilidad 
de estos.  

2. Fortalecimiento de capacidades  

a. Establecer un calendario de capacita-
ciones sobre el contenido  del Acuerdo de 
Escazú y sus implicancias a nivel de bases  
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territoriales, que contemple no sólo la parti-
cipación de dirigentes sino de miembros de 
las comunidades.  

b. Establecer alianzas con otros espacios 
regionales a fin de  generar intercambios 
durante el proceso de planificación de  la 
implementación del Acuerdo (CEPAL, OSC, 
otras).  

3. Reconocimiento de la visión sobre defen-
sores ambientales de la  COICA  

a. Es importante que se reconozca en todo 
el proceso el vínculo  de los pueblos indí-
genas con sus territorios. Por ello, desde la  
COICA, se impulsa el reconocimiento de los 
defensores y defensoras indígenas, en el 
marco de la defensa de la tierra, el  territorio 
y medio ambiente.  

b. El reconocimiento de los defensores y 
defensores indígenas  tiene un carácter 
colectivo. Sin desconocer la individualidad,  
se destaca la naturaleza colectiva de los 
pueblos indígenas en  la permanente de-
fensa del medio ambiente, al defender sus  
territorios y modos de vida en este.  

c. El reconocimiento de los defensores y 
defensores indígenas  tiene un carácter 
preventivo. Es importante reconocer  situa-
ciones de potencial conflicto socioambiental 
que pueda  generar la vulneración de los 
derechos de los defensores y  defensoras 
ambientales. La mejor manera de evitar  
hostigamiento, persecución, criminalización, 
violaciones,  asesinatos a defensores es 
garantizando sus derechos,  individuales y 
colectivos, respetando la autodeterminación 
de  los pueblos indígenas.  

4. Construcción y reconocimiento de ini-
ciativas para la Defensa de  Defensores y 
Defensoras Indígenas  

a. Generar espacios de diálogo y coordi-

nación con la Defensoría  del Pueblo y el 
Ministerio de Justicia a fin de que estas  
reconozcan las iniciativas indígenas para 
la Defensa de  Defensores.  

b. Receptividad de los reportes que genere 
el Programa de  Defensa de Defensores y 
Defensoras Indígenas de la COICA.  

c. Construcción conjunta de protocolos para 
defensores  ambientales incluyendo la pers-
pectiva indígena y  considerando medidas 
diferenciadas con pertinencia cultural  y de 
género.  

d. Tomar medidas concretas para la imple-
mentación del Artículo  9 del Acuerdo de 
Escazú, garantizando un entorno seguro 
y  propicio en el que las personas, grupos 
y organizaciones que  promueven y de-
fienden los derechos humanos en asuntos 
ambientales puedan actuar sin amenazas, 
restricciones e inseguridad. 

Principios  

Desde la COICA, se ha determinado que 
la participación de los Pueblos  Indígenas 
deberá llevarse a cabo, en todo proceso, 
para la elaboración  de planes, políticas y 
programas, tomando como base los siguien-
tes  principios:  

• Participación efectiva: Derecho colectivo 
de los Pueblos Indígenas  a participar antes 
(formulación o planificación), durante (apli-
cación  y gestión) y después (evaluación 
o control y reformulación) de las  políticas, 
planes y programas.  

• Acceso a la Información y transpa-
rencia: Se sostiene en el ejercicio previo, 
simultáneo y posterior en los espacios de  
participación incorporar el derecho a la 
información oportuna  (previa, a tiempo), 
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completa y fidedigna (relevante), y adecuada  
(intercultural) y la máxima transparencia y 
publicidad de  información, decisiones y 
procesos con el fin de garantizar un  proceso 
de participación eficaz.  

• Interculturalidad: Plantea el intercambio 
respetuoso y empoderado de conocimientos 
y experiencias entre diversas culturas, y 
conduce a procesos sostenibles de diálogo y 
transformación de la desigualdad, exclusión 
y discriminación  sociocultural. Ello permite 
emplear mecanismos adecuados tanto a la 
geografía como a las limitaciones materiales 
que existan.  

• Gobernanza: Por un lado, la gobernanza 
como la posibilidad de  inclusión de actores 
sociales dentro de las tareas gubernamen-
tales,  es decir dentro del espacio de toma 
de decisiones, incluyendo  además sus ne-
cesidades, riesgos y preocupaciones por im-
pactos,  amenazas, así como sus soluciones 
mediante políticas públicas.  Asimismo, con 
una gobernanza enfocada en una participa-
ción que  se mida en función de la autonomía 
en el control de los universos  de vida de los 
pueblos indígenas y con ello el control tam-
bién de  los efectos que se sucedan sobre su 
territorio por las decisiones  tomadas. Estos 
dos procesos enmarcados en un intercambio  
sostenido por condiciones de: planificación, 
coordinación,  participación, transparencia, 
rendición de cuentas, desarrollo de  capaci-
dades y capitales.  

• Enfoque de género: Construcción social 
en condiciones de  equidad, igualdad y jus-
ticia de las relaciones e imaginarios entre  
actores que se conciben como hombres y/o 
mujeres (u otros).  

• Territorialidad: Referida al vínculo especial 
que tienen los pueblos  indígenas con sus 
territorios, el cual se basa en una relación  
multidimensional (articula relaciones y sig-

nificados económicos,  políticos, sociales, 
espirituales), ancestral (se sostiene en el 
uso y  significación tradicional e histórico) y 
autónoma (se proyecta a la  libre determi-
nación y con ello fortalecer el control de las  
condiciones y efectos multidimensionales 
del territorio). 

• Flexibilidad: Adecuación a contextos de 
conocimiento múltiples  desde el principio 
de la interculturalidad, horizontalizando  re-
laciones y experiencias. Con ello se toma en 
cuenta que no  existen jerarquías en torno a 
conocimientos orales, escritos,  técnicos o 
visuales y se considera el valor y relevancia 
de la  experiencia y el conocimiento práctico 
de los diferentes sujetos.  

• Confianza y buena fe: Es decir que ambas 
partes actúen sin crear  desconfianzas entre 
sí, teniendo como móvil para tal proceso el  
hecho de garantizar una verdadera inclusión 
de los pueblos  indígenas al tratar de promo-
ver un espacio de relaciones  horizontales en 
el que los diferentes actores se reconozcan 
como  necesarios e importantes para el 
desarrollo y consolidación de los  procesos 
de diálogo y participación.  

• Representatividad e institucionalidad 
indígena: Se reconoce la  importancia de 
la institucionalidad autónoma indígena. De 
ese  modo se toma en cuenta tanto la re-
presentación política y social de los pueblos 
internamente, así como la institucionalidad  
informal que permite el pleno desenvolvi-
miento de la experiencia y  conocimiento 
indígena.  

• Promoción del diálogo: Para ello es ne-
cesario que se estimulen  condiciones para 
el diálogo, tales como el respeto entre las 
partes,  la capacidad empática, el recono-
cimiento de las diferencias, la  capacidad 
de escucha, comportamientos propositivos, 
entre los  principales
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Cómo utilizar esta guía?

Esta guía presenta de forma resu-
mida -y pensamos que asequible- 

las principales conclusiones del Informe de 
Síntesis del Quinto Informe de Evaluación 
del IPCC, intentando permanecer fiel al es-
píritu del trabajo realizado por el panel de 
expertos. La guía se basa, principalmente, 
en los materiales contenidos en el resumen 
para responsables de políticas, aunque 
también se ha utilizado material procedente 
del informe completo. Tanto los datos como 
las figuras proceden del IPCC, si bien, la 
responsabilidad última del rigor y la claridad 
de esta guía corresponde a los autores.

Destinatarios

Esta guía está pensada para un público no 
especialista y, por ello, se han simplificado 
el lenguaje, las figuras y las estructuras 
originales.

Figuras

Algunas de las figuras procedentes de los 
documentos originales son complejas y 
provienen de diferentes fuentes. En esta 
guía se pretende mostrar la tendencia, por 
lo que algunas de ellas se han simplificado.

 

Glosario

Se ha incluido un breve glosario de términos 
científicos. Para facilitar su identificación y 
lectura, dichos términos se han resaltado en 
gris a lo largo del texto. 

 

Abreviaturas y acrónimos

Al final de esta guía se ha incluido un apar-
tado con una lista de abreviaturas y acróni-
mos, para facilitar la comprensión al lector.

Para saber más

Se recomienda consultar, adicionalmente 

¿

Cambio Climático: 
Informe de síntesis

Guía resumida del 
Quinto Informe de Evalución del IPCC 
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a esta guía introductoria, los textos origi-
nales del IPCC y sus distintos resúmenes, 
disponibles en la web http://www.ipcc.ch/
home_languages_main_spanish.shtml

 

1. Introducción

El Informe de Síntesis (SYR, de sus siglas 
en inglés) se basa en los informes de los tres 
Grupos de Trabajo del Grupo Interguberna-
mental de Expertos sobre Cambio Climático 
(más conocido por sus siglas en inglés, 
IPCC), incluyendo los Informes Especiales 
relevantes. Proporciona una visión integrada 

del cambio climático y constituye la entrega 
final del Quinto Informe de Evaluación (AR5, 
de sus siglas en inglés). El IPCC en su XL 
reunión plenaria (Copenhague, noviembre 
2014) aprobó el resumen para responsables 
de políticas y adoptó el informe de síntesis 
completo.

El IPCC utiliza sistemáticamente en sus 
informes un lenguaje calibrado para expre-
sar el grado de certeza de sus principales 
conclusiones. El grado de certeza que se 
asigna a cada afirmación se basa en la va-
loración del grado de comprensión científica 
sobre los temas en los que se fundamentan 
las conclusiones establecidas. El IPCC 
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expresa el grado de certeza en forma de 
nivel cualitativo de confianza y cuando la 
confianza es alta, y es posible, en forma 
probabilística. A modo de ejemplo, cuando 
en los informes se indica que un suceso es 
“probable”, “muy probable” o “virtualmente 
cierto” se está asignando a la afirmación 
una probabilidad de certeza superior al 66%, 
90% o 99% respectivamente.

Para facilitar la lectura de esta guía se ha eli-
minado el lenguaje calibrado presentándose 
como afirmaciones categóricas solamente 
los resultados a los que el informe asigna 
confianza alta o probabilidad alta (superior 

al 90%), salvo que se indique lo contrario en 
algunas partes del texto.

Cambios observados en el sistema 
climático y sus causas

El calentamiento del sistema climático es 
inequívoco, tal y como se deduce de los 
aumentos de temperatura de la atmósfera 
y los océanos, de la disminución de las 
cantidades de nieve y hielo, y del aumento 
del nivel del mar. Muchos de los cambios 
observados desde la década de 1950 no tie-
nen precedentes en décadas ni en milenios.

b) Promedio global del cambio del nivel del mar 

Gráfico 1: (a) Evolución del cambio en la temperatura anual media global del aire a nivel de la superficie terrestre 
desde mediados del siglo XIX, con relación al período 1986-2005 y (b) evolución del cambio en el nivel global 
medio del mar desde principios del siglo XX, con relación al período 1986-2005.

Medio Ambiente
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La energía suplementaria que se está 
incorporando al sistema climático se está 
almacenando, fundamentalmente, en los 
océanos: se estima que el calentamiento 
oceánico representa el 90% de la energía 

acumulada entre 1971 y 2010, mientras que 
la acumulada en la atmósfera es de sola-
mente el 1% del total. El calentamiento del 
océano es mayor en las capas superficiales 
(hasta 700 m de profundidad). 

Existe una gran evidencia del calentamiento 
global proveniente de diferentes mediciones 
independientes y físicamente consistentes 
de muchos elementos del sistema climático 
fuertemente relacionados entre sí. Aunque 
el análisis de una sola variable individual 
pudiera no ser suficientemente convincen-
te, el análisis de los diferentes indicadores 
desde los océanos profundos hasta el tope 

Gráfico 2: Acumulación de energía en el sistema 
climático de la Tierra. Las unidades se expresan 
en 1021 J. Los componentes incluidos son océano 
superior (por encima de 700 m), océano profundo 
(por debajo de 700 m), fusión de hielos (glaciares y 
casquetes polares), calentamiento continental y ca-
lentamiento atmosférico.

de la troposfera, la evidencia de atmósfera 
y océanos más cálidos, de la fusión de los 
hielos y del aumento del nivel del mar apunta 
inequívocamente a que la Tierra se ha ca-
lentado desde finales del siglo XIX.

Las emisiones antropogénicas de gases de 
efecto invernadero (GEI), y consiguiente-
mente sus concentraciones atmosféricas, 
han aumentado desde la era preindustrial 
(gráfico 4), impulsadas en gran medida por 
el crecimiento económico y demográfico, 
siendo las actuales las más altas de la 
historia. 

Las concentraciones atmosféricas de dió-
xido de carbono, metano y óxido nitroso no 
tienen precedentes, al menos, en los últimos 
800000 años. Sus efectos se han detectado 
en todo el sistema climático.
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Gráfico 3: Análisis independientes de muchos componentes del sistema climático muestran tendencias consis-
tentes con el calentamiento global (las flechas indican el sentido del cambio).

Gráfico 4: Evolución de 
las concentraciones at-
mosféricas de gases de 
efecto invernadero desde 
mediados del siglo XIX: 
dióxido de carbono (CO2, 
verde), metano (CH4, 
naranja) y óxido nitroso 
(N2O, rojo) determinados 
a partir de muestras de 
hielo (puntos) y de me-
diciones atmosféricas di-
rectas (líneas).

Las concentraciones atmosféricas de CO2, CH4 y N2O no tienen 
precedentes, al menos, en los últimos 800000 años
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Las emisiones antropogénicas de CO2 rea-
lizadas a la atmósfera entre 1750 y 2011 
fueron de 2040 ± 310 Gt de CO2. Alrededor 
del 40% de estas emisiones se han mante-
nido en la atmósfera (880 ± 35 Gt de CO2); 
el resto ha pasado a ser absorbido por la 
tierra (plantas y suelos) y por los océanos. 
El océano ha absorbido alrededor del 30% 
del CO2 antropogénico emitido, lo que ha 
provocado su acidificación.

Aproximadamente la mitad de las emisiones 
antropogénicas de CO2 entre 1750 y 2011 
se han producido en los últimos 40 años. 
Si se consideran los diferentes sectores de 
actividad, en 2010 el 35% de las emisiones 
de GEI fueron originadas por el sector de 
la energía, el 24% por la silvicultura –fun-
damentalmente por deforestación- y otros 
cambios en el uso de suelo, el 21% por la 
industria, el 14% por el transporte y el 6,4% 
por el sector de la construcción.

Gráfico 5: Emisiones de gases de efecto invernadero por grupos de gases entre 1970 y 2010.
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Si se analizan las emisiones desde una 
perspectiva sectorial, en el año 2010, el 
35% correspondían al sector energético, 
el 24% a la agricultura, selvicultura y otros 
usos del suelo, el 21% a la industria, el 14% 
al transporte, el 6% a la edificación y el 3% 
a los residuos. Si las emisiones derivadas 
de la producción de electricidad y calor se 
asignan al sector que finalmente consume 
estas formas de energía, la contribución 

de los sectores industrial y edificación se 
incrementa hasta el 31% y el 19% respec-
tivamente.

Es extremadamente probable que el au-
mento de las emisiones antropogénicas 
de gases de efecto invernadero haya sido 
la causa dominante del calentamiento ob-
servado desde mediados del siglo XX. Se 
puede afirmar, por lo tanto, que la influencia 
humana en el sistema climático es clara.

 

Gráfico 6: Emisiones mundiales de GEI (en Gt de CO2 equivalente por año) distribuidas por sectores 
económicos en 2010. Se muestran las emisiones directas de GEI (en % del total de emisiones de GEI 
antropogénicas) de cinco sectores económicos y la atribución de las emisiones indirectas (en % del 
total de emisiones de GEI antropogénicas) de producción de electricidad y calor para los sectores de 
uso final de la energía.

Entre 2000 y 2010 las emisiones de GEI han crecido más que en las 
tres décadas previas
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La producción de energía es el mayor contribuyente a las emisiones.

Fuentes de emisiones (año 2010)

El clima está cambiando por la influencia humana

Gráfico 7: Tendencias del calentamiento durante el período 1951-2010 causadas por diferentes agentes: gases 
de efecto invernadero, otros agentes antropogénicos (incluyendo el efecto de enfriamiento de los aerosoles y el 
efecto del uso de la tierra), combinación de agentes antropogénicos, agentes naturales y la variabilidad climática 
interna natural. El cambio observado en la temperatura de la superficie se muestra en negro.



227

Medio Ambiente

Gráfico 8: Desde el anterior informe (AR4), se observa un número de impactos atribuidos al cambio climático
sustancialmente mayor. Los números en óvalos indican los totales regionales de publicaciones sobre cambio 
climático en 2001-2010.

Los cambios en el clima observados en las 
últimas décadas han causado impactos tanto 
en sistemas naturales como humanos, en 
todos los continentes y en todos los océa-
nos. Esos impactos, claramente atribuibles 
al cambio observado en el clima, muestran 
la sensibilidad de los sistemas naturales y 
humanos al cambio climático.

Entre los impactos ya observados atribuidos 
al cambio climático pueden señalarse:

Desplazamiento de los rangos de distribu-
ción geográfica de numerosas especies 
(hacia latitudes más altas) y cambios en los 
patrones fenológicos y en las interacciones 
entre especies.

Efectos negativos en la producción agrícola, 
más comunes que los impactos positivos.

Los impactos están afectando a los países 
independientemente de su  grado  de de-
sarrollo.
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Desde mediados del siglo XX se han obser-
vado cambios en la frecuencia e intensidad 
de muchos eventos meteorológicos y climáti-
cos extremos. Algunos de estos cambios se 
han relacionado con la influencia humana, 
incluyendo la disminución de las tempe-

raturas frías extremas, el aumento de las 
temperaturas cálidas extremas, el aumento 
en los niveles del mar extremadamente altos 
y el aumento en el número de episodios de 
precipitaciones intensas en varias regiones.

Gráfico 9: Tendencias en la frecuencia o intensidad de diferentes extremos climáticos (las flechas indican el sig-
no del cambio) desde mediados del siglo XX (excepto los temporales en el Atlántico Norte en los que el período 
considerado es desde los 1970s)

Algunos de los cambios en extremos meteorológicos
y climáticos observados desde 1950 se han relacionado con 
la influencia humana
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3. Cambio climático en el futuro, 
riesgos e impactos

Los escenarios de emisiones de gases de 
efecto invernadero varían en un amplio 
rango que depende tanto del desarrollo so-
cioeconómico como de la política climática. 
Las denominadas sendas representativas 
de concentración (RCP en inglés) describen 
diferentes proyecciones para las emisiones 
y concentraciones de gases de efecto inver-
nadero y aerosoles y para usos del suelo a 
lo largo del siglo

XXI. Las RCP incluyen escenarios de fuerte 
reducción de las emisiones (RCP2.6), dos 
escenarios intermedios (RCP4.5 y RCP6.0) 

y un escenario de altas emisiones (RCP8.5). 
Los escenarios de referencia, en los que no 
se controlan las emisiones, se sitúan entre 
RCP6.0 y RCP8.5.

Las proyecciones muestran un aumento de 
las temperaturas a lo largo del siglo XXI en 
todos los escenarios de emisiones evalua-
dos. Es muy probable que las olas de calor 
se produzcan con más frecuencia y que 
sean de más duración, y que los eventos ex-
tremos de precipitación sean más intensos y 
frecuentes en muchas regiones. El océano 
continuará calentándose y acidificándose 
y el nivel medio global del mar continuará 
aumentando.

Gráfico 10: (a) Proyecciones de cambio de la temperatura media global de la superficie para el período de 1900 a 
2300 (con respecto a 1986-2005). Se muestra la media de múltiples modelos (líneas continuas) y el rango de 5% 
a 95% (sombreado). Las líneas grises y sombras representan las simulaciones históricas. (b) Igual que (a) pero 
para el período de 2006 a 2100. (c) Proyecciones de cambio de la extensión del hielo marino en el hemisferio 
Norte en el mes de septiembre (media móvil 5 años). La línea discontinua representa condiciones casi libres de 
hielo. (d) Proyecciones de cambio en el nivel medio global del mar. (e) Proyecciones de cambio en el pH de la 
superficie del océano.

Las reducciones sustanciales y sostenidas de las emisiones 
de gases de efecto invernadero, junto con la adaptación, 
pueden limitar los riesgos del cambio climático
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Los océanos continuarán calentándose y aumentando su nivel
medio, mientras que la banquisa ártica continuará reduciéndose y
perdiendo espesor durante el siglo XXI

El cambio climático amplificará los ries-
gos existentes y creará nuevos riesgos 
para los sistemas naturales y humanos. 
Los riesgos se distribuirán de forma desigual 
y, en general, serán mayores para las perso-
nas y las comunidades más desfavorecidas, 
independientemente del nivel de desarrollo 
de los países.

La emisión continua de gases de efecto 
invernadero provocará un mayor calenta-
miento y cambios a largo plazo en todos 
los componentes del sistema climático, 
aumentando la probabilidad de impactos 
graves, generalizados e irreversibles para 
las personas y los ecosistemas. La limitación 

del calentamiento requerirá reducciones 
sustanciales y sostenidas en las emisiones 
de gases de efecto invernadero que, junto 
con la adaptación, pueden reducir los ries-
gos del cambio climático.

El cambio climático debilitará la seguridad 
alimentaria. La redistribución global de las 
especies marinas y la reducción de la bio-
diversidad marina en regiones sensibles, 
causadas por el cambio climático proyec-
tado para la mitad del siglo XXI y periodos 
posteriores, supondrán un desafío para el 
mantenimiento de la productividad en los 
recursos pesqueros y otros servicios pro-
porcionados por los ecosistemas. Con un 
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aumento de las temperaturas igual o superior 
a 2ºC respecto a los niveles de finales del 
siglo XX, se prevén impactos negativos en 
las regiones tropicales y templadas sobre las 
cosechas de trigo, arroz y maíz, aunque, ex-
cepcionalmente, en alguna zona concreta la 
producción pueda aumentar. Aumentos de la 
temperatura global superiores a ~ 4°C, com-
binados con un aumento de la demanda de 

alimentos, plantearían grandes riesgos para 
la seguridad alimentaria a nivel mundial.

Las proyecciones indican que el cambio 
climático hará que se reduzcan los recursos 
de aguas superficiales y subterráneas en la 
mayoría de regiones subtropicales secas, lo 
cual intensificará la competencia por el agua 
entre los sectores.

 

Gráfico 11: Riesgos clave representativos de cada región, incluyendo el potencial de reducción del riesgo 
a través de la adaptación y mitigación, así como los límites de la adaptación. Los diferentes niveles de ries-
go (muy bajo, bajo, medio, alto o muy alto) se evalúan para tres plazos: presente, corto plazo (2030-2040) 
y largo plazo (2080-2100). Para el largo plazo, los niveles de riesgo se presentan para dos futuros posibles 
(2°C y 4°C de aumento de la temperatura media mundial por encima de los niveles preindustriales). Para 
cada período de tiempo, los niveles de riesgo están indicados para la adaptación actual y para niveles 
altos de adaptación actual o futura.
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Gráfico 12: Resumen de los cambios estimados en los rendimientos de cultivos (principalmente 
trigo, maíz, arroz y soja) debidos al cambio climático durante el siglo XXI. Los datos para cada al-
cance temporal suman el 100%, indicando el porcentaje de proyecciones que muestran aumento 
en el rendimiento en comparación con los que muestran disminución. La cifra incluye proyeccio-
nes para diferentes escenarios de emisiones, para regiones tropicales y templadas y combinando 
casos de adaptación y de no-adaptación. Los cambios en el rendimiento de las cosechas están 
referidos a los niveles de finales del siglo XX

El cambio climático pone en riesgo la producción de alimentos

Desde una perspectiva de la pobreza, el 
cambio climático estimado frenará el creci-
miento económico, haciendo más difícil la 
reducción de la pobreza y creando nuevas 
zonas de pobreza, sobre todo en áreas 
urbanas y en las zonas emergentes de 
hambrunas.

Se prevé que el cambio climático aumente 
el desplazamiento de personas. Las po-
blaciones que carecen de recursos para 
la migración planificada experimentarán 
mayor exposición a los eventos climáticos 
extremos, en particular en los países en 
desarrollo con bajos ingresos. El cambio 
climático puede aumentar indirectamente 
el riesgo de conflictos violentos mediante 

la amplificación de factores contribuyentes 
a estos conflictos, tales como la pobreza y 
las crisis económicas.

En las zonas urbanas se prevé que el cam-
bio climático aumente los riesgos para las 
personas,    los bienes, las economías y los 
ecosistemas, incluidos los riesgos de estrés 
por calor, tormentas y precipitaciones ex-
tremas, inundaciones costeras e interiores, 
deslizamientos de tierra, contaminación del 
aire, sequía, escasez de agua, aumento del 
nivel del mar y temporales costeros. Estos 
riesgos se amplificarán en caso de carencias 
de infraestructuras y servicios básicos o en 
zonas expuestas.
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Impactos potenciales 
del cambio climático

Muchos aspectos del cambio climático y los 
impactos asociados seguirán manifestán-
dose durante siglos, incluso si se detienen 
las emisiones antropogénicas de gases 
de efecto invernadero. Por otra parte, los 
riesgos de cambios abruptos o irreversibles 
aumentan a medida que lo hace la magnitud 
del calentamiento.

 

4. Sendas futuras para la adaptación, 
la mitigación y el desarrollo sostenible

Una toma de decisiones eficaz para limitar 
el cambio climático y sus efectos deberá 
valorar riesgos y beneficios haciendo uso de 
información procedente de una amplia gama 

de enfoques. Las decisiones deberán tener 
en cuenta las cuestiones relacionadas con 
la gobernanza, la dimensión ética, la equi-
dad, los juicios de valor, las evaluaciones 
económicas y las diversas percepciones y 
respuestas al riesgo y a la incertidumbre. 
Sin esfuerzos de mitigación adicionales a 
los existentes hoy en día, e incluso con la 
adaptación, el calentamiento a finales del 
siglo XXI dará lugar a un riesgo alto o muy 
alto de impactos graves, generalizados e 
irreversibles a nivel mundial.

La reducción sustancial de las emisiones de 
GEI en las próximas décadas puede reducir 
notablemente los riesgos asociados al cam-
bio climático, limitando el calentamiento en 
la segunda mitad del siglo XXI y posterior-
mente. Para limitar los riesgos es necesario 
limitar las emisiones acumuladas de CO2, 
lo que, a su vez, requiere una reducción 
-incluso hasta cero- de las emisiones en las 
próximas décadas. La gráfica 13 muestra 
una relación entre los riesgos -en forma 
de cinco grandes temas de interés- y las 
emisiones acumuladas de CO2, que a su 
vez dependen de las emisiones anuales en 
el futuro cercano.

La parte a) de la gráfica 13 muestra cómo 
el mismo aumento de la temperatura media 
global (respecto a la época preindustrial) no 
posee el mismo nivel de riesgo en todos los 
temas de interés. Según la escala de colores 
cualitativa que se muestra en el gráfico, se 
observa que los sistemas únicos y amena-
zados alcanzan un nivel de riesgo muy alto 
para incrementos de la temperatura media 
global de 2,5ºC, mientras que para este mis-
mo incremento de temperatura los impactos 
globales agregados se sitúan con un nivel 
de riesgo entre moderado y alto.

La parte b) de la gráfica muestra que el prin-
cipal agente responsable del incremento de 
temperatura a largo plazo son las emisiones 
totales acumuladas de CO2. De hecho, am-
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bas magnitudes -incremento de temperatura 
y emisiones acumuladas de CO2- están 
aproximadamente relacionadas de forma 
lineal. En consecuencia, si se establece 
un objetivo de calentamiento (por ejemplo, 
limitar el ascenso global de temperaturas 
a 2ºC) el hecho de que se produzcan unas 
emisiones mayores en las décadas próximas 
implica la necesidad de que las emisiones 
sean menores después. Las emisiones an-
tropogénicas de CO2 acumuladas desde el 
comienzo de la revolución industrial deberían 

limitarse a aproximadamente 1000 PgC si 
se quiere restringir el calentamiento a 2ºC 
respecto a la época preindustrial. Aproxi-
madamente la mitad (entre 470 y 640 PgC) 
ya se había emitido en 2011. Si se tienen 
en cuenta los otros forzamientos (resto de 
gases de efecto invernadero emitidos como 
resultado de la actividad humana), una po-
sible liberación de gases del permafrost, o 
si se quiere una mayor certeza de que no 
se superarán los 2ºC, habría que rebajar 
sustancialmente esa cifra.

Gráfico 13: Relación entre los riesgos del cambio climático, el cambio de temperatura, el dióxido de carbono 
acumulado (CO2) desde 1870 y los cambios en las emisiones anuales de gases de efecto invernadero (GEI) 
para el año 2050.
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Los riesgos del cambio climático dependen de las emisiones 
acumuladas de GEI, que a su vez dependen de las emisiones anuales 
en las próximas décadas

La parte c) de la gráfica 13 muestra la rela-
ción entre las emisiones de CO2 acumuladas 
(en GtCO2) en los diferentes escenarios y el 
cambio asociado en las emisiones anuales 
de gases de efecto invernadero para el año 
2050, expresado en porcentaje de cambio 
(de Gt de CO2-eq por año) con respecto a 
2010. En definitiva, la gráfica 13 muestra 
que una limitación en los riesgos del cambio 
climático depende en última instancia del 
control en las emisiones anuales de gases 
de efecto invernadero.

Las emisiones anuales lógicamente afec-
tan a las emisiones acumuladas desde el 
comienzo de la revolución industrial, que a 
su vez están linealmente relacionadas con 
el aumento de las temperaturas medias 
globales y que a su vez implican diferentes 
niveles de riesgo representados en forma de 
cinco grandes temas de interés.

La adaptación puede reducir los riesgos de 
impactos del cambio climático, especialmen-
te si se trata de cambios de gran magnitud 
y velocidad, si bien también hay límites a 
su efectividad. Las medidas de adaptación 
puestas en marcha en el corto plazo pueden 
contribuir a mejorar las capacidades de res-

puesta y las opciones futuras si se plantean 
desde una perspectiva de largo plazo, y en 
el contexto de un desarrollo sostenible.

Sin esfuerzos adicionales a los existentes 
hoy en día para reducir las emisiones de 
GEI, se espera un aumento global de las 
emisiones impulsado por las actividades 
económicas y el crecimiento de la población 
mundial. La temperatura superficial global 
media en 2100 para los escenarios de re-
ferencia –sin mitigación adicional- se situará 
entre 3,7°C y 4,8°C por encima de la media 
del período 1850-1900, que puede aumentar 
hasta el intervalo [2,5 - 7,8] °C cuando se 
incluye la incertidumbre del clima (entre los 
percentiles 5% y 95%) estimada a partir de 
los diferentes modelos climáticos.

Para limitar el calentamiento por debajo 
de 2ºC respecto a los niveles preindus-
triales, habría que seguir probablemente 
escenarios de emisiones en los que se 
alcancen para 2100 concentraciones de 
CO2 equivalente de hasta 450 ppm. Estos 
escenarios se caracterizan por alcanzar en 
2050 reducciones de las emisiones globales 
entre 40 y 70% en comparación con las de 
2010 y emisiones cercanas a cero o inferio-
res en 2100.

Con concentraciones de CO2 equivalente hasta 450 ppm en 2100 es
probable que no se sobrepase un calentamiento de 2°C en relación
con los niveles preindustriales

En los escenarios de emisiones que dan 
lugar a concentraciones atmosféricas de 
CO2 eq de unas 500 ppm para el año 2100, 

es más probable que el cambio global de 
temperatura se mantenga por debajo de los 
2ºC a que se supere esta cifra. En el caso 
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Gráfico 14: Rango de escenarios de emisión de GEI (expresados en GtCO2 eq/año) con diferentes niveles 
de concentración a largo plazo contemplados en el Quinto Informe IPCC hasta final de siglo XXI.

de que la concentración llegue hasta las 530 
ppm, pero sólo temporalmente (“overshoot”), 
las probabilidades de que se superen, o no, 
los 2ºC son similares.

En estos escenarios los niveles de emisio-
nes en 2050 deberían ser entre 25 y 55% 
menores que en 2010. Los escenarios con 
emisiones mayores en 2050 se caracterizan 
por una mayor dependencia de las tecnolo-
gías de eliminación de dióxido de carbono. 
Las trayectorias que probablemente limitan 
el calentamiento a 3°C en relación con los 

niveles preindustriales reducen las emisio-
nes con menor rapidez que las que limitan 
el calentamiento a 2°C.

Un número limitado de estudios identifican 
escenarios con mayor probabilidad de limitar 
el calentamiento a menos de 1,5°C para el 
año 2100; estos escenarios se caracterizan 
por concentraciones inferiores a 430 ppm 
CO2 eq en 2100 con una reducción de las 
emisiones en 2050 entre 70 y 95% respecto 
a 2010.
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Una descripción completa de las características de los distintos 
escenarios de emisiones, sus concentraciones de CO2 equivalente
y su probabilidad para mantener el calentamiento por debajo de una
gama de niveles de temperatura se resume en la gráfica 15.

Gráfico 15: Relación entre concentraciones de CO2 eq en la atmósfera y cambio de temperatura del planeta a 
final del siglo XXI.
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La ventana para actuar se está cerrando rápidamente
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Como se ha visto, existen múltiples sendas 
de mitigación que pueden limitar el calenta-
miento a niveles inferiores a 2° C en relación 
con los niveles preindustriales. Estas sendas 
requerirían reducciones de emisiones sus-
tanciales en las próximas décadas y unas 
emisiones próximas a cero al final del siglo 
XXI. La aplicación de tales reducciones plan-
tea retos tecnológicos, económicos, sociales 
e institucionales, que aumentan a medida 
que se retrasan los esfuerzos adicionales 
de mitigación y si las tecnologías clave no 
están disponibles.

Las estimaciones de los costes agregados 
de la mitigación varían ampliamente de-
pendiendo de las metodologías y las supo-
siciones realizadas, pero en cualquier caso 
aumentan con el grado de exigencia de la 
mitigación. Para estimar los costes macro-

económicos de la mitigación se han utilizado 
escenarios en los que todos los países co-
mienzan la mitigación inmediatamente, en 
los que hay un único precio global para el 
carbono y en el que todas las tecnologías 
clave están disponibles.

Con todas estas suposiciones, los esce-
narios de mitigación que probablemente 
no superen un calentamiento de 2ºC en 
el siglo XXI con respecto a los niveles 
preindustriales tienen como consecuen-
cia reducciones en el aumento del con-
sumo anual entre 0,04 y 0,14 % en todo 
el siglo XXI que hay que comparar con 
el crecimiento anual del consumo que 
en los escenarios de referencia se sitúa 
entre 1,6 y 3%. La gráfica 16 muestra los 
costes de mitigación globales para distintos 
escenarios con diferentes niveles de con-
centraciones atmosféricas en 2100.

Gráfico 16: Costes de mitigación globales para escenarios rentables con diferentes niveles de concentraciones 
atmosféricas en 2100. Las barras muestran la reducción porcentual en el consumo relativo a un escenario de 
referencia sin mitigación. La tabla en la parte superior muestra puntos porcentuales de reducción de crecimiento 
del consumo anual relativo al escenario de referencia.
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5. Adaptación y mitigación

Las diferentes opciones de adaptación y mi-
tigación pueden ayudar a reducir y gestionar 
los riesgos asociados al cambio climático, 
pero ninguna opción es suficiente por sí mis-
ma. Su aplicación efectiva depende de las 
políticas que se definan y la cooperación en 
todas las escalas, pudiendo lograrse mejores 
resultados mediante respuestas integradas 

que vinculen la adaptación y mitigación con 
otros objetivos ambientales y sociales.

Las respuestas de adaptación y mitigación 
se apoyan en una serie de elementos comu-
nes. Entre éstos se incluyen unas institucio-
nes y una gobernanza eficaces, innovación 
e inversión en tecnologías e infraestructuras 
ecológicamente racionales, así como me-
dios de alimentación, hábitos de comporta-
miento y formas de vida sostenibles

La adaptación y la mitigación son estrategias 

complementarias y necesarias conjuntamente 

para reducir y gestionar los riesgos 

asociados al cambio climático

La adaptación es específica del lugar y el contexto. Existen opciones 
de adaptación en todos los ámbitos, aunque su forma de aplicación y 
su potencial para reducir los riesgos relacionados con el clima difieren 
entre los distintos sectores    y regiones. Algunas respuestas de adapta-
ción implican importantes co-beneficios, sinergias y compensaciones. 
El aumento del cambio climático incrementará los retos para muchas 
de las opciones de adaptación.

A medida que el cambio del clima progrese, la necesidad de adapta-
ción aumentará, así como los desafíos asociados. Existen opciones 
de adaptación en todos los sectores y regiones, con enfoques y 
potenciales diversos en la reducción de la vulnerabilidad, la gestión 
del riesgo de desastres o la planificación de la adaptación proactiva.
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Gráfico 17: Diferentes enfoques para gestionar los riesgos del cambio climático mediante adaptación. Estos 
enfoques se solapan y con frecuencia se aplican simultaneamente.
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También existen opciones de mitigación 
en todos los sectores clave. Por ejemplo, 
la gráfica 18 muestra la reducción en las 
emisiones (con respecto a un escenario de 
referencia sin mitigación) por sectores en 
un escenario de mitigación intensa que no 
sobrepase un valor de 450 ppm CO2 eq en 
2100 (y que probablemente limita el calen-
tamiento a 2ºC con respecto a los niveles 
pre-industriales). Las emisiones negativas 
que aparecen en el sector eléctrico se deben 
a la aplicación de la bioenergía con captura 
y almacenamiento de dióxido de carbono. 
El gráfico muestra el gran potencial de mi-

tigación del sector eléctrico, seguido de la 
industria y el transporte.

La mitigación puede ser más eficiente si se 
utiliza un enfoque integrado que combine 
las medidas para:

q 	reducir el uso de energía de los sectores 
usuarios finales,

q	descarbonizar el suministro de energía,

q	reducir las emisiones netas,

q	aumentar los sumideros de carbono te-
rrestres.

Gráfico 18: Emisiones anuales de CO2 (por sectores) y resto de GEI contemplados en el protocolo de 
Kioto. Las diferentes barras corresponden a tres alcances temporales (2030, 2050 y 2100) para un esce-
nario de referencia sin mitigación (colores atenuados) y escenarios con mitigación (colores brillantes) que 
alcanzan concentraciones de 430 - 480 ppm CO2 eq en 2100.
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Medidas de mitigación

La forma de vida, las costumbres y la cultura tienen una considerable influencia 
en el uso de la energía y, por lo tanto, en las emisiones asociadas, siendo su 
potencial de mitigación muy importante en algunos sectores, sobre todo si se 
complementa con cambios tecnológicos y estructurales. Las emisiones pueden 
reducirse substancialmente mediante cambios en los patrones de consumo, 
adopción de medidas de ahorro energético, adopción de cambios en la dieta 
y reducción de residuos procedentes de la alimentación.
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La forma de vida, las costumbres y la cultura tienen una considerable
influencia en el uso de la energía y, por lo tanto, en las emisiones
asociadas

El cambio climático es una amenaza para 
el desarrollo sostenible. No obstante, hay 
muchas oportunidades para vincular la miti-
gación, la adaptación y la búsqueda de otros 
objetivos sociales a través de respuestas 
integradas. El cambio climático exacerba 
otras amenazas a los sistemas naturales 
y sociales, afectando especialmente a los 
pobres (ya sean países o grupos sociales).

Las estrategias y acciones para combatir 
el cambio climático deben apuntar hacia 
un desarrollo sostenible siguiendo sendas 
resilientes al clima que al mismo tiempo ayu-
den a mejorar la producción de alimentos, 
el bienestar social y la gestión ambiental. 
Las respuestas integradas que contemplen 
la energía, el agua, los alimentos, la captu-
ra biológica del carbono y la planificación 
urbanística son especialmente relevantes.

6. Principales conclusiones

q 	El calentamiento del sistema climático es 
inequívoco, existiendo una clara influencia 
humana en su evolución. Muchos aspectos 
del cambio climático y los impactos asocia-
dos continuarán durante siglos, incluso si se 
detienen totalmente las emisiones antropo-
génicas de gases de efecto invernadero.

q	Cuanto más alteremos el clima, más 
riesgos de impactos severos, generalizados 
e irreversibles tendremos.

q Los principales impactos potenciales del 
cambio climático sobre las personas inclu-
yen: escasez de agua y alimentos, aumento 
de la pobreza, aumento de la población 
desplazada e inundaciones costeras.

q Los riesgos del cambio climático depen-
den de las emisiones acumuladas de GEI 
que, a su vez, dependen de las emisiones 
anuales en las próximas décadas.

q	La adaptación y la mitigación son es-

trategias complementarias para reducir y 
gestionar los riesgos asociados al cambio 
climático, pero ninguna es suficiente por sí 
misma.

q Actualmente existen medios para limitar 
el cambio climático y construir un futuro 
más sostenible   y próspero. Sin embargo, 
la ventana para actuar se está cerrando muy 
rápidamente: el 65% del carbono compatible 
con el objetivo de 2ºC de aumento de la tem-
peratura (respecto a la época preindustrial) 
ya se ha emitido a la atmósfera.

q Una mitigación ambiciosa es alcanzable 
con un coste en la reducción del crecimiento 
económico del 0,06%, teniendo en cuenta 
que el crecimiento sin actuaciones de mi-
tigación se estima entre 1,6 y 3,0%. Esta 
reducción en el crecimiento se traduciría 
en un retraso, no en una pérdida, del cre-
cimiento. Estos costes estimados no tienen 
en cuenta los beneficios asociados a una 
reducción del cambio climático. Además, 
podrían aparecer riesgos en el crecimiento 
económico en ausencia de medidas de mi-
tigación del cambio climático.
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7. Glosario

Adaptación

Proceso de ajuste al clima real o proyectado 
y sus efectos. En los sistemas humanos, la 
adaptación trata de moderar los daños o 
aprovechar las oportunidades beneficiosas. 
En los sistemas naturales, la intervención 
humana puede facilitar el ajuste al clima 
proyectado y a sus efectos.

Antropogénico

Término utilizado para hacer referencia a 
los efectos, procesos o materiales que son 
el resultado de actividades humanas a dife-
rencia de los que tienen causas naturales, 
sin influencia humana.

CO2 equivalente

Medida normalizada del efecto del conjunto 
de todos los gases de efecto invernadero 
(GEI) en el clima. Se define como la concen-
tración de CO2 que produciría el mismo nivel 
de forzamiento radiactivo que una mezcla 
dada de CO2 y otros GEI. Resulta de trans-
formar el efecto de cada GEI en la cantidad 
de CO2 que tendría un efecto equivalente, 
e integrarlo en una sola figura.

Efecto Invernadero

Es el efecto de la radiación infrarroja debido 
a todos los gases y substancias presentes 
en la atmósfera capaces de absorber y emitir 
en la frecuencia infrarroja del espectro de 
radiación. Los denominados gases de efecto 
invernadero, las nubes y -en menor cuantía- 
los aerosoles absorben la radiación infrarroja 
emitida por la superficie de la Tierra y por 
otras partes de la atmósfera. Todas estas 

substancias emiten radiación en todas las 
direcciones, pero la cantidad neta emitida al 
espacio es normalmente menor que la que 
se emitiría en ausencia de estas substancias 
absorbentes de radiación infrarroja debido 
a la disminución de la temperatura con la 
altitud en la tropósfera y la consiguiente 
reducción de las emisiones.

Un aumento en la concentración de los 
gases de efecto invernadero aumenta la 
magnitud de este efecto contribuyendo a un 
calentamiento de la temperatura del aire en 
la superficie y en la tropósfera.

Escenario

Descripción plausible, y generalmente sim-
plificada, sobre cómo puede desarrollarse el 
futuro, basada en una serie de asunciones 
consistentes y coherentes entre sí. Conjunto 
de hipótesis de trabajo sobre cómo puede 
evolucionar la sociedad y qué puede supo-
ner esa evolución para el clima.

Evento extremo

Un suceso meteorológico extremo es un su-
ceso que es raro para un lugar determinado 
y una época del año. La definición de raro 
puede variar, pero, en general, se refiere 
a un suceso que está por debajo / encima 
del percentil 10/90 de la correspondiente 
función de densidad de probabilidad esti-
mada a partir de las observaciones. Cuando 
un suceso meteorológico extremo persiste 
durante un cierto tiempo puede clasificarse 
como suceso extremo climático, especial-
mente si da lugar a un valor promedio o total 
que a su vez es extremo.

Fenología

Relación entre los fenómenos biológicos que 



247

Medio Ambiente

se repiten periódicamente (por ejemplo, las 
etapas de desarrollo y la migración) y los 
cambios climáticos y estacionales.

Forzamiento radiactivo

Cambio (en relación con el año 1750, que es 
tomado como momento en que se inicia la 
revolución industrial) en la diferencia entre la 
cantidad de calor que entra en la atmósfera 
y la que sale de ella. Un forzamiento positivo 
tiende a calentar el planeta, mientras que 
uno negativo tiende a enfriarlo.

Impactos (consecuencias, resultados)

Efectos en los sistemas naturales y huma-
nos. En el AR5, el término impactos se em-
plea principalmente para describir los efectos 
sobre los sistemas naturales y humanos de 
fenómenos meteorológicos y climáticos ex-
tremos y del cambio climático. Los impactos 
generalmente se refieren a efectos en   las 
vidas; medios de subsistencia; estados de 
salud; ecosistemas; bienes económicos, 
sociales   y culturales; servicios (incluidos 
los ambientales) e infraestructuras debido 
a la interacción de los cambios climáticos 
o fenómenos climáticos peligrosos que 
ocurren en un lapso de tiempo específico y 
a la vulnerabilidad de las sociedades o los 
sistemas expuestos a ellos. Los impactos 
también se denominan consecuencias y 
resultados. Los impactos del cambio climá-
tico sobre los sistemas geofísicos, incluidas 
las inundaciones, las sequías y la elevación 
del nivel del mar, son un subconjunto de los 
impactos denominados impactos físicos.

Mitigación

En el contexto del cambio climático, se re-
fiere a la intervención humana para reducir 

las fuentes o incrementar los sumideros de 
gases de efecto invernadero.

Proyección climática

Es la respuesta simulada –generalmente 
mediante el uso de modelos climáticos- 
del sistema climático a un escenario de 
emisiones o concentraciones futuras de 
gases de efecto invernadero y aerosoles. 
Las proyecciones climáticas se distinguen 
de las predicciones por su dependencia 
del escenario de emisión o concentración 
considerado. Las proyecciones están por 
lo tanto condicionadas a las suposiciones 
relativas a los escenarios que pueden o no 
tener lugar.

Resiliencia

Capacidad de un sistema socioecológico 
de afrontar un suceso o perturbación peli-
grosa respondiendo o reorganizándose de 
modo que mantenga su función esencial, su 
identidad y su estructura, y conservando al 
mismo tiempo la capacidad de adaptación, 
aprendizaje y transformación.

Riesgo

Potencial de consecuencias en que algo 
de valor humano (incluidos los propios hu-
manos) está en peligro con un desenlace 
incierto. A menudo el riesgo se representa 
como la probabilidad de acaecimiento de 
sucesos o tendencias peligrosos multiplica-
da por las consecuencias en caso de que 
ocurran tales sucesos.

Sumidero de carbono

Cualquier proceso, actividad o mecanismo 
que absorbe un gas de efecto invernadero.
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Tropósfera

Parte inferior de la atmósfera, comprendida 
entre la superficie y unos 10 km de altitud 
en latitudes medias (variando, en promedio, 
entre 9 km en latitudes altas y 16 km en los 
trópicos), donde se encuentran las nubes y 
se producen los fenómenos meteorológicos. 
En la tropósfera, las temperaturas suelen 
disminuir con la altura.

Vulnerabilidad

Propensión o predisposición a ser afectado 
negativamente. La vulnerabilidad compren-
de una variedad de conceptos que incluyen 
la sensibilidad o susceptibilidad al daño y 
la falta de capacidad de respuesta y adap-
tación.

 

8. Abreviaturas y acrónimos

AR5 Quinto Informe de Evaluación

CO2 eq CO2 equivalente (véase el glosario)

AFOLU Agricultura, selvicultura y otros usos 
del suelo

GEI Gases de Efecto Invernadero. Los 

incluidos en el Protocolo de Kioto son los 
siguientes:

	 q   Dióxido de carbono (CO2). Hidrofluo-
rocarbonos (HFC). Metano (CH4).

	 q Perfluorocarbonos (PFC).

	 q	 Óxido nitroso (N2O). Hexafluoruro de 
azufre (SF6).

IPCC Grupo Intergubernamental de Exper-
tos sobre el Cambio Climático (de sus siglas 
en inglés)

PgC 1 Petagramo de carbono = 1 PgC = 
1015 gramos de carbono = 1 Gigatonelada 
de carbono = 1 GtC. 1 GtC corresponde a 
3.67 GtCO2.

pH Es una medida adimensional de la acidez 
del agua (o de cualquier solución) que viene 
dada por la concentración de hidrogeniones 
(H+). El pH se mide en una escala logarítmi-
ca: pH=-log10 [H+]. Una reducción de una 
unidad en el pH corresponde pues a multi-
plicar por 10 la concentración de iones H+.

ppm Partes por millón (unidad de medida de 
la concentración de un gas en la atmósfera). 
ppmm Partes por miles de millón. (unidad 
de medida de la concentración de un gas 
en la atmósfera)

RCP Representative Concentration Pa-
thways (Trayectorias de concentración 
representativas) 
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esumen 

En el presente informe, el Grupo de 
Trabajo sobre la cuestión de la dis-
criminación contra las mujeres y las 

niñas analiza las dimensiones de género de 
las principales  tendencias que están transfor-
mando el mundo del trabajo, como los cambios 
tecnológicos y demográficos, la aceleración de 
la globalización y el paso a economías sos-
tenibles, entre  otros, y subraya la necesidad 
de centrarse en la discriminación estructural y 
sistémica a la  que ya se enfrentan las mujeres 
en todas las facetas de su vida, que las expone 
aún más al  riesgo de sufrir una mayor discrimi-
nación. El Grupo de Trabajo identifica retos y  
oportunidades para el disfrute de los derechos 

de la mujer al trabajo y en el trabajo como  
consecuencia de estas tendencias y presenta 
una visión de un mundo del trabajo que parte  
de los derechos humanos de la mujer y trans-
forma el modelo económico actual mediante la  
redistribución del poder y los recursos. 

I. Introducción 

El presente informe abarca las actividades 
realizadas por el Grupo de Trabajo sobre  la 
cuestión de la discriminación contra las mujeres 
y las niñas desde la presentación de su  informe 
anterior (A/HRC/41/33), en mayo de 2019 hasta 
marzo de 2020 y contiene  asimismo un análisis 
temático sobre la mujer en el cambiante mundo 

Los derechos humanos 
de la mujer en el cambiante  
mundo del trabajo

Informe del Grupo de Trabajo 
sobre la cuestión de 
la discriminación contra las mujeres 
y las niñas (ONU)

R
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del trabajo, que está  experimentando trans-
formaciones rápidas y profundas. El Grupo de 
Trabajo analiza la  forma en que esos cambios 
plantean nuevos retos y oportunidades para el 
disfrute de los  derechos de la mujer al trabajo 
y en el trabajo. 

II. Actividades 

A. Períodos de sesiones  

2. Durante el período que se examina, el Grupo 
de Trabajo celebró períodos de  sesiones en 
Ginebra, Addis Abeba y Nueva York. En su 25º 
período de sesiones, celebrado  en Ginebra (10 
a 14 de junio de 2019), el Grupo de Trabajo 
se reunió con representantes de  la Entidad 
de las Naciones Unidas para la Igualdad de 
Género y el Empoderamiento de las  Mujeres 
(ONU-Mujeres), la Oficina del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los  Derechos Hu-

manos (ACNUDH), el Experto Independiente 
sobre las consecuencias de la  deuda externa 
y las obligaciones financieras internacionales 
conexas de los Estados para el  pleno goce de 
todos los derechos humanos, sobre todo los 
derechos económicos, sociales y  culturales, 
y el Experto Independiente sobre la protección 
contra la violencia y la  discriminación por 
motivos de orientación sexual o identidad de 
género. Se efectuaron  consultas con expertos 
en maternidad subrogada, en la situación de los 
derechos humanos  de las mujeres y las niñas 
romaníes y en los derechos de la mujer en el 
cambiante mundo  del trabajo. También se 
celebraron reuniones con Estados Miembros. 

3. En su 26º período de sesiones, celebrado 
en Addis Abeba (21 a 25 de octubre  de 2019), 
en lo que fue su primera reunión en la región 
de África, el Grupo de Trabajo se  reunió con 
representantes de entidades regionales de las 
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Naciones Unidas y de los Estados  miembros y 
con instituciones de la Unión Africana. Se con-
sultó con defensoras de los  derechos humanos 
procedentes de África sobre los derechos en 
materia de salud sexual y  reproductiva, los 
derechos de las niñas y el cambiante mundo del 
trabajo. El Grupo de  Trabajo también colaboró 
con organizaciones de derechos humanos e 
instituciones  independientes de derechos hu-
manos de Etiopía y se reunió con la Presidenta 
de Etiopía,  Sahle-Work Zewde. 

4. En su 27º período de sesiones, celebrado 
en Nueva York (27 a 31 de enero de 2020),  el 
Grupo de Trabajo se reunió con representantes 
de ONU-Mujeres y del ACNUDH, entre  ellos la 
Subsecretaria General de Derechos Humanos 
y la Representante Especial del  Secretario 
General sobre la Violencia contra los Niños, y 
mantuvo una videoconferencia  con el Experto 
Independiente sobre la protección contra la 
violencia y la discriminación por  motivos de 
orientación sexual o identidad de género. El 
Grupo de Trabajo también efectuó  consultas 
con expertos sobre la participación de las ni-
ñas y sobre los derechos en materia de  salud 
sexual y reproductiva en situaciones de crisis.  

B. Visitas a los países 

5. El Grupo de Trabajo visitó Grecia del 1 al 
12 de abril de 2019  (A/HRC/44/51/Add.1) y 
Rumania del 24 de febrero al 6 de marzo de 
2020 (el informe de la  visita se presentará al 
Consejo de Derechos Humanos en junio de 
2021). Agradece a los  Gobiernos de esos 
países su excelente cooperación y alienta a 
otros Estados a que  respondan positivamente 
a sus solicitudes de visita. 

C. Comunicaciones y comunicados de 
prensa 

6. Durante el período examinado, el Grupo de 

Trabajo envió comunicaciones a los  Gobier-
nos, a título individual o junto con otros titulares 
de mandatos. Las comunicaciones  se refe-
rían a cuestiones incluidas en el mandato del 
Grupo de Trabajo, como las leyes y  prácticas 
discriminatorias, las denuncias de agresiones 
a defensoras de los derechos  humanos, la vio-
lencia de género y las violaciones del derecho 
a la salud sexual y  reproductiva. El Grupo de 
Trabajo también publicó comunicados de pren-
sa y  declaraciones, a título individual o junto 
con otros titulares de mandatos y mecanismos  
regionales.  

D. Otras actividades 

7. Desde su último informe al Consejo de Dere-
chos Humanos, el Grupo de Trabajo ha  llevado 
a cabo numerosas actividades, como la parti-
cipación en consultas regionales y  reuniones 
de expertos y la colaboración con interesados. 
En su calidad de miembro de la  Plataforma 
de Mecanismos de Expertos Independientes 
sobre la Discriminación y la  Violencia contra la 
Mujer, contribuyó de manera activa a mejorar la 
cooperación entre los  mecanismos mundiales 
y regionales dedicados a los derechos de la 
mujer, entre otras  formas mediante declara-
ciones conjuntas y la publicación 25 Years in 
Review of the Beijing  Platform for Action. En 
el sitio web del Grupo de Trabajo se puede 
encontrar información  detallada. 

III. Análisis temático: los derechos 
humanos de la mujer  en el cambiante 
mundo del trabajo 

A. Introducción  

8. En los últimos años, los expertos y las 
organizaciones internacionales han prestado  
cada vez más atención al modo en que re-
percutirán en el mundo del trabajo tendencias  
como el cambio tecnológico y demográfico, el 
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aceleramiento de la globalización, la  degrada-
ción del medio ambiente y la transición hacia 
empleos sostenibles. Se ha hecho un  análisis 
limitado de las dimensiones de género de esas 
tendencias, que plantean importantes  retos y 
oportunidades para los derechos humanos de 
la mujer. El presente informe se centra  en los 
derechos de la mujer al trabajo y en el trabajo, 
y en él se presenta una visión de un  mundo la-
boral que parte de los derechos humanos de la 
mujer, teniendo en cuenta el  contexto actual y 
las tendencias cambiantes. Para hacer realidad 
esta visión, resulta  fundamental transformar 
el actual modelo económico y avanzar hacia 
otro en que se hagan  efectivos los derechos 
humanos de la mujer mediante la redistribución 
del poder y los  recursos. 

9. El presente informe se está ultimando 
durante la pandemia de la enfermedad por  
coronavirus (COVID-19), que está evolu-
cionando rápidamente y tendrá importantes  
repercusiones en el trabajo de las mujeres. 
En el mundo, las mujeres representan el 70 

% de  los trabajadores de primera línea del 
sector sanitario y social en toda una serie de  
ocupaciones. Al mismo tiempo, las mujeres ya 
asumen una responsabilidad  desproporciona-
da en el cuidado de los niños, los ancianos y 
las personas con discapacidad.  La pandemia 
está intensificando y aumentando aún más 
los niveles de violencia contra las  mujeres y 
la carga de trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado que estas asumen,  mientras 
que sus repercusiones económicas pondrán 
en grave peligro sus medios de vida y  su se-
guridad económica. Las más afectadas serán 
las mujeres que se dedican a las formas  más 
vulnerables de trabajo informal.  

10. El informe se basa en una gran cantidad 
de información obtenida por diversos  medios, 
entre ellos las consultas regionales con exper-
tos y las respuestas a un cuestionario enviado 
a los Gobiernos y otras partes interesadas. El 
Grupo de Trabajo desea expresar su  gratitud 
a todos los interesados por sus aportaciones.  

Definiciones fundamentales 

En el presente informe se adopta una visión amplia del mundo del trabajo, que  incluye el 
trabajo formal e informal, los espacios de trabajo públicos y privados, los  desplazamientos 
hacia y desde el trabajo, el trabajo que se desarrolla en línea o el que se  realiza por medio 
de las tecnologías de la información y las comunicaciones (TIC), y los  viajes y eventos 
relacionados con el trabajo. 

Los derechos de la mujer al trabajo y en el trabajo se consagran en el derecho  interna-
cional de los derechos humanos. En particular, la Convención sobre la Eliminación  de 
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y el Pacto Internacional de  Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales contienen disposiciones específicas que  garantizan 
el derecho al trabajo, unas condiciones de trabajo justas y favorables, la libertad  de or-
ganizarse en sindicatos y la prohibición de la discriminación por razón de sexo.  Además, 
existen varios convenios de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) que  abarcan 
diversas esferas relacionadas con el trabajo, como la igualdad de remuneración y  los 
trabajadores domésticos, y también, más recientemente, un convenio sobre la  eliminación 
de la violencia y el acoso en el trabajo. 
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Sobre la base de las normas y los principios internacionales, para hacer efectivo el  de-
recho de la mujer al trabajo es preciso, entre otras cosas, eliminar las barreras jurídicas y  
socioculturales que impiden trabajar a las mujeres, como, por ejemplo, la discriminación  
jurídica, los estereotipos de género nocivos y las normas sociales discriminatorias, así 
como  la responsabilidad desproporcionada de la mujer en el trabajo doméstico y de 
cuidados no  remunerado. Hacer efectivo el derecho de la mujer al trabajo también 
entraña garantizar el  apoyo de las políticas públicas a la prestación de cuidados y la 
disponibilidad de trabajo  decente. También supone asegurar condiciones dignas de 
trabajo, que incluyan la igualdad  de acceso al derecho a prestaciones laborales y la 
igualdad de remuneración por trabajo de  igual valor, la eliminación de los obstáculos 
que se oponen al desarrollo profesional de la  mujer en clave de igualdad y su acceso a 
los puestos de dirección, la protección contra la  violencia, la discriminación y el acoso, 
y la creación de condiciones que permitan a las  mujeres organizarse colectivamente y 
tener voz en la toma de decisiones. 

de renta baja, el 92 % de las mujeres están em-
pleadas en el sector informal  (en comparación 
con el 87,5 % de los hombres), con escaso 
acceso a la gran cantidad de  derechos labo-
rales y de protección social que se confieren 
a los trabajadores que tienen un  contrato de 
empleo formal. Se observan brechas de género 
particularmente marcadas en la  proporción de 
personas empleadas en el sector informal que 
trabajan sin percibir un salario  o remuneración 
directos, como, por ejemplo, los trabajadores 
familiares no remunerados en  explotaciones 
agrícolas y empresas familiares (el 28,1 % de 
las mujeres frente al 8,7 % de  los hombres)6. 
La falta de inversión de los Gobiernos en ser-
vicios públicos e  infraestructuras que ahorran 
tiempo, así como los persistentes recortes de 
financiación  (como consecuencia de las con-
dicionalidades que imponen las instituciones 
financieras  internacionales), suelen acarrear 
repercusiones más graves para las trabajado-
ras del sector  informal.  

13. La discriminación estructural, que compren-
de, entre otros aspectos, la persistencia  de los 

B. Contexto 

11. El acceso de las mujeres a un trabajo de-
cente y a unos ingresos propios permite que  
tanto ellas como su familia salgan de la pobre-
za, mejora su poder de decisión en el hogar 
y  en la sociedad y asegura su independencia 
económica, también en los casos en que se  en-
cuentran en una relación violenta y abusiva. Sin 
embargo, la experiencia de muchas  mujeres 
en el mundo del trabajo se caracteriza por una 
discriminación persistente y muy  extendida, lo 
que da lugar a marcadas desigualdades en los 
resultados en materia de  empleo, así como a 
un acoso y una violencia generalizados y a la 
explotación. En 2018  menos de la mitad (el 48 
%) de las mujeres en edad de trabajar en todo 
el mundo  participaba en el mercado laboral, 
en comparación con el 75 % de los hombres, 
lo que  provocaba una brecha de género del 
27 %4.  

12. En términos mundiales, las mujeres siguen 
concentradas en los trabajos peor  remunera-
dos y en formas vulnerables de empleo, como, 
entre otros, en el sector informal.  En los países 
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estereotipos de género y de expectativas, nor-
mas y actitudes con sesgo de género,  continúa 
siendo un obstáculo importante. La discrimi-
nación durante el embarazo sigue  siendo una 
experiencia común para muchas mujeres, que 
implica que sean despedidas o  trasladadas a 
puestos peor remunerados o que se les nieguen 
oportunidades de ascenso.  Además, la falta 
de acceso a servicios y derechos sexuales y 
reproductivos priva a las  mujeres de la posi-
bilidad de tomar decisiones autónomas sobre 
el embarazo y la  maternidad, lo que repercute 
en sus resultados en materia de empleo y en 
su  responsabilidad en el trabajo de cuidados 
no remunerado. En términos mundiales, las  
mujeres realizan el triple de trabajo doméstico y 
de cuidados no remunerado que los  hombres, 
lo que refleja estereotipos discriminatorios 
basados en el sexo y el género que  feminizan 
este trabajo. En todo el mundo, 606 millones 
de mujeres en edad de trabajar  (el 21,7 %) se 
dedican a tiempo completo al trabajo de cuida-
dos no remunerado, en  comparación con 41 
millones de hombres (el 1,5 %).  

14. A pesar de que una mayor proporción 
de mujeres recibe educación, la segregación  
ocupacional y sectorial sigue estando profun-
damente arraigada en todo el mundo, y las  
mujeres siguen concentrándose en trabajos y 
sectores mal remunerados, con perspectivas  
limitadas de desarrollo profesional. La brecha 
salarial de género a nivel mundial se sitúa 
en  un inalterable 20 % y es mayor en el caso 
de las mujeres que sufren formas múltiples e  
interseccionales de discriminación. La desven-
taja sistémica que padecen las madres en sus  
puestos de trabajo contribuye a una mayor 
brecha salarial y a una drástica reducción en 
sus  ahorros para la jubilación o en sus aporta-
ciones a planes de pensiones, lo que se conoce  
como “penalización por maternidad”. A escala 
mundial, solo el 27,1 % de los directivos  son 
mujeres, cifra que ha cambiado muy poco en los 

últimos 27 años. Estos datos no solo  reflejan 
las persistentes barreras a las que hacen fren-
te las mujeres, sino también el escaso  valor 
social atribuido al trabajo que estas realizan.  

15. La violencia de género y el acoso en el 
lugar de trabajo continúan situándose en  ni-
veles estremecedores. En los últimos años, 
un número sin precedentes de mujeres ha  
hablado abiertamente de la violencia y el acoso 
sexuales que han sufrido y de los sistemas  de 
poder y dominación que durante mucho tiempo 
las han silenciado. Si bien los datos  mundiales 
recientes son limitados, un estudio realizado 
a escala de la Unión Europea  en 2014 reveló 
que una de cada dos mujeres (el 55 %) ha 
sido víctima de acoso sexual por  lo menos 
una vez desde la edad de 15 años. De ellas, 
el 32 % indicó que el autor era alguien  de su 
entorno laboral (como un compañero, un jefe 
o un cliente)9. Las mujeres que se  dedican a 
formas vulnerables de trabajo informal, como 
las trabajadoras domésticas, las vendedoras 
en puestos de mercado y las recicladoras, 
son especialmente vulnerables al  acoso y la 
violencia en el desempeño de su trabajo. 

16. En muchos lugares del mundo siguen 
existiendo leyes discriminatorias que  restrin-
gen los derechos de la mujer, y los progresos 
en la introducción de leyes que  promuevan la 
igualdad de género en el trabajo son lentos. 
En 90 países sigue habiendo al  menos una 
restricción legal sobre los trabajos que pueden 
realizar las mujeres. Menos de  la mitad de los 
190 países estudiados por el Banco Mundial 
tiene una legislación que haga  obligatoria la 
igualdad de remuneración por trabajo de igual 
valor. En algunos países, el  carácter discrimi-
natorio de las leyes sobre la familia y el estatuto 
personal siguen  repercutiendo negativamente 
en la capacidad de las mujeres para ejercer 
una actividad  laboral remunerada.  
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17. A fin de comprender plenamente la natura-
leza y el alcance de la discriminación  contra la 
mujer en el mundo del trabajo, es importante 
adoptar un enfoque interseccional,  dado que 
entran en juego formas múltiples de discrimi-
nación, que dan lugar a  vulnerabilidades y 
diferencias muy específicas en lo que respecta 
a los resultados en  materia de empleo. Por 
ejemplo, en muchas partes de Europa, la falta 
de acceso a la  educación de las mujeres ro-
maníes, unida a la segregación y discriminación 
residenciales,  las excluye del mercado laboral 
formal, obligándolas a aceptar trabajos preca-
rios y mal  remunerados, lo que crea una trampa 
de pobreza. Según la información recibida por 
el  Grupo de Trabajo, las mujeres dalits sufren 
de manera desproporcionada la discriminación  
en el trabajo, incluso en entornos urbanos y en 
labores que requieren mayor cualificación.  Las 
dalits ganan la mitad del salario diario medio de 
las castas no dalits. Las mujeres  transgénero 
experimentan niveles desproporcionados de 
pobreza e inseguridad económica  debido a 
la discriminación que sufren en el acceso al 
empleo. Las jóvenes con  discapacidad tienen 
muchas más probabilidades de quedar exclui-
das de la educación y el  empleo, en compa-
ración con los hombres con discapacidad y las 
mujeres sin discapacidad.  

18. La creciente reacción de rechazo y oposi-
ción ante los derechos humanos de la mujer  
también está planteando nuevas dificultades 
para la participación equitativa de la mujer 
en  la vida económica. En algunas regiones la 
creciente influencia política de las fuerzas  con-
servadoras ha dado lugar a reformas políticas y 
jurídicas regresivas, como nuevas  restricciones 
de los derechos sexuales y reproductivos y 
leyes sobre la violencia contra la  mujer, que 
tienen importantes repercusiones en la partici-
pación equitativa de la mujer en la  vida econó-
mica. Al mismo tiempo, el auge de las fuerzas 
antidemocráticas y de la “política  del hombre 

fuerte”, basada en la misoginia y la xenofobia, 
está amplificando las voces  discriminatorias y 
patriarcales y limitando las posibilidades de que 
la acción feminista  progrese. Los defensores 
de los derechos humanos de la mujer, incluidos 
los activistas por  los derechos laborales, co-
rren un riesgo cada vez mayor de ser víctimas 
de acoso, violencia  e incluso asesinato, y los 
autores de esos actos gozan de impunidad.

C. El cambiante mundo del trabajo: 
oportunidades y retos  para  
los derechos humanos de la mujer 

19. En los últimos años se ha prestado cada 
vez más atención al futuro del trabajo, con  una 
creciente consideración al cambio tecnológico 
y demográfico, la aceleración de la  globaliza-
ción y el paso a economías sostenibles. Se 
han realizado esfuerzos considerables  para 
reorientar el futuro del trabajo como un progra-
ma centrado en el ser humano y basado  en 
invertir en las capacidades de las personas, las 
instituciones del trabajo y el trabajo  decente y 
sostenible. Al mismo tiempo, se ha producido 
una mayor desregulación,  orientada a permitir 
formas atípicas de empleo, como el trabajo 
temporal o por contrata, o  nuevas modalida-
des, como los contratos de cero horas.  

20. Aunque ha habido algunos intentos de 
incluir una perspectiva de género, ha falta-
do  centrarse en la desventaja sistémica a 
la que ya se enfrentan las mujeres en todas 
las facetas  de su vida, lo que aumenta su 
riesgo de sufrir una mayor discriminación. En 
las siguientes  secciones se enumeran las 
principales transformaciones en el mundo del 
trabajo y se ofrece  un panorama general de 
las oportunidades y los retos para los derechos 
humanos de la  mujer. 

El cambio tecnológico  

21. Se espera que los avances tecnológicos, 
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como la inteligencia artificial y el  aprendiza-
je automático, la Internet de las cosas, los 
macrodatos, la automatización y la  robótica, 
provoquen cambios enormes en todas las 
esferas de la vida.  

22. Hay algunas oportunidades de aprovechar 
la tecnología para promover la igualdad  entre 
los géneros y los derechos de la mujer al trabajo 
y en el trabajo. La proliferación de  plataformas 
digitales y otros cambios asociados a la revo-
lución digital pueden crear nuevas  posibilida-
des de fomentar el empleo de la mujer, entre 
ellas modalidades de trabajo más  flexibles, la 
educación a distancia y el establecimiento de 
redes, que les permitirán  equilibrar mejor el 
trabajo remunerado con el trabajo de cuidados 
no remunerado. 

23. Las TIC y, en particular, los teléfonos 
inteligentes, tienen un importante papel que  
desempeñar en la mejora de las condiciones 
y la productividad del trabajo de las mujeres  
empleadas en la economía informal, al propor-
cionarles acceso a la información y las redes,  
especialmente en las formas de trabajo informal 
con menor seguridad y peor remuneración.  
Además de la inclusión económica, las TIC 
también están cobrando una importancia cada  
vez mayor en la organización colectiva para 
fortalecer la voz política de las trabajadoras.  
Los avances tecnológicos han creado nuevos 
espacios de movilización y conexión entre las  
mujeres, que traspasan las fronteras nacionales 
y los grupos de presión. 

24. Sin embargo, se ha prestado menos aten-
ción a los efectos de la digitalización en la  
calidad del trabajo. En los casos en que las 
mujeres empiezan a disponer de oportunidades 
a  través de la economía de ocupaciones tran-
sitorias, también existe el riesgo de que esto  
agrave la discriminación estructural, al reforzar 
los estereotipos de género y la expectativa  de 
que las mujeres solo deben realizar un trabajo 
remunerado dentro de los límites del  hogar. 

La economía en línea no va a ser automática-
mente más inclusiva para las mujeres  que la 
economía tradicional. Las mujeres representan 
solo uno de cada tres trabajadores  colabora-
tivos en plataformas digitales, y el equilibrio 
entre los géneros es especialmente  desigual 
en los países en desarrollo. Además, en lugar 
de ser una fuente de trabajo  decente, es pro-
bable que el crecimiento de las plataformas 
digitales, incluida la economía  de ocupaciones 
transitorias, contribuya a aumentar la desigual-
dad económica de las  mujeres, al incrementar 
la informalización de su trabajo debido a las 
lagunas existentes en  las normativas labora-
les en vigor y a la falta de acceso a protección 
social. De hecho, la  economía de ocupaciones 
transitorias es una prolongación del tipo de tra-
bajo informal que  tradicionalmente han venido 
realizando las mujeres, como, por ejemplo, las 
trabajadoras a  destajo, pero sin una plataforma 
tecnológica. En ese sentido, se corre el riesgo 
de que las  plataformas en línea sustituyan el 
“taller de explotación” tradicional por uno digital. 

25. Es probable que la automatización contribu-
ya a una mayor desigualdad económica  para 
las mujeres, que afectará en mayor medida a 
los grupos de mujeres más vulnerables.  Los 
trabajadores que realizan tareas más repetiti-
vas corren un riesgo mayor de ser  sustituidos 
por robots e inteligencia artificial, y los datos 
correspondientes al Norte Global  muestran 
que las mujeres tienen un 13 % más de pro-
babilidades que los hombres de  dedicarse 
a ocupaciones y sectores que entrañan más 
tareas repetitivas. Los trabajadores con un nivel 
educativo más bajo son los que más probabili-
dades tienen (el 40 %) de que las  actividades 
que realizan se automaticen, mientras que solo 
el 5 % de los trabajadores con  un título de en-
señanza superior corren el mismo riesgo. Dado 
que los mercados laborales  se transforman 
continuamente por la innovación tecnológica, 
es probable que la  automatización también 
contribuya a una creciente polarización del 
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mercado laboral y que  las mujeres de los paí-
ses más ricos tengan una ventaja comparativa 
con respecto a las de los  países más pobres, 
por contar con mejores niveles educativos y 
una mayor alfabetización  digital. 

26. Un importante problema para el empleo de 
la mujer en el contexto del cambio  tecnológico 
es su representación insuficiente en la ense-
ñanza y el empleo en el ámbito de la  ciencia, 
la tecnología, la ingeniería y las matemáticas. 
Los estereotipos profundamente  arraigados y 
la discriminación educativa limitan las aspiracio-
nes de las niñas a dedicarse  profesionalmente 
a esas esferas, al tiempo que el carácter ma-
chista de las culturas laborales  imperantes en 
las organizaciones de esos ámbitos excluyen 
y discriminan a las mujeres, lo  que a menudo 
las lleva a abandonar en mayor medida que 
los hombres los empleos  relacionados con la 
ciencia, la tecnología, la ingeniería y las ma-
temáticas. La escasa  representación de las 
mujeres en la tecnología también hace patente 
que esta está concebida  para consolidar una 
visión del mundo dominada por los hombres, 
en vez de orientada a  incluir a las mujeres. 

27. Gran parte del debate sobre la tecnología y 
el trabajo presupone, además, que los  avances 
tecnológicos benefician a todos los países por 
igual y que las mujeres y los  hombres tienen el 
mismo acceso a ellos. Sin embargo, en varias 
regiones persiste la brecha  digital entre los 
géneros y en muchas partes del mundo los 
hombres siguen controlando el  acceso de las 
mujeres a las TIC. 

28. Los avances tecnológicos también han 
dado pie a nuevos riesgos y retos  relacionados 
con la inclusión, la seguridad, la privacidad, la 
rendición de cuentas y la  transparencia, como, 
entre otros, la mayor exposición de las mujeres 
y las niñas al riesgo de  violencia y abuso en 
los espacios posibilitados por la tecnología. El 
aumento de la  supervisión, la vigilancia y la 
reunión de datos de los trabajadores por medio 

de las nuevas  tecnologías podría acentuar la 
discriminación contra la mujer, ya que la ges-
tión algorítmica  utiliza un modelo único para 
todos, sin prestar atención a la dinámica de gé-
nero y la  discriminación en el lugar de trabajo.  

Cambio demográfico  

29. Las principales tendencias demográficas, 
como el envejecimiento de la población y  la 
migración, tienen importantes repercusiones 
en la igualdad de género. En 2050 el 16 %  de 
la población mundial tendrá más de 65 años, 
frente al 9 % en 2019. Las mujeres siguen  ocu-
pándose en gran medida del cuidado a largo 
plazo de los ancianos. Una de las  oportunida-
des que ofrece esta tendencia es el aumento 
de los puestos de trabajo en el sector  de los 
cuidados, que puede liberar el tiempo de las 
mujeres y ofrecer nuevas oportunidades  de 
empleo. Sin embargo, se corre el riesgo de 
consolidar la brecha salarial de género y la  dis-
criminación estructural, a menos que se valore 
de manera adecuada el trabajo de  cuidados 
remunerado y se invierta considerablemente 
en condiciones de trabajo dignas.  Uno de los 
principales riesgos para el derecho de la mujer 
al trabajo en el contexto del  envejecimiento de 
la población es la falta de inversión en servicios 
de cuidado asequibles y  de gran calidad. Esto 
limitará la capacidad de las mujeres de tener 
un empleo remunerado, a  medida que sus res-
ponsabilidades de cuidados no remunerados 
vayan creciendo con el  cambio demográfico.  

30. En los últimos decenios también se ha 
registrado un aumento del número de muje-
res  que migran para trabajar, tendencia que 
probablemente continúe. En particular, ha 
habido  una creciente demanda de trabaja-
dores migrantes en el sector doméstico y de 
cuidados,  debido a factores complejos, entre 
otros la creciente participación de las mujeres 
en el  trabajo remunerado en los países ricos 
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y los grupos de ingresos altos, la demanda de 
mano  de obra barata para cuidados y la falta 
de inversiones en servicios de cuidado. Esto 
ha dado  lugar a un fenómeno conocido como 
“cadena mundial de cuidados”. En el mundo  
hay 11,5 millones de trabajadores domésticos 
migrantes, de los que el 73,4 % son  mujeres. 
Es probable que se produzca un aumento en la 
demanda de trabajadores  migrantes del sector 
doméstico y de cuidados en el contexto del 
envejecimiento de la  población. Sin embargo, 
a los trabajadores migrantes se les suelen 
negar los derechos  humanos, como el acceso 
a la atención sanitaria y la protección social, 
en el país donde  trabajan. Los trabajadores 
domésticos migrantes suelen estar doblemente 
marginados, por  ser migrantes que trabajan en 
el sector informal, donde sufren la precariedad 
y están  expuestos a un mayor riesgo de sufrir 
fraude salarial, violencia, acoso y abuso. En el 
caso  de los trabajadores migrantes del sector 
doméstico y de cuidados, a la discriminación 
de  género se suman otros tipos de discrimina-
ción, por razón de su condición jurídica o de su  
identidad étnica, de raza, de clase o de casta. 
Los trabajadores migrantes del sector  domés-
tico y de cuidados también son vulnerables a 
violaciones de los derechos humanos en  sus 
países de origen, por ejemplo a la explotación 
por parte de intermediarios.  

31. La rápida urbanización, conjugada con el 
aumento de la pobreza urbana y la ausencia 
de infraestructuras y servicios básicos, también 
tiene importantes repercusiones en  el trabajo 
de la mujer. La ausencia de oportunidades de 
trabajo decente y la falta de acceso  de las 
mujeres a recursos como la tierra en zonas 
rurales a menudo las empuja a migrar a  las 
ciudades con la esperanza de conseguir un 
trabajo de mejor calidad. Sin embargo, la  falta 
de oportunidades de trabajo decente en las 
zonas urbanas suele relegar a las mujeres 
a  un trabajo precario e informal. Además, la 
tendencia creciente a emprender proyectos 

de  desarrollo y renovación urbanos a gran 
escala provoca que cada vez se recurra más 
a desalojos, expropiaciones y demoliciones 
que afectan negativamente a las mujeres que  
trabajan en espacios públicos o que dirigen 
pequeñas empresas, lo que incrementa su  
inseguridad económica.  

32. Otro aspecto del cambio demográfico es la 
“explosión demográfica de la juventud”.  En la 
mayor parte de África Subsahariana y en zonas 
de Asia y el Pacífico y de América  Latina y el 
Caribe, la reciente reducción de las tasas de 
fecundidad ha hecho que la  población en edad 
de trabajar (25 a 64 años) crezca más rápida-
mente que otros grupos de  edad, lo que hace 
posible obtener un dividendo demográfico. El  
aumento del nivel educativo de las mujeres y 
las niñas es una oportunidad importante para  
mejorar el acceso de las jóvenes al trabajo. 
Sin embargo, la denegación sistemática de la 
autonomía reproductiva, que tiene su origen 
en el sistema patriarcal, y la falta de acceso 
a  servicios de salud sexual y reproductiva, 
sumadas a prácticas nocivas y discriminatorias,  
como el matrimonio infantil, siguen obstaculi-
zando el acceso de las jóvenes a la educación  
y el empleo. Aun en los casos en que el nivel 
educativo de las mujeres ha mejorado  con-
siderablemente, la transición de la escuela al 
trabajo decente sigue planteando  dificultades 
debido a la falta de acceso al trabajo decente 
y a la persistencia de normas y  prácticas so-
ciales discriminatorias. 

Aceleramiento de la globalización 

33. La globalización se caracteriza por el au-
mento de las transacciones y  comunicaciones 
de carácter humano, financiero, económico y 
tecnológico entre países y  regiones. En los 
últimos decenios se ha producido un rápido 
crecimiento de estructuras y  regímenes 
económicos globalizados de tipo capitalista y 
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neoliberal, con la promesa de más  empleos y 
un mayor crecimiento. Sin embargo, la reali-
dad es que ha aumentado la  desigualdad y la 
disparidad económica, a menudo a expensas 
del trabajo decente y la  protección del medio 
ambiente. Además, la globalización neoliberal 
también ha debilitado  varias funciones del 
Estado que son importantes para la igualdad 
de género, como la  prestación de servicios de 
cuidado de calidad, que están cada vez más 
privatizados o son  inexistentes.  

34. Los efectos concretos de la globalización 
en el acceso de la mujer a oportunidades  de 
empleo han sido diversos. En algunos contex-
tos, un número cada vez mayor de mujeres  ha 
logrado acceder al empleo en la industria ma-
nufacturera orientada a la exportación. La  OIT 
calcula que el número de puestos de trabajo en 
las cadenas mundiales de suministro  aumentó 
en 40 países de 295 millones en 1995 a 453 
millones en 2013. Más de una quinta  parte de 
la mano de obra mundial trabaja en una cade-
na mundial de suministro. La  proporción de 
mujeres empleadas en las cadenas mundiales 
de suministro de las economías  emergentes 
tiende a ser mayor que su participación en el 
empleo total. 

35. Los bajos precios que se pagan a los pro-
veedores presionan para reducir los costes  en 
la parte inferior de la cadena de suministro, lo 
que lleva a una presión a la baja sobre los  sala-
rios. Como consecuencia de ello, el empleo de 

las mujeres en las cadenas 
mundiales de  suministro 
suele caracterizarse por su 
inseguridad, al tiempo que 
las condiciones de trabajo  
deficientes, las violaciones 
de los derechos humanos 
y laborales y la trata de 
personas  constituyen un 
motivo de gran preocu-
pación. Además, algunos 

Gobiernos han tratado de  flexibilizar sus nor-
mativas en materia laboral y ambiental, en un 
esfuerzo por atraer  inversiones de empresas 
multinacionales que participan en una “compe-
tencia a la baja”, en  busca de países en los 
que los requisitos para garantizar condiciones 
de trabajo seguras,  justas y dignas son menos 
estrictos. Las adquisiciones generalizadas de 
tierras para las  cadenas mundiales de sumi-
nistro también provocan la pérdida de trabajo 
e ingresos de las  mujeres de zonas rurales del 
Sur Global, así como desplazamientos forzosos 
en algunos  contextos. El acoso sexual está 
muy extendido en numerosos sectores de las 
cadenas de  suministro en que los trabajadores 
son predominantemente mujeres, como ocurre, 
por  ejemplo, en la confección.  

36. La globalización también está creando 
nuevas vulnerabilidades en el trabajo de las  
mujeres debido a la fisuración del lugar de 
trabajo mediante el crecimiento de las cadenas  
mundiales de suministro, la subcontratación y 
el uso de formas flexibles de trabajo. En una  
investigación realizada por la Confederación 
Sindical Internacional se constató que las 50  
mayores empresas del mundo emplean única-
mente al 6 % de sus trabajadores a través de  
una relación laboral directa y que dependen en 
un 94 % de mano de obra oculta. El  aumento 
de la subcontratación y la fisuración del lugar 
de trabajo plantean importantes retos para la 
organización colectiva mediante sindicatos y 
cooperativas, que resulta fundamental  para 

“No obstante, los datos también muestran 
que las  mujeres tienden a ocupar puestos de 
menor categoría y peor remunerados, ya que 
es más  probable que desempeñen funciones 
administrativas, en lugar de aquellas que requieren  
conocimientos de ciencia, tecnología, ingeniería y 
matemáticas.”
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garantizar mejores salarios y condiciones la-
borales para las trabajadoras. 

37. Las nuevas tecnologías robóticas y de 
automatización están transformando aún más  
las cadenas de suministro y los procesos de 
producción mundiales, poniendo en peligro  
muchos de los empleos que normalmente 
ocupan las mujeres, como los de operadoras 
de  máquinas de coser, costureras manuales 
y operarias de montaje. Los datos muestran 
que, a  medida que los países modernizan sus 
industrias gracias a los avances tecnológicos, el  
empleo de la mujer suele disminuir, fenómeno 
que se denomina “desfeminización”.  Además, 
los avances tecnológicos han impulsado una 
mayor deslocalización de la  producción del 
Norte Global al Sur Global, en particular en el 
sector de los servicios. En  lugar de aumentar 
el acceso al trabajo decente en el Sur Global, 
la realidad es que esos trabajos se fragmentan 
en microtareas realizadas por contratistas en 
plataformas de países de renta baja, que no 
tienen contratos de trabajo ni protección laboral 
y a menudo están mal  remunerados. En ese 
sentido, se corre el riesgo de que la digitaliza-
ción perpetúe viejas  formas de discriminación, 
explotación y trabajo informal que afectan a las 
mujeres del Sur  Global.  

Mayor atención a la sostenibilidad  
y a las transiciones justas 

38. El paso a economías sostenibles y transicio-
nes justas también ha sido un elemento  clave 
del cambiante mundo del 
trabajo. La atención que se 
presta a la economía verde 
y a los empleos sosteni-
bles ofrece oportunidades 
potenciales para el empleo 
de la mujer. Por  ejemplo, 
se calcula que el número 
de puestos de trabajo en 

el sector de la energía renovable  podría 
aumentar de 10,3 millones en 2017 a casi 
29 millones en 2050. Los datos  disponibles 
indican que es más probable que las mujeres 
trabajen en el sector de la energía  renovable 
que en el de los combustibles fósiles, lo que 
sugiere la existencia de un potencial  de nuevas 
oportunidades para las mujeres. No obstante, 
los datos también muestran que las  mujeres 
tienden a ocupar puestos de menor categoría 
y peor remunerados, ya que es más  probable 
que desempeñen funciones administrativas, 
en lugar de aquellas que requieren  conoci-
mientos de ciencia, tecnología, ingeniería y 
matemáticas. 

39. Más allá del crecimiento de los empleos 
verdes, la rápida aceleración e  intensificación 
de las crisis ambientales está generando un 
sentimiento de urgencia en torno  a un nuevo 
modelo económico basado en la sostenibili-
dad ambiental. Una transición justa  consiste 
en garantizar que el paso de una economía 
extractiva a una economía  ambientalmente 
sostenible y regenerativa no ponga en una si-
tuación difícil a los  trabajadores. Sin embargo, 
hasta la fecha se ha hablado poco sobre las 
dimensiones de  género de una transición justa 
y se ha producido un marcado aumento de las 
represalias  contra quienes se pronuncian en 
contra de esas crisis y situaciones difíciles. 
Las mujeres  marginadas, en particular las de 
los países pobres, son las más afectadas por 
la degradación  del medio ambiente, debido a 
la discriminación estructural subyacente, que 

“La disminución del acceso a  los recursos 
naturales en el contexto del cambio climático 
incrementará la carga de trabajo  doméstico y de 
cuidados no remunerado de las mujeres y las niñas 
más pobres, ya de por sí  intensa y pesada.”
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incluye la  desigualdad en el acceso de las 
mujeres a la tierra y los recursos naturales, 
las  infraestructuras sostenibles y los servicios 
públicos, lo que pone en peligro su seguridad  
alimentaria y de los ingresos, su salud y sus 
medios de vida. La disminución del acceso a  
los recursos naturales en el contexto del cam-
bio climático incrementará la carga de trabajo  
doméstico y de cuidados no remunerado de las 
mujeres y las niñas más pobres, ya de por sí  
intensa y pesada.  

40. Al mismo tiempo, las mujeres suelen des-
empeñar un papel importante, sobre todo en  
los países en desarrollo, en la conservación 
del entorno natural. La participación de las 
mujeres hace que las intervenciones climáticas 
y de conservación forestal sean más eficaces  y 
que los beneficios se repartan de manera más 
equitativa. En la agricultura las trabajadoras  ya 
están desempeñando un papel importante en 
la gestión de los recursos naturales, lo que  re-
sulta fundamental para la adaptación al cambio 
climático. Sin embargo, con frecuencia se  ven 
excluidas de la toma de decisiones y no tienen 
acceso al trabajo decente, además de que  por 
lo general no se reconoce su conocimiento de 
los saberes locales y tradicionales. En los  paí-
ses en desarrollo las mujeres ya están muy con-
centradas en el trabajo informal de  recolección 
y reciclaje de residuos. Su labor de recolección 
de materiales reciclables en las  calles de las 

ciudades y de limpieza 
de los espacios públicos 
supone un coste mínimo 
para  los presupuestos 
públicos, pero representa 
una parte importante de 
la gestión, el reciclaje y  la 
eliminación de los residuos 
sólidos. Sin embargo, es-
tán muy estigmatizadas 
como  trabajadoras, su-
fren acoso y trabajan con 
una remuneración y unas 

condiciones deficientes. Además, la creciente 
formalización de la recolección y el reciclaje 
de residuos, mediante,  entre otras cosas, la 
introducción de nuevas tecnologías como las 
incineradoras, pone en  peligro el trabajo de 
las mujeres si no se les ofrecen oportunidades 
de mejorar su  cualificación o si no existen 
estrategias para integrar a las recicladoras en 
los sistemas  formalizados. 

D. Construir un mundo del trabajo que 
parta de los derechos  humanos de las 
mujeres: ahora y para el futuro  

41. A menos que se aborde específicamen-
te la discriminación estructural y sistémica,  
existe un riesgo importante de que las futuras 
tendencias laborales acentúen las  desigual-
dades existentes para las mujeres. El enfoque 
adoptado hasta la fecha, que consiste  en 
incorporar a la mujer a la estructura machista 
del trabajo y la economía, no ha servido  para 
hacer efectivos sus derechos humanos y así 
seguirá ocurriendo en el cambiante mundo  del 
trabajo. Para crear un mundo del trabajo en el 
que las mujeres obtengan beneficios y hagan 
aportaciones en igualdad de condiciones con 
los hombres, es preciso reinventar la  estruc-
tura del trabajo y de la economía, situando los 
derechos humanos de la mujer en el  centro. 
De cara al futuro, las mujeres tienen grandes 

“La discriminación basada en otros factores, 
como  el embarazo, la edad, la raza, el origen 
social, la situación migratoria, la discapacidad, 
la  maternidad, las responsabilidades familiares, 
la orientación sexual y la identidad de género  
también puede influir en la forma y los modos en 
que las mujeres son más vulnerables a la  violencia 
y el acoso.”
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expectativas en lo relativo a la  seguridad en 
el empleo, la igualdad de remuneración, las 
condiciones de trabajo dignas, el  respeto y la 
protección contra la violencia y el acoso en el 
lugar de trabajo, el acceso a las competencias 
y la capacitación adecuadas y el apoyo a sus 
responsabilidades de cuidados. Un mundo 
laboral en el que sean plenamente efectivos 
los derechos humanos de la mujer  no solo 
las beneficiará a ellas, sino que mejorará la 
situación de todos. 

42. Para garantizar que las futuras tendencias 
que afectan al mundo del trabajo no  agraven 
la discriminación contra la mujer, es necesario 
adoptar medidas específicas en  cinco esferas, 
que se detallan a continuación. 

Garantizar la protección contra la violencia 
y el acoso 

43. Las normas internacionales reconocen 
el acoso sexual como una forma de  discri-
minación contra la mujer y una violación de 
los derechos humanos. Los nuevos  desafíos 
derivados del cambio tecnológico y la continua 
globalización hacen que sea más  urgente que 
nunca garantizar la seguridad de las mujeres 
en el trabajo. En este sentido, la  aprobación 
en 2019 del Convenio sobre la Violencia y el 
Acoso, 2019 (núm. 190), de la  OIT, supone 
un avance significativo hacia la creación de un 
mundo laboral seguro y  decente para todos, 
prestando especial atención a hacer frente 
a las experiencias de  violencia y acoso que 
sufren las mujeres. La discriminación basada 
en otros factores, como  el embarazo, la edad, 
la raza, el origen social, la situación migratoria, 
la discapacidad, la  maternidad, las responsa-
bilidades familiares, la orientación sexual y la 
identidad de género  también puede influir en la 
forma y los modos en que las mujeres son más 
vulnerables a la  violencia y el acoso. Además, 
la criminalización de las mujeres que se dedican 

a la  prostitución o al trabajo sexual aumenta 
su vulnerabilidad a la violencia y agrava su  
exclusión de los servicios esenciales. 

44. Hay un número cada vez mayor de leyes 
que tratan del acoso sexual, pero a menudo  
existen limitaciones en su alcance y aplicación. 
Hay muchos motivos por los que las  mujeres 
no denuncian el acoso sexual, como el temor 
a las represalias o la preocupación de  que, 
en el mejor de los casos, el asunto se trate 
de manera ineficaz o, en el peor, se ignore o  
se encubra. Esto ha dado lugar a una cultura 
de impunidad para los autores. A medida que  
cambia el mundo del trabajo, es fundamental 
que las mujeres que se ocupan en formas  
atípicas de empleo o que desarrollan su acti-
vidad en el sector informal estén amparadas 
por  una legislación que trate el acoso sexual 
y otras formas de violencia en el lugar de 
trabajo, y  que todas las trabajadoras puedan 
acceder a recursos jurídicos y a la justicia en 
caso de  sufrir acoso sexual, independiente-
mente del tipo de contrato que tengan. Los 
marcos  regulatorios deben garantizar que los 
empleadores estén obligados a adoptar todas 
las  medidas necesarias para impedir el acoso 
sexual y responder a él, de conformidad con 
las  normas internacionales. En el contexto del 
aumento de la fisuración del lugar de trabajo y 
la  subcontratación, es necesario reforzar las 
medidas y la rendición de cuentas en materia 
de  acoso sexual en las cadenas mundiales de 
suministro. La aparición de nuevas formas de  
violencia y acoso contra la mujer en el lugar de 
trabajo facilitadas por las TIC también  requiere 
medidas regulatorias y de rendición de cuentas. 

45. Una innovación importante del Convenio 
sobre la Violencia y el Acoso, 2019  (núm. 
190), de la OIT, es que reconoce que tanto 
los empleadores como las organizaciones  de 
trabajadores tienen un papel que desempeñar 
en la respuesta a la violencia doméstica  como 
otra forma de violencia que afecta a las mujeres 
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en el lugar de trabajo. Se trata de un  importan-
te cambio de perspectiva, ya que la violencia 
doméstica se ha considerado  históricamente 
un asunto privado que afecta a las personas en 
sus hogares y no en el  trabajo. El Convenio 
dispone que los trabajadores que sufren violen-
cia doméstica tienen  derecho a recibir apoyo 
y protección en el empleo, que no deben ser 
discriminados por su  condición de víctimas de 
la violencia doméstica y que los empleadores 
deben ofrecer  modalidades de trabajo flexibles, 
protección y licencias a las víctimas de dicha 
forma de  violencia. Las licencias remunera-
das por violencia doméstica están surgiendo 
como una  práctica prometedora por parte de 
una serie de Gobiernos y empleadores. Sin 
embargo, a  medida que un número cada vez 
mayor de mujeres trabaja en la economía de 
ocupaciones  transitorias y fuera de los regí-
menes laborales formales, quedan cada vez 
más desplazadas  de ese apoyo en el lugar de 
trabajo. Además, con los avances tecnológicos 
han surgido  nuevas formas de abuso facilitadas 
por la tecnología, que afectan su capacidad de 
trabajar  y su experiencia laboral, por ejemplo 
la vigilancia y el seguimiento de las mujeres a 
través  de sus dispositivos.  

Definiciones fundamentales 

En el presente informe se adopta una visión 
amplia del mundo del trabajo, que  incluye el 
trabajo formal e informal, los espacios de tra-
bajo públicos y privados, los  desplazamientos 
hacia y desde el trabajo, el trabajo que se 
desarrolla en línea o el que se  realiza por me-
dio de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones (TIC), y los  viajes y eventos 
relacionados con el trabajo. 

Los derechos de la mujer al trabajo y en el tra-
bajo se consagran en el derecho  internacional 
de los derechos humanos. En particular, la 
Convención sobre la Eliminación  de Todas las 

Formas de Discriminación contra la Mujer y el 
Pacto Internacional de  Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales contienen disposiciones 
específicas que  garantizan el derecho al tra-
bajo, unas condiciones de trabajo justas y favo-
rables, la libertad  de organizarse en sindicatos 
y la prohibición de la discriminación por razón 
de sexo.  Además, existen varios convenios de 
la Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
que  abarcan diversas esferas relacionadas con 
el trabajo, como la igualdad de remuneración y  
los trabajadores domésticos, y también, más 
recientemente, un convenio sobre la  elimina-
ción de la violencia y el acoso en el trabajo. 

Sobre la base de las normas y los principios 
internacionales, para hacer efectivo el  dere-
cho de la mujer al trabajo es preciso, entre 
otras cosas, eliminar las barreras jurídicas 
y  socioculturales que impiden trabajar a las 
mujeres, como, por ejemplo, la discriminación  
jurídica, los estereotipos de género nocivos y 
las normas sociales discriminatorias, así como  
la responsabilidad desproporcionada de la 
mujer en el trabajo doméstico y de cuidados no  
remunerado. Hacer efectivo el derecho de la 
mujer al trabajo también entraña garantizar el  
apoyo de las políticas públicas a la prestación 
de cuidados y la disponibilidad de trabajo  de-
cente. También supone asegurar condiciones 
dignas de trabajo, que incluyan la igualdad  de 
acceso al derecho a prestaciones laborales y la 
igualdad de remuneración por trabajo de  igual 
valor, la eliminación de los obstáculos que se 
oponen al desarrollo profesional de la  mujer 
en clave de igualdad y su acceso a los puestos 
de dirección, la protección contra la  violencia, 
la discriminación y el acoso, y la creación de 
condiciones que permitan a las  mujeres orga-
nizarse colectivamente y tener voz en la toma 
de decisiones. 
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Reconocer, reducir y redistribuir el trabajo 
doméstico y de cuidados  no remunerado  

46. Para lograr la igualdad real es fundamental 
reconocer el valor social y económico  del traba-
jo doméstico y de cuidados no remunerado, así 

Presupuesto en perspectiva

Prácticas prometedoras 

Hacer frente al acoso sexual en las cadenas mundiales de suministro 

Gracias a la inversión de marcas mundiales de ropa, algunas fábricas de prendas de  vestir 
de Asia Meridional han impartido capacitación sobre la prevención de la violencia y  el 
acoso contra las mujeres y los hombres y han creado comités sobre el acoso en el lugar  
de trabajo. Como consecuencia, ha disminuido el número de trabajadores que denuncian  
haber sufrido acoso verbal y maltrato psicológico y físico, al tiempo que ha aumentado 
el  número de denuncias de abuso sexual, lo que se atribuye a una mayor disposición a 
hablar  de los abusos sexuales y a una mayor confianza en el proceso. 

Incluir a los trabajadores en formas atípicas de empleo en la legislación  relativa 
al acoso sexual 

Recientemente algunas empresas que contratan a personas para trabajar a través de  
plataformas digitales han empezado a conceder a sus trabajadores la condición de  em-
pleados de pleno derecho, garantizando que estos tengan salarios más altos, aportaciones  
a planes de pensiones, prestaciones por enfermedad y protección en virtud de la legis-
lación  laboral, lo que incluye la protección contra el acoso sexual. Mientras tanto, otras 
empresas  que funcionan con el modelo de ocupaciones transitorias han puesto fin a la 
práctica de  someter al trabajador a acuerdos de arbitraje forzosos en caso de presentar 
una demanda de  acoso sexual contra la empresa. 

Incluir a los trabajadores empleados en la economía de ocupaciones  transitorias 
en las políticas en materia de violencia doméstica 

En algunos países los sindicatos están presionando para que se introduzcan  modifica-
ciones legislativas orientadas a ampliar la definición de empleado a fin de abarcar  a los 
trabajadores de la economía de ocupaciones transitorias y garantizar que tengan pleno  
acceso a la protección laboral, incluida la concesión de licencias remuneradas por violencia  
doméstica y familiar previstas en las garantías laborales. 

como reducir la carga temporal que  este con-
lleva y redistribuirla de forma más equitativa 
entre mujeres y hombres y entre las  familias y 
la sociedad, mediante inversiones públicas en 
infraestructuras y servicios.  También resulta 
esencial asegurar que todos los trabajadores 
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tengan acceso a un siste-
ma  integral de licencias re-
muneradas de maternidad, 
de paternidad y parentales, 
en  consonancia con las 
normas internacionales, 
además de proporcionar 
servicios de cuidado  ac-
cesibles, asequibles y de 
calidad. 

47. En el contexto de un 
mundo laboral cambiante, es necesario refor-
mar las políticas  para asegurarse de que las 
mujeres que trabajan en formas atípicas de 
empleo, incluido el  trabajo informal, tengan 
acceso a las disposiciones relativas a las licen-
cias de maternidad y  parentales, conforme a 
las normas internacionales. La prestación de 
servicios de cuidado  con horarios flexibles de 
inicio y finalización, la prestación de atención 
intermitente y los  servicios de cuidado sin cita 
previa constituyen un importante factor que 
posibilita el  trabajo de las mujeres. Esto resulta 
particularmente pertinente en un momento en 
que el  mundo se enfrenta al cambio climático 
y a crecientes pandemias, como la actual crisis 
de la  COVID-19, que aumentará considera-
blemente la carga de trabajo no remunerado 
de las  mujeres. Las modalidades flexibles de 
organización de la jornada laboral también  con-
tribuyen en gran medida a que los trabajadores 

(tanto hombres como mujeres)  equilibren el 
trabajo remunerado y las responsabilidades 
de cuidado, y pueden facilitarse  mediante 
los avances tecnológicos. Si bien las nuevas 
formas de trabajo que ofrecen las plataformas 
digitales suelen aportar una mayor flexibilidad, 
es importante que esta vaya  acompañada de 
seguridad en el empleo y de una remuneración 
y unas condiciones dignas.  El rápido enveje-
cimiento de la población de muchas partes del 
mundo no solo exige que los  Gobiernos invier-
tan en servicios asequibles y de calidad para el 
cuidado de las personas de  edad, sino también 
que prevean licencias remuneradas para los 
cuidadores y disposiciones  de flexibilidad que 
reconozcan las diversas responsabilidades de 
cuidado que tienen las  mujeres a lo largo de su 
vida y que adopten medidas para lograr que los 
hombres asuman  una parte mayor del trabajo 
de cuidados no remunerado. 

“En el contexto de un mundo laboral cambiante, es 
necesario reformar las políticas  para asegurarse de 
que las mujeres que trabajan en formas atípicas de 
empleo, incluido el  trabajo informal, tengan acceso 
a las disposiciones relativas a las licencias de 
maternidad y  parentales, conforme a las normas 
internacionales.”

Prácticas prometedoras 

Ampliar la licencia de maternidad a las trabajadoras del sector informal 

Un país de la región de Asia y el Pacífico ofrece una cobertura universal de  protección 
de la maternidad, que incluye a las trabajadoras del sector informal. Si bien es  obliga-
torio para los empleados del sector formal (que reciben una tasa de sustitución del  100 
% de su salario de referencia durante cuatro meses), las pastoras, las trabajadoras por  
cuenta propia y las del sector informal pueden afiliarse al régimen de la seguridad social  
con carácter voluntario y percibir prestaciones en efectivo por maternidad durante cuatro  
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meses a una tasa de sustitución del 70 % de su salario de referencia seleccionado después  
de 12 meses de cotizaciones. Además, se ofrecen prestaciones en efectivo por maternidad  
en el marco del régimen de la seguridad social a todas las mujeres embarazadas y a las  
madres de niños menores de un año, independientemente de su aportación al régimen, 
su  situación laboral o su nacionalidad. La atención de la maternidad se presta a través 
del  sistema de atención sanitaria universal (financiado con impuestos). 

Proporcionar servicios de cuidado a los trabajadores de las fábricas  de prendas 
de vestir y a los recicladores 

En algunos países de Asia Meridional, la ley exige que las fábricas de confección de  
prendas de vestir ofrezcan servicios de guardería en el lugar de trabajo para niños de 
hasta  6 años. Como siguiente paso, se ha reconocido la necesidad de centrarse en la 
aplicación y  la calidad de los servicios. En otros países, los servicios cooperativos de 
cuidado de niños  implantados y gestionados por trabajadores del sector informal están 
atendiendo las  necesidades de cuidado de las trabajadoras, al tiempo que ayudan a 
proteger sus derechos  laborales. 

En un país de América Latina, una cooperativa de recicladores constató que  necesita-
ban servicios de calidad para el cuidado de los niños a fin de poder trabajar la  jornada 
completa y no tener que llevar a sus hijos a las plantas de reciclaje. Pusieron en  marcha 
un servicio comunitario de cuidado de niños mediante una combinación de apoyo  del 
gobierno local, del sector no gubernamental y de entidades filantrópicas, con un horario  
de apertura adaptado a la jornada laboral de los recicladores, de 7.00 a 22.00.

Redistribuir el trabajo de cuidados no remunerado entre hombres y mujeres 

Los países nórdicos ofrecen algunas de las políticas de licencias parentales más  genero-
sas del mundo: entre 40 y 69 semanas, con una tasa de remuneración de entre el  70 % y 
el 100 % del sueldo. Algunos países reservan una parte de esas semanas para los  padres 
(la llamada cuota de los papás), lo que está concebido específicamente para  redistribuir 
las responsabilidades de cuidado entre mujeres y hombres. Los estudios han  demostrado 
que las disposiciones que obligan a optar entre disfrutar del permiso o perderlo  resultan 
más eficaces para aumentar la proporción de padres que se toman la licencia  parental. 

Romper con los patrones relativos a trabajos 
“de mujeres” y trabajos  “de hombres”: valor 
y roles 

48. Si bien el crecimiento de nuevos sectores, 
como el de la tecnología y el de la energía  

renovable, brinda la oportunidad de que haya 
más mujeres empleadas en ámbitos en que  
predominan los hombres, una mayor partici-
pación en la fuerza de trabajo no garantiza  
automáticamente la igualdad de condiciones 
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para la mujer. La persistencia de la  segre-
gación ocupacional puede explicarse por las 
diferencias de género en cuanto a  educación, 
capacitación y experiencia; la discriminación; 
normas sociales profundamente  arraigadas; y 
la distribución desigual del trabajo doméstico y 
de cuidados no remunerado.  Los estereotipos 
sobre los roles de género y las diferencias en 
la percepción de las aptitudes  también con-
tribuyen a la segregación ocupacional. Las 
ocupaciones predominantemente femeninas, 
que tienden a ser las de peor consideración y 
remuneración, han seguido estando feminiza-
das o se han feminizado aún más. 

49. Sin una intervención específica, los patro-
nes de segregación existentes se  reproduci-
rán en los nuevos sectores emergentes. Las 
intervenciones específicas incluyen  adoptar 
medidas especiales de carácter temporal 
para aumentar la representación de la  mujer 
en sectores de alto crecimiento; proporcio-
nar educación, desarrollo de competencias, 
perfeccionamiento profesional en el empleo y 
aprendizaje permanente para que las mujeres  
pasen de empleos que corren el riesgo de ser 
automatizados a sectores de alto crecimiento;  
y ofrecer incentivos y realizar intervenciones 
con miras a aumentar la representación de la  

mujer en la educación y el empleo en las es-
feras de la ciencia, la tecnología, la ingeniería 
y  las matemáticas. Los marcos regulatorios y 
de políticas pueden desempeñar una función  
importante a fin de obligar a los empleadores 
a informar sobre la composición de género de  
sus empresas u organizaciones por ocupación, 
brecha salarial de género y representación 
de  la mujer en la dirección. El potencial 
crecimiento del sector de los cuidados, en el 
contexto  del envejecimiento de la población, 
debe implicar que se valore debidamente el 
trabajo de  cuidados remunerado en términos 
tanto económicos como sociales, mediante sa-
larios y  condiciones dignos. Habida cuenta de 
la representación excesiva de las mujeres en 
los  empleos mal remunerados, la legislación 
sobre el salario mínimo, junto con leyes que  
garanticen el derecho a la igualdad de remu-
neración por trabajo de igual valor, también  
pueden contribuir considerablemente a reducir 
las brechas salariales de género. Para frenar  la 
segregación ocupacional, es igualmente impor-
tante establecer incentivos y adoptar  medidas 
que alienten a los hombres a aceptar empleos 
en sectores donde predominan las  mujeres, 
como la educación y el trabajo de cuidados 
remunerado. 

Prácticas prometedoras 

Aumentar la representación de la mujer en la energía renovable 

A escala internacional, las mujeres representan tan solo el 32 % de la mano de obra  del 
sector de la energía renovable. Reconociendo que el éxito de la transición a un futuro  
con bajas emisiones de carbono dependerá de la capacidad de aprovechar todo el talento  
posible, un grupo de organizaciones de los sectores público y privado organizaron una  
campaña orientada a trabajar en favor de la igualdad de remuneración, de liderazgo y 
de  oportunidades para las mujeres en el sector de la energía no contaminante de aquí 
a 2030.  La campaña pide a las empresas y los Gobiernos que respalden los principios y 
adopten las concretas para contribuir a cerrar la brecha de género, por ejemplo, mediante 
el  establecimiento de objetivos y cuotas. 
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Valorar el trabajo doméstico y de cuidados remunerado 

Tras constatarse la histórica infravaloración por motivos de género que ha venido  su-
friendo este sector y después de que los sindicatos, los trabajadores y las organizaciones 
comunitarias realizaran campañas de manera sostenida, se incrementó la remuneración 
en  el sector de los cuidados y se fijaron nuevos salarios mínimos para los trabajadores. 
La  decisión dio lugar a aumentos salariales de entre el 19 % y el 41 % para los trabaja-
dores del  sector de los cuidados. 

Con el acicate de la ratificación del Convenio sobre las Trabajadoras y los  Trabajadores 
Domésticos, 2011 (núm. 189), de la OIT, por parte de 11 países de América  Latina, se 
han realizado esfuerzos para garantizar que los trabajadores domésticos estén  cubier-
tos por las disposiciones relativas al salario mínimo que igualan su remuneración con  la 
del resto de los trabajadores. Algunos países de la región también están fomentando la  
negociación colectiva en el sector a fin de mejorar la remuneración y las condiciones. 

Varios Estados miembros de la Unión Europea han establecido incentivos  destinados a 
promover el empleo formal de los trabajadores domésticos por medio de  deducciones del 
impuesto sobre la renta y desgravaciones fiscales, junto con un sólido  marco regulatorio 
orientado a aumentar los niveles de empleo formal en el trabajo  doméstico. 

Aumentar la participación de los hombres en ámbitos predominantemente  
femeninos 

En un país de Europa Occidental, algunas organizaciones sin fines de lucro están  tra-
bajando para contratar a hombres en el sector de la atención social, especialmente en 
el  ámbito de la vivienda, el cuidado de los ancianos y el trabajo social con familias  vul-
nerables, mediante una campaña de contratación en escuelas y centros de educación  
superior y también dirigida a veteranos. 

Garantizar que todas las trabajadoras 
puedan disfrutar de sus derechos,  sin 
discriminación, incluidas las trabajadoras 
informales 

50. Una preocupación fundamental para el dis-
frute de los derechos humanos de la mujer  en el 
cambiante mundo del trabajo es el crecimiento 
de las formas atípicas de empleo, fruto  del 
aumento de la subcontratación y la utilización 
de mano de obra bajo demanda, el trabajo  en 
plataformas digitales, los contratos temporales, 

el empleo por cuenta propia, los  contratos de 
horas variables, los contratos de cero horas 
y otras formas de trabajo  ocasional. Si bien 
las nuevas formas de trabajo pueden ofrecer 
a la mujer una vía para  salir de las formas de 
trabajo informal más vulnerables y arduas, 
como el trabajo familiar, en la agricultura o la 
venta ambulante, la inseguridad laboral, los 
bajos salarios y la falta de  acceso a la protec-
ción social seguirán reforzando la inseguridad 
económica y la  discriminación estructural en 
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el trabajo para muchas mu-
jeres. El trabajo que realizan 
las  mujeres que se encuen-
tran en la parte inferior de la 
cadena de suministro, como 
las  trabajadoras agrícolas 
en plantaciones, suele ser 
peligroso y las expone a 
productos químicos per-
judiciales y a condiciones 
deficientes. Gran parte de 
este trabajo, en particular  el 
de microtareas realizado por 
mujeres, a menudo también 
queda oculto y resulta invi-
sible,  lo que incrementa el 
riesgo de explotación.  

51. Para hacer efectivos los derechos humanos 
de la mujer en el cambiante mundo  laboral, 
es preciso que los trabajadores empleados en 
nuevas formas de trabajo tengan  acceso a 
los derechos humanos. Existe una necesidad 
urgente de ampliar los derechos y las  presta-
ciones a todos los trabajadores, centrándose 
en las trabajadoras del sector informal, lo  que 
incluye las licencias por enfermedad remune-
radas, las vacaciones anuales, la limitación  de 
la jornada laboral y los derechos a la salud y 
a la seguridad en el trabajo. En algunos  con-
textos, el acceso a la licencia menstrual es un 
importante factor que facilita el acceso de  las 
mujeres al trabajo decente. 

52. El trabajo doméstico remunerado constituye 
una fuente muy importante y en  expansión de 

empleo asalariado para las mujeres, pero la 
mayor parte se desarrolla en el  sector informal 
y es de mala calidad, con elevados riesgos 
de abuso y violencia. De modo  similar, en 
algunos países la recolección de residuos para 
su reciclaje supone una  importante fuente de 
ingresos para las mujeres y contribuye a la 
sostenibilidad ambiental.  Sin embargo, con 
demasiada frecuencia a las trabajadoras que 
se dedican a estas formas de  trabajo se les 
niegan los derechos laborales básicos y están 
expuestas a la discriminación, la  estigmatiza-
ción, el acoso y la violencia. Además, a medida 
que el sector de la agricultura  cambia y crece 
en el contexto de los cambios medioambien-
tales, resulta fundamental  garantizar los dere-
chos de las trabajadoras agrícolas informales, 
como la igualdad en la  propiedad y el control 
de la tierra y en el acceso al crédito y a las 
tecnologías agrícolas.  

“Existe una necesidad urgente de ampliar 
los derechos y las  prestaciones a todos los 
trabajadores, centrándose en las trabajadoras del 
sector informal, lo  que incluye las licencias por 
enfermedad remuneradas, las vacaciones anuales, 
la limitación  de la jornada laboral y los derechos a 
la salud y a la seguridad en el trabajo. En algunos  
contextos, el acceso a la licencia menstrual es 
un importante factor que facilita el acceso de las 
mujeres al trabajo decente. ”

Prácticas prometedoras 

Extender la protección social a las trabajadoras de la economía de  ocupaciones 
transitorias o de plataformas digitales 

En un país de Europa, los artistas y escritores pueden adherirse a un régimen de seguro  
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financiado por las cotizaciones a la seguridad social de los empleados, una subvención  
pública y una tasa a los clientes de servicios artísticos (como editores, teatros, bibliotecas 
o  empresas privadas) proporcional a su utilización de los servicios de artistas y escritores.  

En algunos países nórdicos, el sistema de desempleo ofrece a los trabajadores  desem-
pleados una sustitución salarial de aproximadamente el 80 %, junto con amplias  medidas 
de estímulo del mercado laboral, que requieren que dichos trabajadores reciban  capa-
citación para mejorar sus competencias. El sistema también ofrece a los trabajadores  
oportunidades de empleo y financia la educación, la capacitación, la reubicación y otros  
gastos relacionados con el trabajo. En consecuencia, los trabajadores cambian de empleo 
con  mayor frecuencia que en otras partes de Europa y las empresas pueden automati-
zar y cambiar  las prácticas en el lugar de trabajo sin generar oposición por parte de los 
trabajadores. 

En un país de Europa, los contratistas independientes están obligados a pagar las  co-
tizaciones a la seguridad social, igual que lo hacen los empleados normales, lo que les  
garantiza el seguro de desempleo. 

Garantizar los derechos de los trabajadores domésticos 

Un país de Centroamérica aprobó en 2019 una legislación en la que se reconocía a  
los trabajadores domésticos como empleados formales con derecho a prestaciones y  
protecciones. En virtud de la nueva ley, se prohíbe trabajar a los niños menores de 15 
años  y los adolescentes mayores de esa edad no pueden trabajar más de seis horas 
al día.  Actualmente la persona que emplea a un trabajador doméstico está obligada a 
formalizar la  relación laboral en un contrato y a ofrecerle los mismos derechos que los 
demás  empleadores, lo que incluye una remuneración equivalente a por lo menos el 
salario  mínimo, el alta en la seguridad social y el sistema de atención de la salud, pagas 
de  vacaciones, días libres, licencia de maternidad y períodos de descanso garantizados.  

Mejorar el acceso a la tecnología y los recursos para las mujeres del sector agrícola 

En algunos países de África se ha mejorado el acceso de las trabajadoras agrícolas a  las 
TIC para aumentar la productividad. Por ejemplo, en un país de África una organización  
no gubernamental inició un proyecto dirigido a mejorar el acceso a la información mediante  
el uso de las TIC por parte de mujeres de zonas rurales de una región del país. Las mu-
jeres  accedieron a la información que necesitaban sobre los mercados y sobre métodos 
de cultivo  mejorados mediante el uso de teléfonos inteligentes, Internet y radios. En otro 
país de  África se han proporcionado a las mujeres teléfonos inteligentes para acceder a 
la  información meteorológica, lo que les permite saber cuándo sembrar y cuándo cose-
char,  especialmente en los casos en que la cosecha precisa de un proceso de secado.



271

Género

Apoyar la acción y la organización  
colectivas de las mujeres  

53. La solidez de la cobertura sindical y la ne-
gociación colectiva está vinculada con  menores 
brechas salariales de género, con un mejor 
acceso a la licencia de maternidad y  con la 
promoción de modalidades de trabajo favora-
bles a la familia. Sin embargo,  históricamente, 
los sindicatos han tenido una fuerte cultura ma-
chista, a menudo han  excluido las voces de las 
mujeres y no siempre han dado prioridad a las 
cuestiones  relacionadas con los derechos de 
la mujer. En muchas ocasiones, los convenios 
colectivos  no reflejan de manera adecuada las 
inquietudes de las mujeres. Además, cuando 
hay un  desequilibrio de poder entre los géne-
ros dentro de un sindicato, las trabajadoras 
se  enfrentan a la discriminación y la violencia. 
Por otra parte, en los últimos decenios la  or-
ganización colectiva se ha encontrado con un 
número creciente de obstáculos, sobre todo  
en el contexto de la globalización y la liberali-
zación económica. El incremento previsto de  
las formas atípicas de empleo y la creciente 
fisuración del lugar de trabajo en el contexto 
de  la constante globalización, sumados al cre-
cimiento del trabajo vinculado con plataformas  
digitales, agravan esos obstáculos. Como parte 
de las tendencias más generales de  reducción 
del espacio de la sociedad civil, también hay 
cada vez más restricciones  gubernamentales a 
los sindicatos y a la organización colectiva. En 
ese contexto, se  necesitan nuevos enfoques 
y estrategias para la acción y la organización 
colectivas. 

54. En el caso de las trabajadoras del sector 
informal, la acción colectiva a través de  coo-
perativas ha ayudado a las mujeres a com-
partir recursos, obtener economías de escala 
y  acceder a los mercados. Se ha demostrado 

que los grupos de ahorro y apoyo mutuo  
protegen los medios de vida de las mujeres y 
fortalecen su capacidad para actuar, su voz y  
su participación en los hogares y, de manera 
más general, en las comunidades. Algunos de  
los objetivos comunes que las organizaciones 
de trabajadores del sector informal tratan de  
alcanzar mediante la organización colectiva 
son lograr que el trabajo sea decente y más  
remunerativo, superar la discriminación y re-
definir las normas sociales negativas. 

55. Se pueden extraer importantes lecciones de 
las cooperativas de mujeres existentes,  que a 
menudo se crearon para reunir a las trabajado-
ras a fin de satisfacer necesidades  básicas y 
prácticas y con el tiempo evolucionaron hasta 
centrarse en la identificación de  prioridades y 
estrategias colectivas de cambio. Los avances 
tecnológicos también ofrecen  nuevas oportuni-
dades para la organización de las trabajadoras 
más allá de cuestiones y  sectores concretos 
y traspasando fronteras. El complejo reto de 
lograr una transición justa,  con la igualdad de 
género como prioridad, también requiere de la 
solidaridad entre los  movimientos de mujeres, 
obreros, medioambientales e indígenas. Las 
estrategias orientadas  a aumentar la parti-
cipación y el liderazgo de las mujeres en los 
sindicatos resultan  fundamentales, tanto por 
una cuestión de igualdad como para garanti-
zar que se dé prioridad  a las preocupaciones 
específicas de cada género en los convenios 
colectivos y en la cultura  de los espacios en 
los que los trabajadores se sindican. El apoyo 
a la acción colectiva de las  mujeres en el 
cambiante mundo del trabajo, que pasa, entre 
otros aspectos, por garantizar su  libertad de 
asociación, sin violencia ni intimidación, resulta 
esencial para hacer efectivos  los derechos de 
la mujer al trabajo y en el trabajo. 
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Prácticas prometedoras 

Usar la tecnología para organizar a las trabajadoras 

En un país de América Latina con una gran población de trabajadores domésticos, se  
creó una aplicación con objeto de empoderarlos. La aplicación incluye calculadoras de  
salarios y prestaciones, así como información sobre los derechos de los trabajadores  
domésticos y asistencia para localizar el sindicato más cercano.  

Gracias al movimiento #MeToo, un gran número de mujeres compartieron sus experiencias 
de acoso sexual en el lugar de trabajo, se organizaron colectivamente para el  cambio y 
exigieron que los responsables rindieran cuentas. El movimiento se facilitó  gracias a los 
medios sociales y la tecnología, que permitieron a mujeres de todo el mundo  ponerse 
en contacto. 

Organizar a las trabajadoras del sector informal 

En un país de Asia Meridional se fundó hace más de cuatro decenios un sindicato de  
trabajadoras pobres del sector informal, cuyas afiliadas, que ocupaban toda una serie 
de  puestos de trabajo, se organizaron para centrarse en la seguridad en el trabajo, la 
seguridad  de los ingresos, la seguridad alimentaria y la seguridad social, además de 
mejorar su  capacidad de organización, negociación colectiva y liderazgo. Reunió a sin-
dicatos, el  movimiento de mujeres y colectivos de mujeres. Actualmente, el movimiento 
se ha  extendido a varios países de Asia Meridional y sus miembros poseen y gestionan 
sus  propias instituciones.  

Forjar alianzas entre los movimientos sociales 

Un movimiento de América Latina que promueve los derechos de las campesinas se  
centra en la promoción de una visión de la agricultura campesina de pequeña escala 
basada  en la conservación ecológica y la soberanía alimentaria, al tiempo que hace un 
llamamiento  para que las mujeres puedan acceder a la tierra, los insumos agrícolas y los 
recursos  naturales en condiciones de igualdad y que tengan el mismo control sobre ellos. 

E. Reimaginar la estructura del trabajo y la 
economía 

56. Para hacer efectivos los derechos humanos 
de la mujer en el cambiante mundo  laboral es 
necesaria una transformación fundamental de 
la estructura del trabajo y la  economía. En 
los últimos decenios se ha producido una cre-

ciente desregulación del  mercado laboral, un 
aumento de la subcontratación en las cadenas 
mundiales de suministro,  la proliferación de 
contratos de corta duración y el crecimiento 
del modelo de gestión “justo  a tiempo”. Esas 
tendencias en la estructura del trabajo han 
ejercido una presión a la baja  sobre los sa-
larios y las condiciones, aumentando así las 
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desigualdades y la vulnerabilidad  de las traba-
jadoras. Además, en muchas partes del mundo, 
la desregulación del mercado  laboral ha dado 
lugar a un aumento de las formas atípicas de 
trabajo entre las mujeres y ha  debilitado su 
capacidad de organizarse colectivamente para 
mejorar la remuneración y las  condiciones31. 
El hecho de que los Gobiernos no exijan a las 
empresas que rindan cuentas  en relación con 
las normas en materia de trabajo, derechos hu-
manos y medio ambiente,  unido a la capacidad 
de las empresas de trasladarse a otros países, 
pone a las trabajadoras  en peor posición para 
negociar, lo que contribuye a que las mujeres 
se queden estancadas  en ocupaciones mal 
remuneradas y con escasa cualificación. Las 
mujeres marginadas son las más afectadas, y 
se corre el riesgo de que esas tendencias se 
acentúen aún más con los  cambios previstos, 
impulsados por la tecnología y la globalización.  

57. Aunque los Gobiernos y el sector privado 
han realizado esfuerzos cada vez mayores  
para mejorar la transparencia de los salarios 
y las condiciones en las cadenas mundiales 
de  suministro, a menudo debido a la deman-
da de los consumidores, la dependencia de 
códigos  y acuerdos voluntarios ha servido 
de poco para modificar el modelo de negocio 
subyacente,  que condiciona los salarios y las 
condiciones deficientes de las trabajadoras más  
marginadas. Por ejemplo, tras el desastre de 
Rana Plaza en Bangladesh, las trabajadoras  
informaron de que se prestaba cada vez más 
atención a la seguridad en el lugar de trabajo,  
pero que se habían hecho pocos progresos en 
materia de salarios y otras condiciones  labora-
les. En un contexto en que el mercado laboral 
se encuentra cada vez más globalizado  y fisu-
rado, además del cumplimiento de las normas 
mundiales existentes, también es  necesario un 
instrumento mundial jurídicamente vinculante 
que pueda contribuir a  garantizar la rendición 
de cuentas en relación con los derechos de 

los trabajadores de las  cadenas mundiales de 
suministro. De hecho, algunos Gobiernos están 
avanzando hacia una  mayor sistematización 
en la divulgación y transparencia de los datos 
relacionados con  cuestiones ambientales, 
sociales y de gobernanza. Esto permite su-
pervisar el desempeño de  las empresas en 
materia de sostenibilidad y resultados sociales, 
lo que incluye los  indicadores relativos a los 
derechos de la mujer en el trabajo. 

58. En los modelos económicos dominantes, un 
enfoque limitado, centrado en el  crecimiento 
económico y la rentabilidad, a expensas del 
bienestar humano, el trabajo  decente y la sos-
tenibilidad ambiental, impide hacer efectivos 
los derechos humanos de la  mujer. Las muje-
res que sufren formas múltiples e interseccio-
nales de discriminación están  particularmente 
marginadas. Los modelos económicos actuales 
explotan el trabajo  doméstico y de cuidados no 
remunerado de las mujeres y prosperan gracias 
a él. Ese trabajo  sustenta toda la economía, 
pero sigue siendo infravalorado e invisible, al 
tiempo que agota  el tiempo y la seguridad eco-
nómica de las mujeres. Sin embargo, existen 
alternativas en materia de políticas, que re-
quieren reimaginar la economía para  centrarse 
en redistribuir el poder y los recursos, generar 
trabajo decente y dar valor al  bienestar y al 
cuidado de las personas y el planeta. Algunos 
Gobiernos están avanzando en  esta dirección 
al dar prioridad en sus políticas económicas al 
bienestar y el cuidado de los  seres humanos. 

59. Un marco de política económica favorable 
a los derechos humanos de la mujer se  articu-
laría en torno a la efectividad de los derechos 
humanos, en lugar de centrarse  exclusivamen-
te en el producto interno bruto; priorizaría la 
redistribución equitativa sobre la  acumulación 
de riqueza; facilitaría las inversiones en infraes-
tructuras y servicios públicos,  aumentaría las 
pensiones y la seguridad social y elevaría los 
salarios mínimos, en lugar de  ofrecer reduc-
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ciones tributarias a las empresas y a los más 
adinerados; y combatiría la  proliferación del 
trabajo inseguro en el sector informal ofreciendo 
incentivos a las empresas  para impulsar el 
crecimiento económico a fin de generar trabajo 
con condiciones y salarios dignos. Reimaginar 
la economía en pro de los derechos humanos 
de la mujer implicaría  reconocer y priorizar ade-
cuadamente las necesidades específicas de las 
mujeres, asegurar la  autonomía reproductiva, 
eliminar toda discriminación y valorar el trabajo 
de cuidados, tanto  remunerado como no remu-
nerado, e invertir en él, como pilar central. Esas 
inversiones  pueden a un tiempo estimular el 
empleo de las mujeres y crear una necesaria 
infraestructura  física y social que beneficie a 
todos los trabajadores. 

IV. Recomendaciones  

60. Si no se presta atención urgente, existe 
un riesgo considerable de que las  actua-
les desigualdades entre los géneros y la 
discriminación contra la mujer no solo se  
reproduzcan, sino que se acentúen en el 
cambiante mundo del trabajo. 

61. El Grupo de Trabajo exhorta a todos 
los Estados a que ratifiquen y aseguren 
el  pleno cumplimiento de la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de  Discriminación contra la Mujer y todos 
los tratados internacionales de derechos  
humanos pertinentes y los convenios de 
la OIT que garantizan los derechos de la  
mujer al trabajo y en el trabajo, así como los 
Protocolos Facultativos de la  Convención 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la  Mujer y del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales. 

62. El Grupo de Trabajo recomienda además 
la adopción de medidas concretas  basadas 
en su análisis y que se tengan en cuenta las 

prácticas prometedoras señaladas  en el 
presente informe. 

A. Recomendaciones generales 

63. Entre las recomendaciones generales, 
el Grupo de Trabajo estimula a los  Estados 
a que: 

a) Revisen y eliminen todas las leyes dis-
criminatorias que obstaculizan el  empleo 
formal o informal de las mujeres; 

b) Velen por que la prohibición de la discri-
minación por motivos de sexo,  embarazo 
o maternidad y responsabilidades de cui-
dado se amplíe y se aplique a las  mujeres 
en todas las formas de trabajo, incluido el 
empleo atípico; 

c) Refuercen la legislación, los reglamentos 
y los marcos de rendición de  cuentas a fin 
de garantizar la transparencia, entre otras 
formas, mediante datos desglosados por 
sexo en relación con los salarios y las con-
diciones, en todas las  cadenas mundiales 
de suministro; 

d) Reformulen las políticas y los marcos 
económicos, incluidos los  presupuestos 
nacionales y las políticas fiscales, para 
centrarse en el bienestar humano  y dar 
prioridad a la redistribución del poder y los 
recursos, la efectividad de los  derechos 
humanos, la sostenibilidad ambiental y la 
creación de trabajo decente para  todos. 

B. Protección contra la violencia y el 
acoso en el cambiante mundo  del 
trabajo 

64. Para hacer frente a la violencia y el aco-
so, el Grupo de Trabajo recomienda a  los 
Estados que: 

a) Ratifiquen el Convenio sobre la Violencia 
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y el Acoso, 2019 (núm. 190), de  la OIT, y 
garanticen su plena aplicación; 

b) Introduzcan y refuercen los marcos jurí-
dicos para prevenir y combatir  eficazmente 
al acoso sexual, asegurando que queden 
incluidos todos los tipos de  trabajadores, en 
particular los trabajadores en formas atípi-
cas de empleo, y que se  apliquen a todos los 
lugares de trabajo, incluidos los espacios 
públicos, el transporte y  las plataformas de 
trabajo en línea y digitales; 

c) Introduzcan y refuercen la legislación y 
los reglamentos en el ámbito  laboral para 
hacer frente a la violencia contra la pareja y 
la violencia doméstica, entre  otras medidas, 
mediante la concesión de licencias remune-
radas por violencia  doméstica; 

d) Aprueben normativas que exijan que 
los empleadores informen  periódicamente 
sobre los esfuerzos y progresos realizados 
en la prevención de la  violencia y el acoso 
contra los trabajadores y en la respuesta a 
este fenómeno, así como  en lo relativo a la 
transparencia de sus datos sobre las de-
nuncias de acoso sexual y sus  resultados; 

e) Fortalezcan los marcos regulatorios rela-
tivos a los proveedores de  tecnología a fin 
de asegurar que prevengan y eliminen todas 
las formas de violencia en  línea contra las 
mujeres y las niñas. 

C. Reconocer, reducir y redistribuir el 
trabajo doméstico y  de cuidados no 
remunerado  

65. En lo que respecta al trabajo doméstico 
y de cuidados no remunerado, el Grupo  de 
Trabajo recomienda a los Estados que: 

a) Garanticen el acceso universal a licencias 
remuneradas de maternidad,  paternidad y 
parentales para todos los trabajadores, in-

cluidos los que trabajan en  formas atípicas 
de empleo y en el sector informal; 

b) Propicien el reparto equitativo del trabajo 
de cuidados remunerado y no  remunera-
do entre mujeres y hombres mediante el 
establecimiento de una licencia  parental 
remunerada universal para todos los pro-
genitores y mediante intervenciones  espe-
cíficas dirigidas a incrementar el uso de la 
licencia parental por parte de los  hombres, 
lo que incluye disposiciones que obliguen a 
optar entre disfrutar del permiso  o perderlo;  

c) Aumenten las inversiones para garantizar 
el acceso universal a servicios  asequibles 
y de gran calidad para el cuidado de niños, 
personas con discapacidad y  ancianos, 
asegurando el acceso tanto de los trabaja-
dores del sector informal como de  aquellos 
que trabajan en formas atípicas de empleo; 

d) Garanticen el acceso universal a una 
amplia gama de servicios de salud  sexual y 
reproductiva y a información en esta esfera 
para todas las mujeres y las adolescentes, a 
fin de que puedan ejercer su autonomía en 
la toma de decisiones sobre  el embarazo 
y la maternidad; 

e) Aumenten las inversiones en infraestruc-
turas y servicios básicos en zonas urbanas 
y rurales con miras a liberar el tiempo de 
las mujeres para que puedan  realizar un 
trabajo remunerado; 

f) Velen por que el trabajo de cuidados sea 
un pilar central de las políticas  macro-
económicas, a fin de generar recursos e 
inversiones para los servicios de  cuidado, 
la licencia parental remunerada y la protec-
ción social, con el objetivo de  redistribuir 
el trabajo doméstico y de cuidados no re-
munerado entre el Estado y las  familias y 
entre las mujeres y los hombres. 
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D. Poner fin a los patrones estructurales 
sobre trabajos “de mujeres” y trabajos 
“de hombres” 

66. Con miras a poner fin a los patrones 
estructurales sobre trabajos “de mujeres” y 
trabajos “de hombres”, el Grupo de Trabajo 
recomienda a los Estados que: 

a) Establezcan medidas especiales de carác-
ter temporal (cuotas y objetivos)  para ase-
gurar que las mujeres puedan encontrar em-
pleo en sectores de alto  crecimiento (como 
la energía renovable y la tecnología), con 
medidas específicas  orientadas a garantizar 
que tengan una representación equitativa en 
puestos técnicos  y de dirección; 

b) Establezcan medidas especiales de ca-
rácter temporal (cuotas y objetivos)  para 
aumentar la participación de las mujeres y 
las niñas en la educación en las  esferas de 
la ciencia, la tecnología, la ingeniería y las 
matemáticas; 

c) Establezcan programas específicos de 
capacitación y reciclaje  profesional para 
mujeres en ocupaciones y sectores con un 
mayor riesgo de  automatización;  

d) Aseguren la igualdad de acceso de las 
mujeres a las TIC; 

e) Fortalezcan los marcos jurídicos a fin de 
establecer salarios mínimos  para todos los 
trabajadores y la obligación legal de que 
haya igualdad de  remuneración por trabajo 
igual o por trabajo de igual valor; 

f) Introduzcan reglamentos que obliguen a 
los empleadores a informar  periódicamente 
sobre los esfuerzos y progresos realizados 
en la reducción de la brecha  salarial de 
género, con datos desglosados por múlti-
ples motivos, entre ellos la raza, la  etnia 
y la edad, y sobre la representación de la 
mujer en diferentes puestos y niveles de  
dirección; 

g) Adopten medidas específicas, como pro-
gramas de educación y  capacitación y el 
acceso a una amplia gama de servicios de 
salud sexual y reproductiva  y a información 
en esta esfera, a fin de lograr que las jóve-
nes pasen de la escuela a  oportunidades de 
trabajo decente y mantengan su vinculación 
con la fuerza de  trabajo; 

h) Adopten medidas específicas para au-
mentar la participación de los  hombres en 
sectores predominantemente femeninos y 
la participación de las mujeres  en sectores 
predominantemente masculinos. 

E. Garantizar que todas  
las trabajadoras puedan disfrutar de  
sus derechos, sin discriminación,  
incluidas las trabajadoras informales  

67. Para garantizar que todas las trabaja-
doras puedan disfrutar de sus derechos  
sin discriminación, el Grupo de Trabajo 
recomienda a los Estados que:

a) Velen por que los trabajadores del sector 
informal y en formas atípicas  de empleo 
tengan acceso a los derechos y prestacio-
nes laborales, incluido el acceso a  protec-
ción social, atención sanitaria, licencias 
remuneradas y disposiciones en materia  de 
salud y seguridad en el trabajo, en particular 
brindando protección en el contexto  de las 
crisis económicas y ambientales; 

b) Ratifiquen y apliquen el Convenio sobre 
las Trabajadoras y los Trabajadores Domés-
ticos, 2011 (núm. 189), de la OIT, y la Con-
vención Internacional  sobre la Protección 
de los Derechos de Todos los Trabajadores 
Migratorios y de Sus  Familiares, a fin de 
garantizar que los trabajadores migrato-
rios y domésticos estén  protegidos contra 
la discriminación y los abusos y tengan 
acceso a derechos y  prestaciones, como 
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la protección social, la atención sanitaria, 
las licencias  remuneradas y las disposi-
ciones en materia de salud y seguridad en 
el trabajo; 

c) Eliminen toda discriminación contra las 
trabajadoras migratorias, entre  otros ám-
bitos en las políticas y leyes de migración, 
incluida la legislación laboral, e  introduzcan 
garantías jurídicas contra su explotación;  

d) Garanticen la igualdad de derechos de 
las mujeres en relación con la  propiedad y 
el control de la tierra, el crédito y otros re-
cursos productivos, así como en  el acceso 
a ellos, y el disfrute sin discriminación por 
parte de las campesinas y otras  mujeres 
que trabajan en las zonas rurales de todos 
los derechos humanos y las  libertades fun-
damentales establecidos en la Declaración 
de las Naciones Unidas sobre  los Derechos 
de los Campesinos y de Otras Personas que 
Trabajan en las Zonas  Rurales, incluidos el 
empleo decente, la igualdad en lo relativo 
a la remuneración y a  las prestaciones de 
protección social, el acceso a actividades 
remunerativas y la  protección frente a toda 
forma de violencia. 

F. Crear condiciones propicias para la 
acción y la organización  colectivas de 
las mujeres  

68. Con miras a crear condiciones propicias 
para la acción y la organización  colectivas 
de las mujeres, el Grupo de Trabajo reco-
mienda que: 

a) Los sindicatos adopten medidas específi-
cas para garantizar la  representación equi-
tativa de la mujer en la toma de decisiones 
y la incorporación de  sus preocupaciones 
específicas en las prioridades de organiza-
ción y en los convenios  colectivos, y esta-
blezcan políticas para prevenir y eliminar 
la violencia y el acoso en  los sindicatos; 

b) Los Estados aseguren condiciones propi-
cias para la acción colectiva de  las mujeres, 
lo que incluye el derecho a la libertad de 
asociación para todos los  trabajadores, sin 
excluir a los que desarrollan su actividad 
en formas de trabajo  atípicas e informales, 
garantizando la protección de quienes se 
organizan y reclaman  sus derechos, de 
conformidad con el Convenio sobre la Li-
bertad Sindical y la  Protección del Derecho 
de Sindicación, 1948 (núm. 87), de la OIT
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esumen 

El presente texto, pretende ser 
un aporte en el análisis sobre las 

relaciones asimétricas de  poder, entre el 
movimiento sindical chileno y la regulación 
vigente, legitimada en la actual Constitución, 
la que a partir del contundente triunfo de 
la opción Apruebo, comienza a  vivir sus 
últimos días.  

El pasado domingo 25 de octubre de 2020, 
abre un nuevo horizonte y capítulo en la 
historia  de Chile. El contundente triunfo de 

la opción Apruebo y Convención Constitu-
cional,  legitimado por la mayor votación 
popular ocurrida desde el plebiscito de 1988 
(con un  sufragio total de 7.531.261), sitúa 
a la Agrupación Nacional de Empleados 
Fiscales ANEF,  la multisindical más grande 
de Chile, que representa a las y los traba-
jadores del sector  público, en el elemental 
desafío de pensar y posicionarse, en torno 
a cuáles son los cambios  imprescindibles 
que el nuevo texto constitucional requiere, y 
que permitan superar y derribar los cerrojos 
impuestos por la Constitución de 1980 na-

R

Los Desafíos y el Rol 
del Movimiento Sindical del 
Sector Público en el Actual 
Proceso  Constituyente: 
Una mirada crítica 
a la actual Constitución

José Pérez Debelli*

* Profesor de Educación Técnica en la Universidad Metropolitana de Ciencias de la Educación UMCE, Actual  Presidente Agrupación 
Nacional de Empleados Fiscales de Chile ANEF, paralelamente y como desarrollo de su  función como dirigente es Presidente de 
la Asociación de Funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica  Civil ANFDGAC de la cual es socio fundador desde 1993.
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cida en la dictadura cívico militar. 
En  dicha constitución espuria e 
ilegítima, se impide al movimiento 
sindical su total desarrollo y libre 
ejercicio y derechos fundamen-
tales, ampliamente consagrados 
en los tratados  internacionales 
ratificados por Chile y que se 
encuentran vigentes. Es decir, el 
fenómeno  socio laboral y sindical 
que reproduce la Constitución, es 
la completa vigilancia, cooptación  
y control del movimiento sindical 
chileno, y una transformación 
brutal del modelo de  relaciones 
laborales.  

Hoy se vuelve urgente y suma-
mente imprescindible, realizar un 
análisis crítico del actual  escena-
rio normativo, que permita com-
prender y construir aprendizajes 
colectivos, integrando amplias mayorías que 
sean efectivamente representativas de la 
gama diversa, cultural, étnica, y ciudadana 
que compone el país, y que por décadas 
han sido invisibilizadas e instrumentalizadas 
oportunistamente por fines políticos, a la 
medida y uso de la contingencia,  y luego 
olvidadas como parte de las consecuencias 
“naturalizadas” debido al funcionamiento  del 
modelo neoliberal. 

Este modelo lucrativo y calculado, opera 
encandilando a los segmentos más precarios 
con  promesas subsidiarias de corto plazo, 
y los aísla de las discusiones de fondo. La  
redistribución de la riqueza, extracción, venta 
de recursos naturales y commodities, “son 
temas  para expertos, no se discute con el 
pueblo ignorante”, los de siempre, la clase 
que maneja y ejerce el poder de influir en el 
desarrollo del país, usufructuando lo mayor 
posible, y la mayor  cantidad de tiempo, ha 

perpetuado y normalizado profundas des-
igualdades económicas, culturales, sociales, 
de identidad y principalmente anulando 
cualquier esperanza de una  democracia 
participativa y garantizada, gracias a sus 
efectos culturales que han convencido a 
décadas de ciudadanos, que fuera del ca-
pitalismo cognitivo y de vigilancia, no hay 
otro  modelo posible. 

El mal denominado estallido social, es un 
“acontecimiento histórico socio cultural 
total”,  una revolución de pensamiento y 
acción, que fue capaz de develar la in-
dignación, la  impotencia, la memoria y el 
presente de un pueblo, que fue capaz de 
remecer los cimientos  de una arquitectura 
país. Por decirlo de una forma ilustrativa 
“movió el eje”, el ethos, las  estructuras y la 
psicología social de un país completamente 
vertical, clasista y endogámico,  que protege 
y conserva en pequeños grupos a la elite, 

“Hoy se vuelve urgente y sumamente 
imprescindible, realizar un análisis crítico del 
actual  escenario normativo, que permita 
comprender y construir aprendizajes 
colectivos, integrando amplias mayorías que 
sean efectivamente representativas de la 
gama diversa, cultural, étnica, y ciudadana 
que compone el país, y que por décadas 
han sido invisibilizadas e instrumentalizadas 
oportunistamente por fines políticos, a la 
medida y uso de la contingencia,  y luego 
olvidadas como parte de las consecuencias 
“naturalizadas” debido al funcionamiento  del 
modelo neoliberal.”
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habituada a actuar al servicio y en  
complicidad con los macro intereses 
económicos, y en muchos casos 
fabricando inmensos  incentivos 
económicos, para que se legisle en 
pro de sus intereses y generación 
de riqueza.  

Como bien es sabido, los recursos 
principalmente son producidos por 
los propios trabajadores, que ter-
minan siendo enajenados del fruto 
de sus talentos, tiempo de trabajo y  
mano de obra. La matriz extractivista expor-
tadora chilena depreda el medio ambiente,  
respaldada por una normativa laxa y corto-
placista, que permite a grandes empresas,  
conglomerados y clúster, desarrollar sus 
operaciones a bajísimos costos y con nulas 
medidas  de sustentabilidad y protección del 
medio ambiente, lo que perjudica fatalmente 
localidades  y comunidades que habitan los 
territorios. Esta forma de hacer negocios ha 
sido la tónica y el origen de fortunas incon-
mensurables concentradas en pequeños 
grupos de poder  económico con influencia 
en la política. 

Este modelo, en el ámbito laboral, público y 
privado, alimenta y determina el indignante  
alcance y poder de la elite en Chile, y en el 
marco del actual proceso constituyente nos 
exige  formular una nueva institucionalidad, 
que permita y garantice como derechos 
sociales  fundamentales, la autonomía sin-
dical, la libertad de sindicación, negociación 
colectiva, huelga  y estabilidad en el empleo, 
para las y los trabajadores tanto del sector 
público como privado,  y en este marco la 
ANEF debe cumplir un rol transformador y 
protagonista. 

Estos derechos, en la actual Constitución se 
encuentran limitados en su acción, dentro 

de un  cuerpo normativo enfocado ideológi-
camente en desincentivar lo más posible la 
afiliación y la negociación colectiva, como 
herramienta de distribución de la riqueza, 
prohibiendo negociaciones por rama produc-
tiva, así como el derecho a la huelga efectiva 
de todos los  trabajadores sindicalizados, 
cualquiera sea el sector del que provengan.  

 

1.- La Constitución Pinochetista de 
1980 como principal adversario del 
Movimiento  Sindical. 

La Constitución Política de 1980, heredera 
del “Ladrillo” documento considerado el pilar 
del  pensamiento económico de la dictadu-
ra militar, fue elaborado por un grupo de 
economistas  de la Pontificia Universidad 
Católica, influenciados por el pensamiento 
de la Escuela de  Chicago liderada por el 
fundador del modelo neoliberal a ultranza, 
Milton Friedman. Ellos  permitieron hacer 
posible la implementación de las ideas y 
prácticas del modelo.  

Este selecto  grupo de economistas, fuerte-
mente blindados por los militares al mando 
de la dictadura,  dieron pie a que poste-
riormente se impusiera el Plan Laboral, a 
partir de los años 1978-79, que básicamente 

“El mal denominado estallido social, es un 
“acontecimiento histórico socio cultural 
total”,  una revolución de pensamiento 
y acción, que fue capaz de develar la 
indignación, la  impotencia, la memoria 
y el presente de un pueblo, que fue 
capaz de remecer los cimientos  de una 
arquitectura país.”
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fue un plan antisindical, ya que reúne un 
conjunto de prohibiciones y control, que 
relegan a un tercer plano al actor sindical. 
Impone un sello ideológico en virtud del 
cual, se desconfía y repudia la existencia 

de organizaciones sindicales capaces, 
gracias a su poder negociador, de disputar 
la hegemonía al empresariado y al capital. 
Esto por varias razones. Para la Académica 
Karla Varas Marchant, son múltiples las cau-

sales: “Primero, 
la  consagración 
const i tuc ional 
del derecho de 
sindicación pone 
el acento en la 
voluntariedad  de 
afiliación y en la 
garantía de no in-
tervención esta-
tal en su proceso 
de constitución al  
establecerse que 
adquirirá perso-
nalidad jurídica 
por el mero regis-

“Este modelo, en el ámbito laboral, público y privado, 
alimenta y determina el indignante  alcance y 
poder de la elite en Chile, y en el marco del actual 
proceso constituyente nos exige  formular una nueva 
institucionalidad, que permita y garantice como derechos 
sociales  fundamentales, la autonomía sindical, la 
libertad de sindicación, negociación colectiva, huelga  y 
estabilidad en el empleo, para las y los trabajadores tanto 
del sector público como privado, y en este marco la ANEF 
debe cumplir un rol transformador y protagonista. ”



283

Sindicalismo Internacional

tro de sus estatutos y actas  constitutivas. El 
Constituyente de 1980, entonces, no pone 
el acento en cuestiones que son  centrales 
para promover y fortalecer al actor sindical”1. 
En efecto, la institucionalidad  constitucional 
vigente, amordaza y bloquea la organización 
sindical, persiguiendo su  accionar como ac-
tor socio-político. 
Por lo tanto, y en 
este sentido, hoy 
es fundamental 
que el  nuevo 
ó rgano  cons -
tituyente haga 
desaparecer ese 
cuerpo de nor-
mas mordaza, 
y que garantice 
universalmente 
el derecho de sin-

dicación (tanto para los trabajado-
res del sector público y  privado) 
y no limite su poder de acción. 

La Profesora Karla Varas Mar-
chant sobre el particular plantea: 
“La Constitución Política de  1980 
inhibe el accionar de la organi-
zación sindical, sea del sector 
público o privado, lo  convierte en 
un simple y débil agente contrac-
tual, ya que le impide participar en 
actividades  político partidistas, 
niega el carácter socio-político 
de la organización sindical, pro-
hibiendo que se convierta en un 
actor central en representación 

de los grupos sociales más  precarizados, 
generando un debilitamiento y atomización, 
situación que hasta el día de hoy,  no es 
capaz de superar”2.  

Continuando con este orden de ideas, 
Varas Marchant sentencia: “Es decir, 
la Constitución  del 80 es hostil con un 

“Estos derechos, en la actual Constitución 
se encuentran limitados en su acción, 
dentro de un  cuerpo normativo enfocado 
ideológicamente en desincentivar lo 
más posible la afiliación y la negociación 
colectiva, como herramienta de distribución 
de la riqueza, prohibiendo negociaciones por 
rama productiva, así como el derecho a la 
huelga efectiva de todos los  trabajadores 
sindicalizados, cualquiera sea el sector del 
que provengan.”

“(...) la institucionalidad constitucional vigente, amordaza y 
bloquea la organización sindical, persiguiendo su  accionar 
como actor socio-político. Por lo tanto, y en este sentido, 
hoy es fundamental que el  nuevo órgano constituyente 
haga desaparecer ese cuerpo de normas mordaza, y que 
garantice universalmente el derecho de sindicación (tanto 
para los trabajadores del sector público y  privado) y no 
limite su poder de acción.”

1 “Proceso Constituyente: Nueva Constitución y desafíos sindicales. La visión de abogados/as laboralistas”.  Entrevista a Varas 
Marchant Karla (31 de marzo de 2020) Recuperado en https://cipstra.cl/2020/nueva constitucion-desafios-sindicales-2/ 
2 Idem op cit 
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derecho fundamental, 
que es esencial para 
que las organizacio-
nes  sindicales puedan 
cumplir los fines que le 
son propios. Me refiero 
al derecho de huelga. 
La  Constitución actual 
no reconoce de forma 
expresa este derecho, 
simplemente se dedica 
a  indicar qué catego-
rías de trabajadores 
tendrán prohibido su 
ejercicio”3. Con ello, 
por una  parte, niega el 
valor fundamental que 
cumple este derecho y por otra, excluye, 
como se detalla más adelante, un enorme 
número de trabajadores como es el caso de 
las y los funcionarios  de la administración 
del Estado, sea centralizada o descentra-
lizada. Este hecho constituye un  cerrojo 
normativo, y una discriminación arbitraria 
que coapta un derecho fundamental según  

el tenor de la normativa internacional. En 
este sentido, es una verdadera “camisa de 
fuerza”  que muestra el rostro y la orientación 
ideológica neoliberal de la actual Constitu-
ción. Pues  impone un conjunto de limitacio-
nes y controla la labor sindical, restringiendo 
lo más posible  su capacidad no sólo ne-
gociadora, sino como agente de cambio y 

parte de un entramado  
social, cuyo propósito 
político debe ser la 
superación del modelo 
impuesto a la fuerza 
durante  la dictadura 
cívico-militar, que tuvo 
un enorme costo de 
vidas, causó torturas 
y  desapariciones de 
dirigentes y dirigen-
tas sindicales, donde 
uno de los casos más 

“Este selecto  grupo de economistas, fuertemente 
blindados por los militares al mando de la dictadura,  
dieron pie a que posteriormente se impusiera el 
Plan Laboral, a partir de los años 1978-79, que 
básicamente fue un plan antisindical, ya que reúne 
un conjunto de prohibiciones y  control, que relegan 
a un tercer plano al actor sindical. Impone un sello 
ideológico en virtud  del cual, se desconfía y repudia 
la existencia de organizaciones sindicales capaces, 
gracias a su poder negociador, de disputar la 
hegemonía al empresariado y al capital.”

“Varas Marchant sentencia: “Es decir, la Constitución  
del 80 es hostil con un derecho fundamental, que 
es esencial para que las organizaciones  sindicales 
puedan cumplir los fines que le son propios. Me 
refiero al derecho de huelga. La  Constitución 
actual no reconoce de forma expresa este derecho, 
simplemente se dedica a  indicar qué categorías de 
trabajadores tendrán prohibido su ejercicio”.”

3 Idem op cit 
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brutales y  em-
blemáticos del 
poder represor 
y criminal de los 
agentes del Esta-
do en dictadura, 
se encarna  en la 
figura de nues-
tro Presidente 
Mártir, Tucapél 
Jiménez Alfaro, 
que encabeza el 
memorial  de ANEF en honor de las y los 
dirigentes sindicales del sector público ase-
sinados en  dictadura. 

De esta forma, el daño que sufre el movi-
miento sindical es el mismo que sufre la or-
ganización  colectiva. En efecto, la Profesora 
Javiera Aravena sostiene: “la Constitución 
vigente neutraliza la democracia, a sus 
principales agentes colectivos”4. Para luego 
concluir: “El  caso del movimiento sindical 
es paradigmático por su gravedad y abierta 
animadversión en  su contra, la regulación 
de la acción colectiva de los trabajadores fue 
diseñada para anular  su poder. Y la Consti-
tución, por su claridad y jerarquía dentro de 
las fuentes del derecho, es  una manifesta-
ción potente de esa hostilidad”5. En suma, 
la profesora Aravena, refiriéndose  al trabajo 
del Profesor Fernando Atria sobre el parti-
cular manifiesta: “La Constitución Política 
de la República anula la agencia política del 

pueblo, su diseño, como advierte  Fernando 
Atria, guarda las formas democráticas pero 
hace del pueblo, aquel organizado  colecti-
vamente, un actor irrelevante. Las “formas” 
democráticas que presenta la  Constitución 
son, en todo caso, extremadamente débiles. 
La CPR no habilita realmente la participa-
ción política, el voto universal pareciera ser 
lo único que se garantiza sin  ambages”6.

Por tanto, este escenario sitúa al movimien-
to sindical como un actor socio político, 
excluido  de poder participar en la disputa 
del poder. En palabras del profesor Diego 
Varas7 “La  Constitución Política de la Re-
pública – producto de su origen-, estableció 
una serie de  normas que prohíben que las 
organizaciones sindicales y sus dirigentes 
participen en  actividades políticas y ser can-
didatos a elección popular como Diputados 
o Senadores. 

4 “Proceso Constituyente: Nueva Constitución y desafíos sindicales. La visión de abogados/as laboralistas”.  Entrevista a Javiera 
Aravena Araneda (16 de marzo de 2020) Recuperado en https://cipstra.cl/2020/nueva constitucion-desafios-sindicales-1/ 
5 Ídem op.cit
6 Idem op.cit 
7  Ver https://www.diarioconstitucional.cl/articulos/la-discriminacion-a-los-dirigentes-sindicales-en-la constitucion-politica-de-la-re-
publica/

“Es central rescatar de esta tesis, que la Constitución 
vigente, cuya visión ideológica proscribe el derecho y 
la legitimidad de los dirigentes sindicales, y les prohíbe 
aspirar a cargos de  representación popular. Por lo tanto, 
debe ser desterrada de la nueva constitución, puesto 
que  normativas de este tipo atentan contra los principios 
básicos de un Estado de Derecho  moderno, democrático 
y participativo.”
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El texto Constitucional, 
establece en diversas 
normas la prohibición 
absoluta y genérica de  
toda participación de 
dirigentes activos, entre 
ellos, los sindicales, en 
los diversos cargos de  
representación demo-
crática del país. El artí-
culo 19 Nº 19 establece 
en su inciso tercero la  prohibición de los 
dirigentes de participar en actividades de 
carácter partidista. A su vez, el  artículo 23 
de la Constitución indica que la infracción 
a las prohibiciones de participación  de los 
dirigentes nacionales será perseguido y 
sancionado según las penas establecidas 
en  la ley”. 

Es central rescatar de esta tesis, que la 
Constitución vigente, cuya visión ideológica 
proscribe  el derecho y la legitimidad de los 
dirigentes sindicales, y les prohíbe aspirar 
a cargos de  representación popular. Por lo 
tanto, debe ser desterrada de la nueva cons-
titución, puesto que  normativas de este tipo 
atentan contra los principios básicos de un 
Estado de Derecho  moderno, democrático 
y participativo.  

En suma, prohíbe el vínculo político parti-
dista con el sindicalismo (art. 19 Nº19 ac-
tual  Constitución) ya que limita la actividad 
política del sindicalismo, actuando con una  
intromisión ilegítima, que implica, por una 
parte, una vulneración flagrante a la auto-
nomía  sindical, así como una negación del 
rol socio-político que tiene toda organización 
sindical,  máxime si se trata de la mayor 
confederación del país, como es en este 
caso la Agrupación  Nacional de Empleados 
Fiscales ANEF. 

Todo lo anterior constituye la columna verte-
bral del Plan Laboral impuesto en dictadura, 
que  debe ser completamente erradicado en 
el nuevo texto constitucional. En efecto, en 
Chile  ocurre la enorme paradoja de que un 
empresario multimillonario puede ser Presi-
dente de la  República, y al mismo tiempo, la 
actual Constitución prohíbe expresamente la 
participación  política de las y los dirigentes 
sindicales, debiendo forzosamente elegir 
entre su labor sindical  u optar a algún car-
go de representación popular, impidiendo 
el desarrollo de los procesos de  cambio 
social y político.  

Esta verdadera aberración plasmada en la 
actual Constitución, construye una imagen 
de las  organizaciones sociales y sindicales, 
y las muestra como un peligro al orden y al 
modelo de  desarrollo chileno, absolutamen-
te impugnado por una amplia mayoría, que 
expresó su indignación y malestar social, 
a partir de la revuelta de octubre de 2019, 
hito que se confirma  con la extraordinaria 
victoria de la opción “Apruebo” en el plebis-
cito del 25 de octubre recién  pasado. Este 
hecho reveló las enormes inequidades del 
exitista modelo económico neoliberal  chi-
leno, en donde solo 3 comunas del país, 
que concentran las mayores riquezas, son 
las  únicas donde triunfa la opción que 
defiende la Constitución pinochetista y el 
modelo vigente. 

“En definitiva, la Constitución actual no promueve 
el movimiento sindical, al contrario, lo  debilita y 
desconfía de él, y no garantiza los ámbitos de 
autonomía y libertad necesarios para  que este 
actor logre en plenitud cumplir con sus objetivos. 
Más bien le pone un chaleco de  fuerza y coarta su 
accionar.”
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En definitiva, la Constitución actual no pro-
mueve el movimiento sindical, al contrario, 
lo  debilita y desconfía de él, y no garantiza 
los ámbitos de autonomía y libertad necesa-
rios para  que este actor logre en plenitud 
cumplir con sus objetivos. Más bien le pone 
un chaleco de  fuerza y coarta su accionar. 

2.- La nueva Constitución y  
el Proceso Constituyente:  
Una nueva institucionalidad  
que  garantice la Libertad Sindical,  
la Negociación Colectiva y  
el Derecho a Huelga efectiva. 

En palabras de la Profesora Irene Rojas 
Miño: “En este ámbito, procurar habilitar y 
proteger  la acción colectiva de los trabaja-
dores y su autonomía, es un objetivo central 
que debe consagrarse en la nueva Constitu-
ción. Expresión de esto debe ser garantizar 
y proteger: (1) la negociación colectiva en 
niveles centralizados (rama, área, oficio, 
profesión, etc.); (2) el  derecho a huelga sin 
prohibición de ejercicio, aceptando limita-
ciones exclusivamente –en el  ejercicio de 
la huelga- en casos excepcionales cuando 
se trate de “servicios esenciales” en  sentido 
estricto; (3) el derecho de sindicalización; (4) 
el derecho al trabajo decente8. 

De esta forma, en opinión de la profesora 
Karla Varas Marchant9. “una nueva Consti-
tución  debe poner el trabajo en el centro. 
Es el trabajo el que genera la riqueza de un 
país, el que  promueve su desarrollo, etc. En-
tonces su protección debe ser un elemento 
central en el  debate constituyente”. 

Por otra parte, el Profesor Eduardo Caa-
maño, asevera que una nueva constitución 
debería: 

a.- “Garantizar el principio de libertad sindi-
cal de forma amplia y robusta, partiendo por  
consagrar el derecho de sindicalización de 
forma universal, para todos los trabajadores  
dependientes, sin distinción de sector”.  

b.- “Además, garantizar la libertad para que 
el sindicato sea libre en determinar sus fines 
y  ámbito de acción. No coartar la actividad 
política del sindicato, con lo cual se aplica 
plenamente lo establecido en el Convenio 87 
de la OIT sobre Libertad Sindical ratificado  
por Chile”. 

c.- “En relación al derecho de negociación 
colectiva, que no se restrinja a nivel de 
empresa,  y que exista plena libertad para 
que en virtud de la autonomía sindical se 
defina el nivel de negociación, con pleno re-
conocimiento a lo dispuesto en el Convenio 
98 de la OIT sobre  Negociación Colectiva 
ratificado por Chile”10. 

8 Ver “Los derechos de libertad sindical en la Constitución Chilena, Revista de Derecho Universidad de  Valdivia, vol 30 N° 1, 
junio 2017. La académica plantea que el derecho que se entiende como un derecho del  trabajador a la estabilidad en el empleo, 
como protección contra el despido y, en consecuencia, la  reincorporación del trabajador cuando este lo desea frente a un despido 
declarado ilegal (no solo antisindical, lesivo de derechos fundamentales o que irrespeta el fuero). El libre despido es uno de los 
grandes problemas de  nuestro ordenamiento jurídico. 
9 Ver “La Huelga. Un derecho de primer orden en la Nueva Constitución”. Parte del libro “Trabajo y Nueva  Constitución, Der 
Ediciones, Primera edición, marzo 2020.  
10 Caamaño Rojo Eduardo, “El reconocimiento de la libertad sindical y el problema de la representación de  los trabajadores en la 
negociación colectiva”, Revista de Derecho Pontificia Universidad Católica de  Valparaíso N° 30, año 2008.
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d.- En cuanto al derecho de huelga, que exis-
ta una consagración expresa del derecho,  
garantizándose su legitimidad constitucional 
en todos los ámbitos donde el trabajo se 
preste  –público o privado– y sin restringir a 
priori los intereses que se podrán defender 
a través de  su ejercicio, dejando a los tra-
bajadores, a través de sus organizaciones 
sindicales, la labor de  definir cuáles serán 
los intereses que se defenderán a través 
de la misma. De esta forma, al  reconocer 
expresamente en el nuevo texto constitu-
cional el derecho a huelga tanto para las  
organizaciones sindicales del sector privado 
como del sector público, se termina con 
aquella  prohibición que pesa hoy en la actual 
Constitución, desconociendo lo dispuesto 
en el  Convenio 151 de la OIT referido a 
las asociaciones sindicales del sector pú-

blico,  reconociendo su plena 
aplicación y, de este modo, 
reconocer el pleno ejercicio de 
la huelga  como derecho fun-
damental terminando con una 
discriminación hasta ahora del 
todo  arbitraria.  

3.- Un nuevo Estado para 
una nueva Constitución. 

La actual Constitución establece un estado 
subsidiario. Es decir, el enfoque y función del  
Estado se circunscribe a un ente regulador 
que garantiza las reglas del juego que ase-
guran que las entidades privadas, puedan 
hacerse cargo y lucrar con casi todas las 
esferas de la  sociedad, garantizando, de 
esta forma, el lucro en pensiones, educa-
ción, vivienda, salud,  todos los cuales en 
la actual Constitución no son derechos so-
ciales garantizados, sino  oportunidades de 
negocios para los privados. Este enfoque, 
de un profundo individualismo consecuencia 
del modelo neoliberal hegemónico, ha jiba-
rizado al Estado y, por lo tanto, a la  función 
pública, debilitando e inhibiendo la posibili-
dad de que el Estado cumpla su verdadero 
rol, de asegurar derechos sociales, econó-
micos y culturales en especial en favor de 

los  sectores más 
precarizados. 

De esta forma, la 
definición de un 
Estado plasmado 
en la nueva car-
ta fundamental, 
debe  abandonar 
su rol secunda-
rio y subsidiario, 
para cumplir una 

“En opinión de la profesora Karla Varas 
Marchant. “una nueva Constitución  debe poner 
el trabajo en el centro. Es el trabajo el que 
genera la riqueza de un país, el que  promueve 
su desarrollo, etc. Entonces su protección 
debe ser un elemento central en el  debate 
constituyente”.”

“Desde esta mirada, el rol de ANEF como actor socio-
político será primordial en el proceso  constituyente, 
donde su participación en la discusión constitucional, 
será clave pues,  precisamente, son los trabajadores y 
trabajadoras del sector público los que cuentan con la  
preparación, conocimiento y competencias para entender 
e incidir en el proceso.”
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tarea directa en el desarrollo de  la matriz 
productiva y económica, a través de la 
planificación de un modelo de desarrollo  
estratégico, donde los intereses privados, 
necesariamente se subordinen al interés 
general. 

Estableciendo, de esta forma, un piso míni-
mo de acceso y distribución del desarrollo y  
crecimiento del país, para cualquier persona 
independiente de su procedencia, etnia, gé-
nero,  orientación sexual, edad, origen socio 
económico, etc.  

Desde esta mirada, el 
rol de ANEF como ac-
tor socio-político será 
primordial en el proceso  
constituyente, donde 
su participación en la 
discusión constitucio-
nal, será clave pues,  
precisamente, son los 
trabajadores y trabaja-
doras del sector público 
los que cuentan con la  

preparación, conocimiento y competencias 
para entender e incidir en el proceso. Ya 
que son  ellos los que mejor conocen la vital 
importancia, y el modo en cómo funciona el 
aparato  estatal, cuyo sello esta vez, debe 
ser en favor de un Estado democrático, 
plurinacional, moderno  y participativo, en 
favor de las grandes mayoría, y en diálogo 
con un desarrollo sustentable, que se haga 
cargo del impacto del calentamiento global 
y sus consecuencias, que aún pueden  ser 
reversibles

 

“De esta forma, la definición de un Estado plasmado 
en la nueva carta fundamental, debe  abandonar 
su rol secundario y subsidiario, para cumplir una 
tarea directa en el desarrollo de  la matriz productiva 
y económica, a través de la planificación de un 
modelo de desarrollo  estratégico, donde los 
intereses privados, necesariamente se subordinen al 
interés general.”
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